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“
”

La investigación de las disparidades 

económicas regionales en Colombia 

ha señalado profundas diferencias en 

las condiciones de vida y en general 

de acceso a las oportunidades. En 

este sentido, es importante el estudio 

de esas disparidades, pero más allá 

de continuar con su diagnóstico, 

es necesario empezar a proponer 

medidas que ayuden a cerrar la brecha 

en educación, salud e infraestructura, 

para que las regiones ubicadas en la 

periferia se integren a la economía 

nacional e internacional.

Adolfo Meísel Roca
Economista, historiador y académico.
Rector de la Universidad del Norte. 
Excodirector Banco de la República..
Frase tomada de Documentos de Trabajo 
sobre Economía Regional No. 122. 2010.
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CARLOS HERNÁN 
RODRÍGUEZ BECERRA
CONTRALOR GENERAL 
DE LA REPÚBLICA

COLOMBIA ESTÁ HECHA DE GEOGRAFÍAS CONTRASTANTES Y MEMORIAS PRO-
FUNDAS. De municipios ribereños y cordilleranos, de ciudades vibrantes 
y periferias silenciadas. Cada rincón de este país tiene una historia que 
contar, un desafío por enfrentar y una esperanza por construir. Y es desde 
esos territorios, tantas veces marginados de las grandes decisiones, donde 
hoy se libra una de las discusiones más importantes para el futuro de la 
nación: cómo hacer realidad un modelo de descentralización que permita 
cerrar brechas, fortalecer capacidades locales y garantizar que la equidad 
territorial deje de ser una promesa para convertirse en política de Estado.
Esta edición de Economía Colombiana constituye un inmejorable espacio 
para esa conversación urgente. A través de las voces de académicos, go-
bernantes, analistas, alcaldes y expertos, presentamos al lector un reco-
rrido profundo y plural por los dilemas, oportunidades y tensiones que 
rodean la reciente reforma constitucional al Sistema General de Participa-
ciones (SGP) y la inminente expedición de la nueva ley de competencias.
Esta reforma no es un simple ajuste técnico. Se trata de una transforma-
ción estructural del pacto territorial. Un intento —valiente y necesario— 
de redistribuir poder, recursos y responsabilidades en una nación que ha 
convivido durante décadas con la paradoja de una descentralización polí-
tica incompleta y un centralismo fiscal persistente.

Desde el primero hasta el último artículo, el lector se encontrará con 
un llamado claro y enfático: no es posible construir un Estado justo desde 
una lógica sectorial fragmentada ni desde un presupuesto que ignora la 
geografía social del país. Como bien lo señala el exdirector del Departa-
mento Nacional de Planeación,  Jorge Iván González, si la nueva ley de 
competencias prioriza la asignación por sectores y no por territorios, se 
perpetuarán los errores del pasado. Colombia necesita un enfoque inte-
gral, que parta de las realidades locales para diseñar políticas públicas, y 

que reconozca que salud, educación, 
agua potable y vivienda no son com-
ponentes aislados, sino derechos in-
terdependientes que se garantizan o 
se vulneran juntos.

Esta mirada se complementa con 
el análisis de la Federación Colom-
biana de Municipios, que plantea un 
conjunto de principios orientadores 
para rediseñar el Sistema General 
de Participaciones: subsidiariedad, 
equidad territorial, responsabilidad 
fiscal y autonomía local. Su diagnós-
tico es claro: la asignación de funcio-
nes debe responder a capacidades 
reales y no a modelos homogéneos 
que desconocen las diferencias abis-
males entre municipios de categoría 
especial y de categoría sexta. Sin di-
ferenciación y gradualidad, no habrá 
transformación efectiva.

En el corazón de esta edición laten 
las voces de quienes gobiernan los 
territorios. El Alcalde de Cali, Alejan-
dro Eder, describe con franqueza los 
retos de las ciudades capitales, que 
concentran más del 50 % del PIB y 
enfrentan presiones sociales y eco-
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5nómicas que desbordan su capacidad fiscal. Las demandas de seguridad, 
justicia, migración y servicios públicos crecen cada día, mientras las reglas 
de asignación siguen tratando a aquellas capitales como si fueran munici-
pios que no requieren de mayor atención para responder los requerimientos 
de la ciudadanía.

Por su parte, el Gobernador de Antioquia, Andrés Julián Rendón, reivindi-
ca la necesidad de avanzar hacia una verdadera autonomía fiscal, que per-
mita a los departamentos participar activamente en la generación y uso de 
los recursos tributarios. Su visión, apoyada en una lectura crítica del modelo 
actual de transferencias, nos invita a cuestionar no solo cuánto se transfiere 
desde el nivel central, sino también cómo se distribuye y quién decide su 
destino.

Ambas voces, distintas en estilo pero convergentes en propósito, nos re-
cuerdan algo esencial: no hay descentralización posible sin confianza mutua 
entre nación y territorios. Y esa confianza se construye con reglas claras, diá-
logo permanente y reconocimiento efectivo de las capacidades locales.

La dimensión académica de esta edición aporta el rigor necesario para 
comprender los fundamentos económicos y jurídicos del debate. El profesor 
Francisco Azuero plantea una mirada crítica sobre la reforma al SGP, advir-
tiendo sus riesgos fiscales si no se acompaña de una planeación responsable 
y mecanismos de control. Su análisis del federalismo fiscal destaca la ten-
sión entre autonomía local y estabilidad macroeconómica, recordándonos 
que la descentralización no puede poner en riesgo la sostenibilidad finan-
ciera del Estado.

En un tono complementario, la jurista Lucy Cruz de Quiñones reflexiona 
sobre el poder tributario en Colombia y su limitada asignación territorial. A 
través de una argumentación sólida, propone repensar la territorialidad de 
los tributos y avanzar hacia un modelo de reparto más equitativo, que for-
talezca la legitimidad del tributo y acerque el recaudo a quienes lo generan.

Un aporte especialmente innovador lo ofrece el economista Óscar Al-
fonso, quien propone el Índice de Desarrollo Humano Alternativo (IDH.A) 
como instrumento para medir las brechas sociales a escala municipal. Su 
propuesta metodológica permite jerarquizar territorios no solo por indica-
dores hipotéticos, sino por resultados reales en salud, educación e ingresos. 
Este enfoque —basado en capacidades y logros efectivos— puede ser una 
herramienta poderosa para orientar la inversión pública hacia donde más 
se necesita.

Pero el contenido de esta edición de la revista institucional no estaría 
completo si no incluimos nuestra perspectiva como órgano de control. 
Desde la Contraloría General de la República planteamos un enfoque pre-
ventivo e institucional para acompañar la implementación de la reforma. 
Se reconoce que más recursos implican mayores responsabilidades y que la 

vigilancia fiscal debe ser estratégica, 
pedagógica y adaptada a las nuevas 
realidades de los territorios. En un 
país donde las desigualdades se ex-
presan también en la capacidad de 
gestionar bien lo público, el rol de 
los organismos de control es clave 
para garantizar la transparencia y la 
eficiencia del gasto descentralizado.

La revista Economía Colombiana 
ha sido históricamente un espacio 
para el análisis riguroso de los te-
mas más relevantes del país. En esta 
edición reafirmamos ese compro-
miso, pero además lo expandimos: 
queremos ser también un lugar de 
encuentro entre visiones, un puente 
entre el saber técnico y la experien-
cia territorial, y una plataforma para 
que las ideas sobre el país que quere-
mos puedan florecer sin sectarismos 
ni dogmas.

Sabemos que ninguna reforma es 
perfecta. Que el camino hacia un 
modelo territorial justo será largo, 
complejo y lleno de tensiones. Pero 
también reconocemos que este mo-
mento es una oportunidad histórica 
para volver a creer en la descentrali-
zación como herramienta de trans-
formación.

Los invitamos a recorrer las pági-
nas de esta edición con ánimo crí-
tico y con la convicción de que un 
país más equitativo comienza reco-
nociendo el valor de sus territorios. 
Confiamos que los planteamientos 
aquí expuestos inspiren debate, im-
pulsen decisiones y abran paso a un 
nuevo modelo de Estado con des-
centralización, autonomía y compe-
tencias. EC
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UNO DE LOS MÁS SERIOS DESAFÍOS de cual-
quier sistema político es la distribución terri-
torial del poder Estado o, lo que es lo mismo, 
la asignación de competencias y recursos en-
tre el nivel central del Gobierno y los niveles 
subnacionales, sean ellos regionales o locales.  

La lucha por la autonomía regional y la 
descentralización ha sido ardua y larga en 
todos los países, tanto en los regímenes de-
mocráticos como en los comunistas, precisa-
mente por tratarse de eso: de la forma como 
se distribuye el poder político, que incluye la 
distribución de los recursos que se generan a 
través de la tributación.  

El manejo adecuado de esta distribución 
es fundamental para la estabilidad y la paz de 
las naciones, requisitos esenciales para lograr 
un desarrollo económico y social sostenido. 
Las naciones que hoy exhiben los mejores 
índices de desempeño como democracias pu-
jantes son ejemplo de una equilibrada distri-
bución del poder entre el centro de gravedad 
de las decisiones políticas y la periferia. Por 
contraste, los Estados que no le han dado la 
debida atención a este reparto, o que han que-
rido soslayarlo indefinidamente, se han visto 
sometidos a tensiones sociales o a fuerzas 
desintegrantes de la unidad nacional. 

Esta desestabilización se puede presentar 
aún en regímenes donde prevalece el totali-

Mientras el centro acumula poder y recursos, 
más de cien municipios colombianos sobreviven con indicadores sociales 

peores que los del África subsahariana. La descentralización fiscal 
no puede seguir siendo una promesa aplazada.

CARLOS RODADO 
NORIEGA1

MÁGISTER EN ECONOMÍA
 E INGENIERO

LA DESCENTRALIZACIÓN 
FISCAL

EL ENORME DESAFÍO

tarismo y la opresión, como aconteció en la 
Unión Soviética que saltó en pedazos al im-
pulso de la fuerza centrífuga de sus regiones 
inconformes con el centralismo de Moscú. 

La legitimidad de un sistema político y, 
por ende, su estabilidad, dependen en grado 
sumo de la manera como las diferentes uni-
dades que integran el área de su jurisdicción 
contribuyen a mantener el consenso ciudada-
no en torno a dicho sistema, requisito funda-
mental para la supervivencia y vitalidad del 
Estado de derecho. Y la forma más eficaz de 
estimular y fortalecer el compromiso del pue-
blo con las instituciones democráticas es dar-
le al Estado una organización territorial que 
asegure la vigencia efectiva en todo el territo-
rio y para todos los ciudadanos, de los dere-
chos que la Constitución les consagra. 

La organización territorial es una estra-
tegia de planeación y gestión encaminada 
a lograr una adecuada organización políti-
co-administrativa del Estado para propiciar 
un desarrollo humano socialmente justo, 
regionalmente equilibrado, ecológicamente 
sostenible y fiscalmente viable.2 Lamentable-
mente, la dimensión territorial no ha sido una 
prioridad de la política pública en Colombia y  
ha estado ausente en los planes de desarrollo. 

Cuando se iniciaron las sesiones de la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991, 

1	 Constituyente de la República, Ministro de Minas y Energía,Gobernador del Atlántico, 
	 Presidente de Ecopetrol y Embajador en Argentina y en España.
2	 Massiris Cabeza, Ángel. “Reflexión sobre una política de ordenación territorial en los países latinoamericanos: el caso de Colombia”,
	  en Asociación Colombiana de Geógrafos. Trimestre Geográfico. (Bogotá, No. 15 junio), 3-23
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GRÁFICO 1. 
DIFERENCIAS TERRITORIALES EN NECESIDADES BÁSICAS INSATISFECHAS

3	 Los cinco componentes del NBI son: a) tipo de vivienda y materiales de construcción de la misma, 
	 b) grado de hacinamiento, c) disponibilidad de agua potable, d) acceso a servicios sanitarios, 
	 e) asistencia escolar de los menores de edad, y, f) capacidad económica según nivel de ingreso.

un grupo de delegatarios oriundos del Caribe 
colombiano teníamos muy claro que uno de 
los desafíos más importantes, en consonancia 
con la filosofía de un Estado social de dere-
cho, era consagrar unas normas constitucio-
nales que contribuyeran a eliminar o dismi-
nuir los profundos desequilibrios económicos 
y sociales existentes en nuestro país. 

Entendíamos perfectamente que en la 
periferia geográfica de Colombia, constituida 

por las zonas costeras del Atlántico y del 
Pacífico y por los territorios limítrofes con 
otros países, estaba concentrada la pobre-
za, ya fuese medida en términos monetarios 
o de otra índole. Los departamentos de esa 
franja exterior con el 37 % de la población 
colombiana, tenían el 60 % de las perso-
nas con necesidades básicas insatisfechas, 
medidas por el índice conocido por la sigla 
NBI.3  Eran evidentes las disparidades regio-

Fuente: Dane, Atlas Estadístico. Tomo II Social; Dane, Censo de Población y Vivienda 1993; Dane Censo General 2005.
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Las naciones que hoy exhiben los mejores índices de 
desempeño como democracias pujantes son ejemplo 
de una equilibrada distribución del poder entre el centro 
de gravedad de las decisiones políticas y la periferia.❯

nales en la provisión de servicios esenciales 
para una vida digna. El gráfico 1 es un fiel 
reflejo de la realidad nacional y de la osten-
sible desigualdad entre regiones existente en 
1991, un desbalance que, en términos rela-
tivos, se ha mantenido a través de los años.

El problema que encontramos los cons-
tituyentes de 1991, cuando estábamos re-
dactando la Carta Política que nos rige, es 
exactamente igual al de hoy: una notoria in-
suficiencia de recursos de los entes subnacio-
nales para atender adecuadamente las fun-
ciones asignadas por la Constitución y la ley. 
Esa insuficiencia ha sido, en gran medida, el 
resultado de una normatividad Constitucio-
nal centralista que puso a los departamentos 
y al 90 % de los municipios de Colombia en 
una situación de precariedad tributaria. 

A la nación se le asignaron los tributos 
más dinámicos y de mayor rendimiento: el 
impuesto de renta y complementarios, el im-
puesto al valor agregado (IVA) y los impuestos 
generados por el comercio exterior. Por con-
traste, a los departamentos les dejaron los tri-
butos provenientes de licores, tabaco, cigarri-
llos y juegos de azar, que son rentas raquíticas 
y erráticas, porque su recaudo se ve afectado 
por el contrabando, la competencia desleal y 
la evasión. 

Pero la situación era más delicada y lo si-
gue siendo todavía, en la medida en que los 
recursos destinados a atender esos servicios 
esenciales no sólo son insuficientes, sino que 
se han concentrado en las regiones más prós-
peras del país que, además de tener las ma-
yores coberturas de servicios públicos, son 
las que disponen de más ingresos tributarios, 
porque en ellas se localizan la mayoría de las 
actividades industriales y comerciales grava-
bles. A manera de ejemplo: Bogotá recauda el 

40 % del producido total del impuesto predial 
en Colombia. 

También una proporción importante de 
la producción nacional está localizada en la 
capital de la República y su importancia ha 
ido creciendo con el paso de los años. Así, 
mientras en 1960 el PIB de Bogotá repre-
sentaba un 15 % del PIB nacional, esa par-
ticipación se ha incrementado a un 26 % en 
la actualidad. El desarrollo industrial se ha 
concentrado en la Región Andina Central 
donde se genera el 81 % del producto bruto 
industrial mientras en la periferia de Colom-
bia se genera el 19 %.

Nuestro país es uno de los más desiguales 
del mundo en términos de ingreso, riqueza y 
oportunidades, pero también existe una os-
tensible inequidad en la forma como se distri-
buyen los recursos de la tributación. Hoy, de 
cada 100 pesos que se recaudan en impues-
tos, 80 los recibe la nación, 14 los recaudan los 
municipios y 6 los departamentos. En los últi-
mos 30 años se han aprobado más de 19 refor-
mas tributarias para incrementar los ingresos 
del Ejecutivo central y ninguna para fortale-
cer las finanzas de los entes territoriales.

Se necesitaba entonces, como se necesita 
hoy, con carácter urgente, una redistribución 
del ingreso público nacional hacia los territo-
rios y personas discriminados y excluidos de 
los beneficios del progreso y del bienestar. 

En la Constitución de 1991 introdujimos 
una reforma destinada a fortalecer las finan-
zas de los departamentos y municipios, con el 
fin de reducir el enorme desequilibrio entre lo 
que recaudaba el Ejecutivo central a través de 
los impuestos nacionales y lo recaudado por 
las entidades territoriales. Pero también era 
necesario modificar la forma en que se distri-
buían los recursos transferidos, basada en el 
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4	 El artículo segundo de la Ley 33 de 1968, mediante el cual se dispuso la cesión a que hemos hecho referencia, decía así:
	 Artículo 2º.- A partir del 1 de enero de 1969, cédese a los Departamentos, al Distrito Especial de Bogotá y a los Municipios, y serán propiedad 

exclusiva de estas entidades en las proporciones que en este artículo se determinen, los siguientes porcentajes del impuesto sobre las ventas, 
creado por el Decreto Ley 3288 de 1963, y modificado por el Decreto Ley 1595 de 1966: en 1969, un 10% de su producto anual; en 1970, un 
10% más, o sea un 20% de su producto anual; de 1971 en adelante un 30% del producto anual del impuesto. Parágrafo 1º.- El valor total de la 
participación de que trata el presente artículo se distribuirá así: el 70% entre los Departamentos y el Distrito Especial de Bogotá, en proporción a 
sus habitantes de acuerdo con el último censo de población elaborado por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística -Dane-, y el 
30% entre estas mismas entidades por partes iguales.

5.	  Los länder son los entes intermedios de gobierno, como entre nosotros lo son los departamentos.
6.	  Daniel Martínez Egaña, «El federalismo en Alemania: su reparto de recursos», p.56. La tributación per cápita de cada länder como proporción 

de la tributación media de todos los länder se utiliza como indicador para lograr una distribución equitativa. 

número de habitantes,4 con lo cual se favore-
cía a los grandes centros urbanos que eran los 
menos necesitados, pues allí  los impuestos 
predial y de industria y comercio constituyen 
fuentes  importantes de recursos.

La autonomía fiscal es la capacidad de ge-
nerar ingresos tributarios propios para no de-
pender de las transferencias. Pero en el millar 
de municipios pobres de Colombia, que hoy 
están clasificados en la categoría sexta, no 
hay industrias ni comercios de significación 
y, como no hay una actividad productiva, no 
disponen de una base gravable para generar 
recursos tributarios. Una manera de resolver 
este problema es asignarles tributos que han 
estado administrados por la nación o com-
partir una parte de su producido, con el fin 
de que puedan cumplir adecuadamente sus 
competencias constitucionales.

En la Asamblea Nacional Constituyente de 
1991 propuse, en la Comisión Quinta de esa 
corporación, asignarles a los departamentos 
el producido total del IVA, a imagen y seme-
janza de lo que acontece en algunas naciones 
industrializadas, como España donde el IVA 
recaudado se reparte entre el Ejecutivo cen-
tral y las comunidades autonómicas por par-
tes iguales. Y del producido por el impuesto  
de renta a las personas físicas (IRPF) un 34 % 
por ley es para las comunidades autonómicas. 

En la República Federal de Alemania, el 
impuesto sobre la renta de las personas se re-
parte así: 42,5 % para la Federación, 42,5 % para 
los länder5 y 15 % para los municipios. El IVA 
se comparte entre la Federación que recibe un 
53,4 %, los länder 44,6 % y los municipios 2 %. 
El impuesto a las sociedades se distribuye 50 % 
para la Federación y 50 % para los länder. 6

❯❯ En Santa Marta, 
como en decenas de 
municipios periféricos, 
los recursos no 
alcanzan ni para 
asegurar el agua 
potable.
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El Acto Legislativo 03 de 2024 busca restablecerles a 
los entes territoriales una participación en los recursos 
corrientes de la nación, que les permita atender 
adecuadamente necesidades esenciales de la población 
que siguen insatisfechas…❯

Compartir los impuestos de mayor recau-
do entre la nación y los entes territoriales es 
lo que se debe hacer en Colombia si en ver-
dad queremos tener una genuina autonomía 
fiscal, para que las entidades territoriales ten-
gan recursos propios de significación y no es-
tén mendigando transferencias de la nación, 
porque sin recursos la autonomía política 
queda reducida a estéril retórica. 

El delegatario Guillermo Perry se opuso a 
que el IVA se destinara a los municipios o a los 
departamentos porque, según su opinión, se 
privaría a la nación de esa importante fuente 
de recaudo. Ese argumento, reciclado en la ac-
tualidad por voceros del centralismo, descono-
ce la dramática situación en que se encuentra 
la periferia geográfica de Colombia, donde el 
índice de necesidades básicas de muchos de 
sus municipios constituye una afrenta a la dig-
nidad humana, ya que sus habitantes sobrevi-
ven en una situación similar a la de los países 
más pobres del África subsahariana. 

Según las estadísticas que publica el Dane 
para el año 2022, 106 municipios tenían un 
índice de necesidades básicas insatisfechas 
(NBI) mayores al 75 %, todos ellos situados en 
la periferia geográfica de Colombia. En algu-
nos casos ese índice estaba por encima del 90 
%, es decir, esas localidades siguen sumidas 
en la noche eterna del atraso, y su lamentable 
estado contradice la esencia de un Estado so-
cial de derecho. 

A manera de ejemplo: La Tola 99,58 % 
(Nariño); Mosquera 98,54 % (Nariño); Nue-
va Granada 96,36 % (Magdalena); Vigía del 
Fuerte 96,07 % (Antioquia); Santa Catalina 
94,98 % (Bolívar); Magüí Payán 94,08 % (Nari-
ño); Istmina 92,45 % (Chocó); Murindó 92,14 % 
(Antioquia); Santa Bárbara 91,47 % (Nariño). Y 
frente a ese drama humano muchos analistas 
no quieren ver la relación que existe entre la 

profunda desigualdad regional y los graves 
problemas de orden público que agobian a la 
nación. Si esos desequilibrios se siguen per-
petuando no habrá paz estable ni duradera 
en Colombia. Los pueblos sobrellevan hasta 
cierto punto la pobreza, pero no toleran la 
desigualdad en bienes esenciales.

La asignación del IVA a los departamen-
tos no logró la mayoría en la Comisión Quinta 
de la Constituyente. Se debió acudir entonces 
al expediente tradicional de compensar la 
deficiencia de recursos tributarios de las enti-
dades territoriales con participaciones en los 
ingresos corrientes de la nación. Se instauró 
así una descentralización fiscal espuria, en la 
que el Gobierno central recauda los impues-
tos más importantes y dinámicos y luego les 
transfiere un porcentaje de ellos a los entes 
territoriales que tienen la obligación de finan-
ciar con esos recursos las competencias que 
la Constitución les asigna. 

Pero esa descentralización condiciona-
da para que sea eficaz debe hacerse por el 
monto adecuado y debe estar acompañada 
de una distribución equitativa de los recur-
sos transferidos, objetivos que todavía no se 
han podido lograr en Colombia, porque cada 
vez que se aprueban normas que fortalecen 
la descentralización surgen contrarreformas 
tributarias que las frustran.  

Finanzas territoriales 
en la Constitución
Fui uno de los tres ponentes designados en 
la Comisión Económica de la Constituyente 
para el tema de las finanzas territoriales. Los 
otros dos fueron los distinguidos juristas Je-
sús Pérez González Rubio y Helena Herrán 
de Montoya. Como yo era el único economis-
ta de la subcomisión, era lógico que tomara 
la iniciativa en el tema de la distribución de 
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7.	 De ahí que no se debe utilizar el término transferencias, que tiene una connotación de dádiva, sino el de participación que es 
más pertinente, como lo propuse en la Asamblea Nacional Constituyente y luego se adoptó en el Acto Legislativo 01 de 2001.

los recursos de la tributación y, en ese con-
texto, me permití proponer los textos de tres 
artículos cuyo objetivo era lograr una mayor 
equidad interregional e intermunicipal en la 
provisión de bienes esenciales para una vida 
digna. Esos textos fueron discutidos con mis 
compañeros de subcomisión y aprobados con 
muy pocas modificaciones tanto en la comi-
sión quinta como en la plenaria de la Asam-
blea, y se convirtieron en los artículos 287, 356 
y 357 de la Constitución Política de Colombia. 

El primero de los artículos menciona-
dos introdujo un cambio trascendental en la 
Constitución Política al consagrar el derecho 
de las entidades territoriales a «participar en 
las rentas nacionales» (artículo 287). Es decir, 
no es una simple opción del Gobierno Nacio-
nal asignarles a los entes subnacionales una 
porción de sus ingresos corrientes sino un 
derecho que estos tienen de participar en el 
producido de la tributación en Colombia. Los 
recursos de la tributación no son un patrimo-
nio exclusivo de la nación, pertenecen al Esta-
do, del cual la nación, departamentos y mu-
nicipios son accionistas, por lo tanto, todos 
tienen derecho a participar de los ingresos 
tributarios que han contribuido a producir. 7 

Precisamente, en concordancia con el ar-
tículo 287, se estableció que la participación 
de los municipios en los ingresos corrientes 
de la nación debía crecer gradualmente de 
un 14 % en 1993 a un 22 % en 2001 (artículo 
357). Igualmente, se incrementó el monto 
de las transferencias que los departamentos 
estaban recibiendo con el nombre de Situa-
do Fiscal, y se dispuso en el artículo 356 que 
esos recursos debían aumentar anualmente 
«hasta llegar a un porcentaje de los ingresos 
corrientes de la nación que permita atender 
adecuadamente los servicios para los cuales 
está destinado». 

Según los cálculos que habíamos hecho, al 
llegar al año 2001, es decir, en un lapso de 10 
años, los departamentos y municipios debían 
estar recibiendo un 46,5 % de los ingresos co-
rrientes de la nación y el Gobierno central un 
53,5 %. El período de transición se estableció 
en diez años para que pudiera ser asimilable 
por las finanzas de la nación, sin causarle un 
traumatismo mayor, dadas las responsabili-
dades que tiene el Ejecutivo central.

6 MUNICIPIOS 
TIENEN MÁS DEL 

75%
$388

DE SU POBLACIÓN CON 
NECESIDADES BÁSICAS

INSATISFECHAS.

BILLONES DEJARON DE RECIBIR 
LOS ENTES TERRITORIALES ENTRE 2002 Y 2023

 POR CONTRARREFORMAS

DE LOS HOGARES COLOMBIANOS 
NO TIENE ACCESO AL AGUA TRATADA.
(13,8 MILLONES DE PERSONAS, 
SEGÚN MINVIVIENDA.)

47%›

EN COLOMBIA, LA NACIÓN CONCENTRA 
EL 80 % DEL RECAUDO TRIBUTARIO.

MUNICIPIOS RECIBEN EL 14 %, 
Y DEPARTAMENTOS EL 6 %.
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EL 80 % DE LOS 
IMPUESTOS SE 
QUEDA EN LA 
NACIÓN. EN LOS 
MUNICIPIOS MÁS 
POBRES, LOS 
ALCALDES HACEN 
MALABARES PARA 
CUMPLIR CON LO 
MÍNIMO.

Esa distribución no solo era más justa sino 
la más adecuada para que las entidades terri-
toriales pudieran atender sus competencias 
constitucionales, que eran de la mayor jerar-
quía pues estaban destinadas a financiar, en 
el caso de los municipios, la provisión de agua 
potable y saneamiento básico, y en los depar-
tamentos la educación preescolar, primaria, 
secundaria y media, y la salud en todos los ni-
veles, con especial atención a los niños.8  

Es decir, eran recursos destinados al de-
sarrollo humano de los colombianos, o como 
diría Amartya Sen, a potenciar sus capacida-
des para tener una población sana, educada y 
productiva. Se interpretaba así el espíritu de un 
Estado social de derecho y se respaldaban pre-
supuestalmente los objetivos establecidos en 
la Constitución Política de 1991, para que no se 
quedaran como meros enunciados retóricos. 

Cuando en la Constituyente nos impu-
simos la meta de que los recursos para los 

departamentos, distritos y municipios lle-
gara a un 46,5 % de los ingresos corrientes, 
ese porcentaje no fue una cifra sacada de la 
manga de la camisa sino el resultado de un 
análisis riguroso de competencias y recursos 
para atenderlas. Los miembros de la subco-
misión de finanzas públicas de la Asamblea 
Constituyente éramos conscientes de la 
necesidad de incrementar el monto de los 
recursos transferidos, pero también tenía-
mos claro que esa medida necesitaba una 
complementaria: que los recursos agranda-
dos beneficiaran primordialmente a las per-
sonas más necesitadas del país. Por eso, se 
estableció en el artículo 357 de la Carta de 
1991 una fórmula redistributiva que privile-
giaba a los municipios que presentaban las 
mayores carencias de bienes esenciales. De 
ahí que el monto total de los recursos asig-
nados a los municipios se distribuiría de la 
siguiente manera: 

8.	 La condición «con especial atención a los niños» en el artículo 356 de la Carta del 91 guarda concordancia con un artículo 
que propuse en la Comisión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente y se convirtió en el número 50 de la Carta 
Política: «Todo niño menor de un año que no esté cubierto por algún tipo de protección o de seguridad social, tendrá 
derecho a recibir atención gratuita en todas las instituciones de salud que reciban aportes del Estado». Y con el artículo 44 
de la Carta: «Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás».
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SIN AUTONOMÍA 
FISCAL REAL, 
LOS MUNICIPIOS 
SEGUIRÁN 
RECIBIENDO 
PROMESAS 
MIENTRAS LA
BRECHA CRECE.

GRÁFICO 2. 
PARTICIPACIÓN DEL SGP EN LOS ICN DEL AÑO 2002 A 2023

9.	 Y como porcentaje del PIB el monto del SGP se redujo de 5,1 % en 2002 a 3,6 % en 2023, reducciones 
	 que pueden apreciarse en el gráfico 3. Misión de Descentralización, Informe final, DNP-PNUD. Junio de 2024. 
	 Por supuesto, el período del COVID contribuyó a agravar la situación.í 
10.	Jaime Bonet, Gerson Javier Pérez y Jhorland Ayala, «Contexto histórico y evolución del SGP en Colombia».  

A partir de una investigación del Centro 
de Estudios Económicos Regionales del Banco 
de la República (CEER)10  es posible estimar el 
monto de los recursos del SGP recortado a los 
entes territoriales entre los años 2002 y 2023, 
como consecuencia de las dos contrarreformas 
constitucionales. Durante ese lapso los departa-
mentos, distritos y municipios dejaron de reci-
bir la suma de $388 billones de pesos constantes 
de 2018. Es decir, un monto equivalente al 24,7 % 
del PIB de 2023, o a 20 reformas tributarias, pero 
ante ese colosal recorte no se escuchó una sola 
voz de la cofradía centralista defendiendo a los 
departamentos y municipios. 

El Acto Legislativo 03 de 2024 busca res-
tablecerles a los entes territoriales una par-
ticipación en los recursos corrientes de la 
nación, que les permita atender adecuada-
mente necesidades esenciales de la pobla-

Un 60 % en proporción directa al núme-
ro de habitantes con necesidades básicas 
insatisfechas y al nivel relativo de pobreza 
del respectivo municipio; el resto en función 
de otras variables. La norma consagrada te-
nía la equivalencia de un vigoroso Fondo de 
Convergencia Regional, lo cual era coherente 
con el objetivo de disminuir las desigualdades 
existentes en el territorio nacional. Sin em-
bargo, dos reformas constitucionales, el Acto 
Legislativo 01 de 2001 y el Acto Legislativo 04 
de 2007, se apartaron de la letra y del espíritu 
de la Carta y le quitaron a la fórmula estable-
cida en la Constitución del 91 su potenciali-
dad redistributiva. 

De regreso hacia la recentralización
El resultado de las dos contrarreformas consti-
tucionales fue una reducción considerable del 
monto del SGP como proporción de los ingre-
sos corrientes de la nación que, en términos 

porcentuales, cayó del 43 % en 2002 al 22%, en 
2023, como se puede apreciar en el gráfico 2.9  
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ción que siguen insatisfechas y son el caldo 
de cultivo donde se incuba el grave problema 
de orden público que afecta a la nación. El 
objetivo inicial, como lo contemplaba el pro-
yecto de Acto Legislativo 018, Senado 2024, 
era restablecer en un lapso de diez años la 
participación de los entes territoriales hasta 
un 46,5 %, como lo estableció la Constitución 
de 1991. Sin embargo, teniendo en cuenta que 
el reajuste debe ser fiscalmente viable se lle-
gó a una solución de compromiso en la que 
las entidades territoriales aceptaron la meta 
del 39,5 %, inferior al 46,5 %, pero no tan baja 
como el 30,5 % recomendado por la Misión de 
Descentralización. 

Algunos directores de centros de pensa-
miento y columnistas de los diarios más im-
portantes del país creen que a las entidades te-
rritoriales les va a llegar un diluvio de recursos. 
Están equivocados. Tengo la convicción de que 
si se hace una valoración rigurosa de compe-
tencias y recursos los incrementos graduales 
acordados en el SGP serán insuficientes para 
financiar adecuadamente la educación pres-
colar, primaria, secundaria y media, las nece-
sidades de agua potable y la salud en todos sus 
niveles como lo consagra la Constitución. 

Por supuesto, hay que fortalecer las ca-
pacidades institucionales y el control fiscal 

en todos los niveles de gobierno para que 
los recursos se inviertan correctamente. Ese 
control debe ir más allá del control financie-
ro y examinar la calidad de la gestión admi-
nistrativa y sus resultados, como lo exige la 
Constitución, con el valioso concurso de las 
veedurías ciudadanas y de los medios de co-
municación.

En el área de la educación el gran desa-
fío, además de los déficits en cobertura, es la 
mejora en la calidad, porque lo que existe hoy 
es un apartheid educativo entre la educación 
que se ofrece en colegios privados, con profe-
sores bilingües bien capacitados y, por otro 
lado, la educación en colegios públicos con 
profesores cuya competencia académica y di-
dáctica es muy deficiente. 

Los efectos de ese trato desigual se ven en 
los resultados de las pruebas Saber 11, que 
muestran un país fragmentado e inequita-
tivo. Además, falta avanzar mucho en bilin-
güismo y digitalización y se nos viene el reto 
de la IA, de tal manera que la educación to-
davía necesita muchos recursos. Pero estos 
desafíos difícilmente se podrán sortear con 
maestros que estén bajo la égida de Fecode, 
el poderoso sindicato que se ha convertido 
en un obstáculo para la mejora de la calidad 
de la educación en Colombia. Los nuevos 

❯❯ La 
descentralización 
sin recursos es 
retórica vacía. Lo 
dijo la Constitución 
del 91, pero el país 
sigue sin cumplirlo.
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11.	Enfermedades del corazón, enfermedades del cerebro, cardiovasculares y enfermedades respiratorias.
12.	 Informe de pobreza multidimensional del Dane, de abril de 2024.
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•	 Martínez Egaña, D. (2014). El federalismo en Alemania: su reparto de los recursos públicos. Cuadernos de Información 

Económica, (241), 53–62. https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=4763036

•	 Massiris Cabeza, A. (1991). Reflexión sobre una política de ordenación territorial en los países latinoamericanos: el caso de 

Colombia. Revista Trimestre Geográfico. Asociación Colombiana de Geógrafos, (15), 3-13. http://www.massiris.com/2012/09/

articulo-reflexion-sobre-una-politica.html

educadores, más calificados, deben ser con-
tratados por los departamentos mediante 
un mecanismo que no permita la injerencia 
del referido sindicato, y esta reglamentación 
debe quedar debidamente consagrada en la 
ley de competencias que se empezará a tra-
mitar a partir del 20 de julio de 2025. De lo 
contrario, los discretos incrementos que se 
decreten se los tragará la esponja insaciable 
del sindicato politizado.

En el ámbito de salud existe un déficit 
para financiar en forma adecuada la unidad 
de pago por capitación (UPC) que es franca-
mente insuficiente. La población envejece y 
cada vez se necesitarán más recursos para 
atender enfermedades de alta complejidad. 11 

Según el Ministerio de Vivienda 13.8 millones 
de personas no tienen acceso al agua potable, 

y el 47 % de los hogares no tienen acceso a 
una fuente de agua tratada.12 

Es necesario que la nación sea sometida a 
una disciplina fiscal que le impida incurrir en 
gastos innecesarios que constituyen derroche. 
No se deben seguir creando ministerios, emba-
jadas y misiones diplomáticas, agencias del or-
den nacional, altas consejerías presidenciales y 
subsidios para que los jóvenes no maten. 

En los múltiples procesos de paz se ad-
quieren compromisos que sobrepasan la ca-
pacidad fiscal de la nación, sin más logros que 
el fortalecimiento militar de los grupos terro-
ristas. Esta propensión derrochadora de la na-
ción ha llevado a que el ajuste de la llamada 
regla fiscal ha sido el aplazamiento indefinido 
de la solución a las carencias esenciales de 
millones de colombianos. EC

EL SUEÑO DE 
UNA COLOMBIA 
EQUITATIVA SE 
DESDIBUJA CUANDO 
EL ACCESO A LA 
SALUD DEPENDE 
DEL CÓDIGO POSTAL.
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PARA REFLEXIONAR sobre la pertinencia de 
un modelo descentralizado en las finanzas 
públicas de Colombia se debe empezar por 
analizar los fondos que financian los presu-
puestos. En esencia, los recursos públicos del 
nivel central provienen principalmente de los 
ingresos tributarios, es decir, de los impues-
tos, tasas y contribuciones y, en menor medi-
da, de las rentas no tributarias como multas, 
intereses, precios o utilidades contractuales y 
otros rubros menores.

Desde el diseño institucional, los tributos 
podrían calificarse ab initio como naciona-
les, departamentales y municipales, a partir 
de reglas de residencia fiscal o de la fuente 
donde se ubican o generan las riquezas que 
se pretenden gravar. Sin embargo, esta solu-
ción implica penetrar en un problema añejo, 
el de la ‘territorialidad’ de los tributos, que 
pretende asignar potestades a los entes terri-
toriales allí donde exista un nexo espacial con 
la riqueza o con el quehacer de los contribu-
yentes que residen en sus territorios o ejercen 
sus actividades en él. Este nexo territorial es 
difícil de consensuar entre los entes públicos 
involucrados, especialmente en los impuestos 
directos, por los fenómenos de comercio elec-
trónico, digitalización y nomadismo, lo que 
exige al derecho tributario interno construir 

Tras décadas de centralismo, el Acto Legislativo 03 de 2024 
propone devolver a las regiones el control sobre sus recursos y decisiones. 

El reto: pasar del discurso a la transformación estructural.

LUCY CRUZ 
DE QUIÑONES 

VICEPRESIDENTA ACADEMIA 
COLOMBIANA 

DE JURISPRUDENCIA2   

nuevas reglas legales que compartan el poder 
tributario vertical y horizontalmente, con re-
glas que presumen el domicilio fiscal, o fijen 
la obligación en el origen o en el destino de la 
prestación contractual subyacente.  

En la evolución de nuestras haciendas te-
rritoriales se puede verificar que a finales del 
siglo XIX y principios del XX3  hubo una gran 
autonomía tributaria y el recaudo se vigorizó, 
no solo en el período federal sino bajo el quin-
quenio de Reyes, por cuanto los tributos eran 
fácilmente localizables, puesto que se basa-
ban en los consumos, en el degüello y la renta 
de licores y más adelante en las patentes de 
establecimientos, las contribuciones directas 
sobre el patrimonio y los bienes inmuebles si-
tuados en las jurisdicciones municipales. 

En algunas repúblicas, la propia Constitu-
ción atribuye las fuentes de riqueza, rentas o 
consumos a los distintos niveles de gobierno, 
pero en Colombia solo ocurre con los impues-
tos a la propiedad inmueble, como lo esta-
blece el artículo 317 de la Constitución. Las 
demás fuentes de tributación no están prea-
signadas desde el nivel constitucional, pero sí 
existe un reparto legal. Por ello, el legislador 
cuenta con una gran libertad para escoger 
el hecho generador del tributo y el nivel de 
gobierno al que se le atribuye la sujeción ac-

1	 Rápido, pero con mesura.
2	 Doctora en jurisprudencia Universidad del Rosario, Doctora en Derecho por la Universidad de Salamanca España, especialista 
	 en derecho tributario Universidad del Rosario, ex decana, ex conjuez de la corte Constitucional y Conjuez del Consejo de Estado 
	 por 31 años. Socia de Quiñones Cruz Abogados. Conferencista nacional e internacional.
3	 Kalmanovitz, Salomón; López Rivera Edwin. Las cuentas del federalismo fiscal . U. Jorge Tadeo Lozano 
	 y U. Externado de Colombia, 2019 , p 53-59

ALLEGRO MA NON TROPPO1

FEDERALISMO FISCAL 
A LA MANERA COLOMBIANA
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tiva o potestad tributaria, que no es de igual 
jerarquía porque en todo caso se somete a la 
ley según los artículos 287, 300 y 313 n 4 de 
la Constitución. En el sistema legal acual las 
fuentes más dinámicas de los tributos, como 
el impuesto sobre la renta, el IVA, comercio 
exterior y el GMF se asignan a la nación. No 
obstante, estos conviven con otros tributos 
territoriales. Los departamentos tienen a su 
cargo los impuestos con fines extrafiscales a 
los consumos de cerveza, alcoholes, tabaco, y 
el impuesto de registro. Así mismo, las estam-
pillas, que son impuestos que recaen econó-
micamente sobre la contratación pública, tie-
nen como destino las universidades públicas 
y hospitales departamentales. 

Por su parte, los municipios cuentan con 
el impuesto a las actividades económicas in-
dustriales comerciales o de servicio y el im-
puesto predial, que son los que mejor compor-
tamiento recaudatorio tienen, pero requieren 
una reforma profunda como se ha dicho por 

distintos académicos durante los últimos 20 
años.  Paralelamente existe un Sistema Gene-
ral de Participaciones y un Sistema General 
de Regalías que distribuyen rentas a los de-
partamentos y municipios junto con algunos 
fondos de destinación específica que asumen 
gastos pensionales y otros, pero resultan insu-
ficientes para lograr el doble objetivo de des-
centralizar y estimular el desarrollo regional.

Quizás esa realidad motivó a los promo-
tores de la reforma al Sistema General de 
Participaciones (SGP), que se materializó en 
el Acto Legislativo 03 de 2024 modificando 
los artículos 356 y 357 de la Constitución, a 
buscar una mayor porción de los recursos 
provenientes de tributos nacionales, al consi-
derar que si la ejecución presupuestal puede 
ser similar en todos los niveles de gobierno, 
respecto de la finalidad de bienestar del indi-
viduo y funcionamiento social requerido, es 
igualmente virtuoso y conveniente ejecutar el 
gasto correlativo desde el nivel territorial. 

❯❯ El 81 % de los 
impuestos lo recauda 
la Nación, pero la 
gestión territorial 
aún debe cubrir más 
funciones con menos 
recursos. 
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En esencia, la reforma incrementa de for-

ma significativa el porcentaje de ingresos na-
cionales que se transfiere a las regiones hasta 
alcanzar el 39,5 %, de forma progresiva duran-
te 12 años a partir de 2027, para alcanzar la 
meta en 2038. 

El siguiente interrogante se plantea sobre 
la base a repartir. Es decir, el 39,5 % de qué? 
De una bolsa de tributos, que son ingresos 
corrientes de la nación, para repartir en un 
sistema que conocíamos antes de la Cons-
titución de 1991 como ‘situado fiscal’ y que 
ahora lleva por nombre “Sistema General de 
Participaciones (SGP)”, cuyos recaudos son 
en su mayoría tributarios y son concebidos, 
regulados, gestionados y recibidos por el nivel 
central. Si bien la transferencia no modifica 
su naturaleza nacional, se transforma en re-
cursos propios tan pronto como se incorpora 
a los presupuestos de los territorios, aunque 
con las limitaciones que fijen las leyes secto-
riales de salud, educación y agua potable que 
son los destinos del gasto descentralizado.

Vale aclarar que la autonomía del gasto 
público territorial es más limitada en el siste-
ma de participaciones, en comparación con 
el sistema de los tributos propios que le han 
sido asignados mediante ley del Congreso, 
que es la única corporación legitimada para 
emitir leyes. Las demás corporaciones electi-
vas, asambleas departamentales y concejos 
municipales,  no hacen leyes y, por ende, no 
cumplen con el principio de legalidad para 
crear tributos, pero sí pueden, al implantarlos 
en sus territorios, caracterizar los detalles no 

Aún subsiste el temor a una especie de solapamiento 
del gasto, porque no se sabe cómo al ceder funciones 
y competencias se trasladarán  activos, nóminas e 
instalaciones que hoy tiene a su cargo la nación.❯

reservados a la ley, estableciéndolos en sus 
propias ordenanzas o acuerdos , especialmen-
te en lo relativo a la magnitud del tributo.

Todas estas ideas son las premisas para 
discutir lo que sigue.

La crisis de legitimidad del tributo 
y la disminución en los recaudos
En los Estados modernos, el tributo ya no se 
impone bajo el poder de imperio que predica-
ba el antiguo régimen, sino que proviene del 
principio de la solidaridad que se pretende del 
pagador. La concepción jurídica de lo justo y 
equitativo en la tributación se presenta en los 
últimos cien años como un ideal contributivo 
en beneficio de todos los miembros de una 
comunidad políticamente organizada, sin 
que se anulen los derechos del contribuyente4. 

Siempre me sedujo la idea contractualista, 
roussoniana, del consentimiento del contri-
buyente como ser razonable y bueno, que se 
expresa a través de sus representantes en las 
leyes aprobadas después de la deliberación 
amplia y suficiente en la búsqueda del bien 
común5. 

Más aun cuando se analiza esta idea bajo 
el filósofo John Rawls quien nos enseñó que 
para lograr la justicia teníamos que llegar a un 
acuerdo, situado bajo un velo de la ignoran-
cia, es decir, desconociendo cómo las diversas 
alternativas afectarán los intereses propios6, 
lo que implica  que si el sistema tributario pu-
diera ser acordado bajo un velo de ignorancia 
se garantizaría su imparcialidad y equidad en 
una sociedad bien ordenada.

4	 Ya no es aceptable el sometimiento, la expoliación de tiempos primitivos. Se trata de un deber jurídico constitucionalizado y limitado por 
principios materiales de justicia, equidad e igualdad en función de la capacidad de pago, eficiencia, no retroactividad y progresividad, además 
del auto consentimiento manifestado por el principio de legalidad- 

5	 Jean Jacques Roseau, Discurso sobre la economía política. Paris 1775.
6	 John Rawls, Teoría de la justicia, trad. de María Dolores González, 6.ª reimpresión, México, Fondo de Cultura Económica, 2006, p. 135.  

(Obra original publicada en 1971 como A Theory of Justice por The Belknap Press of Harvard University Press).
	 ISBN: 674-88014-5
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Fuente: Federación Colombiana de Municipios (2025).

No obstante, el tributo que, en teoría de-
bería ser expresión de un consenso social, se 
encuentra deslegitimado y su recaudo se de-
bilita debido a  la irracionalidad económica 
de algunas normas tributarias, la discrimina-
ción en contra de actividades legítimas, la fal-
ta de criterio en la formulación de los deberes, 
el exceso y desproporción en las cuotas liqui-
dables que las hace expropiatorias, a más del 
derroche, la corrupción y la evasión rampante 
que no se combate porque es más fácil audi-
tar a los ya inscritos en el sistema. Esta crisis 
en la legitimidad del poder fiscal7 se erosiona 
más ante un entorno de permanente cambio 
y de transformaciones políticas y económicas, 
que revelan la fragilidad de las instituciones 
incapaces de responder a retos globales como 
ataques internos y externos, guerras, pande-
mias, crisis climáticas que exigen recursos 
que no todos los países pueden asumir, ni si-
quiera apelando a la solidaridad global. 

A lo anterior se suma que no existe un ver-
dadero consentimiento en los tributos, dado 
que poco se tiene en cuenta al pagador regu-
lar, quien tiene que enfrentar múltiples desa-
fíos para sostener un estado de bienestar, cu-
yos recursos son siempre insuficientes. Según 
Bouvier la crisis fiscal, que se viene forjando 
en las últimas décadas, produjo la pérdida 
de sentido del deber fiscal y una creciente 
distancia entre contribuyentes y administra-
ción tributaria8. Lo cierto es que los ingresos 
fiscales se disminuyen por el descrédito de la 
política pública que solo ve un mecanismo de 
recaudo ajeno al servicio al ciudadano que 
contribuye. 

Aunque los impuestos carecen de una 
contraprestación directa en el gasto público, 
indirectamente sí están vinculados a la pro-
tección de los derechos y libertades de los 
contribuyentes. El Estado debe permitir de-
sarrollar un proyecto de vida en un ambiente 
seguro, donde gobiernen las leyes e impere 
la justicia, mientras que el poder ejecutivo 
aplica las leyes, ejecuta sus mandatos y admi-
nistra el aparato público. Dicho compromiso 

colectivo se sostiene sobre la base de la soli-
daridad fiscal, pero exige que los contribuyen-
tes dispongan de capacidad de pago y, sobre 
todo, de confianza en la forma en cómo se 
asignan los recursos

Frente a esta crisis de legitimidad del 
tributo, la descentralización y la autonomía 
territorial no son simples arreglos adminis-
trativos, sino respuestas estructurales para re-
construir el pacto fiscal y devolver sentido a la 
tributación. Las relaciones del poder público 
central y las entidades subnacionales giran en 
torno de las estructuras financieras, en todos 
los Estados, federales, unitarios, regionales y 
mixtos, pero la transferencia de recursos no 
es un fin en sí mismo. Lo crucial es garantizar 
los derechos sociales y económicos de los in-
dividuos y el buen funcionamiento de los or-
ganismos públicos, en el marco de un Estado 
social de derecho, que reconoce la autonomía 
de las entidades territoriales, para gestionar 

7	 Bouvier, M. (2002). La question de l’impôt idéal. Archives de Philosophie du Droit, 46, 15–23. Dalloz.“Une réflexion de fond sur la légitimité 
de l’impôt, et par conséquent sur la légitimité du pouvoir fiscal dans la société contemporaine, apparaît d’autant plus urgente que les 
transformations du système économique et financier international, comme l’apparition de nouvelles technologies, peuvent à terme remettre en 
cause et bouleverser de facto les systèmes fiscaux existants”.

8	 Bouvier, M. (2002). La question de l’impôt idéal. Archives de Philosophie du Droit, 46, p. 23. Dalloz. “On peut à cet égard se demander si la 
question de la légitimité de l’impôt, et la perte de sens du devoir fiscal, ne constituent pas sur le fond un handicap majeur pour l’administration 
fiscale. Car en effet aucune politique de relations publiques, si affinée soitelle, ne peut laisser espérer venir à bout d’un tel phénomène. En 
revanche, une politique de communication qui viserait à mieux faire comprendre la nécessité de l’impôt pourrait peut-être se révéler efficace ; à 
la condition toutefois qu’il existe une conception claire et positive de l’impôt, c’est-à-dire qu’un projet fiscal puisse être formalisé et qu’il soit sous-
tendu par un projet de société”.

❯❯ El recaudo 
tributario pierde 
legitimidad entre 
quienes siempre 
pagan, mientras 
otros esquivan 
al Estado sin 
consecuencias. 
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sus intereses en su jurisdicción, dentro de 
los límites de la Constitución y la ley. Aunque 
persista la insatisfacción con los rumbos de 
la democracia nacional, subsiste la ilusión 
de que la descentralización política que ini-
ció desde 1986, pueda frenar los excesos del 
poder central, afianzar la democracia local, 
combatir la corrupción y mejorar el bienestar 
de las comunidades locales. 

Diagnóstico del problema 
y solución adoptada: recaudo 
central y autonomía del gasto
Según la Misión para la Descentralización Fis-
cal del año 2024 del Departamento Nacional 
de Planeación, el modelo colombiano exhibe 
cuatro dimensiones que erosionan la autono-
mía regional9:  
▼	 El primero, relativo a la capacidad de re-

caudo y gasto, dado que el centro recibe “el 
81 % de los impuestos, los departamentos el 
5 % y los municipios el 14 %. La nación gas-
ta el 68 % y los gobiernos territoriales el 9 % 
y el 23 % respectivamente.”(..) 

▼	 El segundo, la repartición nacional (presu-
puestal) mantiene una “geografía centra-
lista”: la del centro andino en detrimento de 
las fronteras del desarrollo, es decir de la 
región del Pacífico, la Amazonía, la Orino-
quía y el Caribe . 

▼	 La tercera dimensión evidencia que pocos 
departamentos y sus capitales concentran 
las variables del poder en el centro andino. 
El “triángulo de oro extendido” compuesto 
por Bogotá, Medellín-Antioquia, Cali-Va-
lle del Cauca, Barranquilla-Atlántico y Bu-

caramanga-Santander. Estos concentran 
el 74 % del PIB (sin actividad extractiva), el 
83 % de la actividad industrial y el 82,4 % 
del crédito. 

▼	 La cuarta dimensión del centralismo 
evidencia las desigualdades intradepar-
tamentales, según la cual los departa-
mentos más desarrollados incluyen los 
municipios con mayores desigualdades.

Estas distorsiones, lejos de ser el produc-
to de la pobreza y el atraso son, en palabras 
del informe, “el resultado del modelo de de-
sarrollo”, y reflejan la incapacidad histórica 
de resolver las desigualdades a través de la 
descentralización. No obstante, el mismo 
informe reconoce que las coberturas en sa-
lud, educación, saneamiento básico y agua 
potable han aumentado considerablemente 
a través de las participaciones y del Sistema 
General de Regalías. Afirmación que com-
partimos, pero que significa revisar todo el 
sistema de transferencias, compensaciones, 
regalías e ingresos propios para completar el 
panorama de recursos, algunos de los cuales 
son de doble vía, y otros son condicionados 
desde el centro, porque si bien es cierto que 
las participaciones del SGP en relación con el 
PIB han disminuido pasando del 5,1 % hasta el 
3,6 % en el año 202310, las regalías y otras fuen-
tes de compensación, subsidios focalizados 
y traslado de pasivos a la nación, pretendían 
enmendar el excesivo centralismo. En defini-
tiva, el esquema financiero general requiere 
una revisión profunda.

En consecuencia, es un hecho que por ini-
ciativa parlamentaria se expidió por el Con-

9	 Departamento Nacional de Planeación (DNP). Informe final de la Misión de Descentralización. Bogotá, 2024.
10	 Departamento Nacional de Planeación (DNP). Informe final de la Misión de Descentralización. Bogotá, 2024, p. 78.

La ley de competencias debe empezar por definir muchos 
conceptos que tienen una acepción confusa, así que 
convendría adoptar un glosario en los primeros artículos.❯
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11	 El texto del nuevo artículo 356 ordena a la ley de competencias definir los mecanismos financieros y operacionales de acompañamiento 
técnico y fortalecimiento institucional, de modo que las entidades beneficiarias del Sistema General de Participaciones con menores 
capacidades tengan recursos, proyectos y metas orientadas al desarrollo institucional, a una gestión catastral eficiente, a la implementación 
adecuada de instrumentos de ordenamiento territorial, el fortalecimiento de la capacidad administrativa y el incremento de las rentas 
municipales y departamentales, sin perjuicio de la autonomía territorial, La ley deberá establecer incentivos y obligaciones para que las 
entidades territoriales tengan una adecuada gestión y actualización de los instrumentos de ordenamiento territorial y gestión catastral.

greso el Acto Legislativo 3 de 2024 (Diciembre 
27), el cual modifica los artículos 356 y el 357 
de la CP y fortalece la autonomía de los terri-
torios para cerrar las brechas sociales y eco-
nómicas entre las distintas regiones, a través 
de este sistema de participaciones. 

No obstante, la anterior reforma represen-
ta significativos desafíos estructurales y ma-
croeconómicos. Aún subsiste el temor a una 
especie de solapamiento del gasto, porque no 
se sabe cómo al ceder funciones y competen-
cias se trasladarán  activos, nóminas e insta-
laciones que hoy tiene a su cargo la nación. 
Aunque el acto legislativo exige la aprobación 
de una ley orgánica de distribución de compe-
tencias11  antes de materializar los incremen-
tos en las transferencias, la cual debe definir 
las responsabilidades que asumirá cada nivel 
de gobierno, el mayor reto es alinear la des-
centralización financiera con una descentra-
lización administrativa real para asegurar que 
el gasto público no se duplique.

Además, si no se atiende la perspectiva 
tributaria que llena de contendido la noción 
de “ingresos corrientes de la nación” que se 
forma mayoritariamente con impuestos, no 
se logrará el cometido de mayores recaudos a 
transferir, puesto que llegará un 39,5 % de un 
raquítico ingreso corriente, después de recibir 
el golpe del decrecimiento económico, desin-
versión privada, emigración de población ac-
tiva que contribuía, y poco compromiso vo-
luntario con el deber de contribuir con leyes 
sin rumbo ni incentivo alguno para el creci-
miento económico. 

Si los recursos se ceden acompañados 
de competencias funcionales costo-equiva-
lentes, que fue la fórmula triunfadora en los 
debates, en principio no habría necesidad de 
recaudar más recursos en el consolidado pú-
blico, sino regular la cesión de obligaciones 
a los departamentos y municipios, pero se 
generan serios cuestionamientos respecto a 
cómo se distribuirán estas competencias e in-

❯❯ 81 % de los 
impuestos en 
Colombia lo 
recauda el nivel 
central. Los 
departamentos 
recaudan solo 
el 5 % y los 
municipios el 14 %.
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gresos debido a la inflexibilidad del gasto del 
Presupuesto General de la Nación12. 

La mencionada ley de competencias debe 
empezar por definir muchos conceptos que 
tienen una acepción confusa, así que con-
vendría adoptar un glosario en los primeros 
artículos. Debe regular una reforma admi-
nistrativa de los entes nacionales que aban-
donan competencias de gestión para dejar 
un aparato burocrático liviano, de diseño de 
las políticas públicas sin injerencia en la eje-
cución, que será controlada por entidades 
horizontales en los territorios. Como se diría 
en el lenguaje musical: allegro ma non troppo. 
Tendremos un periodo de transición con ta-
reas transversales en salud, educación y agua 
potable y también en acceso de personal, ga-
rantías de permanencia, controles, auditorías 
internas, manejo de infraestructuras etc. Al 
mismo tiempo, se debe entender la fragilidad 
del Estado frente a las actividades ilícitas y 
el que la informalidad deja pasar flujos eco-
nómicos al margen del sistema tributario, lo 
que socava el ideal de generalidad de la tribu-
tación y reduce el cumplimiento voluntario 
de los buenos contribuyentes. Esta es gestión 
que compete al nivel central que es la Dian, 
pero que debería acometerse de una manera 
mixta con las entidades territoriales median-
te una estrategia coordinada. Además, es vital 
invertir en capacitación, asistencia técnica y 
control en los entes territoriales.  

En este contexto, cuando surgen nuevos 
vientos de reforma tributaria, las propuestas 
no pueden fundamentarse solo en el faltante 
de los presupuestos y en el déficit fiscal, ni de 

las metas aspiracionales e irreales de la Dian, 
sino en la capacidad de pago real de los con-
tribuyentes, que son quienes auto-consienten 
los tributos. Así se determinó desde la Carta 
Magna de 1215, antecedente fundamental 
del principio de que ‘no puede haber tribu-
to sin representación o consentimiento’, que 
influenció el desarrollo posterior del cons-
titucionalismo y del principio de legalidad 
tributaria. La tensión entre contribuyentes 
pagadores y un Estado cada vez más ávido de 
recursos se resuelve respetando los derechos 
al diseñar los deberes. Es decir, se debe pensar 
en tributos orientados a lograr una sociedad 
próspera y con futuro, sin desalentar la pro-
piedad y las rentas sobre la que recaen los 
tributos. Paralelamente se debe competir con 
las naciones que atraen contribuyentes con 
facilidades y no fomentar la fuga de capitales 
y la desinversión, como se ha venido haciendo 
en los últimos años. 

Análisis desde el federalismo fiscal
La filosofía que inspira el Acto legislativo 3 de 
2024 es típica del federalismo fiscal, que desde 
los tempranos años setenta viene sostenien-
do que las funciones y gastos deben ejecu-
tarse de manera más cercana al ciudadano, 
porque son los gobiernos territoriales los que 
mejor conocen sus necesidades y preferen-
cias de bienes públicos13. El federalismo fiscal 
comprende todas las disposiciones financie-
ras que sirvan para descentralizar recursos, 
bien sea a través de impuestos, subvenciones, 
participaciones y otros programas conjun-
tos. Por eso el concepto de federalismo fiscal 

12	 El Tiempo. La carta de los 27 exministros y exviceministros que alertan sobre la reforma al Sistema General de Participación. 
	 (2024, 26 de octubre).
13	 Oates, W. E. (1972). Fiscal federalism. New York: Harcourt Brace Jovanovich. En Polity IV Dataset. Recuperado de http://www.bsos.umd.

edu/cidcm/inscr/polity. “The fundamental premise of fiscal federalism is that the provision of public services should be decentralized to the 
lowest level of government that can efficiently provide them”.

La tensión entre contribuyentes pagadores y un Estado 
cada vez más ávido de recursos se resuelve respetando 
los derechos al diseñar los deberes. Es decir, se debe 
pensar en tributos orientados a lograr una sociedad 
próspera y con futuro, sin desalentar la propiedad 
y las rentas sobre la que recaen los tributos.❯
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puede aplicarse a todos los sistemas políticos, 
sean formalmente federales o no, siempre que 
descentralicen la autoridad fiscal en múltiples 
órganos de gobierno.  Sin embargo, lo que dis-
tingue a las Estados federales de los unitarios 
es el tipo de competencias que se descentra-
lizan. En los sistemas federales ello significa 
otorgar poderes legislativos a niveles subna-
cionales, quienes tienen facultades propias u 
originarias para imponer tributos, mientras 
que en los Estados unitarios se descentralizan 
potestades típicamente administrativas, que 
generalmente están mediatizadas por la ley y 
se someten a ella, razón por cual es calificada 
de derivada14.

La segunda generación de estudios de fe-
deralismo fiscal fue liderada por Prud’homme 
(199515), quien considera que la descentraliza-
ción fiscal, aun cuando parece justificada en 
términos económicos, genera a nivel subna-

cional un exceso de demanda de fondos pú-
blicos, no siempre relacionados con las nece-
sidades de la economía local y la capacidad 
de utilizarlos a ese nivel de manera eficiente. 
Su recomendación, cuando se hace por la vía 
del gasto, es acompañarla con un aumento de 
los tributos del nivel local para que los funcio-
narios locales y los contribuyentes se sensibi-
licen sobre la importancia de administrar con 
eficiencia los recursos públicos territoriales. 
Esto ocurre porque en las transferencias el 
acento no está puesto sobre el votante sino 
sobre las relaciones intergubernamentales,  
sin importar quien entrega sus fondos al Es-
tado para el cumplimiento de sus fines, con 
lo cual se desdibuja la relación entre el con-
tribuyente y el bienestar que recibe a cambio, 
que es una de las justificaciones clásicas de 
la tributación, bajo el principio smithiano del 
beneficio. 

14	 La Ocde acierta cuando considera que el nivel más alto de autonomía fiscal es aquel en el que el gobierno autónomo tiene plena autoridad 
sobre los tipos impositivos y las bases imponibles. Por el contrario, los sistemas de reparto de ingresos fiscales se consideran el enfoque de 
descentralización que proporciona el nivel más bajo de autonomía. Cualquiera de los dos conduce a un sistema de federalismo fiscal pleno o 
morigerado según sea el entorno constitucional que es el que marca lo posible.

15	 Prud’Homme, R. (1995). The dangers of decentralization. The World Bank Research Observer, 10(2), 201-220.

❯❯ 74 % del PIB (sin 
actividad extractiva) 
se concentra en 
cinco zonas urbanas: 
Bogotá, Medellín, 
Cali, Barranquilla y 
Bucaramanga.
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Por supuesto, las zonas más pobres que 

no disponen de riquezas suficientes para fi-
nanciar los servicios esenciales de su pobla-
ción enfrentan una restricción estructural, lo 
cual conlleva la imposibilidad de establecer 
impuestos puros en esos territorios. Mante-
ner la recaudación tributaria unificada en los 
grandes impuestos de renta, IVA y patrimonio 
en el nivel central es una concreción de la so-
lidaridad con los más necesitados. La autosu-
ficiencia financiera de los niveles subnaciona-
les de gobierno con impuestos propios está 
lejos de lograrse porque la tributación más di-
námica está en manos de la nación, mientras 
los entes territoriales cuentan con impuestos 
extrafiscales, nacionales cedidos y pocos tri-
butos propios. 

El apoyo del federalismo fiscal ‘a la co-
lombiana’ está en la premisa descrita y en la 
dificultad de las reformas al sistema tributa-
rio. En nuestro país Richard Bird y Eduardo 
Wiesner dirigieron una misión técnica que se 
concentró en los ingresos tributarios de los 
entes territoriales y formuló recomendacio-
nes que posteriormente se reflejaron en refor-
mas legales y políticas orientadas a fortalecer 
la descentralización fiscal16. Precisamente el 
objetivo de las reformas propuestas era esti-
mular el esfuerzo contributivo adicional de 
los votantes de esos niveles, para evitar crear 
una dependencia única de las transferencias 
o pereza fiscal. En este sentido, sería reco-
mendable en la ley orgánica de distribución 
de competencias configurar una regla que 
disponga que relacione una paridad o algo 
similar entre lo que se recaude por ingresos 
propios y lo que se reciba de ingresos ordina-
rios de la nación.  

Paralelamente debe existir rendición de 
cuentas frente a los aportantes porque “ Si 
no hay instituciones locales que obliguen a los 
administradores a rendir cuenta de su activi-
dad como funcionarios públicos, y desde abajo 
no existen estos mecanismos, porque la pobla-
ción beneficiaria no es la que los financia,17” 
“la descentralización fiscal  promueve a nivel 
local una lucha entre grupos para el botín (las 
transferencias), beneficiando al grupo gana-
dor y no a la comunidad local, es decir, que el 
mecanismo fracasa. 

La descentralización fiscal funciona don-
de las instituciones son fuertes y los meca-
nismos de rendición de cuentas a nivel local 
efectivos. Además, en nuestro país existe una 
dificultad adicional para la gestión de los re-
cursos, fácilmente reconocible que consiste 
en que el territorio está sometido a fuerzas 
ajenas al orden y la legalidad, que, entre otras 
cosas, han podido permear las débiles estruc-
turas de finanzas territoriales y captar los re-
cursos disponibles, como se ha podido cons-
tatar con las regalías y los impuestos propios, 
cuyo manejo autónomo se ha visto disminui-
do por el poder de estos grupos, en sonados 
casos de amenazas, temor y corrupción. 

Los órganos territoriales beneficiarios de-
ben tener un derecho de veto o por lo menos 
uno de réplica ante las cámaras en el proceso 
de deliberación de las leyes que afecten las 
transferencias y sus contenidos, puesto que 
se trata de construir un marco legal compar-
tido. En las transferencias suelen presentarse 
quejas de departamentos y municipios con 
más recursos que sienten que sus recursos se 
van hacia los más pobres cuando ellos los ge-
neran y por eso prefieren fórmulas de copar-

16	 Misión de Finanzas Intergubernamentales (1981), Informe final de la misión, Bogotá D.E.: DNP/Printer colombiana
17	 Sovilla, b., & Morales Velasco, c. e. (2025). Federalismo fiscal incompleto y amenaza secesionista en México. Investigación económica, 

84(332), 84–112. https://doi.org/10.22201/fe.01851667p.2025.332.90846

El federalismo fiscal comprende todas las 
disposiciones financieras que sirvan para 
descentralizar recursos, bien sea a través 
de impuestos, subvenciones, participaciones 
y otros programas conjuntos.❯
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ticipación de tributos que se generan en sus 
territorios, pero los territorios con menores 
rentas prefieren no depender de sus propias 
capacidades de generar tributos y se inclinan 
por transferencias para superar su rezago y 
garantizar condiciones mínimas de bienestar.

No se puede ignorar que persiste un riesgo 
frente a “sostenibilidad fiscal”  porque como 
dicen los informes de Fedesarrollo (2024 y 
2025) no basta con entregar recursos sino no 
aumentar la crisis fiscal nacional. Quiero ha-
cer énfasis que ese riesgo se agrava porque la 
bolsa a repartir no es estática y puede ocurrir 
que se disminuya, pues las transferencias tie-
nen su origen en el poder central, que es quien 
decide sobre los recursos tributarios naciona-
les a recaudar, el mismo poder que cuenta 
con la iniciativa para proponer rentas de des-
tinación específica que no forman parte de 
la bolsa como son las tasas y contribuciones, 
que pese a ser recursos tributarios se destinan 
a sostener un servicio o una función definida. 
En todo caso, el poder central es quien fija el 
volumen de recursos a transferir, aunque el 
porcentaje se incremente. 

De ahí que se sugiera crear en la ley una 
comisión mixta que abogue porque la base 
repartible se mantenga o se incremente con 
el esfuerzo consensuado con los beneficiarios. 
Actualmente acusamos un decremento en 
muchos sectores económicos y un pobre cre-
cimiento en otros, de manera que el recaudo 
no es prometedor. Animo a los descentralistas 
más emotivos a participar en el debate de to-
das las reformas tributarias ante el riesgo de 
disminución del recaudo18. 

Descentralización asimétrica 
en los recursos
Según Watts (2000), las asimetrías reflejan 
distintos grados de autonomía y poder que 
representan la expresión política de las diver-
sidades. El mismo autor propone una tipolo-
gía que clasifica las asimetrías en: i) asime-
trías políticas o de entes territoriales o las que 
buscan eficiencia económica en consonancia 
con capacidades administrativas; ii) asime-
trías de iure o de facto: heterogeneidades 
institucionales declaradas como respuesta a 

las asimetrías surgidas de la aplicación dife-
renciada de un marco jurídico que es siempre 
homogéneo. Son asuntos administrativos de 
gestión y no de normas. Tal es el caso del gru-
po constituido por los distritos especiales y, 
en otro nivel, el distrito capital cuyo régimen 
es único (no solo en Colombia sino en la ma-
yoría de las capitales del mundo). Aquí una 
ley muy mal concebida resolvió que todas las 
capitales pueden adoptar el régimen norma-
tivo especial de Bogotá en los dos impuestos 
principales, el predial y el de ICA, ignorando 
el principio de homogeneidad normativa 
con diferenciación solo en la gestión, que es 
lo que recomienda la teoría y; iii) asimetrías 
temporales o permanentes: se refiere a las asi-
metrías admisibles temporalmente durante 
los primeros años de las reformas o por ne-
gociación bilateral o multilateral entre terri-
torios del mismo nivel, que puede solucionar 
la prestación efectiva de servicios o funciones 
públicas de su competencia. 

En este sentido, los índices de reparto no 
pueden calcularse solamente con base en va-
riables cuantitativas o de población o de mi-
norías que reciben subsidios focalizados, por-
que existen otros medidores que deben influir 
en el reparto, como la pertenencia a un área 
de planificación, la tutela asociativa metro-
politana y otras que permitan avanzar en es-
quemas asociativos para progresar. Todos los 
indicadores deben tener la misma relevancia 
a la hora de determinar un valor final. El indi-
cador de ingresos subnacionales en relación 
con los nacionales no desglosa aspectos cuali-
tativos como las alícuotas o tipos impositivos, 
bases gravables, exenciones.

Recomendaciones en torno 
a la ley de competencias
La nueva ley de competencias, próxima a 
discutirse, no puede socavar la unidad del 
Estado nacional ni regular las autonomías de 
forma descontrolada. Se trata de consensuar 
un equilibrio funcional de participaciones y 
ejecución de gastos de bienestar, consideran-
do que los bienes públicos meritorios que se 
prestan por esta vía de las participaciones 
son los más esenciales para el ciudadano de-

18	 Especialmente a aquellos que han promovido un referéndum que estimo inviable,  que ya se radicó como proyecto de ley 412 de 2025 
en el Senado con cerca de 3 millones de firmas,  que propone que “solo los departamentos y el Distrito Capital podrán gravar la renta y el 
patrimonio de las personas naturales y jurídicas que allí residan. El recaudo de estos impuestos será de propiedad exclusiva de ellos en 
su conjunto. Su distribución se hará atendiendo los principios de coordinación, concurrencia, subsidiariedad, equidad social, solidaridad 
territorial y demás criterios que establezca la ley”.
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finidos en cada nivel territorial : salud, educa-
ción, agua potable y saneamiento básico. 

Para ello, es necesario distinguir el qué, es 
decir, las metas y las políticas referidas a las 
leyes nacionales (no existen leyes regionales 
ni locales) que deben ser ejecutadas por las 
entidades territoriales, de la autonomía sobre 
el cómo y cuándo de la implementación, es 
decir, con las reglas y potestades administra-
tivas de las entidades territoriales.

La ley de competencias también debe ga-
rantizar mecanismos de control en salud y 
educación, que aseguren estándares mínimos 
de calidad, cobertura y sostenibilidad. Esto 
implica fijar un umbral constitucional de re-
cursos humanos, técnicos y financieros, así 
como establecer el traslado de personal desde 
el nivel nacional a los entes territoriales, para 
evitar discontinuidades en la prestación de 
los servicios.

Asimismo, se requiere equilibrar los crite-
rios de reparto con arte: el sistema debe con-
servar los dividendos de los esfuerzos fiscales 
de cada territorio porque son los esfuerzos 
políticos y de los ciudadanos que otorgan 
confianza en que el sistema premia el es-
fuerzo local, pero las participaciones buscan 
aliviar las disparidades regionales indepen-
dientemente de su nivel de renta para lograr 
una provisión similar de bienes y servicios 
públicos. Es una fórmula colaborativa para 
atacar la desigualdad sin detener el desarrollo 
de regiones más favorecidas por la naturaleza 
o la inversión. De ahí que es necesario que en 
la ley de competencias se incluyan incentivos 
según el nivel de recaudo. Premiar el esfuerzo 
y corregir la desigualdad no deben ser fines 
excluyentes, sino ejes complementarios de 
una política fiscal justa y sostenible.

En conclusión, la reforma tributaria te-
rritorial de Colombia constituye un avance 

en la corrección del histórico centralismo, 
pero su éxito no está garantizado automá-
ticamente por el texto constitucional. La 
reforma constitucional introducida por el 
Acto Legislativo 03 de 2024 requiere de una 
ley orgánica de competencias que ordene, 
distribuya y armonice las funciones que la 
nación dejará de ejecutar y que asumirán los 
departamentos, distritos y municipios con 
los nuevos recursos del Sistema General de 
Participaciones (SGP): 

▼	 Establecer una arquitectura clara de com-
petencias y funciones: la ley debe evitar 
solapamientos entre niveles de gobierno, 
definiendo con precisión cuáles servicios 
asume cada ente territorial en materia 
de salud, educación, agua potable y de-
más sectores. Para ello, se recomienda: 
(i) Incorporar un glosario normativo de 
conceptos claves ( función, competencia, 
servicio, corresponsabilidad, etc.); (ii) Cla-
sificar las competencias en mínimas uni-
versales (a cargo de todos los territorios) 
y moduladas por capacidad institucional; 
(iii) Prever la reorganización de las enti-
dades nacionales que dejarán de ejecutar 
funciones para enfocarse en regulación y 
supervisión; y (iv) incluir mecanismos de 
acompañamiento técnico (por parte de la 
Dian, DNP, MinHacienda y de la Contralo-
ría) para los territorios en general, pero en 
especial con debilidades. 

▼	 Reconocer la asimetría territorial: no pue-
de pretenderse que todos los municipios 
administren con igual eficacia los mismos 
servicios. La clave está en aplicar princi-
pios de asimetría temporal que permita 
avanzar por etapas, y por supuesto de iure, 
que reconozca jurídicamente la diversi-

La ley de competencias también debe garantizar 
mecanismos de control en salud y educación, 
que aseguren estándares mínimos de calidad, 
cobertura y sostenibilidad.❯
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dad de capacidades de gestión, de modo 
que las responsabilidades se distribuyan 
según las condiciones reales de cada en-
tidad territorial. En esencia, adoptar un 
modelo de transición escalonado, en el 
que las competencias y los ingresos au-
menten conforme se fortalezca la capaci-
dad local administrativa. 

▼	 Aunque se amplíe la autonomía territorial, 
el marco institucional debe evitar frag-
mentaciones: la ley de competencias debe 
dejar claro que las funciones transferidas 
son derivadas y condicionadas al cumpli-
miento de estándares, y que su ejercicio 
implica responsabilidad compartida entre 
la nación y los entes territoriales. La ley 
debe reafirmar que las competencias des-
centralizadas son derivadas, no origina-
rias, y están sometidas a los principios de 
coordinación y subsidiariedad. En otras 
palabras, debe distinguir con nitidez entre 
el ‘qué’ nacional (las metas sociales comu-
nes) y el “cómo” local (la gestión territorial 
autónoma).

▼	 Fortalecer el esfuerzo fiscal local con in-
centivos positivos: la autonomía fiscal 
debe ser coherente con la responsabi-
lidad en el recaudo y el uso eficiente de 
los recursos. La ley debe incentivarlos a 
mejorar sus sistemas de gestión, actuali-
zar su catastro, fortalecer el control del 
gasto y diversificar sus ingresos propios. 
Esto requiere crear mecanismos que re-

conozcan y premien el esfuerzo fiscal lo-
cal, por ejemplo, asignaciones condicio-
nadas al aumento en el recaudo propio o 
a la mejora en indicadores de eficiencia y 
cobertura. Igualmente, incorporar boni-
ficaciones automáticas a territorios que 
logren metas como implementación de 
herramientas digitales para control tri-
butario. EC

❯❯ 3,6 % del PIB fue 
la participación del 
SGP en 2023, una 
caída frente al 5,1 % 
que representaba 
antes.
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LOS RETOS 

LA REFORMA CONSTITUCIONAL al Sistema Ge-
neral de Participaciones (SGP), aprobada me-
diante el Acto Legislativo 03 de diciembre de 
2024, ofrece una oportunidad para redefinir la 
distribución de recursos y competencias en-
tre niveles de gobierno, en consistencia con la 
sostenibilidad fiscal de las finanzas públicas 
nacionales. Una nueva ley de competencias 
de iniciativa del Gobierno Nacional3 es condi-
ción para la entrada en vigencia de la reforma 
constitucional.

El Informe Final de la Misión de Descen-
tralización (PNUD-DNP, 2024) resumió en tres 
grandes temas sus críticas al funcionamiento 
del Estado, caracterizado por un centralis-
mo uniformizante, organizado por estancos 
inconexos de sectores de política, los cuales 
coartan la autonomía de las comunidades 
territoriales: todo ello mantiene a Colombia 
en un lugar prominente en el escalafón de in-
equidad en la región latinoamericana y en el 
mundo (Restrepo y Álvarez, 2024). 

Las brechas territoriales en bienestar so-
cial, capacidades de las entidades territoriales 
y desarrollo económico son el resultado de la 
concentración del poder económico y político 
reproducido en el sistema de transferencias y 
en la arquitectura institucional. 

Mientras los municipios y departamentos asumen cada vez más 
responsabilidades, siguen atados a transferencias restringidas, sin 

autonomía ni poder real de decisión. La reciente reforma al Sistema General 
de Participaciones promete corregir décadas de inequidad territorial, 

pero enfrenta resistencias fiscales, técnicas y políticas. 

DARÍO INDALECIO 
RESTREPO BOTERO1

UNIVERSIDAD NACIONAL 
DE COLOMBIA

SERGIO LEÓN 
ÁLVAREZ 

FERNÁNDEZ2 
UNIVERSIDAD NACIONAL 

DE COLOMBIA

DEL NUEVO SISTEMA GENERAL 
DE PARTICIPACIONES

Más allá de una repartición de funciones 
y recursos de política social, la descentraliza-
ción podría ser una herramienta importante 
para la construcción de la unidad nacional si 
se convierte en una estrategia para el cierre de 
brechas sociales, institucionales y económicas, 
y si se logra promover la asociatividad territo-
rial para la planeación y la prestación de ser-
vicios, la concurrencia de presupuestos públi-
cos, privados y comunitarios para cumplir los 
objetivos de desarrollo y bienestar. Ello logrará 
fortalecer la autonomía de las comunidades te-
rritoriales en el manejo de sus propios asuntos.

El SGP ha sido la principal fuente de fi-
nanciación de las competencias descentra-
lizadas. El gráfico 1 muestra su evolución 
histórica como porcentaje de los ingresos 
corrientes de la nación (ICN) mostrando un 
proceso de recentralización fiscal desde co-
mienzos del siglo XXI. 

Mientras en 2003 el SGP representaba el 
40,85 % de los ICN, las reformas del Gobierno 
de Andrés Pastrana (2001) y Álvaro Uribe Vé-
lez (2007) lograron reducir las trasnferencias 
a los territorios al 20,78 % en el año 2023, lue-
go de lo cual ocurrió un repunte hasta el 29 % 
en el 2025. La pérdida de recursos transfridos 
a las regiones para la política social, funda-

1	 Profesor Asociado Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Ciencias Económicas.  
	 Exdirector Misión de Descentralización, Departamento Nacional de Planeación.
2	 Profesor ocasional Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Ciencias Económicas. Miembro de la Misión de Descentralización.
3	 Cinco ministerios (Interior, Hacienda, Salud, Educación, Vivienda), el Departamento Nacional de Planeación y expertos 
	 de la Misión de Descentralización fueron encargados de redactar el borrador de la ley de competencias.
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mentalmente para educación, salud, agua y 
saneamiento básico, en el periodo 2002–2025, 
acumula 500 billones de pesos en valores 
constantes del año 2025.

La modificación del artículo 357 de la 
Constitución, que establece un porcentaje fijo 
de los ICN, implicará que en doce años a par-
tir de la promulgación de la ley de competen-

GRÁFICO 1.
DISTRIBUCIÓN SGP COMO % DE LOS INGRESOS CORRIENTES DE LA NACIÓN (ICN) 
2002-2025

GRÁFICO 2.
PROYECCIÓN SGP PRIMARIO, INCREMENTO Y TOTAL. (PESOS DEL 2025) 
2026-2038

Fuente: elaboración propia con base en datos del Sicodis-DNP (2025), Balance General del Gobierno Nacional Central 
– MHCP (2025) y Marco Fiscal de Mediano Plazo 2025 – MHCP (2025).

Fuente: elaboración propia con base en datos del Marco Fiscal de Mediano Plazo 2025 – MHPC (2025) y Acto Legislativo 03 de 2024.

cias, aumenten desde un probable 30,8 % en el 
año 2026 al 39,5 % en el 2038, casi duplicando 
su valor real hasta alcanzar 170 billones. En la 
propuesta de ley se distingue un “SGP prima-
rio” que corresponde al porcentaje alcanzado 
en el 2026 y un “incremento o delta”, en docea-
vas anuales necesarias hasta alcanzar el 39,5 
%. (Gráfico 2).
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Los departamentos deben fortalecerse como lugar estratégico 
para implementar programas de desarrollo económico con un 
enfoque de cierre de brechas, es decir, extender las oportunidades 
de desarrollo más allá de los escasos centros metropolitanos 
y cabeceras municipales donde hoy se concentra.❯

Con la reforma se compensa parte de las 
brechas de los sectores priorizados calcula-
das en $122 billones en salud para la atención 
primaria, en $123 billones las de acueductos y 
gestión comunitaria del agua y en $110 billo-
nes las correspondientes a educación. 

Algunos analistas temen que un incremen-
to del SGP genere una presión fiscal impaga-
ble para el Presupuesto General de la Nación, 
ahondando el déficit fiscal y obligando a un 
mayor endeudamiento. Dichas inquietudes 
suponen que la reforma implica un aumento 
neto del gasto total del Estado, sin transferen-
cia de rubros de gasto del nivel central de Go-
bierno hacia los gobiernos territoriales. 

Esa posición ignora la fuerte presión para 
que el Estado central cese su intervención en 
competencias ya descentralizadas. Las comu-
nidades territoriales no solo demandan más 
recursos sino autonomía para gestionar sus 
intereses y, por lo tanto, que cese la innecesa-
ria sustitución de los territorios por parte de 
la nación. 

La Misión de Descentralización mostró 
que el nivel nacional continúa ejecutando 
gasto en competencias ya descentralizadas 
por un valor equivalente entre el 5 % y el 7 % 
de los ICN. Por lo tanto, una parte sustancial 
del ajuste requerido para cumplir el aumento 
del SGP podría provenir de la devolución de 
estos recursos a las entidades territoriales. Se-
rían los municipios, distritos y departamentos 
quienes asumirían directamente la ejecución 
del gasto relacionado con dichas funciones y, 
de esta manera, garantizar la autonomía terri-
torial y la responsabilidad fiscal nacional. 

La distribución del SGP entre municipios y 
distritos, por un lado, y departamentos y áreas 
no municipalizadas (ANM) por el otro, ha evo-
lucionado de forma consistente en favor del 
nivel local como se evidencia en el cuadro 1.

CUADRO 1.
PARTICIPACIÓN DEL SGP ENTRE MUNICIPIOS 
Y DISTRITOS, Y DEPARTAMENTOS Y ANM’S 

2002 – 2024

Periodo
Municipios 
y Distritos

Departamentos 
y ANM’s

2002 - 2007 60,34 % 39,66 %
2008 - 2017 65,64 % 34,36 %
2018 - 2024 67,51 % 32,49 %

Fuente: elaboración propia con base en datos del Sicodis – DNP (2025).

A los departamentos se les ha reducido 
su capacidad fiscal relativa, además, solo re-
caudan cerca del 5 % de los tributos del país 
(OEC-FUT, 2025; MHCP, 2025), por lo que  se 
plantea su fortalecimiento fiscal. A ese respec-
to hay dos propuestas que se confrontan. Por 
una parte, la iniciativa del referendo por la au-
tonomía fiscal de los departamentos, según el 
cual estos serían los exclusivos beneficiarios de 
los impuestos de renta a las personas y las em-
presas, así como del impuesto al patrimonio. 

Como se refleja en el cuadro 2, los grandes 
contribuyentes (la mayoría con residencia en 
las grandes ciudades) representan casi el 64 % 
de estos tributos. Solo tres departamentos con-
centran el 74 % del resto de tributos, por lo que 
a nombre de la autonomía se incrementaría 
drásticamente la inequidad territorial. Además, 
la nación perdería el 48 % de los ingresos co-
rrientes con los cuales se financia todo el Siste-
ma General de Participaciones. Esta propuesta 
socava las bases nacionales del Estado social de 
derecho forzando de facto a la construcción de 
32 sistemas de seguridad social con capacidad 
de financiamiento muy desigual.
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CUADRO 2.
RECAUDO DE RENTA Y PATRIMONIO POR DEPARTAMENTO,

EN BILLONES DE PESOS Y EN PORCENTAJE. 2024

Departamento
Recaudo Renta 

y Patrimonio 2024
(Billones de pesos)

%

Distrito Capital $ 25.50 49,85 %
Antioquia $ 8.49 16,60 %
Valle del Cauca $ 3.94 7,70 %
Resto de
Departamentos $ 13.22 25,84 %

Total sin Grandes 
Contribuyentes $ 51.15 36,15 %

Grandes 
Contribuyentes $ 90.35 63.85 %

Total con Grandes 
Contribuyentes

$ 141.50 100,00 %

Fuente: elaboración propia con base en datos 
de las Estadísticas de Recaudo – Dian (2025).

La concepción de la autonomía en este 
caso amenaza con desconocer uno de los pi-
lares del Estado social de derecho: la equidad 
socio territorial. Un Estado democrático no 
puede resignarse a que la heterogeneidad de 
capacidades y grados de desarrollo entre terri-
torios derive en una heterogeneidad estructu-
ral de derechos básicos de la ciudadanía, tales 
como el derecho a la educación, la salud, el 
agua apta para el consumo humano, así como 
a la seguridad, oportunidades de desarrollo, la 
autonomía sobre asuntos propios y la repre-
sentación política en la nación. 

Los departamentos deben fortalecerse 
como lugar estratégico para implementar pro-
gramas de desarrollo económico con un en-
foque de cierre de brechas, es decir, extender 
las oportunidades de desarrollo más allá de los 
escasos centros metropolitanos y cabeceras 
municipales donde hoy se concentra. La aso-
ciatividad supra municipal y los esquemas de 
gobernanza democrática participativa serían 
las bases para formular planes de desarrollo en 
las subregiones más rezagadas, siendo este el 
objetivo principal del incremento de la parti-
cipación departamental en las transferencias.

En cuanto a los municipios y distritos el 
incremento en las transferencias no se traduce 

en mayor autonomía real, en la medida en que 
más del 90 % de los recursos están etiquetados 
a una destinación específica. Cerca del 85 % se 
destina a la educación, salud y agua potable y 
saneamiento básico, mientras que casi el 10 % 
restante está predestinado a la alimentación es-
colar, la vigilancia y el mantenimiento escolar, 
subsidios al consumo de agua o transferencias 
para primera infancia. Es por ello que el margen 
de decisión local sobre el uso de los recursos 
transferidos es extremadamente reducido. 

A la ausencia de autonomía en la descen-
tralización fiscal se suma la precariedad de la 
mayoría de los municipios. Según el DNP en el 
año 2023 solamente 84 municipios tuvieron un 
desempeño fiscal sostenible o solvente; 400 se 
encontraban en vulnerabilidad; y 618 en riesgo 
o deterioro de sus finanzas públicas. 

Adicionalmente, 893 municipios tenían una 
dependencia de las transferencias superior al 
50 % (DNP, 2025). Esta situación reproduce un 
círculo vicioso: alta dependencia de unas trans-
ferencias que a la vez coartan la autonomía y no 
habilitan a emprender inversiones acordes a sus 
necesidades, atributos y potencialidades. 

❯❯ Desigualdad que duele: la tasa de mortalidad materna 
en algunos territorios triplica la de las grandes ciudades.
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CUADRO 3.
DISTRIBUCIÓN DEL PROPÓSITO GENERAL POR CATEGORÍAS 

DE MUNICIPIOS DE LA MISIÓN DE DESCENTRALIZACIÓN. 
2002 – 2024

Periodo
Bogotá 
DC 
(1)

Grandes 
Ciudades 
(5)

Nodos 
territoriales 
(57)

Centros 
Urbanos 
(202)

Intermedios 
(294)

Vocación 
Primaria 
(263)

Prevalencia 
Ambiental 
(190)

Densidad 
Étnica 
y San Andrés 
(91)

Total 
Municipios
(1103)

2002 - 
2007 5.53 % 6.11 % 11.58% 13.44% 19.79% 13.23% 22.34% 7.98 % 100 %

2008 - 
2017 5.44 % 5.43 % 10.65% 12.77% 18.85% 14.02% 23.42% 9.41 % 100 %

2018 - 
2024 5.20 % 5.24 % 11.21% 11.94% 17.39% 13.28% 23.76% 11.99% 100 %

Fuente: elaboración propia con base en datos del Sicodis – DNP (2025) y el Informe Final de la Misión de Descentralización – DNP (2024).

Para muchos municipios el Propósito Ge-
neral constituye su principal fuente de finan-
ciamiento. Modificar los criterios de distri-
bución para favorecer aquellos con mayores 
rezagos estructurales no sería una concesión 
asistencial, sino un acto de justicia socio te-

Por otra parte, persisten las brechas hori-
zontales entre territorios a pesar del aumento 
de las transferencias, debido a que los crite-
rios de distribución privilegian la cantidad de 
población y el desarrollo económico que se 
expresa en capacidad administrativa y fiscal. 
De tal manera, se premia a quienes ya tienen 
capacidad instalada, mientras se penaliza 
estructuralmente a los territorios rezagados. 
Por lo tanto, no importa cuán generoso sea el 
SGP, pues si no se modifican sus criterios de 
distribución entre territorios, seguirá siendo 
inocuo frente a las brechas territoriales socia-
les, económicas e institucionales.

El cuadro 3 ilustra bien esta paradoja: Bo-
gotá y las cinco grandes ciudades del país 
concentran cerca del 10 % del componente 
de Propósito General y si se incluyen otros 57 
municipios con alta capacidad administrativa 
y económica, esta participación asciende al 
22 %. En contraste, los municipios con mayor 
densidad étnica y prevalencia ambiental —
muchos de ellos ubicados en zonas periféricas, 
de mayor ruralidad y de difícil acceso, e inclu-
yendo al Distrito de San Andrés— reciben un 
35 % de esta bolsa. Aunque podría señalarse 
un avance en progresividad, lo cierto es que 
las inequidades estructurales aún superan el 
alcance redistributivo de los criterios actuales.

rritorial, una tendencia hacia la equidad hori-
zontal entre municipios y un paso firme hacia 
un modelo de descentralización como dispo-
sitivo de equidad e integración nacional. 

La reforma constitucional buscó esta 
transformación ordenando que la ley defina 
la distribución de las competencias y recur-
sos de tal manera que “se garantice el acceso, 
ampliación de coberturas, continuidad y cali-
dad de los servicios y derechos con énfasis en 
la población pobre, la prevalencia ambiental, la 
densidad étnica poblacional y la ruralidad (…). 
Igualmente se priorizarán los municipios de 
categorías menores y población (…), así como 
a los municipios Pdet y Zomac” (Acto Legisla-
tivo 03 de 2024). Los recursos incrementales 
del Propósito General deben distribuirse con 
base en estos énfasis, así como  también se 
obliga a los sectores priorizados (educación, 
salud, y agua apta para consumo humano y 
saneamiento básico) formular planes de cie-
rre de sus brechas sectoriales, cuya evidencia 
y magnitud entre categorías de municipios es 
contundente. El cuadro 4 muestra una breve 
comparación en algunos indicadores trazado-
res de los sectores priorizados por categorías 
de municipios. 

En el sector de agua y saneamiento básico, 
mientras Bogotá y las grandes ciudades alcan-
zan coberturas de acueducto y alcantarillado 
superiores al 70 % —con Bogotá rozando el 
98 %—, los municipios de vocación primaria, 
prevalencia ambiental o densidad étnica ape-
nas superan el 50 % en acueducto y caen por 
debajo del 40 % en alcantarillado.

LO QUE ESTÁ EN 
JUEGO ES EL TIPO 
DE ESTADO QUE 
QUEREMOS: UNO 
QUE REPRODUCE 
LAS DESIGUALDADES 
Y ADMINISTRA LA 
PRECARIEDAD, O 
UNO QUE APUESTE 
POR CERRAR LAS 
BRECHAS, DIGNIFICAR 
LOS DIVERSOS 
TERRITORIOS Y 
CONSTRUIR UNA 
REPÚBLICA UNITARIA 
JUSTA, DEMOCRÁTICA 
Y EQUITATIVA.



35

CUADRO 4.
COMPARATIVO DE VARIABLES SECTORIALES POR MUNICIPIOS 
SEGÚN CATEGORÍAS DE LA MISIÓN DE DESCENTRALIZACIÓN

SECTOR AGUA EDUCACIÓN SALUD

Categorías Municipios

Promedio de 
Cobertura de 
acueducto 

(2022)

Promedio de 
Cobertura de 
alcantarillado 

(2022)

Promedio de 
Cobertura bruta 
en educación - 

Total (2022)

Promedio 
de Pruebas 
Saber 11 
– Lectura 

Crítica (2022)

Promedio 
de Pruebas 
Saber 11 – 

Matemáticas 
(2022)

Promedio 
de Tasa de 

Tránsito 
inmediato a 
Educación 

Superior (2022)

Razón de 
mortalidad 
materna 
a 42 días

(2021)

Tasa de 
mortalidad 
infantil en 
menores 
de 5 años 

(2021)

Bogotá DC 1 98.5 98.5 101.87 56.93 55.17 51.55 68.67 10.30

Grandes 
ciudades 5 73.5 71.0 107.78 54.69 51.82 46.77 60.90 12.11

Nodos 
Territoriales 57 81.8 74.9 107.69 54.78 52.75 46.72 78.03 11.22

Centros 
Urbanos 202 65.6 45.6 96.85 51.43 49.57 33.25 63.66 16.20

Intermedios 294 66.8 43.5 97.25 52.04 51.07 36.07 58.59 16.52

Vocación 
primaria 263 57.8 39.0 95.89 48.22 46.65 25.66 96.25 18.46

Prevalencia 
Ambiental 190 58.6 40.2 95.64 50.21 49.37 31.72 88.73 18.79

Densidad 
Étnica 90 69.3 51.4 92.71 43.60 40.58 24.60 133.31 21.92

Promedio 74.5 65.3 96.80 50.17 48.68 32.01 80.83 17.51

Fuente: elaborado por equipo técnico de la Misión de Descentralización con base en datos de Terridata – DNP (2025).

En educación, la cobertura bruta total es 
relativamente alta en casi todas las categorías, 
pero los resultados en calidad y el tránsito a 
educación superior marcan amplias diferen-
cias. Los nodos territoriales, grandes ciudades 
y Bogotá superan los 50 puntos en las pruebas 
Saber 11 (lectura crítica y matemáticas), mien-
tras que los municipios de vocación primaria, 
prevalencia ambiental y densidad étnica tie-
nen puntajes por debajo del promedio nacio-
nal y tasas de tránsito inmediato a la educa-
ción superior inferiores al 30 %. 

Esta divergencia no solo limita las opor-
tunidades individuales de los jóvenes, sino 
que perpetúa la reproducción intergeneracio-
nal de la desigualdad territorial. La situación 
en salud también es alarmante. Las tasas de 
mortalidad materna e infantil son radical-
mente más altas en los municipios con mayor 
densidad étnica y vocación primaria compa-
radas con las ciudades principales. No solo 
la inequidad mata (Restrepo, 2024), sino que 
la geografía de las inequidades determina la 
suerte de los colectivos humanos. 

Según el Banco Mundial, en Colombia el 
50 % de la desigualdad de los ingresos entre 
las personas está predeterminado por el lu-

gar de nacimiento (el departamento, el mu-
nicipio, el nivel de ruralidad y la presencia de 
grupos armados), el 41 % por la educación de 
los padres y el 9 % por el sexo y la etnicidad. 
(Dávalos y Monroy, 2025).

Los recursos incrementales del nuevo 
SGP deben asignarse al cierre de brechas, 
priorizando los lugares donde la necesidad 

❯❯ Municipios 
atrapados en 
la excesiva 
dependencia de 
transferencias para 
servicios básicos.
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Descentralizar sin reconocer la diversidad 

o la heterogeneidad de los territorios es seguir 
siendo cómplices de las inequidades estruc-
turales del país. El acto legislativo estipula 
dos diferenciaciones importantes. Por una 
parte, solicita crear una categoría de munici-
pios menores que puede hacerse en función 
de capacidades institucionales y financieras 
para guiar la distribución de recursos, la gra-
dualidad en la asunción de competencias y 
la cooperación técnica. También se pueden 
establecer categorías a partir del reconoci-
miento de atributos estructurales de la diver-
sidad y heterogeneidad de los municipios. La 
descentralización diferencial tiene por objeti-
vo construir políticas públicas a partir de las 
diferencias productivas, sociales, culturales y 
ambientales de los territorios (Allain – Dupre 
et al, 2020).

El nuevo marco normativo debe incluir un 
sistema de seguimiento, monitoreo y control 
integral, tanto institucional como participa-
tivo, que evalúe la asunción de las competen-
cias, con indicadores de resultado y mecanis-
mos de retroalimentación permanente con 
mecanismos de dialogo interinstitucional y 
entre niveles territoriales.

No puede haber una descentralización 
sólida sin transparencia en la información 
y sin la participación ciudadanía en la de-
finición de prioridades, el seguimiento 
del gasto y la evaluación de resultados. La 
descentralización debe ser una escuela de 
democracia, donde los ciudadanos conoz-
can sus derechos, ejerzan control social 
e incidan en las decisiones que afectan su 
territorio. Por esta razón, la reforma debe 
incluir medidas para fortalecer los sistemas 
territoriales de participación y rendición de 
cuentas, con enfoques diferenciales y herra-
mientas digitales que acerquen la gestión 
pública a la ciudadanía.

La segunda ola de descentralización que 
se ha levantado obliga a abandonar la preten-
sión del control total desde el centro, a reco-
nocer la diversidad de los territorios, y a cons-
truir desde abajo un diálogo con la población 

es mayor y el impacto potencial más trans-
formador. El Plan Nacional de Desarrollo pro-
puso un ordenamiento territorial alrededor 
del agua y teniendo en cuenta que los déficits 
estructurales del sector son más grandes, su 
participación dentro del SGP deberá incre-
mentarse sensiblemente.

50 % 
proporción de la desigualdad del ingreso 

determinada por el lugar de
nacimiento, según el Banco Mundial.

COBERTURA DE ALCANTARILLADO EN BOGOTÁ 
FRENTE A MUNICIPIOS DE VOCACIÓN PRIMARIA

98,5 vs. 39 %

PÉRDIDA ACUMULADA 
POR LAS REGIONES EN TRANSFERENCIAS

SOCIALES ENTRE 2002 Y 2025 
(A PESOS CONSTANTES).

billones de pesos
500

DEPENDEN EN MÁS DEL 50 % DE LAS 
TRANSFERENCIAS DEL SGP PARA OPERAR.

municipios893
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❯❯ La ley de 
competencias 
puede romper ese 
círculo vicioso. 
La deuda con los 
territorios más 
rezagados puede 
transformarse en 
enorme oportunidad 
para descentralizar 
las oportunidades 
de desarrollo 
económico, 
fortalecer el Estado, 
las instituciones 
y la democracia 
territorial y, así, 
contribuir a la paz.

local. Para que esa transformación ocurra se 
requiere un pacto fiscal, político y territorial 
que redefina las reglas del juego. Una refor-
ma tributaria territorial es imperativa, tanto 
como una masiva aplicación del catastro mul-
tipropósito, bases ambas de una democrati-
zación del sistema tributario y de una profun-
dización de la autonomía territorial.

Este pacto no puede posponerse. Colom-
bia vive una de sus mayores paradojas: una 
descentralización centralista. Los territorios 
han asumido responsabilidades crecientes 
sin que ello se traduzca en recursos propor-
cionales, mayores capacidades, ni autonomía 
ni cierre de brechas sociales, institucionales 
y económicas. Mediante la descentralización 
centralista los municipios más fuertes se for-

talecen y los más débiles se estancan y depen-
den del asistencialismo central.

La ley de competencias puede romper 
ese círculo vicioso. La deuda con los territo-
rios más rezagados puede transformarse en 
enorme oportunidad para descentralizar las 
oportunidades de desarrollo económico, for-
talecer el Estado, las instituciones y la demo-
cracia territorial y, así, contribuir a la paz.

Lo que está en juego no es solo un siste-
ma de participaciones ni una nueva ley, es 
el tipo de Estado que queremos ser: uno que 
reproduce las desigualdades y administra la 
precariedad, o uno que apueste por cerrar las 
brechas, dignificar los diversos territorios y 
construir desde los márgenes una república 
unitaria justa, democrática y equitativa. EC
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El aumento de las transferencias hacia los entes territoriales promete 
corregir viejas desigualdades, pero si no se acompaña de controles, reglas 

claras y capacidad institucional, el remedio podría agravar el problema.

AVANCES Y RIESGOS FISCALES 
PARA LA DESCENTRALIZACIÓN

LA RECIENTE APROBACIÓN del Acto Legisla-
tivo 03 de 2024, que reforma la Constitución, 
ha reactivado el debate sobre la descentrali-
zación fiscal en Colombia. Su propósito cen-
tral es corregir las inequidades históricas en 
la distribución de los recursos del Sistema 
General de Participaciones (SGP) y otorgar 
mayor autonomía a los entes territoriales en 
la administración de servicios claves como 
salud, educación, agua potable e infraestruc-
tura básica (Naranjo Flórez, 2024).

El espíritu de esta iniciativa se alinea con 
los principios de la Constitución de 1991, que 
consagró la descentralización como un eje es-
tructurante de la organización territorial del 
Estado. No obstante, su desarrollo histórico 
ha sido accidentado. La crisis fiscal de finales 
de los años 90 obligó al Gobierno Nacional a 
contener el avance del proceso descentraliza-
dor, modificando los artículos constituciona-
les 356 y 357 y reduciendo las transferencias 
a los entes territoriales en aras de preservar 
la estabilidad macroeconómica (Naranjo Fló-
rez, 2024). El nuevo proyecto busca retomar el 

camino interrumpido, transfiriendo mayores 
responsabilidades y recursos a los gobiernos 
subnacionales.

Sin embargo, el contenido fiscal de la pro-
puesta plantea importantes interrogantes. 
Aunque se establece un techo a la deuda pú-
blica del país (71 % del PIB, con una meta de 
sostenibilidad en 55 %), el incremento sustan-
cial de recursos hacia las regiones podría pre-
sionar al alza el déficit fiscal, forzar mayores 
niveles de endeudamiento público y generar 
señales de riesgo ante los mercados financie-
ros (Castellanos Martínez, 2024). En escena-
rios de alta incertidumbre, estas señales se 
traducen en primas de riesgo más elevadas, 
tasas de interés crecientes y depreciación de 
la moneda, lo cual encarece el servicio de la 
deuda y limita el margen de maniobra fiscal 
del Estado.

La descentralización, en tanto estrategia 
de redistribución territorial del poder y los 
recursos, exige capacidades administrativas, 
financieras y de control en los niveles sub-
nacionales. Si bien otorgar a los municipios 

REFORMA AL SGP 
2024 Y LEY 

DE COMPETENCIAS
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recursos carecería de anclajes operativos só-
lidos. El diseño de esta ley será fundamental 
para definir el alcance real de la descentrali-
zación propuesta y sus implicaciones fiscales 
de mediano y largo plazo (Fernández, 2025).

En suma, la reforma constitucional re-
presenta una oportunidad para avanzar en la 
descentralización efectiva del Estado colom-
biano. Sin embargo, su éxito dependerá de 
que se logre un balance entre la autonomía te-
rritorial y la sostenibilidad macrofiscal, entre 
la asignación de funciones y la garantía de ca-
pacidades, y entre la ampliación de recursos 
y los controles institucionales. La experiencia 
histórica y los actuales desafíos económicos 
aconsejan una implementación gradual, téc-
nicamente fundamentada y construida a par-
tir de amplios consensos políticos y sociales.

y departamentos mayor margen de decisión 
en sectores como salud y educación puede 
mejorar la eficiencia en la provisión de bie-
nes públicos, también puede amplificar los 
riesgos de corrupción, captura institucional o 
ejecución ineficaz si no se acompaña de una 
arquitectura institucional robusta. Es precisa-
mente esta dimensión la que más preocupa 
a diversos sectores analíticos y políticos que, 
sin oponerse a la descentralización, advierten 
sobre su implementación apresurada y sin 
controles adecuados (Naranjo Flórez, 2024) 
(Fernández, 2025).

Asimismo, la reforma al SGP requiere el 
desarrollo normativo de una ley orgánica 
que detalle las competencias específicas, los 
esquemas de financiación y los mecanismos 
de seguimiento, sin lo cual la ampliación de 

❯❯ La ampliación 
de recursos 
sin controles 
adecuados puede 
amplificar los 
riesgos de
corrupción.
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

Contexto histórico 
y normativo del SGP
Desde la promulgación de la Constitución 
Política de 1991 , Colombia adoptó un mode-
lo descentralizado de gestión pública, cuyo 
pilar financiero ha sido el Sistema General de 
Participaciones (SGP). Esta herramienta, con-
sagrada en los artículos 356 y 357 de la Carta 
Magna, definió el marco jurídico y técnico para 
la distribución de los recursos del Gobierno 
Nacional a departamentos, distritos y munici-
pios, con el objetivo de garantizar la prestación 
de servicios esenciales como educación, salud, 
agua potable y saneamiento básico.

El artículo 356 fijó las reglas para la asig-
nación de estos recursos, estableciendo cri-
terios como la población atendida, los nive-
les de pobreza y la eficiencia administrativa. 
Asimismo, introdujo una cláusula de respon-
sabilidad fiscal al prohibir la asignación de 
competencias sin el respaldo presupuestal 
necesario, protegiendo así a los entes territo-
riales de cargas financieras desproporciona-
das. Por su parte, el artículo 357 reguló la di-
námica de crecimiento del SGP, incorporando 
principios de progresividad y mecanismos de 
protección frente a variaciones poblacionales 
o económicas que pudieran afectar a las enti-
dades más vulnerables.

La implementación de estos principios 
constitucionales se materializó inicialmente 
en la Ley 60 de 1993, que definió las compe-
tencias de los diferentes niveles de gobierno 
en materia de educación, salud, agua potable 
y saneamiento básico. Asimismo, estableció 
los porcentajes de los ingresos corrientes de 
la nación (ICN) destinados a las transferen-
cias intergubernamentales. 

A través del situado fiscal y las participa-
ciones municipales se estructuró un sistema 

de flujos ascendentes de recursos hacia los 
territorios, con la meta de alcanzar el 46,5 % 
de los ICN en 2002. Sin embargo, hacia finales 
de la década de 1990, el país enfrentó una pro-
funda crisis económica que puso en jaque la 
sostenibilidad del esquema de transferencias, 
lo que obligó a repensar su diseño institucio-
nal (Ospina Tejeiro y otros, 2024).

La ley 60 constituyó un avance sustan-
tivo al introducir una asignación basada en 
criterios de población, necesidades sociales 
y desempeño administrativo, garantizan-
do la correlación entre funciones y recur-
sos. Asimismo, dejó en claro la distribución 
de responsabilidades: el Gobierno Nacional 
formularía las políticas generales; los de-
partamentos coordinarían acciones con los 
municipios; y estos últimos ejecutarían direc-
tamente los servicios públicos (Congreso de 
la República, 1993).

En respuesta a los desequilibrios fiscales 
y a la necesidad de fortalecer la eficiencia del 
gasto público, la Ley 715 de 2001 reformuló la 
arquitectura del SGP. Esta norma profundizó 
la descentralización funcional, precisando 
las competencias de cada nivel territorial: al 
Gobierno Nacional le correspondió la política 
pública y la transferencia de recursos; a los 
departamentos, la función de supervisión; y a 
los municipios y distritos, la ejecución direc-
ta de los servicios. Además, se incorporaron 
nuevos criterios para la distribución de recur-
sos, como el número de estudiantes, el nivel 
de pobreza y la capacidad de gestión adminis-
trativa, con el fin de alcanzar una asignación 
más equitativa y territorialmente sensible 
(Congreso de la República, 2001).

El rediseño fiscal derivado de la crisis econó-
mica se consolidó con el Acto Legislativo 01 de 
2001 , que introdujo un marco más restrictivo y 
técnicamente fundamentado para el crecimien-

En conjunto, la evolución normativa del SGP muestra 
un tránsito desde una descentralización expansiva hacia 
un modelo más regulado y técnicamente controlado, en 
el que la búsqueda de equidad interterritorial debe coexistir 
con los compromisos fiscales del Estado colombiano.❯
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to del SGP. Esta reforma adoptó una fórmula de 
ajuste basada en la inflación más un margen de 
1,5 % entre 2002 y 2008, lo que permitió alinear el 
crecimiento de las transferencias con la capaci-
dad real de ingreso del Estado. A partir de 2009, 
el crecimiento quedó condicionado al compor-
tamiento promedio de los ingresos del Gobier-
no Nacional, introduciendo así un principio de 
estabilidad fiscal pero limitando la capacidad de 
respuesta del sistema frente a aumentos en las 
necesidades sociales.

Una innovación relevante de este acto 
legislativo fue la protección de los recursos 
destinados a la educación, asegurando que no 
se redujeran respecto a los niveles vigentes en 
2001. Además, se estableció que el Congreso 
de la República podría revisar y ajustar las 
reglas del SGP cada cinco años, lo que abrió 
espacio para adaptaciones futuras sin com-
prometer el principio de sostenibilidad ma-
croeconómica.

En conjunto, la evolución normativa del 
SGP muestra un tránsito desde una descen-
tralización expansiva hacia un modelo más 
regulado y técnicamente controlado, en el 
que la búsqueda de equidad interterritorial 
debe coexistir con los compromisos fiscales 
del Estado colombiano.

La reforma constitucional
 al SGP de 2024
La presentación del proyecto de Acto Le-
gislativo 18 de 2024 en el Senado y 437 de 
2024 en la Cámara representa un punto de 
inflexión en el proceso de descentralización 
fiscal en Colombia. Esta reforma constitu-
cional propone modificar los artículos 356 y 
357 de la Constitución Política de 1991 para 
reconfigurar el Sistema General de Partici-
paciones (SGP), elevando progresivamente 
su participación hasta alcanzar el 39,5 % de 
los ingresos corrientes de la nación (ICN) en 
un horizonte de doce años, a partir de 2027 
(Cámara de Representantes, 2024). Este redi-
seño estructural implica no solo un cambio 
en la magnitud de los flujos financieros ha-
cia las entidades territoriales, sino también 
un replanteamiento de las competencias y 
responsabilidades asignadas a los diferentes 
niveles de gobierno.

En la nueva formulación del artículo 356 
se incorporan criterios de priorización te-
rritorial, otorgando un enfoque diferencial 
a municipios con menos de 25.000 habitan-

ESTÁN AGRUPADOS HOY 
EN UNA SOLA CATEGORÍA,
 LO QUE INVISIBILIZA SUS 
REALIDADES Y NECESIDADES 
DIFERENCIADAS.

PODRÍA LLEGAR LA DEUDA NETA DEL PAÍS 
EN 2038 SI NO SE CONTROLA EL GASTO 

DERIVADO DE LA REFORMA.

MUNICIPIOS

64,6%

ES EL ESFUERZO FISCAL ADICIONAL QUE DEBERÁ ASUMIR 
EL GOBIERNO PARA COMPENSAR EL AUMENTO

DE LAS TRANSFERENCIAS.

DEL PIB
2,1%

+960

REPRESENTARÍA EL GASTO TOTAL DEL SGP EN 2038 
CON LA REFORMA, FRENTE AL 5,4 % ACTUAL.

del PIB7,2%

del PIB
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
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tes y a aquellos situados en zonas afectadas 
por el conflicto armado (Pdet y Zomac). Esta 
priorización busca corregir desigualdades 
estructurales en el acceso a bienes públicos 
fundamentales, promoviendo la equidad re-
gional y la reparación territorial. En paralelo, 
la reforma al artículo 357 introduce ajustes 
técnicos al esquema de crecimiento anual 
del SGP hasta alcanzar el umbral del 39,5 
%, así como una mayor flexibilidad para los 
municipios más pequeños, que podrán des-
tinar hasta un 42 % de los recursos de ma-
nera libre. Adicionalmente, se excluyen del 
cálculo del SGP los ingresos provenientes 
de impuestos temporales por estados de ex-
cepción, lo que otorga mayor estabilidad a la 
fórmula de distribución (Cámara de Repre-
sentantes, 2024).

El aumento gradual de las transferencias 
constituye un hito en la ampliación de la 
autonomía territorial, pero también plantea 
serios desafíos fiscales. Según estimaciones, 
con la reforma, el gasto del SGP pasaría del 
5,4 % al 7,2 % del PIB en 2038. En ausencia de 
esta reforma, dicho gasto apenas alcanzaría 
el 5,9 % para ese año. Este mayor esfuerzo 
presupuestal podría elevar la deuda neta 
del país hasta el 64,6 % del PIB, superando 
el umbral prudente del 55 % establecido por 
la regla fiscal. Para contener este desborda-
miento, el Gobierno tendría que aumentar 
los ingresos tributarios o reducir otros gas-
tos, generando un esfuerzo fiscal adicional 
estimado en el 2,1 % del PIB (Ospina Tejeiro 
y otros, 2024).

La tensión entre autonomía territorial y 
sostenibilidad fiscal se agudiza cuando se 
considera que el crecimiento del SGP impli-
ca una presión adicional sobre las finanzas 
públicas, especialmente si no se acompaña 
de una reforma estructural del gasto y del 
sistema tributario nacional. En este con-
texto, la implementación de reglas claras y 
mecanismos de control será esencial para 
evitar desequilibrios macroeconómicos.

Como complemento indispensable de la 
reforma constitucional, el Gobierno Nacio-
nal ha anunciado la presentación de la ley 
de competencias, con el propósito de definir 
con precisión las funciones que asumirán 
los entes territoriales y cómo se distribui-
rán los recursos. Esta ley debe garantizar 
coherencia entre los mayores recursos que 
recibirán municipios y departamentos y 

las nuevas responsabilidades que deberán 
asumir en sectores como salud, educación, 
agua potable, saneamiento e infraestructu-
ra (Presidencia de la República de Colom-
bia, 2025).

Este proceso legislativo se desarrolla en 
un ambiente de amplio debate técnico y po-
lítico, alimentado por las preocupaciones de 
gobernadores, expertos y órganos de control 
sobre la viabilidad financiera de la descentra-
lización ampliada. En diversos foros, como 
el organizado por El Tiempo y la Federación 
Nacional de Departamentos, se ha señalado 
la urgencia de redefinir el sistema fiscal te-
rritorial para responder a los desafíos de ca-
pacidad institucional, eficiencia en el gasto y 
transparencia en el uso de los recursos (Gon-
zález, 2025).

El rediseño del SGP contempla también 
la adopción de criterios más sensibles a las 
realidades territoriales. En particular, se 
reconoce que el criterio poblacional ha re-
sultado insuficiente para reflejar las necesi-
dades de municipios pequeños y dispersos, 
que, a pesar de su baja densidad demográ-
fica, cumplen funciones ambientales cru-
ciales. La reforma busca distinguir entre 
grandes ciudades, que ya cuentan con cierta 
autonomía fiscal, y municipios con alta de-
pendencia de las transferencias, proponien-
do mecanismos compensatorios para estos 
últimos (González, 2025).

A su vez, la mayor flexibilidad en el uso 
de recursos —especialmente en los muni-
cipios pequeños— puede traducirse en una 
mejor capacidad de respuesta local, siempre 
que esté acompañada de reglas de trans-
parencia, monitoreo y participación ciuda-
dana. El fortalecimiento de los sistemas de 
información y la rendición de cuentas se 
convierten, entonces, en ejes indispensables 
para garantizar la legitimidad y eficacia del 
nuevo modelo.

La reforma al SGP y la futura ley de com-
petencias reflejan una apuesta ambiciosa 
por profundizar la descentralización fiscal 
en Colombia. No obstante, su éxito depen-
derá del equilibrio que se logre entre autono-
mía territorial y responsabilidad fiscal. Las 
experiencias pasadas demuestran que las 
expansiones en las transferencias sin acom-
pañamiento técnico e institucional pueden 
deteriorar el equilibrio macroeconómico. 
Por ello, cualquier reforma futura debe fun-

LA DISCUSIÓN 
LEGISLATIVA QUE 
SE AVECINA DEBE 
ESTAR GUIADA POR 
EL PRINCIPIO DE 
RESPONSABILIDAD 
FISCAL, 
GARANTIZANDO 
QUE CADA 
NUEVO DERECHO 
TERRITORIAL ESTÉ 
RESPALDADO 
POR LOS MEDIOS 
REALES PARA SU 
CUMPLIMIENTO 
EFECTIVO.
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darse en reglas previsibles, criterios técnicos 
y mecanismos eficaces de control que permi-
tan avanzar hacia una descentralización res-
ponsable, efectiva y sostenible.

Implicaciones fiscales 
y macroeconómicas
El incremento progresivo en la participación 
de los entes territoriales dentro de los ingre-
sos corrientes de la nación, contemplado en 
el proyecto de acto legislativo de 2024, repre-
senta una apuesta ambiciosa por avanzar en 
la descentralización fiscal del país. Sin embar-
go, su implementación no está exenta de ries-
gos significativos que deben ser analizados 
con rigurosidad técnica.

En el plano macroeconómico, el aumento 
de las transferencias sin un ajuste simultáneo 
del gasto nacional o una reforma tributaria es-
tructural puede traducirse en un mayor ries-
go soberano percibido por los inversionistas. 
Esta percepción afectaría negativamente la 
prima de riesgo del país, encareciendo el ac-
ceso a los mercados financieros y generando 
una depreciación del tipo de cambio. Como 
resultado, se elevaría el costo de las impor-
taciones, lo que impactaría el consumo y la 
inversión interna, ralentizando el crecimiento 
económico. Esta cadena de efectos negativos 
conllevaría, a su vez, una caída en la recauda-
ción tributaria, precisamente en un escenario 
en el que el Estado necesita mayores ingresos 
para cumplir con los compromisos derivados 
del aumento en las transferencias (Ospina Te-
jeiro y otros, 2024).

Más allá del impacto fiscal, el proyecto de 
acto legislativo presenta vacíos normativos 
que amenazan con comprometer su efica-
cia. En particular, no se especifica con clari-
dad qué nuevas competencias asumirán los 
entes territoriales ni cuál será su costo real. 

Esta indefinición normativa podría derivar 
en una distribución de responsabilidades sin 
respaldo financiero suficiente, afectando la 
coherencia del diseño institucional. A pesar 
del crecimiento proyectado en los recursos 
del SGP, el Gobierno Nacional sigue ejecu-
tando directamente partidas significativas en 
sectores como salud y educación superior, lo 
que puede generar solapamientos funciona-
les, duplicidades y una gestión ineficiente del 
gasto público (Ospina Tejeiro y otros, 2024).

En contextos de recesión económica, 
los riesgos se amplifican. Si los ingresos del 
Gobierno Nacional disminuyen, también lo 
harán las transferencias hacia las entidades 
territoriales, afectando la continuidad y ca-
lidad en la prestación de servicios públicos 
esenciales. Además, en un entorno de presio-
nes fiscales, el margen de maniobra para ge-
nerar ahorro público o implementar reformas 
estructurales se reduce, dificultando el cum-
plimiento de la regla fiscal y comprometiendo 
la estabilidad macroeconómica de largo plazo 
(Ospina Tejeiro y otros, 2024).

En síntesis, si bien el aumento progresi-
vo de las transferencias puede constituir un 
instrumento para fortalecer la equidad terri-
torial y avanzar en el proceso de descentrali-
zación, su implementación requiere condicio-
nes habilitantes. Estas incluyen: una revisión 
profunda de las capacidades institucionales 
locales, una definición normativa clara de 
competencias, mecanismos de coordinación 
intergubernamental, y una estructura finan-
ciera sostenible que permita evitar desequili-
brios fiscales. 

La discusión legislativa que se avecina 
debe estar guiada por el principio de respon-
sabilidad fiscal, garantizando que cada nuevo 
derecho territorial esté respaldado por los 
medios reales para su cumplimiento efectivo.

Como complemento indispensable de la reforma 
constitucional, el Gobierno Nacional ha anunciado la 
presentación de la ley de competencias, con el propósito 
de definir con precisión las funciones que asumirán los 
entes territoriales y cómo se distribuirán los recursos.❯
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

El éxito de esta reforma requerirá un equilibrio cuidadoso 
entre autonomía territorial y responsabilidad fiscal, 
respaldado por consensos políticos, criterios técnicos 
y un compromiso firme con la transparencia.❯

Ley de competencias: 
desafíos y oportunidades
El proceso de descentralización fiscal en Co-
lombia ha recorrido un largo camino desde la 
expedición de la Ley 60 de 1993, pasando por 
la Ley 715 de 2001, hasta llegar al actual deba-
te sobre la ley de competencias, cuyo proyec-
to será radicado ante el Congreso el 20 de julio 
de 2025. Este recorrido normativo evidencia 
un propósito común: consolidar el papel de 
los gobiernos subnacionales como actores 
clave en la provisión de servicios públicos 
esenciales y en la administración eficiente de 
los recursos transferidos por la nación.

En este contexto, la nueva ley de competen-
cias surge como una oportunidad para corregir 
deficiencias estructurales y avanzar hacia una 
descentralización más efectiva. Durante el 
Foro Nacional sobre la Ley de Competencias 
(1 de mayo de 2025), el senador Guido Eche-
verri, ponente de la reforma, insistió en que el 
incremento de recursos debe ir acompañado 
de rediseños institucionales que doten de ma-
yor autonomía a los territorios, permitiéndoles 
adaptar sus sistemas educativos y de gestión a 
las realidades locales (Llano, 2025).

La claridad en la asignación de funciones, 
la garantía de fuentes de financiación, la arti-
culación interinstitucional y el fortalecimien-
to de los mecanismos de control y rendición 
de cuentas serán condiciones esenciales para 
que esta reforma logre cerrar brechas regio-
nales y promover la equidad territorial (Pre-
sidencia de la República de Colombia, 2025).

Uno de los principales retos identificados 
por el Gobierno Nacional es la necesidad de 
reclasificar las entidades territoriales me-
diante criterios técnicos que reconozcan la 
diversidad del país. Actualmente, más de 960 
municipios están agrupados en una sola ca-
tegoría, lo que invisibiliza sus diferencias en 

términos de población, ubicación, activos 
ambientales y capacidad administrativa. La 
propuesta plantea una nueva tipología que 
permita una asignación de recursos más justa 
y eficiente (González, 2025).

Asimismo, se propone una visión regional 
del desarrollo, que supere el enfoque atomi-
zado de la inversión pública. Bajo esta pers-
pectiva, los proyectos deben integrar a varios 
departamentos y articular diversas fuentes de 
financiación como el Sistema General de Par-
ticipaciones (SGP), el Sistema General de Re-
galías (SGR) y los presupuestos territoriales y 
nacionales. El presupuesto por programas in-
cluido en el actual Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) se concibe como una herramienta clave 
para avanzar en este enfoque (González, 2025).

El foro “Construcción Regional de la Ley 
de Competencias”, realizado en Villavicencio 
el 27 de marzo de 2025, reunió a congresis-
tas, gobernadores y alcaldes para discutir la 
implementación de la reforma. Varios líderes 
locales expresaron preocupaciones sobre la 
centralización persistente y la falta de volun-
tad política del Ejecutivo para delegar compe-
tencias reales. La senadora Angélica Lozano 
cuestionó el control excesivo del nivel central, 
mientras que la senadora Sonia Bernal ratifi-
có el compromiso de radicar el proyecto el 20 
de julio (Fernández, 2025).

Actores territoriales como la gobernadora 
del Meta, Rafaela Cortés, y el alcalde de Soa-
cha, Julián Sánchez, coincidieron en la im-
portancia de garantizar recursos suficientes 
antes de asumir nuevas responsabilidades. 
Además, se insistió en la necesidad de una im-
plementación gradual, solidaria y adaptada a 
las capacidades reales de los entes territoria-
les, articulando los procesos de planeación 
regional con esquemas de concurrencia entre 
niveles de gobierno (Fernández, 2025).
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En términos de sostenibilidad, se ha plan-
teado que la ley debe evitar rigideces presu-
puestales innecesarias. En lugar de establecer 
porcentajes fijos, se recomienda un enfoque 
flexible, técnico y diferenciado que permita 
ajustes según las condiciones económicas y 
las realidades territoriales (González, 2025). 
Para avanzar en una descentralización fun-
cional, también es indispensable fortalecer 
los ingresos propios de los entes territoria-
les mediante instrumentos como el catastro 
multipropósito, así como mejorar la eficiencia 
en el uso del gasto público.

En suma, la ley de competencias repre-
senta un punto de inflexión para el modelo de 
descentralización fiscal y administrativa en 
Colombia. Su éxito dependerá del diseño ins-
titucional, de la claridad en la distribución de 
funciones y recursos, y del compromiso polí-
tico de todos los actores involucrados. Conso-
lidar una descentralización efectiva requiere 
superar la dualidad entre mayor autonomía y 
responsabilidad fiscal compartida, con crite-
rios técnicos, reglas previsibles y mecanismos 
robustos de seguimiento y control.

Conclusiones y recomendaciones
La reforma constitucional al Sistema Gene-
ral de Participaciones (SGP) y la futura ley de 
competencias representan una oportunidad 
histórica para avanzar hacia una descentra-
lización más equitativa y eficiente en Colom-
bia. El aumento progresivo de las transferen-
cias a los entes territoriales, del 20 % al 39,5 
% de los ingresos corrientes de la nación, 
junto con la priorización de municipios pe-
queños y zonas afectadas por el conflicto, 
busca corregir desigualdades estructurales y 
mejorar la provisión de servicios esenciales 
como salud, educación e infraestructura. Sin 
embargo, este avance no está exento de de-
safíos significativos que requieren atención 
inmediata.

Uno de los principales riesgos radica en 
el impacto fiscal y macroeconómico de la 
reforma. El incremento en las transferencias 
podría elevar el gasto público al 7,2 % del PIB 
y la deuda neta al 64,6 %, superando el límite 
prudente del 55 % establecido por la regla fis-
cal. En contextos de incertidumbre económi-
ca, esto podría generar presiones adicionales, 

❯❯ La 
descentralización 
exige capacidades 
administrativas, 
financieras 
y de control 
en los niveles 
subnacionales.
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
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como un aumento en la prima de riesgo, de-
preciación cambiaria y reducción del margen 
de maniobra fiscal. Para mitigar estos riesgos 
es fundamental implementar la reforma de 
manera gradual, acompañada de medidas 
que fortalezcan las capacidades instituciona-
les locales y garanticen la transparencia en el 
uso de los recursos.

La efectividad de la descentralización de-
penderá en gran medida del diseño y la im-
plementación de la ley de competencias. Esta 
norma debe definir con claridad las respon-
sabilidades de cada nivel de gobierno, evitan-
do solapamientos y asegurando que los entes 
territoriales cuenten con los recursos necesa-
rios para asumir sus nuevas funciones. Ade-
más, es prioritario reclasificar los municipios 
según criterios técnicos, como población, ca-
pacidades administrativas y activos ambien-
tales, para asignar los recursos de manera 
más justa y eficiente. La participación ciuda-
dana y los mecanismos de rendición de cuen-

tas serán clave para prevenir riesgos como la 
corrupción y la mala gestión.

Para garantizar la sostenibilidad fiscal, se 
recomienda adoptar una reforma tributaria 
estructural que compense el aumento del 
gasto público, así como crear fondos de es-
tabilización que protejan las transferencias 
en épocas de crisis económica. Asimismo, es 
esencial promover un enfoque regional que 
integre a varios departamentos en proyectos 
estratégicos, articulando recursos del SGP, 
regalías y presupuestos nacionales.

En conclusión, el éxito de esta reforma 
requerirá un equilibrio cuidadoso entre au-
tonomía territorial y responsabilidad fiscal, 
respaldado por consensos políticos, criterios 
técnicos y un compromiso firme con la trans-
parencia. Solo así se podrá consolidar una 
descentralización que no solo redistribuya 
recursos, sino que también cierre brechas his-
tóricas y promueva un desarrollo territorial 
equilibrado y sostenible. EC

UNO DE LOS 
PRINCIPALES RETOS 
IDENTIFICADOS 
POR EL GOBIERNO 
NACIONAL ES LA 
NECESIDAD DE 
RECLASIFICAR 
LAS ENTIDADES 
TERRITORIALES 
MEDIANTE 
CRITERIOS TÉCNICOS 
QUE RECONOZCAN 
LA DIVERSIDAD 
DEL PAÍS.
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LA CONSTITUCIÓN DE 1991 fue uno de los hitos 
políticos y sociales más importantes en la his-
toria del país. Tuvo su origen en la moviliza-
ción de la sociedad, en especial de los jóvenes, 
en una época de violencia desbordada y nar-
coterrorismo, sumado al deseo de un cambio 
de las reglas de juego constitucionales que en 
ese momento se encontraban bloqueadas por 
una rígida constitución con más de 100 años 
de vida y una enorme influencia en la vida de 
los colombianos. Una constitución hiperpre-
sidencialista, con un centralismo exacerbado. 

Fueron muchos y profundos los cambios, 
las promesas de gasto social y modernización 
del Estado para responder a las demandas 
ciudadanas por una mayor equidad y justi-
cia social y se consagró el Estado social de 
derecho. Una de las transformaciones más 
notables fue la de promover y profundizar la 
descentralización política y administrativa en 
el país a través de la elección popular de go-
bernadores y el aumento en la participación 
de los recursos del Estado destinados a las re-
giones en los ingresos corrientes de la nación 
hasta llegar al 46,5 % de los mismos.

Sin embargo, más de tres décadas des-
pués todavía hay camino por recorrer debido 
fundamentalmente a la contrareforma que 
se aprobó en el 2001 la cual recentralizó los 
recursos. Por ello hasta ahora persisten las 
desigualdades regionales, sostenidas por un 
modelo centralista, que se ha enfocado en el 
desarrollo y la superación de la pobreza en los 

Tras décadas de centralismo, el Acto Legislativo 03 de 2024 
propone devolver a las regiones el control sobre sus recursos y decisiones. 

El reto: pasar del discurso a la transformación estructural.

JUAN FERNANDO 
CRISTO BUSTOS 

EXMINISTRO 
DEL INTERIOR

departamentos del centro del país y ha dejado 
a la periferia en el olvido. 

Así las cosas, desde hace años, como ciu-
dadano y dirigente y, posteriormente como 
Ministro del Interior, impulsamos el Acto Le-
gislativo 03 del 2024 que busca algo de justicia 
con los territorios que perdieron según cifras 
de diversas fuentes más de 350 billones de pe-
sos como consecuencia de la reforma de los 
artículos 356 y 357 de la Constitucion Nacio-
nal hace más de dos décadas. Esta reforma, 
de profundo calado social, es sin duda la más 
importante de los últimos años y será la pieza 
fundamental de un cambio en la estructura 
del Estado y el punto de partida para cons-
truir una nación con verdadera autonomía 
territorial, que sea capaz de resolver los pro-
blemas básicos del ciudadano en las regiones 
y corregir la absurda inequidad territorial que 
nos ha impedido superar la violencia crónica 
que padecen las mismas zonas del país desde 
hace más de 50 anos.

El centralismo profundizó brechas, 
pobreza y desigualdad
Colombia es un país de contrastes. Su diver-
sidad cultural, riqueza natural y dinamismo 
económico conviven con profundas brechas 
sociales y económicas que han marcado su 
historia. A pesar de los avances en reducción 
de la pobreza y expansión de derechos, la des-
igualdad sigue siendo uno de los principales 
obstáculos para el desarrollo sostenible y la 
cohesión social.

ES EL FUTURO POLÍTICO 
Y ECONÓMICO DE COLOMBIA

LA AUTONOMÍA 
TERRITORIAL 
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Estos resultados se pueden ver claramen-
te en el Mapa de Colombia, donde se refleja 
la incidencia de la pobreza multidimensional 
(IPM), que no solo considera ingresos sino 
también carencias en educación, salud, traba-
jo, vivienda, y acceso a servicios públicos. 

Como se puede ver la Amazonía y Orino-
quía (Vaupés, Guainía, Vichada) presentan 
los tonos más oscuros, lo cual indica que más 
del 40 % de la población padece pobreza mul-
tidimensional. Esto puede deberse a factores 
como el aislamiento geográfico, baja cober-
tura de servicios básicos y limitaciones en 
infraestructura y acceso a educación o salud. 

Las regiones centrales y andinas (Cundi-
namarca, Antioquia, Santanderes) se mues-
tran en color verde más claros, es decir, con 
porcentajes menores al 10 % en pobreza mul-
tidimensional. Estas zonas suelen tener mejo-
res condiciones socioeconómicas, mayor co-
bertura de servicios y acceso a oportunidades. 
En cambio en la Costa Caribe y Pacífica, aun-

que varía entre departamentos, se observan 
índices altos de pobreza multidimensional, 
reflejando una histórica desigualdad regional.

Estos resultados muestran que Colom-
bia ha sido históricamente un país con un 
modelo centralista, en el cual la toma de de-
cisiones, los recursos y las políticas públicas 
se concentran en Bogotá. Aunque existen de-
partamentos y municipios, su autonomía es 
limitada, especialmente en términos fiscales 
y administrativos. Paradójicamente tenemos 
un país con descentralización política plena 
pero con un centralismo fiscal y administra-
tivo que anula las posibilidades de desarrollo 
regional. Esto tiene consecuencias evidentes: 

▼	 Distribución desigual de recursos: 
las regiones más alejadas y rurales 
(Amazonía, Orinoquía, Pacífico) reciben 
menos inversión, a pesar de tener 
mayores necesidades sociales.

❯❯ 34 años 
después de haber 
sido expedida 
la Constitución 
Nacional, el 
centralismo 
sigue marcando 
la geografía de 
la pobreza en 
Colombia.
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▼	 Diseño de políticas desconectadas 
del territorio: muchas decisiones se 
toman desde el centro sin considerar 
las realidades culturales, geográficas o 
económicas locales.

▼	 Capacidad institucional débil: al no tener 
suficiente autonomía o recursos, los 
gobiernos locales no pueden responder 
eficazmente a las problemáticas de su 
comunidad.

RESULTADOS DEL ÍNDICE DE POBREZA MULTIDIMENSIONAL (IPM)

Fuente: Dane, Encuesta de Calidad de Vida.

La creación del SGP y el crecimiento 
del poder del Gobierno Nacional
A finales de la década de los noventa el país 
enfrentó una crisis económica significativa. 
Esto tuvo consecuencias sociales y econó-
micas, además de afectar el proceso de des-
centralización con un cambio estructural. El 
Acto Legislativo 01 de 2001 creó el Sistema 
General de Participaciones (SGP) y modificó 
las transferencias del Gobierno Nacional a los 
departamentos y municipios. La Ley 715 de 
2001 reglamentó este cambio constitucional, 

❯❯ 967 municipios 
del país están 
encasillados en 
una sola categoría, 
aunque sus 
realidades sean 
completamente 
distintas. 

Menor o igual al 10 %
Del 10,1 % al 20 %
Del 20,1 % al 30 %
Del 30,1 % al 40 %
Mayor al 40 %
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Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público

estableciendo la asignación de recursos en 
tres áreas principales: educación, salud y agua 
potable, con instrucciones específicas para 
su gasto, como el pago de maestros, asegura-
miento del régimen subsidiado, oferta pública 
hospitalaria y desarrollo de acueductos loca-
les, siendo esta última la menos rígida y con 
menor asignación legal. 

Algunos economistas justificaron esta in-
terrupción del proceso de descentralización 
debido a la crisis financiera global, las presiones 
fiscales del país, con una deuda elevada y limi-
taciones que afectaron la maniobrabilidad del 
Gobierno Nacional. Como consecuencia, se pro-
dujo una reducción y contención de los recursos 
destinados del Presupuesto General de la Na-
ción (PGN) a los departamentos y municipios.

De acuerdo con el gráfico 1, la evolución 
de las transferencias del SGP como porcen-
taje de los ingresos corrientes de la nación 
(ICN) tuvo un cambio notable desde 2001. 
Posteriormente, después de superar la crisis 
económica, se impulsó el Acto Legislativo 04 

de 2007 para seguir controlando los recursos 
del SGP y concentrar las decisiones de gasto 
de inversión y parte del funcionamiento en 
las oficinas del Gobierno Nacional en Bogo-
tá. Este cambio extendió hasta 2016 el creci-
miento del SGP a una tasa menor que la de 
los ICN, y a partir de 2017 el SGP comenzó a 
crecer con el promedio de los últimos cuatro 
años de la variación porcentual de los ICN.

En 2001 el SGP representaba un 42,6 % de 
los ICN, pero con el tiempo esta proporción 
se ha reducido de forma constante hasta lle-
gar al 30,8 % proyectado para 2031. Se observa 
una caída marcada entre 2007 y 2018, con un 
leve repunte en 2018 (33,5 %), seguido de una 
disminución abrupta en 2019 (23,1 %). A par-
tir de 2020, el indicador se estabiliza entre 27 
% y 31 %, lo que sugiere un ‘techo fiscal’ en el 
aporte del SGP respecto al ICN. 

Cabe resaltar que debido a las reglas que 
aplican desde 2017, la volatilidad del SGP está 
asociada a las fluctuaciones de los ICN cada 
vez que el país tiene una reforma tributaria. 

GRÁFICO 1.
EVOLUCIÓN DE LOS RECURSOS DE TRANSFERENCIAS COMO PORCENTAJE DE LOS ICN 2001-2024
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Por esa razón, después de la caída de los ICN 
causada por los efectos de la pandemia y con 
la llegada del nuevo gobierno y una reforma 
tributaria, se observó un salto considerable 
que, de acuerdo con las proyecciones del Mi-
nisterio de Hacienda, estabilizarían los recur-
sos del SGP entre 31 % y 33 % de los ICN para 
los próximos años.

Es importante mencionar que todos es-
tos hechos pasaron en un contexto en el cual 
el Gobierno Nacional central, fue creciendo 
en presupuesto, poder y gasto centralizado, 
en detrimento de mayores recursos para las 
regiones y, por supuesto, con mayor depen-
dencia de las conexiones en el Congreso para 
llevar proyectos a los departamentos y mu-
nicipios del país. Así lo confirman las cifras 
oficiales del Ministerio de Hacienda en las 
cuales la inversión del PGN, administrada por 
el Gobierno Nacional, pasó como porcentaje 
del PIB de 2,6 % en el año 2000 a 5,1 % en 2024. 
Mientras que el SGP se mantuvo casi constan-
te alrededor 4 % en estos 25 años.

Así las cosas, con una desigualdad regional 
evidente y unas brechas sociales económicas 
abismales, en las cuales coexisten habitantes 
en ciudades como Bogotá que tiene niveles 
de pobreza muy inferiores, en tanto que otros 
como Chocó o La Guajira, era evidente que el 
país necesitaba una modificación profunda 
en el modelo de desarrollo centralista para 
construir un Estado enfocado en una mayor 
autonomía regional en las decisiones políticas 
y administrativas. 

El Acto Legislativo 03 de 2024
Por esas y otras razones, desde hace varios 
años veníamos impulsando una modificación 
en la Constitución que permitiera retomar el 
camino acordado en 1991. Tras dos intentos 
en el Congreso, en diciembre pasado se apro-
bó el Acto Legislativo 03 de 2024 que será el 
pilar político y social para la autonomía terri-
torial del país. 

Después de una primera vuelta en el Con-
greso relativamente tranquila, los debates fi-
nales del proyecto de acto legislativo tuvieron 
duras discusiones y críticas, particularmente 
de exministros de Hacienda que negaban de 
plano la posibilidad de fomentar el desarrollo 
regional a través de mayor autonomía.

Las críticas señalaban la creencia de que 
la reforma al SGP solo aumentaría los ingresos 
de las entidades territoriales. Esta interpreta-

ción era incompleta ya que la modificación a 
la constitución incluiría la segunda parte del 
desarrollo de la agenda territorial que es una 
reforma al régimen de competencias tanto de 
la nación como de las entidades territoriales. 

El objetivo siempre fue reducir el tamaño 
del Gobierno central y aumentar las compe-
tencias y recursos fiscales de las regiones del 
país. Transcribo el texto que se aprobó y que 
garantiza que cualquier modificación de esta 
ley de competencias, además, tiene que estar 
acorde con la estabilidad fiscal de la nación y 
que quedó expresamente prohibida la dupli-
cidad de funciones y de gasto entre el Gobier-
no Nacional y las entidades territoriales una 
vez se distribuyan las competencias.

“ (…) La transferencia de recursos fis-
cales, responsabilidades de gasto y com-
petencias adicionales entre la nación y 
las entidades beneficiarias, incluyendo las 
asignadas para el cierre de brechas econó-
micas, sectoriales y territoriales, que resulte 
en virtud de la modificación del Sistema 
General de Participaciones y del régimen de 
competencias, se hará de manera gradual, 
simultánea y equivalente, de modo tal que 
no comprometa el marco constitucional 
de la sostenibilidad fiscal del Estado y sea 
compatible con el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo y la Regla Fiscal.

 Atendiendo al principio de transparen-
cia fiscal, cada ley del Presupuesto General 
de la Nación expedida con posterioridad a 
la entrada en vigencia de la ley orgánica de 
la que trata el presente artículo, deberá re-
flejar los gastos que dejarán de ser compe-
tencia de la Nación y que serán transferidos 
a las entidades beneficiarias del Sistema 
General de Participaciones (…)”

Otro tema fundamental en la discusión 
fue el objetivo de cumplir con el mandato de 
la Constitución de 1991 y lograr que el SGP 
alcanzara el 46,5 % de los recursos de ICN. 
No obstante, tras diversos diálogos entre el 
Gobierno Nacional y el Congreso, que permi-
tieron un amplio consenso de todas bancadas 
en apoyo al proyecto, se concluyó que el por-
centaje al cual llegaría el SGP sería del 39,5 %, 
al culminar una transición de doce años, una 
vez se expida la reforma legal mencionada 
respecto a las competencias, que se comenza-
rá a aplicar a partir del 2027. Se trata, enton-
ces, de que al llegar al 2038 debemos tener un 

EL CONGRESO 
ENFRENTARÁ EL 
RETO DE ASEGURAR 
QUE DURANTE LA 
DISCUSIÓN DEL 
PROYECTO DE LEY 
LA REDISTRIBUCIÓN 
DE LOS RECURSOS 
Y COMPETENCIAS 
SE AJUSTE AL 
EQUILIBRIO FISCAL 
Y CORRESPONDA A 
LAS COMPETENCIAS 
QUE TRANSFIERE EL 
GOBIERNO NACIONAL 
A LAS ENTIDADES 
TERRITORIALES Y 
A LA REDUCCIÓN 
DE LA BUROCRACIA 
CENTRAL. 
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rediseño total del Estado central, mucho más 
pequeño, mientras que se fortalece el Estado 
en los territorios, que es en donde los ciuda-
danos más lo necesitan.  

Según el gráfico 2, si la transición comien-
za en 2027, el incremento progresivo del SGP 
como porcentaje de los ICN será suave y per-
mitirá ajustar las cifras fiscales sin grandes 
impactos macroeconómicos. Además, no 
habrá cambios abruptos en el SGP como los 
ocurridos entre 2022 y 2024 debido a la re-
forma tributaria de 2022. Así, se garantiza un 
efecto suavizado en las finanzas públicas.

Detalles de la reforma  
al régimen de competencias
Tras la aprobación del Acto Legislativo 03 de 
2024, se inició la segunda fase de la agenda de 
autonomía territorial: la elaboración del pro-
yecto de ley que modificará las competencias 
de la nación, los departamentos y municipios. 
En consecuencia, en diciembre de 2024 co-
menzó un proceso continuo de trabajo lidera-

do por el Ministerio del Interior y el Ministerio 
de Hacienda, junto con el Departamento Na-
cional de Planeación, con el objetivo de revi-
sar integralmente las competencias actuales 
de las entidades territoriales.

Si bien el texto final aún no se ha presen-
tado para discusión en la opinión pública, en 
mi paso por el Ministerio del Interior estable-
cimos cuáles deberían ser los objetivos para 
darle una adecuada reglamentación a la re-
forma constitucional. Esperemos que se man-
tengan los más relevantes. El primero y qui-
zás más importante, es la búsqueda del cierre 
de las brechas territoriales. Como se mostró 
anteriormente, Colombia es un país con 
enormes desigualdades y diferencias entre re-
giones ricas y pobres. La pobreza multidimen-
sional en Bogotá, Antioquia, Valle del Cauca o 
Santander es sustancialmente inferior a la del 
Cauca, Chocó y La Guajira, entre otros. 

En consecuencia, las decisiones del mode-
lo centralista han llevado a concentrar la inver-
sión pública en algunas áreas metropolitanas, 

GRÁFICO 2.
SENDA DE CRECIMIENTO DEL SGP COMO PORCENTAJE DE LOS ICN
2025-2038

Fuente: cálculos del autor y Ministerio de Hacienda y Crédito Público
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lo que ha conducido  a un Estado más fuerte en 
comparación con otras ciudades capitales del 
país y municipios de menor categoría.

El segundo aspecto, estrechamente vincu-
lado con el acto legislativo, es que los recursos 
públicos destinados al Sistema General de 
Participaciones deberán incrementarse signi-
ficativamente dentro del Presupuesto General 
de la Nación (PGN). Como consecuencia, los 
recursos gestionados por el Gobierno Nacio-
nal tendrán que disminuir tanto en inversión 
como en funcionamiento. Para ilustrar el retra-
so en la asignación de recursos al SGP, basta 
señalar que en dos décadas su participación en 
el PGN se ha mantenido casi inalterada, mien-
tras que la inversión gestionada por el Gobier-
no central prácticamente se duplicó. Esto se 
puede observar claramente en el gráfico 3. Eso, 
sin duda, debe cambiar drásticamente.

GRÁFICO 3. 
PARTICIPACIÓN DEL SGP Y DE LA INVERSIÓN PGN, % DEL PIB

Fuente: Dane. MHCP. Cifras históricas. Cálculos propios.

Estimaciones preliminares indican que el 
valor total del incremento del SGP al finalizar 
la transición oscilará entre 35 y 40 billones de 
pesos anuales, lo cual representa un poco más 
de 2 puntos porcentuales del PIB. El Congreso 
enfrentará el reto de asegurar que durante la 
discusión del proyecto de ley presentado por 
el Gobierno, la redistribución de los recursos y 
competencias se ajuste al equilibrio fiscal y co-
rresponda a las competencias que transfiere el 
Gobierno Nacional a las entidades territoriales 
y a la reducción de la burocracia central. 

Es importante considerar los borradores 
conocidos, como el de la Federación Nacional 
de Departamentos, que profundizan en las 
competencias de los sectores mayoritarios del 
SGP: educación, salud y agua potable. Sin em-
bargo, casi no se discuten las competencias de 
otros sectores ni la asunción de responsabili-
dades que fortalecerían la autonomía territo-
rial. Modificar la constitución no será efectivo 
si todos los recursos fiscales adicionales para 
el SGP se concentran en estos sectores, lo que 
podría afectar otros programas del PGN de-
bido a la necesidad de mantener el equilibrio 
fiscal durante y después de la transición. 

Idealmente, como se mencionó durante 
la discusión del acto legislativo, es necesario 
aumentar los recursos para ser ejecutados en 
sectores adicionales a los actualmente priori-
zados. Esto no implica que los fondos asigna-
dos a los componentes actuales deban modi-
ficarse, sino que al garantizar la autonomía de 
los departamentos y municipios se permitirá 
que, una vez asumidas las competencias, pue-
dan disponer de la inversión y el gasto en un 
espectro más amplio que el actual.

El tercer componente consiste en garan-
tizar que la ley de competencias tenga un 
alcance mayor que la reforma del SGP, per-
mitiendo así una reorganización gradual del 
Estado. Esto conlleva un cambio significati-
vo en la estructura del Estado tal y como se 
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conoce actualmente. Es necesario debatir 
sobre el fortalecimiento de las capacidades 
institucionales, tanto en planificación como 
en ejecución, de las entidades territoriales, lo 
cual conlleva una nueva definición de la con-
currencia y subsidiaridad del gasto por parte 
del Gobierno Nacional. Además, los sistemas 
de información del gasto público deben ser 
adaptados a este nuevo modelo para permitir 
un seguimiento y control adecuados. 

Finalmente, será crucial discutir sobre 
aquellas competencias que, aunque no impli-
quen un aumento sustancial de recursos, ge-
neran burocracia centralista y afectan la auto-
nomía de las regiones. Ejemplos de ello son la 
obtención de permisos para la ampliación de 
vías en las ciudades capitales, o la administra-
ción de bienes culturales o patrimoniales, los 
cuales siempre requieren un permiso explícito 
de la nación. La transferencia de competen-
cias, además, deberá ser gradual y diferenciada, 
teniendo en cuenta las capacidades institucio-
nales de cada departamento o municipio. 

Conclusión
En el horizonte de la historia de Colombia, la au-
tonomía territorial no es solo un ideal, sino un 
compromiso tangible con la justicia, la paz, la 
equidad y el progreso colectivo. Esta reforma a 
la Constitución es un hito en la historia del país 
y representa el despertar de una nueva era, don-
de cada región podrá ser protagonista de su pro-
pio desarrollo, diseñando su futuro conforme a 
prioridades y ventajas comparativas. 

Con la aprobación de la nueva norma cons-
titucional se abre una ventana de oportunida-

des y exigencias de un nuevo ordenamiento 
territorial. Además de la necesaria ley de com-
petencias, en los próximos años debemos dis-
cutir el fortalecimiento de los tributos territo-
riales con una reforma aplazada por décadas, 
las modificaciones a la ley de ordenamiento 
territorial y la reestructuración a fondo del Es-
tado central, entre otras iniciativas. 

La profundización, o mejor, la consoli-
dación por fin de la autonomía territorial no 
será únicamente una medida administrativa, 
sino la llave que abrirá oportunidades para 
los departamentos y municipios que durante 
décadas han esperado un cambio sustancial 
en el modelo centralista que ha dominado 
la administración pública del país. Ahora, la 
esperanza se transforma en acción: los re-
cursos y decisiones descenderán desde los 
escritorios centrales hacia las plazas, escue-
las y hospitales de cada rincón del país, reco-
nociendo la diversidad y riqueza de nuestros 
territorios.

Colombia tiene ante sí el reto y la respon-
sabilidad de consolidar un modelo donde 
la autonomía regional impulse el cierre de 
brechas sociales y económicas; la inclusión 
y el bienestar. EL acto legislativo es solo el 
comienzo de un cambio cultural en el país. 
Nuestro aporte fue abrir camino para que este 
proceso inspire a todas las personas a cons-
truir, desde lo local, un país más solidario, 
unido y comprometido con el crecimiento de 
todas sus regiones. 

¡Solo así lograremos un futuro en el que 
la paz, la dignidad y la prosperidad alcancen 
cada rincón de nuestra nación!. EC
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LA RECIENTE APROBACIÓN DEL ACTO LE-
GISLATIVO 03 DE 2024, que incrementa 
de forma significativa los recursos asigna-
dos al Sistema General de Participaciones, 
marca un nuevo capítulo en la larga dis-
cusión sobre la descentralización fiscal en 
Colombia. Este artículo repasa las claves 
que explican esta reforma: desde las ba-
ses conceptuales de la relación fiscal entre 
la nación y los entes territoriales, hasta la 
evolución histórica de las transferencias in-
tergubernamentales a partir del surgimien-
to del ‘situado fiscal’ en 1968. También se 
analizan, de manera crítica, los argumen-
tos que impulsaron la reforma y se plan-
tean algunas conclusiones sobre su alcance 
y los desafíos pendientes.

Sobre el federalismo fiscal
La literatura económica le reconoce al Esta-
do la responsabilidad de proveer bienes pú-
blicos, es decir, aquellos que se caracterizan 
por la no rivalidad y la no exclusión. La pri-
mera característica implica que el consumo 
que haga de dicho bien una persona no im-
pide a otra consumirla también. La segunda 
consiste en que no es posible o es demasia-
do costoso excluir de su consumo a alguien 
que no pague el precio o tarifa. Comité Au-
tónomo de la Regla Fiscal. (marzo de 2024).

Aumentar las transferencias sin recortar el gasto nacional 
es una fórmula conocida: más populismo, menos sostenibilidad. 

El nuevo acto legislativo promete descentralización, pero amenaza 
con hundir aún más las finanzas públicas

FRANCISCO 
AZUERO ZÚÑIGA

PROFESOR FACULTAD 
DE ADMINISTRACIÓN 

UNIVERSIDAD DE LOS ANDES 

DESCENTRALIZACIÓN

A CRÉDITO
La necesidad de que se produzcan bienes 

públicos es una de las que se denominan “fa-
llas de mercado”, es decir, la imposibilidad de 
que las decisiones sobre producción y asig-
nación en este tipo de bienes esté sujeta a las 
leyes comunes del mercado, especialmente la 
formación de precios a través de la oferta y la 
demanda. 

La producción de bienes públicos la pue-
de realizar el Estado cumpliendo tres funcio-
nes: a) asignación (papel del presupuesto); b) 
distribución del ingreso, conforme a lo que la 
sociedad considere justo (definición funda-
mentalmente política); y estabilidad macro-
económica c) (políticas anticíclicas que dis-
minuyan el efecto de las recesiones y eviten 
inflaciones elevadas. (Musgrave & Musgrave , 
1984, pág. 6)1 

Ahora bien, el ámbito de aplicación de 
cada uno de los bienes públicos que decida 
producir la sociedad puede ser muy diferente. 
Un conjunto residencial los produce para sus 
asociados: vigilancia, aseo de zonas comunes, 
etc. Lo mismo puede decirse de un gremio 
(apoyo y defensa de la actividad económica, 
también de sus afiliados). 

En términos de la organización territorial 
de un Estado, los bienes públicos tienen di-
mensiones que van desde lo más local en sus 
diferentes dimensiones (juntas administra-

1	 Se parte de la base de que estas tres funciones son “bienes públicos”. La sociedad ha decidido legalmente producirlos 
	 porque con ello experimenta una mejora en el bienestar colectivo.,
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doras locales, alcaldías menores, municipios 
y distritos, departamentos, regiones) hasta el 
nivel nacional, No existe un Estado interna-
cional y tal vez no es deseable que exista. De 
todas maneras, la comunidad internacional 
se ha puesto de acuerdo en la producción de 
algunos bienes públicos: sistema de Naciones 
Unidas, regulación aérea o marítima, regula-
ción del comercio Internacional, y del orde-
namiento financiero internacional (Fondo 
Monetario Internacional y Comité de Basilea).  

Una sociedad como la colombiana debe 
escoger, mediante un proceso político, la 
combinación adecuada entre bienes de natu-
raleza nacional y de naturaleza local. Pero ella 
debe estar segura de que el costo de la provi-
sión total de esos bienes debe corresponder a 
la capacidad de tributación total, tanto de im-

puestos locales como de impuestos naciona-
les. Recordemos que el endeudamiento cons-
tituye simplemente un anticipo de impuestos 
futuros. Solo con ellos se pueden pagar las 
deudas en el futuro.  

La literatura sobre el federalismo fiscal, 
por ejemplo Oates (Oates , 1972 , pág. 27) 
plantea las ventajas e inconvenientes, tanto 
de un sistema económico completamente  
descentralizado como de uno completamen-
te centralizado. En el descentralizado el Go-
bierno central está casi que totalmente des-
provisto de responsabilidades económicas. 
Cada comunidad local se encarga, a través 
del proceso presupuestal, de definir su propio 
menú de bienes públicos y de financiarlos con 
impuestos sobre sus habitantes. Este esque-
ma tiene la ventaja de que los gobiernos loca-

❯❯ Mientras los 
territorios celebran, 
en el centro nadie 
sabe de dónde 
saldrán los 45 
billones que exige 
la reforma.
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Es indudable que las finanzas del Gobierno Nacional 
atraviesan una situación crítica, lo que se manifestó y 
agravó por la decisión de aplicar la cláusula de escape 
de la regla fiscal, situación que puede llevar los montos 
de la deuda a niveles insostenibles.  ❯

les son más sensibles  a las necesidades y pre-
ferencias de sus comunidades. Si los gobiernos 
locales son elegidos por la propia comunidad, 
esta tiene más posibilidades de control sobre el 
comportamiento de sus elegidos. En fin, como 
lo  señala  Tiebout (Tiebout, 1956, pág. 465), en 
un sistema de gobiernos locales los consumi-
dores ‘votan con los pies’: seleccionan su lugar 
de residencia de acuerdo con la oferta de bie-
nes públicos que más se acomode a sus ne-
cesidades. Esto lleva a una sana competencia 
entre comunidades que se traduzca en provi-
sión eficiente de bienes públicos, con la menor 
tributación posible. La descentralización, en 
fin, puede dar lugar a mayor experimentación 
e innovación en la producción de bienes públi-
cos. (Oates , 1972, pág. 29).

Sin embargo, funciones como la búsqueda 
de la estabilidad económica, a través de las 
políticas fiscales o monetarias, solo es posible 
a través de agencias centrales (Banco Central, 
ministerios de Hacienda, por ejemplo). Las 
filtraciones de gasto de un municipio a otro 
hacen que el multiplicador keynesiano tienda 
a ser muy pequeño, lo que hace inoperante 
una  política fiscal que tenga como objetivo el 
estímulo a la demanda interna. 

Además de la estabilización económica, 
existen otros bienes públicos que por su natu-
raleza son nacionales: benefician a todos los 
habitantes del país, como la defensa nacional, 
el funcionamiento de las distintas ramas na-
cionales del poder público, o la distribución 
nacional del ingreso entre hogares2 . Dejarles 
a las comunidades locales la responsabilidad 
de proveer al financiamiento de bienes públi-
cos nacionales presentaría el mismo proble-

ma del polizón (Free Rider): el beneficiario de 
un gasto oculta sus preferencias para justifi-
car su no contribución (Stiglitz & Rosengard, 
2015, pág. 810), lo que puede llevar a una su-
bóptima producción de estos bienes. 

Además de escoger la combinación ade-
cuada entre bienes públicos de naturaleza 
nacional y local, se debe resolver el problema 
de la fuente de financiamiento de cada uno de 
ellos. Impuestos locales, por ejemplo, a la pro-
piedad, permiten aplicar mejor el principio del 
beneficio (los consumidores de un bien públi-
co son los que deben pagar por él). Pero, por 
otra parte, no sería eficiente que cada  terri-
torio desarrollara unidades de administración 
tributaria para recaudar el impuesto a la renta, 
a las ventas, o al comercio exterior, servicios 
que incluyen el control de las declaraciones, el 
recaudo y la auditoría tributaria, para todos los 
cuales existen economías de escala. 

Buscando aprovechar las ventajas y neu-
tralizar en lo posible las desventajas de cada 
uno de los esquemas de la completa centra-
lización o descentralización, la gran mayoría 
de países han adoptado un esquema mixto de  
‘federalismo fiscal’,  como lo llama Oates, en 
el que cada nivel de gobierno no intenta cum-
plir con todas las funciones del sector público, 
sino que “asume las que mejor puede desem-
peñar” (Oates , 1972 , pág. 32). 

El Gobierno central asume las funciones 
de estabilización económica, de redistribu-
ción del ingreso y otros bienes públicos que 
favorecen a todos los habitantes del país. Los 
gobiernos subnacionales ofrecen aquellos 
bienes que son únicamente de interés para 
sus residentes. 

2	 El objetivo de la política económica no debe ser la distribución de recursos entre territorios, sino entre personas, y esa redistribución es mucho 
más eficiente realizarla a través de acciones del gobierno central.  Ver (Stiglitz & Rosengard , 2015, pág. 818) 
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Dadas las ventajas comparativas que tie-
nen los gobiernos nacionales en el recaudo de 
ciertos impuestos, se pueden presentar des-
equilibrios entre los ingresos   recibidos por los 
territorios y los gastos de los que son responsa-
bles. Es lo que justifica las ‘transferencias inter-
gubernamentales’ que hace el Gobierno central 
a las jurisdicciones locales. Esas transferencias 
pueden ser condicionales o incondicionales. 
En las primeras, la nación (normalmente a tra-
vés del Congreso de la República, donde están 
representadas las regiones), decide en qué de-
ben gastarse ese dinero los territorios. En las 
segundas, el gobierno receptor puede gastarse 
libremente los recursos recibidos. 

No vamos a detallar aquí, por razones de 
espacio, las diversas complejidades teóricas 
que explican la economía (incluida la econo-
mía política) de las transferencias interguber-
namentales. El lector puede consultar al res-
pecto el capitulo III del libro citado de Oates 
(Oates , 1972 , pág. 93), o el capítulo  26 del de 
Stiglitz y Rosencranz (Stiglitz & Rosengard , 
2015, pág. 801).  

Transferencias 
intergubernamentales en Colombia
 Si bien antes de 1968 existían transferencias 
a distritos, departamentos y municipios, és-
tas obedecían más a la discreción del poder 
ejecutivo o a la presión de los parlamentarios. 
La reforma constitucional de 1968 determinó 
que la nación debía distribuir una propor-
ción de sus ingresos ordinarios entre los de-
partamentos, los territorios nacionales3 y los 
distritos y municipios. En aplicación de las 
recomendaciones de la Misión de Finanzas 
Gubernamentales, ordenada por el Gobierno 
Nacional en 1980, (Misión de Finanzas Gu-
bernamentales, 1981) se expidió la Ley 12 de 
1986 que  incrementó progresivamente la par-
ticipación de las entidades territoriales en el 
impuesto a las ventas, “con el fin de fortalecer 
el progreso municipal y el de los entes territo-
riales, con base en una mayor autonomía en 
la administración de los recursos fiscales”. La 
referida ley otorgó facultades extraordinarias 
al presidente de la República para redistribuir 
funciones a las entidades beneficiarias de la 

3	 Nombre que se le daba a las Intendencias y Comisarías, organizaciones territoriales que a partir de la Constitución de 1991 
	 se convirtieron en departamentos 

❯❯ Cada nueva ley 
con costo fiscal no 
calculado es una 
gota más sobre el 
vaso ya desbordado 
del presupuesto 
nacional.



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

E
S

P
E

C
IA

L
  
❯

  
  

 S
IS

T
E

M
A

 G
E

N
E

R
A

L
 D

E
 P

A
R

T
IC

IP
A

C
IO

N
E

S

60

cesión del impuesto a las ventas.  Se fue ex-
plicito en que las normas que se dictaran en 
desarrollo de las facultades extraordinarias 
concedidas en esa ley deberían orientarse ha-
cia la preservación del equilibrio financiero y 
fiscal de la nación, en forma tal que la cesión 
de recursos correspondiera a la transferencia 
efectiva de funciones hacia las entidades te-
rritoriales4. 

En la reglamentación de esa ley, el Gobier-
no Nacional expidió el Decreto 77 de 1987. Se 
acabó con el Insfopal (Instituto nacional en-
cargado de financiar y construir acueductos 
municipales), y se le prohibió al Gobierno asig-
nar recursos para inversión en agua potable 
y saneamiento básico por razones de interés 
social, salvo que existiera concepto previo del 
Conpes. Señaló que la construcción de obras 
civiles y el mantenimiento integral de las insti-
tuciones del primer nivel de atención médica 
estarían a cargo de los municipios y del Distri-
to Especial de Bogotá, a lo cual podrían con-
currir los departamentos, intendencias y co-
misarías. Normas semejantes se dictaron con 
relación a la asistencia técnica agropecuaria, 
infraestructura vial urbana, construcción de 
vivienda y caminos vecinales. Se le prohibió 
al Fondo Vial Nacional construir o conservar 
vías dentro del perímetro urbano de los mu-
nicipios que sean capitales de departamento 
y en el Distrito Especial de Bogotá.  Se trasla-
daron también a los municipios funciones que 
antes tenía el Fondo Nacional Hospitalario y 
se suprimió el Instituto Colombiano de Cons-
trucciones Escolares, ya que también se trasla-
dó a los municipios y distritos la construcción, 
dotación y mantenimiento de planteles esco-
lares e instalaciones deportivas. 

La Constitución de 1991 y leyes poste-
riores determinaron la corta vida que tuvo 
la reasignación de competencias del decreto 
077. La Constitución obligó a transferir a los 
departamentos y municipios hasta el 46,5 % 
de los ingresos corrientes de la nación en un 
incremento progresivo que debía culminar en 
el 2002. Las prohibiciones del decreto 077 se 
dejaron de lado ante la presión política de los 
parlamentarios, quienes a través de diversos 
mecanismos como “fondos de cofinancia-
ción”, “cupos indicativos”, y otros apoyos di-
rectos lograron canalizar hacia los territorios 
partidas del Presupuesto Nacional.  

4	 (Suena algo familiar a lo que dice el acto legislativo de incremento en el SGP) .  

+280 leyes

ES EL PESO ACTUAL DE LOS INGRESOS CORRIENTES 
DE LA NACIÓN FRENTE AL 10,2 % DEL AÑO 2000.

16,5% del PIB

ES EL VALOR DEL RECORTE QUE NECESITARÍA 
EL GOBIERNO NACIONAL PARA APLICAR LA 
LEY DE COMPETENCIAS QUE EXIGE EL ACTO 

LEGISLATIVO 03 DE 2024.

billones de pesos
45

ES EL GASTO PÚBLICO ACTUAL 
DEL GOBIERNO NACIONAL FRENTE AL 16,5 % 

QUE SE REGISTRÓ EN EL AÑO 2000.

del 
PIB23,2%

en 20 años han disparado 
el gasto público. El verdadero ajuste 

está en saber decir “no”.
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Fuente:elaborado con base en cifras del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Valores deflactados por el Índice de Precios Implícito 
del PIB, calculado con Cuentas Nacionales del Dane. Para 2025 se estimó un incremento en el índice implícito del PIB de 3,8 %. 

GRÁFICO 1.
TRANSFERENCIAS REGIONALES (SGP A PARTIR DE 2003) 
EN BILLONES DE PESOS CONSTANTES DE 2015

La difícil situación fiscal de finales del si-
glo pasado,  determinada por las presiones 
enormes de gasto derivadas de las funciones y 
responsabilidades de la Constitución de 1991, 
de las exigencias en salud y pensionales de la 
Ley 100 de 1993, la necesidad de apropiar re-
cursos para enfrentar la crisis financiera y, en 
fin, la caída en ingresos tributarios asociada 
a la recesión de 1999, exigía modificaciones 
estructurales en las finanzas públicas nacio-
nales. Una de estas reformas fue la creación 
del Sistema General de Participaciones (SGP) 
a departamentos y municipios mediante el 
Acto Legislativo 01 de 2001. Se estableció que 
el  SGP crecería según el promedio de la va-
riación porcentual que hubieran tenido los 
ingresos corrientes de la nación en los cuatro 
años anteriores, incluido el aforo del presu-
puesto en ejecución.  

El Acto Legislativo 3 de 2024, determinó 
que en un período de 12 años, el porcentaje 
del SGP debe crecer como porcentaje de los 
ingresos corrientes de la nación hasta llegar al 
39,5 % de éstos, a partir del momento en que 
el Congreso expida una ley orgánica que fije 

las competencias a cargo de la nación y las 
entidades territoriales. Vale mencionar que 
esta participación, según el Presupuesto Ge-
neral de la Nación para el año 2025 es del 25,4 
%. Será necesario, por lo tanto, que la proyec-
tada ley de competencias encuentre $45 billo-
nes a pesos de hoy en recortes indispensables 
en el gasto del Gobierno central. 

Mitos que apoyaron 
el acto legislativo
Dos mitos sirvieron para sustentar el incre-
mento en el SGP. El primero de ellos es que 
las reformas introducidas en el SGP a princi-
pios de siglo habían disminuido los ingresos 
de las regiones. El otro es que el crecimiento 
en el gasto obedeció a un apetito desmedido 
de burócratas del Gobierno central por incre-
mentar su poder. 

Empecemos por hablar del monto de las 
transferencias. En términos reales, como lo 
muestra el gráfico 1, el valor en pesos cons-
tantes del 2015, es 2.2 veces el que se giró en 
el año 2000. En términos de su participación 
en el PIB el SGP ha estado en un promedio 

DOS MITOS 
SIRVIERON PARA 
SUSTENTAR EL 
INCREMENTO EN EL 
SGP. EL PRIMERO 
DE ELLOS ES QUE 
LAS REFORMAS 
INTRODUCIDAS EN 
EL SGP A PRINCIPIOS 
DE SIGLO HABÍAN 
DISMINUIDO LOS 
INGRESOS DE LAS 
REGIONES. EL 
OTRO ES QUE EL 
CRECIMIENTO EN EL 
GASTO OBEDECIÓ 
A UN APETITO 
DESMEDIDO DE 
BURÓCRATAS DEL 
GOBIERNO CENTRAL .
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para todo el período de 4,1 %, con fluctuacio-
nes normales determinadas por el comporta-
miento de los ingresos corrientes de la nación, 
como lo determina la fórmula constitucional 
vigente hasta el 2024.  

En el mismo período los ingresos corrien-
tes de la nación, que eran el 10,2 % del PIB 
en el año 2000 pasaron a ser del 16,5 %  en 
el 2024. Los gastos, a su vez, han pasado del 
16,5 % del PIB en 2000 a 23,2 % en el  2024.  
Esta dinámica tiene que ver con las responsa-
bilidades que tanto la Constitución como las 
leyes le han atribuido al Gobierno Nacional. 
Recordemos algunas de ellas: 

▼	 Según disposición Constitucional es obli-
gación de la nación financiar el funcio-
namiento de todo el sistema judicial, del 
Congreso de la República, de los órganos 
nacionales de control (Procuraduría, Con-
traloría, Fiscalía) del sistema electoral 
(Registraduría nacional del estado civil), 
lo cual incluye la financiación de las elec-
ciones y el aporte a los partidos políticos 
para la financiación de sus campañas, re-
glamentadas por la Ley 1475 de 2011. 

▼	 El artículo 350 de la Constitución estable-
ce que el presupuesto de inversión (uno 
de cuyos componentes es la inversión so-
cial, como lo señala el Estatuto Orgánico 
de Presupuesto), no podrá disminuir por-
centualmente con relación al año anterior 
respecto del gasto total correspondiente 
en la ley de apropiaciones.  

▼	 El artículo 187 de la Constitución obliga 
a que la asignación de los miembros del 
Congreso se reajuste cada año en propor-
ción igual al promedio ponderado de los 
cambios ocurridos en la remuneración de 

los servidores de la administración cen-
tral. Como periódicamente se han ajusta-
do en términos reales la remuneración de 
maestros, de miembros del poder judicial, 
de miembros de la fuerza pública, ello ha 
creado un mecanismo perverso de incre-
mentos exagerados en estas remunera-
ciones. Mientras en 1991 un congresista 
ganaba 13.8 salarios mínimos, hoy en día 
gana 37 salarios mínimos. 

▼	 La Sentencia T-760 de 2008 y la Ley Esta-
tutaria en Salud crearon en la práctica una 
ampliación del Plan Obligatorio en Salud  
para los beneficiaros del Sistema de Ase-
guramiento en Salud. Lo que no puede ser 
cubierto con los ingresos normales de las 
EPS de los regímenes contributivo y subsi-
diado, debe ser aportado por el Estado. En 
la práctica, ello ha significado crecimien-
tos importantes en los aportes presupues-
tales al Ministerio de Salud. 

▼	 La ley 142 señala que los hogares de me-
nores ingresos tienen derecho a recibir 
subsidios en los servicios de agua potable, 
saneamiento básico y energía eléctrica. 
Estos subsidios han corrido por cuenta 
del Presupuesto Nacional. En la medida 
en que ha aumentado la población y la co-
bertura, las erogaciones correspondientes 
han crecido de manera importante. 

▼	 Con posterioridad a la Constitución de 
1991 se han creado varios ministerios: de 
cultura, de ciencia y tecnología, del depor-
te, de vivienda, y deigualdad y equidad. 

▼	 La Ley 1819 de 2016 obligó a que 9 puntos 
porcentuales de la tarifa del impuesto a la 
renta se destinen al ICBF, al Sena, al Siste-

287 leyes aprobadas por el Congreso 
de la República entre 2003 y 2024 han 
incrementado el gasto permanente de la nación 
en $41.5 billones de pesos constantes.❯
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ma de Seguridad Social en Salud, a finan-
ciar programas de atención a la primera 
infancia, y a las instituciones de educa-
ción superior públicas. De todas maneras, 
independientemente del monto del recau-
do, el Gobierno Nacional debe garantizar 
que la asignación de presupuestos al Sena 
y al ICBF sea como mínimo equivalente al 
presupuesto de dichos órganos para la vi-
gencia del año 2013. El incremento en los 
aportes a estas entidades debe ser supe-
rior en dos puntos al índice de inflación. 

▼	 La Ley 30 de 1993 obliga a que los aportes 
de la nación a los presupuestos de las uni-
versidades nacionales tenga siempre un 
incremento en pesos constantes. 

▼	 Se han aprobado leyes que generan remu-
neraciones adicionales para los funciona-

rios públicos, que exceden las que con-
templa la normatividad laboral común, 
tales como primas y auxilios especiales,  
bonificaciones, sobresueldos, reservas 
especiales de ahorro, quinquenios, remu-
neraciones y asignaciones adicionales,  es-
tímulos   e incentivos laborales, gastos de 
representación, etc.  

▼	 Mencionemos además la responsabilidad 
que tiene la nación de cubrir el déficit que 
tengan las administradoras del régimen 
de prima media del sistema pensional y de 
los sistemas de administración de las asig-
naciones de retiro, para suplir la diferencia 
entre los aportes y el valor de los egresos 
en cada año fiscal. Como el Congreso se 
ha negado a cambiar los parámetros con 
los cuales se calcula la pensión o asigna-
ción (edad de pensión, tasa de reemplazo, 

❯❯ La ley 142 señala 
que los hogares de 
menores ingresos 
tienen derecho a 
recibir subsidios en 
los servicios de agua 
potable, saneamiento 
básico y energía 
eléctrica.
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Año 
Número de leyes 

con costo 
fiscal cuantificable 

Costo  
(billones de pesos 

constantes de 2024) 

2003 12 0,52

2004 2 0,04

2005 9 0,01

2006 8 4,94

2007 14 2,86

2008 18 0,61

2009 35 2,36

2010 19 2,55

2011 20 4,55

2012 12 2,22

2013 24 3,89

2014 17 1,61

2015 6 0,03

2016 8 0,00

2017 4 0,38

2018 8 0,47

2019 8 0,12

2020 7 0,11

2021 16 1,63

2022 15 0,32

2023 8 2,16

2024 17 10,09

TOTAL 287 41,48

Fuente: elaborado según Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
marcos fiscales de mediano plazo, 2003 a 2025.  Cifras deflactadas 
por el deflactor implícito del PIB, calculado según cifras del Dane.

CUADRO 1.
COSTO PERMANENTE DE LEYES APROBADAS 
POR EL CONGRESO ENTRE 2003 Y 2024 

monto de la cotización), es de esperarse 
que estos egresos van a ir aumentando 
con el tiempo, en la medida en que, según 
lo demuestran las recientes tendencias 
demográficas, va a ir aumentando la rela-
ción entre pensionados y aportantes5.

▼	 El Acto Legislativo 01 de 2024 obliga a la 
nación a reconocer a los veteranos de la 
fuerza pública y a civiles que hayan traba-
jado en el sector defensa una mesada adi-
cional: la “mesada 14”. 

▼	 La Ley 1475 de 2011 estableció que ‘el Es-
tado’ (es decir, la nación) debe concurrir a 
la financiación del funcionamiento per-
manente de los partidos y movimientos 
políticos con personería jurídica. Obligó 
además a la nación a aportar a la finan-
ciación de las campañas electorales en 
montos cuyo límite lo establece el Con-
sejo Nacional Electoral. Estos montos los 
ha venido aumentando sustancialmente 
dicho organismo, argumentando el incre-
mento en el costo de las campañas. 

▼	 Por otra parte, existe el mecanismo de 
‘obras por impuestos’, creado por la Ley 
1819 de 2016, mediante el cual los contri-
buyentes pueden pagar parte de sus im-
puestos a la renta a través del adelanto de 
obras en municipios Pedet. Constituyen 
también otra transferencia a entidades 
territoriales. Muy meritorio,  y necesario, 
pero también hay que considerarlas en las 
cuentas de las transferencias obligatorias 
hechas con recursos de la nación.

5	 El proyecto de ley que está en consideración del Congreso de la República si bien reduce el monto de los subsidios a los afiliados el régimen 
de prima media, no contempló cambios paramétricos que reduzcan de manera importante el valor presente de las obligaciones pensionales 
futuras.  Ver al respecto el análisis del (Comitè Autónomo de la Regla Fiscal, 2024)

39,5 % de los ingresos corrientes de la nación 
será el nuevo porcentaje asignado al Sistema 
General de Participaciones (SGP) en un plazo 
de 12 años (hoy es 25,4 %).❯



65

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS✱
•	 Comitè Autónomo de la Regla Fiscal. (marzo de 2024). Análisis técnico de la reforma pensional. Obtenido de https://

www.carf.gov.co/herramientas/-/document_library/zhyz/view_file/290338?_com_liferay_document_library_web_portlet_

DLPortlet_INSTANCE_zhyz_fileEntryId=290338

•	 Misión de Finanzas Gubernamentales . (1981). Informe final de la misión. Departamento Nacional de Planeaciòn.

•	 Musgrave , R., & Musgrave , P. (1984). Public Sector In Theory and Practice. 

•	 Oates , W. (1972 ). Fiscal Federalism. 

•	 Rosen , H., & Gayer , T. (2010). Public Finance. 

•	 Stiglitz , J. E., & Rosengard , J. K. (2015). Economics of the public sector . 

•	 Tiebout , C. (Octubre de 1956). A pure theory of local expenditure. Journal of Political Economy, 64, 416-454.

Este crecimiento en gastos se ha traducido 
en la necesidad de que los gobiernos presenten 
sucesivas reformas tributarias que han aumen-
tado los ingresos corrientes de la nación, y que 
han incidido también en el incremento en el 
Sistema General de Participaciones. Este cír-
culo vicioso entre incremento en gastos, en in-
gresos corrientes y en participaciones debe ser 
reformado estructuralmente, si lo que se aspira 
es a que el país cuente con unas finanzas sanas. 

Reflexiones finales
Es indudable que las finanzas del Gobierno 
Nacional atraviesan una situación crítica, lo 
que se manifestó y agravó por la decisión de 
aplicar la cláusula de escape de la regla fiscal, 
situación que puede llevar los montos de la 
deuda a niveles insostenibles. La aprobación 
del acto legislativo que incrementó el Sistema 
General de Participaciones contribuirá a agra-
var esa situación.  

Se supone que la ley de competencias que 
apruebe el Congreso, en  desarrollo del acto 
legislativo, debe asegurar que la transferen-
cia de recursos fiscales, responsabilidades 

de gasto y competencias entre la nación y 
las entidades territoriales, debe realizarse de 
manera “gradual, simultánea y equivalente, 
de tal manera que no comprometa el mar-
co constitucional de la sostenibilidad fiscal 
del Estado y sea compatible con el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo y con la Regla Fis-
cal”. Ello implicaría, en pesos de 2025, un re-
corte de gastos por un valor aproximado de  
45 billones. La única manera de cumplir con 
ese requisito sería la eliminación de varios 
ministerios y entidades nacionales y la des-
centralización de funciones de otras, en una 
reestructuración completa de la administra-
ción central nacional.  

Si los promotores del acto legislativo que 
incrementó el Sistema General de Participa-
ciones estaban tan convencidos de que era 
posible, a través de una ley de competencias, 
lograr un efecto neutro sobre las finanzas 
nacionales, en la medida en que los mayores 
recursos trasladados a los territorios se com-
pensaran con la disminución de las responsa-
bilidades del Gobierno Nacional, han debido 
proceder al revés: señalar con claridad cuáles 
entidades nacionales proponían desaparecer 
o descentralizar, con cálculos y cronogramas 
precisos. Ellos se negaron a hacer el ejercicio, 
por una razón muy simple: no lo tenían claro, 
o sabían que ello era imposible. 

El reto que tienen las finanzas públicas es 
mayúsculo. O bien el proyecto de ley encuen-
tra los ahorros mencionados, o se corre el 
riesgo de que, como en el año 2001, ese trasla-
do de recursos y competencias resulta impo-
sible, lo que supondría no estar en capacidad 
de aplicar el Acto Legislativo 03 de 2024. EC

 En fin, entre 2003 y 2024 se han aproba-
do 287 leyes que han incrementado los gastos 
permanentes del Gobierno central en $41.5 
billones de pesos constantes de 2024, como se 
muestra en el cuadro 1. De este costo, el 30,3 
%  corresponde a las leyes aprobadas en 2023 
y 2024, es decir, tuvieron el aval del Ministerio 
de Hacienda del actual Gobierno. 

A ello es necesario añadir 437 leyes, cuyo 
costo fiscal no pudo ser calculado por el Mi-
nisterio de Hacienda en el momento de publi-
car el correspondiente MFMP.

SE SUPONE 
QUE LA LEY DE 
COMPETENCIAS 
QUE APRUEBE EL 
CONGRESO DEBE 
ASEGURAR QUE LA 
TRANSFERENCIA DE 
RECURSOS FISCALES, 
RESPONSABILIDADES 
DE GASTO Y 
COMPETENCIAS 
ENTRE LA NACIÓN 
Y LAS ENTIDADES 
TERRITORIALES, 
DEBE REALIZARSE DE 
MANERA GRADUAL, 
SIMULTÁNEA Y 
EQUIVALENTE.
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HACIA UN NUEVO 
MODELO 

DE ESTADO 

LA REFORMA AL SISTEMA GENERAL DE PAR-
TICIPACIONES (SGP) y la formulación de una 
ley de competencias marcan el punto de par-
tida para construir un nuevo pacto fiscal y 
territorial en Colombia. Este no es un debate 
técnico aislado: es, en esencia, la oportunidad 
histórica para corregir un desequilibrio que, 
por décadas, ha limitado la inversión social, 
profundizado las brechas y debilitado la au-
tonomía territorial, a pesar del mandato des-
centralizador de la Constitución de 1991.

Las consecuencias del incumplimiento de 
los principios constitucionales de descentrali-
zación y autonomía son visibles todos los días 
en las dificultades que enfrentan las regiones 
para cumplir sus funciones básicas. Mientras 
el Estado central concentra más del 80 % del 
recaudo tributario, los municipios apenas ac-
ceden al 14 % y los departamentos a menos del 
6 %. Esta asimetría no sólo reduce la capacidad 
de gestión de los gobiernos subnacionales, sino 
que pone en riesgo la sostenibilidad misma de 
las entidades territoriales en el mediano plazo.

La verdad es clara: las fuentes de ingreso 
de los departamentos llevan más de 50 años 
sin transformarse, dependiendo en enorme 
medida de impuestos al consumo de cigarri-

La implementación del nuevo Sistema General de Participaciones debe 
fijar un norte claro: la superación del déficit estructural que hoy inhibe la 

inversión social y profundiza las brechas sociales.

DIDIER ALBERTO 
TAVERA AMADO
DIRECTOR EJECUTIVO 

FEDERACIÓN NACIONAL 
DE DEPARTAMENTOS

DESCENTRALIZACIÓN, AUTONOMÍA 
Y COMPETENCIAS

llos y licores que en 2024 fue del 39,7 %. Esta 
alta sujeción a este tributo impide garantizar 
una sostenibilidad fiscal a largo plazo. 

El sistema, tal como ha venido funcionan-
do, producto de distintas reformas a lo largo 
de las últimas dos décadas, muestra una caí-
da progresiva en la proporción de recursos 
[transferidos] a las entidades territoriales 
frente a los ingresos corrientes de la nación 
(ICN). Mientras en 2003 representaron el 41 % 
de los ingresos, en 2023 cayeron al 20 % (EA-
FIT, 2025). Lo anterior sumado al hecho de 
que “en términos de tendencia, la participa-
ción del SGP con respecto a los ICN presen-
tó una reducción significativa en el periodo 
2013-2023, pasando del 26,9 % en 2013 al 20 
% en 2023, lo que representa una disminución 
de 6 puntos porcentuales”. (EAFIT, 2025). 

Esta situación se ha agravado con la suma 
de una práctica sistemática: el Estado central 
ha venido transfiriendo responsabilidades a 
los municipios, distritos y departamentos sin 
los recursos financieros suficientes para su 
ejecución. Este desbalance vulnera el man-
dato constitucional de que toda competencia 
descentralizada debe estar respaldada con los 
recursos para su cumplimiento. 
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❯❯ El 87 % de los 
recursos en salud 
se destina al 
régimen subsidiado, 
pero apenas cubre 
el 35 % de lo 
necesario. 

Reforma al Sistema General 
de la Participaciones
 Antes del Sistema General de Participaciones 
(SGP) existía lo que se conocía como “situado 
fiscal”, un mecanismo de transferencias desti-
nado a los sectores de educación y salud. Tras 
la promulgación de la Constitución de 1991, 
se creó el SGP y con él un esquema de partici-
pación fija y creciente de los entes territoria-
les en los ingresos corrientes de la nación, en 
congruencia con el mandato de la autonomía 
fiscal y administrativa que determinó la nue-
va Carta.

Sin embargo, con las posteriores reformas 
-el Acto Legislativo 01 de 2001 y el Acto Le-
gislativo 04 de 2007-, el sistema se volvió más 
inflexible. Las transferencias se ligaron al pro-
medio de crecimiento del PIB y a la inflación, 
su destinación quedó limitada a porcentajes 
rígidos en cada sector, reduciendo la capaci-
dad de respuesta frente a las necesidades ur-
gentes y reales de los territorios.

En ese contexto, la reciente reforma apro-
bada es un avance, en la medida en que re-

1	 El estimativo hecho aquí tiene como fundamento la información suministrada por la Unidad Administrativa Especial de Alimentación Escolar (Uapa) 
y tiene como referente hipotético una cobertura del 95 % en el PAE. 

conoce la necesidad que tienen las entidades 
territoriales de contar con mayores recursos 
para garantizar la eficiente prestación de los 
servicios. No obstante, es clave analizar este 
incremento a la luz de las problemáticas es-
tructurales que enfrenta cada sector. 

Uno de los casos más críticos es el de la 
educación. La reforma asigna a las entida-
des territoriales la obligatoriedad de garan-
tizar tres grados para la primera infancia. 
Sin embargo, las estimaciones realizadas 
son alarmantes: el déficit proyectado para 
atender a 1.86 millones de niños asciende 
a 26 billones de pesos, mientras que el Sis-
tema General de Participaciones apenas 
aporta 0.55 billones para este fin. Lo ante-
rior sumado a que el sector en su conjunto 
enfrenta un déficit estructural, reconocido 
por el propio Gobierno Nacional, de 3.3 bi-
llones de pesos para 2024. 

Caso similar se presenta en otros progra-
mas cruciales para el sector: el Programa de 
Alimentación Escolar (PAE) tiene un faltante 
estimado en 6.1 billones de pesos1 y el trans-
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Lo que reclaman los gobiernos subnacionales es una 
distribución lógica y eficiente de competencias y recursos. 
Lo que se requiere es que la inversión social efectiva se 
haga desde donde mejor se conocen las necesidades y 
las realidades: los territorios. ❯

porte escolar requiere 3.3 billones adicionales 
para cumplir con su cobertura esperada.

En el ámbito de la salud, la situación no es 
distinta. En 2024, el 87 % de la participación de 
este sector en el SGP -14.3 billones de pesos- 
se destinó al régimen subsidiado. Sin embar-
go, estos recursos solo cubren el 35,3 % de sus 
necesidades, dejando un vacío de 5.33 billones 
adicionales si queremos fortalecer la vigilancia 
y la rectoría sanitaria en los territorios2

Otro sector fundamental, el del agua pota-
ble y saneamiento básico, enfrenta una doble 
limitación: la sobrecarga fiscal de los subsidios 
y las múltiples barreras para ejecutar proyec-
tos. Bien vale precisar que los déficits crónicos 
no representan sólo un problema presupues-
tal, son también producto de las cargas no fi-
nanciadas, rigideces normativas que impiden 
la gestión local de recursos, la duplicidad de 
funciones con el Gobierno central y la perma-
nencia de criterios de distribución desactuali-
zados que perpetúan la inequidad.

Adelgazamiento del Estado
Este panorama actual revela que, sin una re-
forma estructural en la distribución de las 
competencias, los gobiernos territoriales se-
guirán enfrentando enormes desafíos para ga-
rantizar la prestación de servicios y la protec-
ción de los derechos fundamentales. Ese debe 
ser el propósito central de la ley de competen-
cias: corregir el desajuste estructural, asignar 
funciones claras con recursos suficientes y 
permitir a las regiones ejercer su autonomía 
con capacidad real de transformación social.

Una de las rutas más acertadas es una 
reducción del gasto público, acompañada de 
una reingeniería estratégica del Gobierno Na-
cional que vuelva su actuar más austero, efi-

2	 Estas funciones son nuevas para los territorios y corresponden a competencias señaladas en el Acto Legislativo 03 de 2024.

caz y eficiente. Al revisar el histórico de gastos 
del Estado, se observa que mientras en el 2015 
por cada peso del Presupuesto General de la 
Nación (PGN) destinado a inversión, se gasta-
ban 2.5 pesos en funcionamiento; para el 2025 
esta proporción se eleva a 4.1 pesos. 

Adicionalmente, aunque el PGN crecía a 
511 billones de pesos en 2025, los gastos de 
funcionamiento aumentaron en términos 
reales un 6 % con respecto a 2024, mientras la 
inversión caía en un 17 %. Actualmente, el 62 
% del presupuesto nacional se destina a fun-
cionamiento, lo que  reafirma la existencia de 
un modelo centralizado e ineficiente.

Lo anterior da cuenta de que, si se hubiera 
tenido un crecimiento responsable de la nó-
mina pública -limitado a inflación más pro-
ductividad-, se habrían podido ahorrar cerca 
de 14.8 billones de pesos. Y si a esto se suma 
la eliminación de aquellas transferencias co-
rrientes que no tienen una destinación clara 
o son duplicadas, se acumularían otros 27 
billones. En total, el ahorro estimado sería de 
$41.8 billones en el Presupuesto General de la 
Nación (PGN), cifra que permitiría cubrir el 
faltante del SGP producto de la reforma. 

Es importante aclarar que en este esce-
nario se deben respetar sectores clave como 
la administración de justicia, la defensa, las 
sentencias y conciliaciones, las prestaciones 
sociales, y los compromisos previamente ad-
quiridos -vigencias futuras y deuda-.

Por esto, el debate de la ley de compe-
tencias está llamado a propiciar los grandes 
acuerdos que el país requiere. Este proceso 
debe ir de la mano con una redistribución cla-
ra y justa de las competencias y obligaciones 
entre los diferentes niveles de gobierno. Esto 
permitirá eliminar la duplicidad de funciones 
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3	 El equipo técnico de la Federación Nacional de Departamentos hizo un estudio comparado de la evolución del gasto público durante 
	 las dos últimas décadas frente a las proyecciones de inversión social proyectada por el Departamento de Planeación Nacional.

y asegurar que los recursos asignados a pro-
yectos de inversión e implementación de po-
líticas públicas, se dirijan al nivel de gobierno 
que puede ejercer mejor esa labor y generar  
un impacto real.

Cambio de modelo administrativo 
para garantizar la autonomía
La nueva visión propone reorganizar el apa-
rato público para eliminar redundancias, 
optimizar el gasto público, transferir com-
petencias con recursos garantizados y adap-
tar la acción del Estado a las realidades de 
cada territorio. Se trata de un adelgazamien-
to inteligente, que libere recursos del gasto 
central para invertirlos directamente en las 
regiones.

Este camino busca dejar atrás la crónica 
dependencia de los gobiernos locales del po-
der central. El objetivo es claro: pasar de un 
modelo centralista -donde alcaldes y gober-
nadores ‘mendigan’ en Bogotá- a un esquema 
en el que cuenten con herramientas y recur-

sos para responder a sus comunidades con 
autonomía y eficacia. 

Como la asignación de competencias 
deberá ir acompañada con los recursos sufi-
cientes, la propuesta desde los departamen-
tos es que los recursos del Sistema General de 
Participaciones se integren con otras fuentes 
de ingresos, y no depender exclusivamente 
del Presupuesto General de la Nación. De esa 
integración haría parte el Sistema General de 
Regalías (SGR) para proyectos de infraestruc-
tura y, por supuesto, los nuevos recursos pro-
pios que generen las entidades territoriales. 
La realidad es contundente: los recursos de 
regalías destinados para ciencia y tecnología, 
que están a cargo del Gobierno central, tienen 
hoy prácticamente cero en ejecución3.  

Esa precisión es fundamental porque los 
promotores de los debates sobre el equilibrio 
fiscal, planteado durante el trámite del acto 
legislativo, parecían olvidar que las finanzas 
del Estado son globales y que los municipios 
y departamentos juegan un papel neurálgico, 

❯❯ El agua potable, 
un derecho 
fundamental, sigue 
atrapado entre 61 
normas dispersas y 
una institucionalidad 
fragmentada. 
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LA FORMULACIÓN 
DE LA LEY DE 
COMPETENCIAS ES 
UNA OPORTUNIDAD 
PARA REVISAR EL 
PASADO, APRENDER 
DE LOS ERRORES 
A LO LARGO DE 
LA HISTORIA Y 
ENCONTRAR LAS 
HERRAMIENTAS 
QUE NOS PERMITAN 
ABRIR LA PUERTA 
AL MODELO 
TERRITORIAL 
DEL ESTADO QUE 
SOÑAMOS.

no solo como fuentes de recursos, sino como 
actores clave en la eficiencia del gasto.

Tras revisar la situación actual y los desafíos 
que enfrentan las entidades territoriales, cabe 
preguntarse ¿Qué otros factores deben consi-
derarse al redistribuir las competencias entre la 
nación y las administraciones territoriales para 
garantizar una inversión social eficiente? 

Veamos el ejemplo de lo que podría ocu-
rrir en uno de los servicios más sensibles: el 
agua potable y el saneamiento básico. Hoy, 
un amplio entramado normativo compuesto 
por 61 competencias asignadas por leyes y 
decretos, produce una fragmentación insti-
tucional que impide identificar con claridad 
las responsabilidades que deben asumir la na-
ción y las regiones. El resultado: comunidades 
rurales desatendidas durante largos períodos 
cuando operadores locales fallan, sin una so-
lución concreta del Estado.  

La letra menuda de la Ley de Servicios 
Públicos Domiciliarios y de los decretos que 
reglamentan el sector vivienda, ciudad y te-
rritorio no establece el sistema claro para  
proteger y controlar la calidad del agua para 
consumo humano -por citar solo algunas dis-
posiciones-. Esta dispersión normativa, com-
binada con la insuficiencia de recursos y la 
ineficiencia operativa, explica buena parte del  
déficit estructural de este sector, estimado 
en 8.19 billones de pesos, concentrado en las 
áreas de saneamiento básico, infraestructura 
física y el sistema tarifario, especialmente en 
las zonas más vulnerables.

En este escenario, y en línea con la pro-
puesta presentada por la Federación Nacional 
de Departamentos, la reciente reforma al Sis-
tema General de Participaciones y la formu-
lación de la ley de competencias debe ser la 
oportunidad de reordenar el mapa de compe-
tencias y recursos, y con ellos construir una 
nueva y eficiente gobernanza del agua. Una 
que garantice calidad y cobertura, impacte 
positivamente los indicadores sociales y con-
tribuya a cerrar las brechas heredadas de un 
modelo ya agotado.

 El desafío ya no es de diagnóstico. Hoy, el 
reto es de ejecución  técnica y voluntad polí-
tica. El éxito de esta reforma sentará las bases 
de un nuevo pacto fiscal y territorial en Co-
lombia, donde la descentralización deje de ser 
una promesa incumplida y se convierta en el 
motor del desarrollo nacional, impulsado des-
de y para los territorios.

Un proceso de largo aliento
El creciente interés de las regiones en este 
proceso asociado a la descentralización y la 
autonomía no surge con la reciente refor-
ma al SGP; viene gestándose desde tiempo 
atrás. En 2022, mientras el país vivía el fra-
gor del proceso electoral, los departamen-
tos se dieron a la tarea de recibir al nuevo 
presidente de la República y a los congre-
sistas electos con un libro blanco titulado 
“Las regiones proponen”, cuyo objetivo era 
enriquecer los contenidos del Plan de Desa-
rrollo del Gobierno Nacional y las agendas 
legislativas de los nuevos senadores y repre-
sentantes a la cámara.

Esta estrategia continuó el 7 de octubre 
de ese mismo año, con el soporte de la Fede-
ración Nacional de Departamentos, cuando 
los 32 gobernadores reunidos en una cumbre 
celebrada en Morelia (Caquetá), acordaron 
realizar un ciclo de foros, paneles, conferen-
cias y encuentros, bajo la consigna: “Colom-
bia Federal, Colombia Unida”.

El proyecto sumó como principales alia-
dos a las altas Cortes y a la academia, re-
presentada en las universidades Externado 
de Colombia, Nuestra Señora del Rosario, 
Libre de Cartagena, Pontificia Bolivaria-
na de Medellín, del Tolima, Ibagué y la del 
Cauca. También contó con la participación 
de expertos internacionales, provenientes 
de países que han implementado modelos 
federales quienes compartieron sus apren-
dizajes y desafíos.

El proceso también incluyó la opinión 
de la ciudadanía mediante una encuesta 
realizada con la firma “Cifras y Conceptos”, 
que arrojó hallazgos reveladores: a juicio de 
los consultados, el 30 % de los recursos del 
Presupuesto General de la Nación debe ser 
manejado por el Gobierno Nacional, otro 30 
% por los gobiernos subnacionales y un 40 % 
por los municipios. Además, el 80 % de los 
3.000 ciudadanos y el medio centenar de lí-
deres de opinión encuestados, apoyaron una 
reforma constitucional al SGP que aumenta-
rá la autonomía territorial y mejorará la dis-
tribución de los recursos.

Más adelante, como parte del proceso 
de encontrar herramientas para transformar 
el modelo de Estado y cumplir el mandato 
constitucional de la descentralización, se 
desarrolló en las siete regiones del país un 
ejercicio en alianza con la Universidad de los 
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Andes, que incluyó una fase cuantitativa y 
otra cualitativa. Este análisis permitió iden-
tificar cuáles competencias vienen ejecutan-
do los territorios, con qué recursos cuentan 
y se compiló, desde la experiencia directa 
de los funcionarios municipales y departa-
mentales, cuál sería la mejor distribución de 
tareas entre los distintos niveles de gobierno 
para mejorar la prestación de los servicios 
públicos.

Las luces ofrecidas por la academia in-
cluyeron también un análisis de la Univer-
sidad EAFIT y “Valor Público” que eviden-
ció que, en las últimas décadas, un número 
creciente de países ha desarrollado arreglos 
institucionales para aumentar el protago-
nismo y la capacidad de los gobiernos sub-
nacionales. El objetivo: fortalecer la eficien-
cia del Estado en el diseño y ejecución de 
políticas públicas y mejorar su relación con 
la ciudadanía. 

Otra de las conclusiones centrales de 
este estudio sostiene que el aumento de las 
transferencias a los territorios puede tener 
un efecto positivo en el PIB departamental, 
que se reflejaría también a nivel nacional y, 
de forma indirecta, impactaría positivamen-
te en los niveles de tributación y beneficios 
fiscales para todo el país.

Este es pues, un momento histórico en 
el que los gobiernos subnacionales ven una 
oportunidad única para contar con las ga-
rantías necesarias que les permitan ejercer 
una mayor autonomía. Lo que reclaman es 
una distribución lógica y eficiente de com-
petencias y recursos. Lo que se requiere es 
que la inversión social efectiva se haga des-
de donde mejor se conocen las necesidades 
y las realidades: los territorios. El desafío ya 
no es de diagnóstico; es de ejecución, de vo-
luntad política y de construcción de acuer-
dos que conviertan la descentralización en el 
motor del desarrollo nacional.

La formulación de la ley de competencias 
es una oportunidad para revisar el pasado, 
aprender de los errores a lo largo de la historia 
y encontrar las herramientas que nos permi-
tan abrir la puerta al modelo territorial del 
Estado que soñamos: uno en donde las regio-
nes puedan impulsar su desarrollo desde sus 
propias capacidades, con autonomía real y 
con recursos suficientes para cumplir con las 
obligaciones, garantizando una eficiente pres-
tación de los servicios públicos. EC

Del 41 % al 20 % 
fue la disminución en la participación 

de las entidades territoriales 
frente a los ingresos corrientes 
de la nación entre 2003 y 2023.

DEL TOTAL DE INGRESOS DE LOS DEPARTAMENTOS 
EN 2024 PROVINO DE IMPUESTOS 

AL CONSUMO DE CIGARRILLOS Y LICORES.

39,7%

SERÍA EL AHORRO ESTIMADO QUE TENDRÍA 
EL PAÍS SI SE REDUJERA EL GASTO DE 

FUNCIONAMIENTO DEL ESTADO CENTRAL.

billones de pesos
41.8

DÉFICIT ESTRUCTURAL DEL SECTOR DE AGUA 
POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO EN COLOMBIA.

billones 
de pesos8.19
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COLOMBIA ES UN PAÍS QUE SE DESARROLLA 
DESDE LOS TERRITORIOS, lo cual no quiere 
decir una cosa distinta a que es en cada re-
gión donde los ciudadanos suelen sentir y ac-
ceder a los servicios públicos más esenciales 
y que mayor impacto tienen en su vida coti-
diana. Acueducto, alcantarillado, transporte 
público, energía o recolección de basuras se 
convierten en la cara del Estado ante la mayo-
ría de los ciudadanos. Es por esa misma razón 
que hoy se reconoce que los distritos, munici-
pios y departamentos enfrentan necesidades 
crecientes, pero los recursos crecen a mucho 
menor ritmo, en el mejor de los casos. 

Desde ciudades capitales como Santiago 
de Cali tenemos, sin duda, una lectura que, 
como alcalde, encuentro apropiado presen-
tarle al país de cara a la ley de competencias 
que se está preparando en la actualidad con el 
Gobierno Nacional para presentar al Congre-
so de la República.

Modelo actual de descentralización  
y distribución de competencias
Marco constitucional y legal: el Acto Legisla-
tivo 03 de 2024 estableció un periodo de tran-
sición de 12 años, a partir de la expedición de 
la ley de competencias, mencionando que el 
incremento del Sistema General de Participa-
ciones (SGP) pasará desde el 27,2 % en 2024 
hasta el 39,5 % de los ingresos corrientes de 
la nación. Esto debe llevar a que se trámite un 

Las ciudades capitales concentran cerca del 47 % de la población 
nacional y generan el 55 % del PIB, aunque su extensión territorial representa 

solo el 10 % del país. El Acto Legislativo 03 de 2024 busca corregir 
desequilibrios históricos y dar más autonomía a regiones como Cali, 

que enfrenta desafíos de violencia y recursos limitados.

ALEJANDRO 
EDER GARCÉS 
PRESIDENTE DE LA 

ASOCIACIÓN COLOMBIANA 
DE CIUDADES CAPITALES 

(ASOCAPITALES) 1 

nuevo proyecto de ley para que no más allá 
de 2027, comience a aplicarse esta medida. 
Esto tiene sentido toda vez que no es posible 
que se asignen o reasignen competencias sin 
modificar la estructura de la distribución de 
la bolsa de recursos de la nación que van a las 
regiones. 

Claro que una ciudad como Cali puede ha-
cer más cosas y así lo estamos haciendo con 
nuestro mayor esfuerzo, pero para eso se ne-
cesitan más recursos.

Características de las ciudades capitales y 
sus premisas para la formulación y adopción 
de una ley de competencias: según la Asocia-
ción Colombiana de Ciudades Capitales (Aso-
capitales) estas concentran cerca del 47 % de 
la población nacional y generan aproximada-
mente el 55 % del PIB, aunque su extensión te-
rritorial representa solo el 10 % del país. Estas 
ciudades enfrentan demandas que superan su 
población residente, además, son receptoras 
de población desplazada y migrantes, lo cual 
incrementa las demandas de servicios públi-
cos y sociales.

A pesar de su relevancia social, ambiental, 
económica y demográfica, sumada a su diver-
sidad cultural y diferenciación, no existe hoy 
un régimen que permita asignar recursos en 
función de las características propias de cada 
ciudad capital. Hoy la plata se distribuye sin 
considerar que, por ejemplo, Cali es una ciu-
dad expuesta a los fenómenos de violencia, 

1	 Alcalde Distrito Especial Santiago de Cali.

DESDE LOS TERRITORIOS

COLOMBIA
SE DESARROLLA
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fruto de la presencia de grupos armados or-
ganizados y economías ilegales en el sur-oc-
cidente del país, pero recibe un trato igual al 
que recibe una ciudad con menos presiones. 
Es la ciudad con más de un millón de habitan-
tes y la mayor cercanía a la extensión de cul-
tivos ilícitos del país y eso no genera ninguna 
diferencia en el trato que recibe en la distribu-
ción de los recursos de la nación, por ejemplo. 

Cali, capital del Valle del Cauca, del su-
roccidente y el Pacífico colombiano, enfrenta 
fenómenos que van mucho más allá de la vio-
lencia y el crimen urbanos. Es receptor cons-
tante de población desplazada, migrantes y 
víctimas de múltiples expresiones del conflic-
to armado y economías ilegales que atravie-
san todo el litoral pacífico, como el narcotráfi-
co y la minería ilegal, que alimentan al crimen 
a escala regional y trasnacional. Hoy Cali, en 
consecuencia, tiene que responder a estos re-
tos con sus propios recursos, lo que no puede 
ser ignorado en los análisis financieros o de 
competencias institucionales. 

Un claro ejemplo de esto es la alimenta-
ción de personas privadas de la libertad, un 
rubro que representa aproximadamente el 20 
% del presupuesto de la Secretaría de Seguri-
dad y Justicia de Cali y que no es mencionado 
en muchos debates nacionales sobre las com-
petencias locales en esta materia. Esta carga 
financiera, junto con la necesidad de fortale-
cer comisiones de justicia, inspectores de po-
licía y comités locales de justicia sin nuevas 
fuentes de financiación, evidencia la urgencia 
de revisar la ley de competencias y establecer 
un marco claro de responsabilidades y recur-
sos, especialmente en el marco de las senten-
cias que obligan a las entidades territoriales a 
asumir funciones sin una distribución equita-
tiva del gasto público.

Dado lo anterior, se concluye que en una 
futura ley de competencias se pueda contar 
con criterios de diferenciación a la hora de 
distribuir los recursos, considerando contex-
tos geográficos, sociales o económicos; pero 
también eso implica que se generen paráme-

❯❯ Una clara 
delimitación de 
competencias 
permitirá identificar 
claramente los 
roles del Gobierno 
Nacional y de las 
entidades territoriales 
en la resolución 
de los problemas 
que afrontan los 
ciudadanos.
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tros que impidan que una alcaldía y una go-
bernación hagan lo mismo, por citar un caso 
común. Una clara delimitación de competen-
cias permitirá identificar claramente los roles 
del Gobierno Nacional y de las entidades te-
rritoriales en la resolución de los problemas 
que afrontan los ciudadanos.

Por otra parte y a propósito de la confor-
mación del Área Metropolitana del Surocci-
dente de Colombia, que tiene a Cali como ciu-
dad núcleo, es importante que la nueva ley de 
competencias contenga incentivos a este tipo 
de esquemas asociativos. Es por ello que las 
áreas metropolitanas podrían tener un rol im-
portante en la distribución de competencias, 
accediendo a recursos que permitan poten-
ciar proyectos, planes o programas comunes. 
Resolver problemas comunes, fortalecer la 
economía local, crear sistemas de transporte 
metropolitanos, entre otros, requieren com-
petencias y recursos.

Por esta razón, a partir de espacios de in-
teracción entre equipos técnicos de distintas 
ciudades capitales agrupadas en Asocapitales, 
se han identificado las premisas que se deben 
tener en cuenta para la formulación y adop-
ción del proyecto de ley de competencias, de 
acuerdo con las características y realidades de 
las aglomeraciones urbanas de Colombia, lide-
radas por el conjunto de ciudades capitales:
▼	 Categoría de ciudades capitales: la Ley 

2082 de 2021 reconoce un régimen espe-
cial para estas ciudades, orientado al de-
sarrollo integral y regional, con reglas dife-
renciadas para la asignación de recursos y 
competencias. Sin embargo, la categoriza-
ción vigente no refleja las particularidades 
ni las responsabilidades ampliadas de las 
ciudades capitales, generando un trata-
miento homogéneo que desconoce su pa-
pel estratégico.

▼	 Principio de confianza y concurrencia: exi-
ge estabilidad y previsibilidad en la redis-
tribución de competencias, garantizando 
transiciones graduales y mecanismos de 
compensación. Se requiere claridad jurí-
dica y procedimental, así como criterios 
claros para la activación del principio de 
concurrencia.

▼	 Dinámicas de aglomeración: el sistema de 
ciudades reconoce la importancia de las 
aglomeraciones urbanas y la necesidad 
de criterios diferenciadores en la distri-
bución de recursos. Se sugiere incorporar 
mecanismos complementarios como el 
empadronamiento y registros continuos 
para reflejar con mayor precisión las de-
mandas locales.

▼	 Esquemas asociativos territoriales: las 
ciudades capitales participan en áreas 
metropolitanas y otros esquemas asocia-
tivos que potencian la gestión regional. Se 
requiere fortalecer estos esquemas, espe-
cialmente las áreas metropolitanas, para 
la prestación de servicios y la atención a 
población flotante.

▼	 Autonomía y flexibilidad: se requiere ma-
yor autonomía en la gestión de recursos 
y flexibilización de las reglas de destina-
ción sectorial. El actual modelo presenta 
una brecha crítica entre las competencias 
asignadas y los recursos disponibles.

▼	 Compensación de cargas: es fundamental 
establecer criterios para compensar las 
cargas adicionales que enfrentan las ciu-
dades capitales por su papel estratégico y 
la atención a población vulnerable y flo-
tante.

Los recursos de libre destinación tienen inflexibilidades 
por las necesidades que se deben cubrir, lo que limita la 
autonomía fiscal y debilita la inversión pública en áreas clave, 
puesto que el SGP presenta una insuficiencia estructural que 
impide atender las crecientes demandas sociales.❯

DE LAS CIUDADES 
CAPITALES 

CONCENTRAN 
EL 

DE LA POBLACIÓN 
COLOMBIANA.

1,47%

47%
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Particularidades del Distrito 
Especial de Santiago de Cali
Financiamiento y usos de los recursos de libre 
destinación: según el Departamento Admi-
nistrativo de Hacienda de Cali, el Distrito Es-
pecial recibió durante 2024, por recursos del 
Sistema General de Participaciones, alrede-
dor de $1.6 billones de pesos, incluyendo las 
asignaciones consignadas directamente por 
parte de la nación hacia el Fonpet. En ese sen-
tido, al comparar la dependencia respecto del 
SGP por parte de las ciudades capitales, Cali 
es la tercera ciudad con menor dependencia 
de estos recursos después de Bogotá y Mede-
llín. Sin embargo, Cali destina una gran parte 
de sus ingresos corrientes de libre destinación 
a proveer servicios públicos que podrían fi-
nanciarse con recursos de transferencias. Eso 
no quiere decir otra cosa distinta a que los 
caleños necesitan más recursos de la nación 
y así destinar sus recursos propios a otros fi-
nes como la infraestructura vial, la seguridad 
ciudadana y la generación de oportunidades.

Insuficiencia estructural y brecha entre 
competencias y recursos: el caso de Cali ilustra 
las tensiones entre competencias y financia-
miento. Por ejemplo, el sector educativo de-
pende, en gran medida, de las transferencias: 
hoy pagamos gran parte del funcionamiento 
de las instituciones educativas con esos re-
cursos, pero se debe destinar una parte im-
portante de recursos propios para garantizar 
la totalidad del financiamiento. 

Sería muy importante que en el  aumen-
to del Sistema General de Participaciones se 
pudiera cubrir la totalidad de las necesidades 
en materia de transporte escolar y alimenta-
ción escolar. Adicionalmente, sería relevan-
te que los incrementos en el SGP permitan 
cubrir la totalidad de los gastos en materia 
de vigilancia y aseo de las instituciones edu-
cativas que actualmente están siendo finan-
ciados con recursos de funcionamiento de la 
alcaldía. Estos recursos permitirán mantener 
una infraestructura adecuada y segura que 
tendrá incidencia en la calidad educativa que 
se ofrece a los estudiantes. De igual manera, 
se debería evaluar el déficit de inversión en 
infraestructura educativa en las ciudades ya 
que actualmente enfrentan dificultades para 
la construcción de instalaciones, pues los cos-
tos del suelo y la construcción no son recono-
cidos en las transferencias nacionales.

Respecto al sector salud, las inversio-
nes que se realizan en el distrito provienen 
principalmente de recursos con destina-
ción específica que representan aproxi-
madamente el 65,6 % de las inversiones 
(Adres régimen subsidiado, Coljuegos y 
Adres población migrante), seguido de los 
recursos transferidos por el SGP con un 
31,8 % (SGP salud pública y SGP régimen 
subsidiado). En este sector los esfuerzos 
con los recursos de libre destinación se 
concentran principalmente en gestionar el 
acceso y calidad de los servicios de salud 
y programas de vacunación y control de 
insectos y riesgos a la salud.

En cuanto al sector de agua potable 
y saneamiento básico, el SGP financió en 
2024 aproximadamente el 13,2 % de las in-
versiones para el subsidio de tarifas y el su-
ministro de servicios públicos (SGP agua 
potable y saneamiento y SGP propósito 
general libre inversión). Por su parte, los 
recursos propios con destinación específi-
ca financiaron el 67 % de las inversiones y 
los recursos propios de libre destinación el 
19,8 % de las inversiones realizadas por el 
distrito. Estos recursos que no provienen 
del SGP se invirtieron principalmente en 
infraestructura de servicios públicos, ma-
nejo integral de residuos sólidos y para 
complementar los subsidios a las tarifas 
de servicios públicos.

Fuente: Federación Colombiana de Municipios (2025).

EL MODELO 
ACTUAL DE 
DESCENTRALIZACIÓN 
Y DISTRIBUCIÓN 
DE COMPETENCIAS 
PRESENTA 
LIMITACIONES 
ESTRUCTURALES 
QUE RESTRINGEN 
LA CAPACIDAD DE 
RESPUESTA DE LAS 
CIUDADES CAPITALES 
FRENTE A DESAFÍOS 
Y NECESIDADES 
CRECIENTES.
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Dado que la mayoría de las ciudades es-

tán desfinanciadas en el subsidio del servicio 
de acueducto que se le otorga a los estratos 1, 
2 y 3, se debe considerar que el SGP permita 
cubrir dicho déficit. Adicionalmente, puesto 
que los recursos del SGP no se pueden utilizar 
para estudios, diseños y gestión predial rela-
cionada con la construcción de PTAR y PTAP, 
se sugiere ampliar la fuente de financiación y 
garantizar una mayor flexibilidad normativa 
para cubrir dichos ítems de gastos, junto con 
la respectiva construcción de la infraestructu-
ra de servicios públicos. Asimismo, la gestión 
y tratamiento de los residuos de construcción 
y demolición (RCD) deberían ser cubiertos 
por el SGP, ya que actualmente son financia-
dos con recursos de libre destinación.

En el sector cultura, los recursos del SGP 
financian solo el 4,6 % de las inversiones sec-
toriales realizadas en el distrito (SGP pro-
pósito general-cultura), predominando los 
recursos propios de libre inversión que finan-
cian el 62 % de las inversiones en iniciativas 
de fomento de festivales y eventos culturales, 
apoyo a artistas y colectivos culturales e in-
versiones en patrimonio cultural inmaterial, 
entre otras. Esta situación también se replica 
en el sector de deporte y recreación en donde 
el SGP apoya con el 7,3 % de las inversiones; 
mientras que los recursos propios de libre 
destinación financian el 55,6 % de las inicia-
tivas de inversión en organización de progra-
mas de actividad física y deporte para la co-
munidad, infraestructura deportiva, eventos 
deportivos, etc.

Resulta fundamental que en el marco de la 
modificación al SGP se contemple una mayor 
flexibilidad en el uso de los recursos de propó-
sito general asignados al sector deporte. Esta 
flexibilidad permitiría que dichos recursos no 
estén restringidos exclusivamente a activida-

des de promoción o formación deportiva, sino 
que también puedan destinarse al cubrimiento 
de gastos operativos asociados al funciona-
miento de los escenarios deportivos, como el 
pago de servicios públicos. De esta manera, se 
garantizaría la sostenibilidad de la infraestruc-
tura deportiva y se contribuiría al adecuado 
mantenimiento de los espacios públicos desti-
nados a la práctica del deporte y la recreación.

Hoy los recursos de libre destinación tie-
nen inflexibilidades por las necesidades que 
se deben cubrir, lo que limita la autonomía 
fiscal y debilita la inversión pública en áreas 
clave, puesto que el SGP presenta una insu-
ficiencia estructural que impide atender las 
crecientes demandas sociales y las funciones 
cada vez mayores que deben asumir las en-
tidades territoriales. Por tal razón, el actual 
modelo supone una gran diferencia entre las 
competencias asignadas a las entidades terri-
toriales y los recursos disponibles para cum-
plirlas. Eso, sin duda, debemos replantearlo.

Articulación técnica para la discusión 
sobre la ley de competencias
En el Distrito de Santiago de Cali, la Secretaría 
de Gobierno ha liderado la coordinación de 
un grupo interdisciplinario perteneciente a la 
misma administración para formular aportes 
al proyecto de ley de competencias. Este gru-
po se caracteriza por contar con experiencia 
en distintos sectores y niveles gubernamenta-
les con el propósito de aprovechar su conoci-
miento técnico en la discusión nacional sobre 
la reforma al Sistema General de Participacio-
nes y la ley de competencias.

Este ejercicio ha permitido visibilizar los 
desajustes entre competencias y recursos 
alrededor de programas de gasto sectoriales 
que han facilitado la identificación y el trata-
miento de las competencias definidas en el 

Cali es una ciudad expuesta a los fenómenos de violencia, 
fruto de la presencia de grupos armados organizados y 
economías ilegales en el sur-occidente del país, pero recibe 
un trato igual al que recibe una ciudad con menos presiones.❯

DE LAS INVERSIONES 
EN EL DISTRITO 

FUERON 
FINANCIADAS CON 

RECURSOS PROPIOS.

67%
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marco normativo colombiano. De igual for-
ma, este grupo ha evidenciado la necesidad 
de incluir criterios flexibles de población y de 
reconocimiento de las cargas adicionales que 
asumen las ciudades capitales por atender a 
la población de municipios vecinos que ac-
tualmente no son reconocidas por el SGP.

La conformación de este grupo a modo de 
piloto puede ser considerada una experiencia 
replicable en otras ciudades capitales como 
modelo de gobernanza técnica incidente en la 
formulación de iniciativas gubernamentales y 
legislativas a nivel nacional, puesto que recu-
perar a Cali significa también posicionarla en 
las discusiones relevantes a nivel regional y 
nacional. De esta forma, el Distrito Especial 
aporta con una visión integral de sus compe-
tencias, estructuras de gasto y roles interjuris-
diccionales, argumentos sólidos a favor de la 
descentralización asimétrica en Colombia.

Conclusiones
El modelo actual de descentralización y distri-
bución de competencias presenta limitacio-
nes estructurales que restringen la capacidad 
de respuesta de las ciudades capitales frente a 
desafíos y necesidades crecientes. En esa mis-
ma línea, la revisión y distribución de compe-
tencias debe evitar la duplicidad de funciones 

entre niveles de gobierno y reconocer  el rol 
estratégico de las áreas metropolitanas y las 
aglomeraciones urbanas en la provisión de 
bienes y servicios públicos. 

En el caso de Cali, la alta dependencia 
de los recursos propios de libre destinación 
para cubrir necesidades básicas evidencia la 
insuficiencia del SGP y la necesidad de una re-
forma estructural. De esta manera, es funda-
mental que la reforma garantice la suficiencia 
y estabilidad financiera, respete y fortalezca la 
autonomía territorial, reconociendo las parti-
cularidades y responsabilidades ampliadas de 
las ciudades capitales.

Finalmente, además de avanzar en una 
revisión profunda de la ley de competencias, 
es necesario abrir el debate sobre una refor-
ma tributaria territorial que permita a las ciu-
dades y regiones contar con mayores y más 
flexibles fuentes de ingreso. No se trata solo 
de recibir una mayor participación del im-
puesto de renta nacional, sino de estudiar la 
viabilidad de mecanismos como tasas locales 
u otras alternativas que fortalezcan la auto-
nomía fiscal. Esto permitiría a los gobiernos 
locales responder de manera más efectiva a 
las demandas de sus territorios y mejorar la 
calidad de los servicios que prestan a la ciu-
dadanía. EC

❯❯ A pesar de 
su relevancia 
social, ambiental, 
económica y 
demográfica, 
sumada a su 
diversidad cultural 
y diferenciación, 
no existe hoy un 
régimen que permita 
asignar recursos 
en función de las 
características 
propias de cada 
ciudad capital. 
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EL ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2024 modificó 
la participación de las entidades territoriales 
en los ingresos corrientes de la nación. El por-
centaje pasó de 23,8 % que existe hoy al 39,5 
%. Esta variación se debe realizar de manera 
progresiva en un período de 12 años. En la 
norma se busca un compromiso muy difícil 
entre la lógica sectorial y la geográfica. Si la 
balanza se inclina hacia lo sectorial no se lo-
grará cerrar las brechas regionales.

Dos de los objetivos de la nueva ley de 
competencias tienen que ver, primero, con los 
sectores prioritarios y, segundo, con el cierre 
de brechas. De acuerdo con el Acto Legisla-
tivo 03…

“Los recursos del Sistema General de Par-
ticipaciones se destinarán a financiar las 
competencias a cargo de las entidades be-
neficiarias, dándoles prioridad a los dere-
chos y servicios salud, educación preescolar, 
básica, media y superior, y agua apta el con-
sumo humano y saneamiento básico con el 
fin cerrar brechas económicas, sectoriales y 
territoriales. Los recursos del sistema tam-
bién se utilizarán para la financiación del 
Propósito General” (Acto Legislativo 03 de 
2024, art. 356, énfasis añadido).

En general, los sectores prioritarios son 
los mismos que ya están incluidos en el Siste-
ma General de Participaciones (SGP). En edu-

Durante la próxima legislatura se discutirá la ley de competencias, que 
concreta el Acto Legislativo 03 de 2024. Es muy probable que en el Congreso 
se termine dándole más prioridad a la distribución sectorial de los recursos, 

que al cierre de brechas regionales. Si efectivamente predomina la visión 
sectorial, no se cerrará la brecha entre regiones.

JORGE IVÁN 
GONZÁLEZ 

EXDIRECTOR DEPARTAMENTO 
NACIONAL DE PLANEACIÓN

cación se agrega preescolar. Y además de des-
tacar la relevancia de los sectores, la norma 
también pone en evidencia la necesidad de 
buscar los instrumentos que permitan cerrar 
tres tipos de brechas: económicas, sectoriales 
y territoriales.

El texto subrayado es muy complejo de in-
terpretar. Habría dos maneras de verlo. Una, 
que va de lo sectorial a la geografía. Y, otra que 
pone el énfasis en la dimensión geográfica y 
desde allí evalúa el cumplimiento de los dere-
chos sociales.

La primera visión ha prevalecido en Co-
lombia y no ha cerrado las brechas. Cada 
sector (educación, salud, vivienda…) realiza 
su ‘regionalización’ y termina argumentando 
que para cerrar las brechas requiere mayor 
cantidad de dinero. Y el debate, como ha sido 
tradicional, se convierte en una discusión de 
porcentajes del presupuesto. Esta manera de 
ver el problema ha fracasado.

El cierre de brechas ha sido un sueño re-
iterado desde hace más de medio siglo. Fue 
el objetivo del Plan de Desarrollo Social, Eco-
nómico y Regional 1975-1978 (DNP 1975) del 
gobierno López, “Para Cerrar la Brecha”. Des-
pués de medio siglo las brechas continúan. 
Y una de las razones de este fracaso ha sido 
la fragmentación sectorial del presupuesto. 
El Sistema General de Participaciones no ha 
contribuido al cierre de brechas porque ha 

LA TENSIÓN 
ENTRE LA LÓGICA 

SECTORIAL Y LA GEOGRÁFICA
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1	 Este diagnóstico es compartido por la Misión de Descentralización: “El proceso de descentralización, como el gasto y las políticas públicas 
	 en general, se organiza por sectores, entre ellos: salud, educación, saneamiento básico, agua potable, vivienda, transporte, cultura, recreación, 

deporte, desarrollo comunitario, etc. La planeación nacional por territorios y/o por objetivos de política no existe, la territorial menos, con 
excepción de las grandes ciudades que logran articulaciones parciales con sus áreas de influencia” (Misión de Descentralización 2024, p. 25).

predominado la lógica sectorial y las diferen-
cias entre regiones se han acentuado1.

La segunda mirada le da prioridad a la 
geografía y, desde la región examina el cierre 
de las brechas, buscando que los hogares efec-
tivamente puedan mejorar sus condiciones 
de vida. Esta perspectiva exige que se rompa 
la lógica sectorial. Por ejemplo, los avances en 
salud preventiva no se logran sin educación, 
sin condiciones adecuadas de la vivienda y sin 
acueducto. El mejoramiento de un indicador 
específico está íntimamente ligado al com-
portamiento de los otros sectores. La discu-
sión no es por la distribución del presupuesto 
entre sectores, sino por el ritmo de cierre de 
la brecha, entendida desde una perspectiva 
multisectorial.

Tanto en el Plan de Desarrollo “Colombia 
Potencia Mundial de la Vida” (2023), como en 
la Misión de Descentralización (2024), se va 
desde las regiones hacia los derechos y rom-
pen la mirada sectorial. Sería un error que 

en la discusión de la ley de competencias se 
retomen los porcentajes sectoriales, reprodu-
ciendo los males del actual Sistema General 
de Participación, que desconoce los aspectos 
relacionados con la geografía. 

La ambigüedad del acto legislativo fá-
cilmente lleva a que se le de preferencia a lo 
sectorial en detrimento de lo territorial. Si 
ello sucede así, se estaría desperdiciando una 
oportunidad valiosa para avanzar hacia la 
convergencia regional. Esta prelación por lo 
sectorial va en contra del espíritu de la Consti-
tución del 91, y de los mensajes reiterativos de 
la Misión de Descentralización (2024) y más 
recientemente de la Federación Nacional de 
Departamentos (FND 2025). 

En el Plan de Desarrollo “Colombia Poten-
cia Mundial de la Vida” se incluye, como una 
de las cinco transformaciones, la convergen-
cia regional. Vale la pena preguntarse por las 
razones que han impedido que un objetivo 
tan loable no se haya conseguido.

❯❯ Desde hace 50 
años se habla de 
cerrar brechas, pero 
las regiones siguen 
esperando que las 
cifras se traduzcan 
en bienestar.



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

E
S

P
E

C
IA

L
  
❯

  
 S

IS
T
E

M
A

 G
E

N
E

R
A

L
 D

E
 P

A
R

T
IC

IP
A

C
IO

N
E

S

80

LA BRECHA 
TERRITORIAL 
PODRÍA CERRARSE 
EN FUNCIÓN DE 
LOS ACTIVOS 
AMBIENTALES. LOS 
DEPARTAMENTOS 
CON RIQUEZA 
AMBIENTAL 
DEBEN RECIBIR UN 
VOLUMEN 
DE RECURSOS 
RELATIVAMENTE 
MAYOR.

Para que la balanza se incline hacia el cie-
rre de brechas y desde allí se subsuma la lógica 
sectorial, es indispensable que en la discusión 
parlamentaria de la ley de competencia pri-
men estos principios: i) Definición adecuada 
de las tres brechas. ii) Eliminación de porcen-
tajes fijos y énfasis en el cierre de las brechas 
sectoriales. iii) Categorización de municipios 
y departamentos con la inclusión explícita de 
una dimensión geográfica. iv) Realización de 
un balance fiscal global.

Definición de las brechas
El punto de llegada del cierre de brechas 
(económica, territorial y sectorial) tiene que 
evaluarse en función del bienestar de las 
personas. Hay indicadores intermedios que 
terminan expresándose en el hogar. Por ejem-
plo, en el cierre de la brecha económica es 
relevante el aumento del valor agregado, pero 
éste puede subir sin mejorar las condiciones 
de vida de los hogares. Es la situación típica 
de las economías extractivas, en las que el au-
mento del PIB no se refleja en mejores con-
diciones de vida. Es el drama del Magdalena 
Medio, que ha explotado petróleo durante 
más de 100 años y sus poblaciones conti-
núan viviendo muy pobres. Consideraciones 
similares se pueden hacer sobre la brecha 
territorial. En el caso de la brecha sectorial, 
el cierre es efectivo si toca directamente las 
condiciones de vida del hogar. Si el criterio del 
cierre de brechas sectoriales es lograr que las 
personas lleven a cabo el tipo de vida que con-
sideran valioso, el mejoramiento de las condi-
ciones de educación, salud, agua, vivienda, se 
manifiesta en una ampliación del espacio de 
sus capacidades.

La brecha económica la define bien 
Angulo (2015). La política pública debe garan-
tizar que haya inclusión productiva. El autor 
muestra que en el país se ha avanzado más en 
inclusión social que en inclusión productiva. 
Si la persona está vinculada a procesos pro-
ductivos, su condición de vida mejora porque 
tiene ingreso para adquirir titularidades.

La brecha territorial se puede interpre-
tar de maneras diversas. La mirada a la ‘equi-
dad territorial’, o a la ‘autonomía territorial’ 
es muy diferente, dependiendo del contexto. 
Incluso, a veces se equipara el ‘territorio’ a la 
‘región’. Y, entonces, los términos son ‘equidad 
regional’ o ‘autonomía regional’. Y ambas ca-
tegorías, el territorio y la región, se asocian 

indistintamente a los municipios o a los de-
partamentos. Esta ambigüedad se presta para 
interpretaciones muy diversas. En cualquier 
caso, la dimensión territorial es una noción 
que supera la departamentalización. 

Unicamente, por razones operativas, se 
podría considerar la región o el territorio, 
como la asociación de departamentos. Desde 
esta perspectiva, la brecha territorial podría 
cerrarse en función de los activos ambienta-
les. Los departamentos con riqueza ambien-
tal deben recibir un volumen de recursos re-
lativamente mayor. El argumento de base es 
sencillo. Las regiones que consumen el agua, 
sobre todo la Andina y el Caribe, tienen que 
compensar a las productoras de agua que 
son, principalmente, el Pacífico, la Orinoquía 
y la Amazonía. El criterio poblacional que pri-
ma en el actual SGP perderá relevancia a favor 
de las regiones con activos ambientales.

La Misión de Descentralización (2024, p. 
29) propone crear el Fondo de Convergencia 
Económica Territorial (Fecet), como el instru-
mento financiero para transferirle recursos a 
los departamentos que más lo requieran, en 
función de los indicadores que se consideren 
pertinentes. Por ejemplo, la posesión de activos 
ambientales. En opinión de la FND (2025) no se 
le debe transferir nada del delta (el mayor valor 
que resulta de la aplicación del Acto Legislativo 
03) a las ciudades grandes e intermedias.

Brecha sectorial y la eliminación 
de los porcentajes fijos
La otra brecha que debe reducir la ley de com-
petencias es la sectorial. De acuerdo con las 
normas actuales, el cumplimiento de estos 
derechos se amarra a porcentajes fijos, bas-
tante arbitrarios. El 94 % de los recursos del 
SGP ya tienen destinación específica (Misión 
de Descentralización 2024, p. 29).

Estos porcentajes fijos tienen tres incon-
venientes. Por un lado, son un obstáculo para 
la planeación, que debe estar guiada por cri-
terios discrecionales. Además, van en contra 
de la autonomía de los gobiernos locales, que 
pueden ir cambiando sus prioridades en fun-
ción de las necesidades. Y, tercero, inclinan 
la discusión de la descentralización hacia la 
disputa entre sectores por tajadas del presu-
puesto. Si esta lógica se consolida, se termina 
ahogando la dimensión territorial de la des-
centralización. Y el resultado final no será el 
cierre de brechas.
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En lugar de porcentajes fijos, la entidad te-
rritorial deberá decidir de manera discrecio-
nal el mejor uso de los recursos. Se deben es-
tablecer metas de cumplimiento y, a medida 
que se vayan logrando los objetivos, se liberan 
recursos para otros sectores. Los recursos se 
distribuyen de acuerdo con el ritmo de avance 
para lograr la meta. De esta manera se coloca 
en primer lugar la dimensión territorial y en 
segundo plano los aspectos sectoriales. Esta 
secuencia se adecúa al espíritu de la Consti-
tución del 91.

Las obligaciones con cada sector depen-
den de las brechas específicas. La regla de 
normalización se podría definir así:

❯❯ En la medida en 
que se avance hacia 
la consolidación del 
RUI, se mejorará el 
conocimiento de 
las características 
socioeconómicas 
de los hogares de 
menor ingreso. 

 valori – mínimo)
(máximo-mínimo)Indice =

valori es el valor del municipio, 
o del departamento i.
mínimo es el valor del municipio, 
o del departamento, más bajo.
máximo es el valor del municipio, 
o del departamento, más alto.

El índice se estima para cada sector. Y, ade-
más, se podría incluir el ambiental, con una 
medida de deforestación. La distribución se 
hará dándole más recursos a quienes tienen 
una mayor distancia. Aunque los indicadores 
son sectoriales, los criterios de distribución 
del gobierno local dependen de una mirada 
intersectorial. Con el fin de ir cerrando las 
brechas cada año se haría una evaluación de 
los logros y, a partir de allí, se determinarían 
las distribuciones del año siguiente.

El artículo 70 del Plan de Desarrollo obli-
ga a avanzar en la consolidación del registro 
universal de ingresos (RUI). Este instrumento 
busca eliminar la asimetría de información 
que actualmente existe entre los no decla-
rantes y los declarantes de renta. El ingreso 
de los primeros es inferior al de los segundos, 
y el RUI centra su atención en esta población 
no declarante, que es un grupo relevante y 
heterogéneo. En la medida en que se avan-
ce hacia la consolidación del RUI, se mejo-
rará el conocimiento de las características 
socioeconómicas de los hogares de menor 
ingreso.



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

E
S

P
E

C
IA

L
  
❯

  
 S

IS
T
E

M
A

 G
E

N
E

R
A

L
 D

E
 P

A
R

T
IC

IP
A

C
IO

N
E

S

82

Si el criterio del cierre de brechas sectoriales es lograr 
que las personas lleven a cabo el tipo de vida que 
consideran valioso, el mejoramiento de las condiciones 
de educación, salud, agua, vivienda, se manifiesta en 
una ampliación del espacio de sus capacidades.❯

Tipología de municipios 
y departamentos
La categorización tiene que ser radicalmente 
diferente a la que existe ahora, que no discrimi-
na. La Ley 617 de 2000 concentra 967 munici-
pios en categoría 6. Este tipo de clasificación no 
capta la diversidad que existe entre los munici-
pios y entre los departamentos. Hasta ahora la 
clasificación de los municipios le ha dado prio-
ridad a criterios relacionados con la población 
y con la insatisfacción de necesidades básicas.

La importancia que se le quiere dar al te-
rritorio en la nueva ley de competencias se tie-
ne que reflejar en una tipología de los munici-
pios y de los departamentos que incluya entre 
sus variables parámetros geográficos como las 
densidades y las distancias. 

En las propuestas alternativas que se es-
tán haciendo se busca que haya una combi-
nación de capacidades y activos ambienta-
les. Este criterio se cumple en las propuestas 
de tipología del DNP (2025), de la Misión de 
Descentralización (2024) y de la Federación 
Nacional de Departamentos (FND 2025). En 
los tres casos se busca introducir la geografía 
de manera explícita.

Balance fiscal global
En materia fiscal se debe avanzar en cuatro 
direcciones: i) realizar balances globales; ii) 
entender la fiscalidad desde la geografía; iii) 
estimular los mecanismos de capturas de 
rentas derivadas del urbanismo y del uso del 
suelo; iv) los departamentos tienen que tener 
margen fiscal.

Con el paso del tiempo va siendo más evi-
dente que para entender la dinámica de los 

departamentos es inevitable comprender el 
funcionamiento de las ciudades y la interac-
ción de las aglomeraciones. El examen del 
Sistema de Ciudades (Barco 2013, 2014) no se 
puede aislar de la discusión sobre los depar-
tamentos, porque los flujos intermunicipales 
de bienes y pasajeros, son parte sustantiva 
de la economía de los departamentos2. La 
comprensión de los procesos departamenta-
les tiene que ver con la ‘eficiencia entre ciu-
dades’, bien sea como oferentes de bienes y 
servicios, o como espacios de conservación 
ambiental.

El tratamiento a los departamentos y a los 
municipios debe ser completamente diferen-
te. Las ciudades medianas y grandes tienen 
una gran autonomía fiscal (Ley 388 de 1997) 
que no utilizan. De alguna forma habría que 
presionarlas a que lo hagan. Podrían cobrar 
derechos de edificabilidad, congestión, prima 
de localización, mejorar los prediales. Estas 
fuentes de recursos no se están utilizando.

Además de pensar en los agregados muni-
cipales y departamentales, al ir avanzando en 
la autonomía territorial se tienen que aligerar 
aparatos tan complejos como los ministerios 
de educación y salud. Habría entidades como 
el Sena y el Departamento de la Prosperidad 
Social (DPS), que podrían irse desmontando 
de manera progresiva.

En los debates sobre el equilibrio fiscal se 
ha cometido el error de centrar toda la aten-
ción en el Presupuesto General de la Nación 
(PGN), olvidando que las finanzas del Estado 
son globales y que los municipios y departa-
mentos juegan un papel neurálgico, no sola-

2	 “Es necesario cambiar la óptica. El examen no se debe reducir a la eficiencia dentro de la ciudad, sino que debe contemplar 
	 la eficiencia entre ciudades. Y por ello un objetivo altamente deseable de la política debería ser la reducción de los obstáculos 
	 que impiden la relocalización de los factores y de las actividades entre las ciudades” (Duranton 2008, p. 2, énfasis añadido).
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mente como fuentes de recursos, sino como 
principales responsables de que la asignación 
y ejecución del gasto sea eficiente.

Esta mirada al conjunto de las cuentas 
fiscales debe ser un elemento sustantivo de la 
ley de competencias. A las ciudades grandes e 
intermedias se les debe exigir un aumento de 
los recursos, así que el ritmo en el proceso de 
cierre de brechas no dependa solamente de 
las transferencias de los ingresos corrientes, 
sino que también es una responsabilidad de 
las aglomeraciones.

En las consideraciones que se han hecho 
sobre los balances presupuestales, se desco-
noce la incidencia favorable que tendrían las 
transferencias sobre el PIB territorial y, a par-
tir de allí, en el PIB nacional y en las finanzas 
nacionales. Este es el sentido del análisis de 
Eafit y “Valor Público” (2025). Las mayores 

transferencias pueden tener un efecto positi-
vo en el PIB departamental que se manifesta-
rá a nivel nacional y que, indirectamente, se 
reflejará en una mayor tributación.

El gobierno ha dicho que presentará una 
nueva reforma tributaria. Independientemen-
te de quien la presente, la próxima reforma 
debe incluir los tributos de los municipios y 
de los departamentos. Tiene que ser una re-
forma integral, que incluya tanto al Gobierno 
Nacional como a los departamentos y muni-
cipios. Esta afirmación tiene dos justificacio-
nes. Por un lado, porque el contribuyente es 
uno solo y su capacidad de pago se ve afec-
tada por los diferentes impuestos, nacionales 
y locales. Y por el otro, porque en cualquier 
análisis fiscal se tiene que contemplar el ba-
lance global y no solamente los recursos del 
Gobierno Nacional. EC

REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS✱
•	 Angulo Roberto., 2015. Measuring Patterns of Social and Productive Inclusion in Colombian Urban Areas: Main Facts and Policy 

Recommendations to Foster Social Change, Msc. Urban Economic Development, The Bartlett Development Planning Unit, 

University College, London.

•	 Barco Carolina., 2013, direc. Política del Sistema de Ciudades de Colombia. Documento técnico de soporte, Misión de 

Consolidación del Sistema de Ciudades, DNP, Bogotá, mimeo.

•	 Barco Carolina., 2014, direc. Misión Sistema de Ciudades. Una política nacional para el Sistema de Ciudades Colombiano con 

visión a largo plazo, DNP, ONU Hábitat, Banco Mundial, Bogotá.

•	 Departamento Nacional de Planeacion, DNP., 1975. Para cerrar la brecha. Plan de Desarrollo Social, Económico y Regional 

1975-1978, DNP, Bogotá.

•	 Duranton Gilles., 2008. Cities: Engines of Growth and Prosperity for Developing Countries? Commission of Growth and 

Development, Working Paper, no. 12, World Bank, Washington.

•	 Eafit., Valor Público., 2025. Efectos económicos de las propuestas de descentralización fiscal en Colombia: Estabilidad 

macroeconómica, sostenibilidad fiscal y convergencia regional, FND, Eafit, Medellín, mimeo.

•	 Federacion Nacional de Departamentos, FND., 2025. Proyecto de ley, Cámara. Por la cual se dictan normas orgánicas en 

materia de distribución de recursos y competencias de conformidad con los artículos 356 y 357 de la Constitución Política, 

modificados por el Acto Legislativo 03 de 2024 para el fortalecimiento de la autonomia territorial y se dictan otras disposiciones, 

FND, Bogotá.

•	 Mision de Descentralizacion., 2024. Informe final. Misión de Descentralización, DNP, Bogotá.

•	 República de Colombia., 1997. Ley 388. Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989 y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras 

disposiciones, Gobierno Nacional, Bogotá.

•	 República de Colombia., 2000. Ley 617. Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 

de 1986, se adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer 

la descentralización y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacional, Gobierno Nacional, Bogotá.

•	 República de Colombia., 2023. Ley 2294. Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia 

Mundial de la Vida”, Congreso de la República, Bogotá.

•	 República de Colombia., 2024. Acto legislativo 03. Por el cual se fortalece la autonomía de los departamentos, distritos y 

municipios, se modifican los artículos 356 y 357 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones. Segunda Vuelta, 

Gobierno Nacional, Bogotá.



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

E
S

P
E

C
IA

L
  
❯

  
 S

IS
T
E

M
A

 G
E

N
E

R
A

L
 D

E
 P

A
R

T
IC

IP
A

C
IO

N
E

S

84

LA REFORMA DEL SISTEMA GENERAL DE PAR-
TICIPACIONES (SGP), impulsada por el Acto 
Legislativo 03 de 2024, no es únicamente un 
cambio fiscal; es una transformación estruc-
tural del pacto territorial en Colombia. Esta 
reforma tiene el potencial de corregir des-
equilibrios históricos entre la nación y las en-
tidades territoriales, redistribuyendo no sólo 
recursos sino también poder y responsabili-
dades en la gestión pública. 

En un país marcado por profundas des-
igualdades territoriales y por la concentra-
ción de competencias en el nivel central, el 
fortalecimiento de la autonomía local es una 
condición indispensable para avanzar en 
equidad, sostenibilidad institucional y efica-
cia en la prestación de servicios públicos.

La reciente aprobación del Acto Legislativo 
03 de 2024 marca un punto de inflexión para el 
modelo de descentralización en Colombia. Por 
primera vez, en décadas, se abre una ventana 
real para corregir las inequidades históricas en 
la distribución de recursos y competencias en-
tre la nación y las entidades territoriales. 

En este nuevo contexto el fortalecimiento 
de la autonomía territorial, la equidad en la 
asignación de recursos y la construcción de 
capacidades locales, emergen como princi-

La reforma al Sistema General de Participaciones (SGP) busca corregir 
décadas de centralismo, pero su éxito dependerá de que se apliquen reglas 

claras, recursos suficientes y un enfoque territorial diferenciado.

GILBERTO TORO 
GIRALDO
PRESIDENTE 

FEDERACIÓN COLOMBIANA 
DE MUNICIPIOS1 

pios rectores de un modelo de descentraliza-
ción renovado, comprometido con garantizar 
una prestación de servicios públicos más efi-
caz, transparente y sostenible.

Colombia enfrenta el desafío de reorgani-
zar su régimen de competencias para permi-
tir que municipios, departamentos y distritos 
asuman un papel más protagónico en el de-
sarrollo territorial. Esta tarea es inaplazable: 
más de 900 municipios de categoría sexta 
dependen casi en su totalidad de los recursos 
del SGP para operar, mientras que las bre-
chas de acceso a servicios básicos persisten, 
especialmente en zonas rurales y dispersas. 
Sin una redistribución efectiva de funciones 
y recursos, acompañada de reglas claras de 
progresividad y diferenciación territorial, será 
imposible construir un Estado social de dere-
cho robusto en todo el territorio nacional.

Este artículo sintetiza el análisis y pro-
puestas desarrolladas por la Federación 
Colombiana de Municipios como parte del 
proceso de fortalecimiento del régimen com-
petencial y el rediseño del SGP. Se integran 
diagnósticos sectoriales, principios orien-
tadores y propuestas normativas concretas 
para avanzar hacia un modelo más justo y 
eficiente de descentralización.

1	 Para la preparación de este articulo se contó con el apoyo de Yuly Paola Manosalva Caro, Luis Carlos Olaya Amézquita, 
	 Melisa Pérez Torrado y Carolina Ortega Contreras.

RECOMENDACIONES 
PARA GARANTIZAR

DESCENTRALIZACIÓN 
CON EQUIDAD
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Metodología
La Federación Colombiana de Municipios 
aplicó una metodología cualitativa estruc-
turada en cuatro fases: (1) revisión consti-
tucional y normativa del estado actual del 
SGP y del marco constitucional y legal vi-
gente; (2) identificación de competencias 
sectoriales asignadas a los municipios; 
(3) formulación de propuestas de redistri-
bución competencial bajo principios de 
equidad y heterogeneidad territorial; y (4) 
validación técnica a través de comités te-
máticos y escenarios de concertación inte-
rinstitucional.

Se emplearon como fuentes primarias: re-
visión de literatura especializada, normativa 
constitucional y legal, bases de datos oficiales 
del DNP, el Dane y la Contaduría General de 
la Nación, y grupos focales de validación con 
alcaldes y equipos técnicos municipales.

Discusión y recomendaciones
La definición de principios orientadores es 
esencial para que el rediseño del SGP y de 
las competencias territoriales no se limite a 
una redistribución de competencias, sino que 
responda a criterios normativos, éticos y de 
sostenibilidad institucional. Estos principios 
deben guiar la toma de decisiones en todos 
los niveles del proceso: desde la definición de 
responsabilidades hasta la asignación de re-
cursos y la evaluación de resultados. A con-
tinuación, se explican los cuatro principios 
fundamentales que sustentan la propuesta:

A.	 Subsidiariedad: este principio establece 
que las funciones públicas deben ser ejer-
cidas por el nivel de gobierno más cercano 
al ciudadano, siempre que cuente con la 
capacidad técnica, administrativa y finan-
ciera para hacerlo. Su aplicación evita la 

❯❯ Más de 900 
municipios de 
categoría sexta 
dependen casi en 
su totalidad de los 
recursos del SGP 
para operar, mientras 
que las brechas de 
acceso a servicios 
básicos persisten, 
especialmente en 
zonas rurales y 
dispersas.
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concentración de decisiones en el nivel 
nacional y promueve una gestión pública 
más cercana, ágil y pertinente con las ne-
cesidades locales.

B.	 Autonomía territorial: implica que las en-
tidades territoriales, en especial los mu-
nicipios, deben contar con la potestad de 
planificar, priorizar e invertir sus recursos 
en coherencia con sus planes de desarro-
llo y sus características sociales, culturales 
y económicas. La autonomía no puede ser 
solo normativa, sino que requiere respal-
do presupuestal y capacidades institucio-
nales que permitan su ejercicio efectivo.

C.	 Equidad territorial: hace referencia a la 
necesidad de reconocer y corregir las des-
igualdades estructurales a nivel territorial. 
No todos los municipios parten del mismo 
punto en términos de ingresos, capacida-
des técnicas o condiciones geográficas. 
Por ello, el modelo de distribución de 
recursos y asignación de competencias 
debe incorporar criterios diferenciales, 
asegurando un trato justo que garantice 
condiciones equivalentes para el ejercicio 
de derechos ciudadanos.

D.	 Responsabilidad fiscal: toda delegación 
de funciones debe ir acompañada de los 
recursos necesarios para su ejercicio. Este 
principio exige una correlación explícita 
entre competencias y financiamiento, e 
impide que se trasladen responsabilida-
des sin los medios para cumplirlas. Asi-
mismo, demanda reglas claras de segui-
miento, rendición de cuentas y sanción al 
incumplimiento.

Propuestas generales
Estas propuestas buscan configurar una ar-
quitectura institucional coherente que permi-
ta articular la asignación de funciones con la 
disponibilidad de recursos y las capacidades 
institucionales reales. Su propósito es evitar 
la fragmentación normativa, el traslado in-
formal de responsabilidades y la persistencia 
de brechas estructurales entre municipios de 
distintas categorías.

▼	 Procedimiento orgánico para la dele-
gación de competencias: la reglamen-
tación del acto legislativo debe estable-

cer un procedimiento que especifique 
los criterios que se evaluarán y las etapas 
que deben surtirse para delegar compe-
tencias del nivel nacional al territorial. 
Este procedimiento debe ser único y apli-
cable para todos los sectores. Su objetivo 
debe ser garantizar que la delegación de 
competencias cuente con fuentes claras 
de financiación, así como de un análisis 
de la capacidad instalada requerida para 
garantizar la prestación de servicios y la 
provisión de bienes públicos con altos es-
tándares de calidad.

▼	 Categorización basada en la hetero-
geneidad territorial: la nueva ley debe 
establecer un sistema flexible que asigne 
competencias de forma escalonada y ajus-
tada a la realidad fiscal, administrativa y 
técnica de cada municipio. Esto implica 
construir un sistema dinámico que supe-
re la lógica estática de las clasificaciones 
por población e ingresos, y que incorpore 
criterios funcionales y de desempeño ins-
titucional.

▼	 Traslado progresivo de competencias 
para garantizar la equidad: el traslado 
progresivo de competencias parte de la 
necesidad de superar el modelo binario 
actual -donde un municipio o tiene o no 
tiene una competencia- por un enfoque 
flexible y adaptativo que reconozca la 
diversidad institucional y territorial del 
país. Se propone establecer un modelo 
escalonado de ejercicio competencial con 
al menos tres niveles: (i) gestión compar-
tida o de apoyo, donde el municipio actúa 
como articulador o ejecutor subsidiario 
bajo liderazgo nacional o departamental; 
(ii) gestión autónoma condicionada, en la 
que el municipio asume la competencia 
con acompañamiento técnico y financia-
ción parcial; y (iii) gestión plena, reservada 
para entidades con capacidad técnica, ad-
ministrativa y fiscal demostrada. 

	 Este modelo debe apoyarse en instrumen-
tos de valoración periódica -como diag-
nósticos de capacidades institucionales, 
desempeño sectorial y análisis de riesgos 
territoriales- que permitan alinear la asig-
nación de funciones con el principio de 
equidad territorial, sin comprometer la 
calidad de los servicios públicos. 

DEL TOTAL DE 
MUNICIPIOS SON DE 
CATEGORÍA SEXTA 
Y DEPENDEN EN 
GRAN MEDIDA DE 
LOS RECURSOS 
DE LA ASIGNACIÓN 
SECTORIAL DE 
PROPÓSITO GENERAL 
DEL SGP, POR LO 
CUAL RESULTA 
IMPERATIVO 
QUE LA NUEVA 
LEGISLACIÓN BLINDE 
SU SOSTENIBILIDAD 
OPERATIVA.

85% 
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▼	 Suficiencia de recursos para garantizar 
el funcionamiento de los municipios: 
los recursos para el funcionamiento de 
los municipios deben ser garantizados 
independientemente de la asignación 
de nuevas competencias, especialmente 
para aquellos municipios clasificados en 
categoría 6, que representan más de 900 
entidades territoriales del país, lo que co-
rresponde a más del 85% (Departamento 
Nacional de Planeación, 2024). Estos mu-
nicipios dependen en gran medida de los 
recursos de la asignación sectorial de pro-
pósito general del SGP, por lo cual resulta 
imperativo que la nueva legislación blinde 
su sostenibilidad operativa. La protección 
de los gastos de funcionamiento debe 
quedar expresamente consignada en el 
articulado de la ley de competencias.

▼	 Control de la duplicidad en el ejercicio 
de las competencias: se requiere de es-
fuerzos sostenidos en el territorio nacional 
para mejorar la capacidad institucional 
con la que cuentan los municipios. Esto se 
garantiza en la medida en que los recursos 
se orienten a identificar herramientas de 
modernización que conduzcan a mejorar 
las capacidades institucionales de las enti-
dades territoriales para lograr una gestión 
pública eficiente.

De este modo, la participación simul-
tánea de actores de distintos niveles de 
gobierno en una misma competencia no 
podrá ser regla de común uso para la pro-
visión y prestación de bienes y servicios 
públicos, sino una excepción. Esta excep-
cionalidad debe basarse en circunstancias 
de necesidad, tales como orden público, 
presencia de actores armados, la consoli-
dación de gobernanzas criminales, auto-
ritarismos subnacionales (Gibson, 2007) 
o cualquier otra circunstancia apremiante 
que impida el pleno ejercicio de las facul-
tades administrativas de las autoridades 
locales.

▼	 Incentivos a la generación de recur-
sos propios: es necesario contemplar 
un sistema de incentivos que aumente 
el porcentaje de transferencias para 
las entidades territoriales que logren 
reducir indicadores de bienestar po-
blacional, tales como las necesidades 
básicas insatisfechas (NBI) y la po-
breza multidimensional, junto con los 
esfuerzos de la administración local 
dirigidos a construir una estructura 
de gobernanza local que promueva el 
bienestar de la población, siempre y 
cuando los resultados se expresen en la 
mejora en la medición de indicadores.

Fuente: Federación Colombiana de Municipios (2025).

CUADRO 1. 
PROPUESTAS GENERALES FCM PARA LA REGLAMENTACIÓN DEL SGP

CRITERIOS ORIENTADORES DE LA FEDERACIÓN 
COLOMBIANA DE MUNICIPIOS 

PARA LA REGLAMENTACIÓN DEL SISTEMA GENERAL 
DE PARTICIPACIONES

Heterogeneidad
territorial como 
principio de la 

re categorización

Garantizar la 
suficiencia de 

recursos para el 
funcionamiento 

y financiación de 
las competencias 

territoriales

Control de la 
duplicidad en el 
ejercicio de las 
competencias

Incentivos 
a la generación 

de recursos 
propios

Traslado equitativo 
y progresivo 

de competencias 
del nivel nacional 

al territorial
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Propuestas por sector
A partir de los principios orientadores y las 
propuestas generales, se identificaron líneas 
estratégicas diferenciadas por sector que bus-
can mejorar la asignación de competencias 
y el uso de los recursos públicos con base en 
las realidades territoriales. Estas propuestas 
responden tanto a vacíos normativos como a 
limitaciones operativas que enfrentan los mu-
nicipios en sectores clave como educación, 
salud, agua potable y saneamiento básico, y 
las funciones de Propósito General. A conti-
nuación, se presentan brevemente los princi-
pales lineamientos por cada sector:

Educación
▼	 Articular el enfoque territorial del derecho 

humano a la educación con el desarrollo 
y sostenimiento de infraestructura esco-
lar adecuada a condiciones culturales, 
climáticas y demográficas. Esto permitirá 
superar barreras geográficas y mejorar la 
permanencia escolar.

▼	 Fortalecer la etnoeducación y los sistemas 
de transporte escolar, especialmente en 
zonas rurales y de alta dispersión, como 
mecanismos de garantía efectiva del acce-
so a la educación, con pertinencia cultural 
y enfoque diferencial.

Salud
▼	 Garantizar la suficiencia de los recur-

sos requeridos para mantener la in-
fraestructura y las capacidades técni-
cas y tecnológicas, así como el talento 
humano de los hospitales públicos de 
primer nivel que son prestadores úni-
cos de los servicios de salud, a través 
de un aumento del subsidio a la oferta.

▼	 Garantizar los recursos requeridos 
para la ejecución de acciones de salud 
pública orientadas a la detección tem-
prana de enfermedades y la reducción 
de indicadores de morbilidad.

Agua potable 
y saneamiento básico
▼	 Reconocer al municipio como garan-

te del derecho al agua y saneamiento 
básico, dotándolo de competencias 
efectivas para planificar, coordinar y 
supervisar la prestación del servicio.

▼	 Flexibilizar el uso de los recursos sec-
toriales para priorizar soluciones inno-
vadoras y adaptadas al entorno, como 
plantas modulares de potabilización, 
filtros ecológicos o biodigestores para 
comunidades rurales dispersas.

❯❯ La autonomía 
no puede ser 
solo normativa, 
requiere respaldo 
presupuestal 
y capacidades 
institucionales.
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POR PRIMERA VEZ, 
EN DÉCADAS, SE 
ABRE UNA VENTANA 
REAL PARA CORREGIR 
LAS INEQUIDADES 
HISTÓRICAS EN 
LA DISTRIBUCIÓN 
DE RECURSOS Y 
COMPETENCIAS 
ENTRE LA NACIÓN 
Y LAS ENTIDADES 
TERRITORIALES. 

Propósito General
▼	 Aumentar el porcentaje de libre destina-

ción del componente de Propósito Gene-
ral fortaleciendo la autonomía local para 
responder a necesidades prioritarias defi-
nidas por los propios municipios.

▼	 Autorizar el uso de estos recursos para 
financiar funciones estratégicas y actual-
mente desatendidas, como la alimentación 
de población privada de la libertad (PPL), 
el mejoramiento de la convivencia, la aten-
ción humanitaria de población migrante y 
la convivencia comunitaria. Igualmente in-
vertir recursos para el mejoramiento de la 
vivienda rural y vías terciarias.

Conclusiones
La equidad territorial se construye con reglas 
claras e instituciones sólidas. El momento 
actual es una oportunidad para reformar 
estructuralmente la relación entre nación y 
territorios, y para que el Estado colombiano 
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reconozca que, sin municipios fuertes, no es 
posible construir una democracia funcional 
ni una economía inclusiva. 

El rediseño del SGP y la nueva ley de com-
petencias no deben centrarse exclusivamente 
en criterios fiscales: deben ser instrumentos 
de justicia territorial, de fortalecimiento de la 
autonomía local y de reconfiguración del mo-
delo de gobernanza estatal.

La Federación Colombiana de Municipios 
reitera que cualquier reforma debe fortalecer 
el papel de los municipios como garantes del 
desarrollo local y del bienestar ciudadano. 
Para ello, es indispensable que el nuevo mar-
co legal garantice transferencias suficientes, 
establezca reglas claras de corresponsabili-
dad fiscal y promueva un esquema progresivo 
y diferenciado de ejercicio competencial. Solo 
así será posible consolidar un Estado más cer-
cano al ciudadano, justo en la distribución de 
sus recursos y eficaz en la prestación de los 
servicios públicos. EC
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AUNQUE NO FIGURABA DE MANERA PROMI-
NENTE en el programa de gobierno ni en el 
Plan Nacional de Desarrollo del presidente 
Gustavo Petro, la reforma del Sistema Gene-
ral de Participaciones (SGP) puede terminar 
siendo una de las más trascendentales adop-
tadas durante su gobierno. 

El Acto Legislativo 03 de 2024, modifica-
torio de los artículos 356 y 357 de la Consti-
tución, ordena que el SGP —puesto de otro 
modo, las transferencias de recursos del Go-
bierno Nacional a las entidades territoria-
les— crezca “como porcentaje de los ingresos 
corrientes de la nación hasta llegar a ser el 
39,5 %”.  

El mismo acto legislativo prevé que para 
llegar a ese porcentaje, “se tendrá un perio-
do de transición de 12 años”, pero el periodo 
empieza a contar a partir del año siguiente 
en que se expida la ley orgánica que regule 
la materia. Dado que en la actualidad el por-
centaje de participación ronda el 24 %, dicho 
mandato cambia de manera significativa la 
distribución del poder de gasto entre niveles 
de gobierno, en favor de los departamentos y 
los municipios y distritos. 

El Gobierno Nacional debe presentar du-
rante el 2025 el proyecto de ley orgánica, así 
que estamos ante una coyuntura definitoria 
del curso futuro de la descentralización y, por 
lo tanto, de la capacidad del Estado para cum-
plir sus funciones y hacer valer los derechos y, 
en alguna medida, de la suerte de Colombia 
como nación.

Aunque crece el presupuesto para los territorios, 
persiste el vacío sobre quién hará qué y cómo se evitará 

que la desigualdad aumente.

JORGE ARMANDO 
RODRÍGUEZ 
ALARCÓN 

PROFESOR ASOCIADO 
UNIVERSIDAD NACIONAL 

DE COLOMBIA

La separación entre 
competencias y recursos
Es entendible que el debate se haya centrado 
inicialmente sobre las implicaciones de que 
el acto legislativo ordene el crecimiento de 
las transferencias sin haber definido la co-
rrespondiente reasignación de competen-
cias desde el nivel nacional hacia los gobier-
nos departamentales y locales, optando más 
bien por postergar y deferir a una ley esta ta-
rea (Exministros, 2024; González, 2024; Ospi-
na-Tejeiro, et. al., 2024; Observatorio Fiscal, 
2024). Al fin y al cabo, las finanzas públicas 
nacionales atraviesan por una situación crí-
tica y la reforma del SGP pone a la política 
fiscal ante grandes disyuntivas (Observato-
rio Fiscal, 2025; CARF, 2025). 

Múltiples analistas han señalado que lo ló-
gico sería que las competencias y los recursos 
se hubieran definido de manera simultánea, 
armonizándolos entre sí. Tal prescripción 
normativa puede derivarse de varios enfoques 
teóricos, entre ellos el de la elección pública 
y el federalismo fiscal. James Buchanan, por 
ejemplo, argumenta que la separación en el 
proceso legislativo entre las decisiones de 
gasto público y de tributación “tiende a crear 
más incertidumbre (…) fiscal de lo que pa-
rece necesario” y aboga por la corrección de 
este “error”, por una “mayor racionalidad” en 
este campo (Buchanan, 1967, p. 97). De Ver-
non Smith (2003) se deriva una perspectiva 
distinta. El planteamiento de Buchanan se 
inscribiría dentro de un tipo de racionalismo 

DESCENTRALIZACIÓN ASIMÉTRICA Y EL NARCISISMO 
DE LAS PEQUEÑAS DIFERENCIAS

REFORMA DEL SGP
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1	 Agradezco a Jorge Iván González por hacerme caer en cuenta de la influencia de la lógica cartesiana en algunos análisis de la reforma del SGP.

que Smith llama racionalismo constructivis-
ta, proveniente, de acuerdo con el autor, sobre 
todo de Descartes, “quien creía y argumenta-
ba que todas las instituciones sociales que 
merecen la pena eran y debían ser creadas por 
procesos deductivos conscientes” (p. 467). 

Según Smith, sin embargo, “las institucio-
nes humanas y la mayor parte de la toma de 
decisiones no se guían principalmente, si es 
que lo hacen, por el constructivismo”, vale 
decir, por el racionalismo cartesiano (ibid., 
p. 468). Smith propone un enfoque alterna-
tivo para entender el papel de la razón en el 
surgimiento y desarrollo de las instituciones 
económicas al que denomina racionalismo 
ecológico. Aunque algunas puedan en un co-
mienzo emerger de la racionalidad cartesia-
na, nos dice Smith, las instituciones terminan 
desarrollándose por “el ensayo y error” y “los 
procesos evolutivos” (op. cit., p. 500). 

A la luz de este planteamiento, no sería 
anómalo, ni mucho menos, que una reforma 
constitucional como la del SGP, en la que par-
ticipan numerosos actores —órganos del po-
der público nacional (ejecutivo y legislativo) 
y subnacional (entidades territoriales), entre 
otros—, disponga el aumento de las partici-
paciones sin, al mismo tiempo, definir el tras-
lado de competencias a las entidades territo-
riales. Sería algo que está dentro del abanico 
de lo esperable en procesos de elección social 
y acción colectiva. El curso tomado por la re-
forma puede explicarse a partir de allí, acaso 
en términos más positivos que normativos1.

¿Debería por ello abandonarse el empeño 
de mejorar el diseño del SGP? La respuesta 
es, creo yo, negativa. De otra manera, lo ac-
cidental o circunstancial adquiriría —cabe 
suponer— un peso desmedido en la consecu-
ción de objetivos como la universalización de 

❯❯ 967 municipios 
del país están 
encasillados en 
una sola categoría, 
aunque sus 
realidades sean 
completamente 
distintas. 
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la provisión de bienes y servicios esenciales 
como los de salud y educación.  

Vale la pena traer a colación a este respec-
to la caracterización que hace Herbert Simon 
(2001) del “espectro de mecanismos de coordi-
nación en los que se basa cualquier sociedad” 
(p. 31), entre los que se cuentan el mercado y 
las organizaciones. El SGP puede verse como 
un sistema de coordinación que involucra or-
ganizaciones jerárquicas (niveles de gobierno), 
estructuras de interacción (Estado unitario 
descentralizado) y reglas de asignación (tama-
ño y distribución de las transferencias). Aun 
si no puede ser moldeado a la manera en que 
lo haría el individuo racional o el dictador be-
nevolente de la teoría económica neoclásica, 
es un sistema de coordinación que en alguna 
medida significativa se presta para ser diseña-
do con el fin de conseguir objetivos colectivos, 
organizacionales, cuya materialización impli-
ca, de acuerdo con Simon (1964), conseguir 
soluciones satisfactorias, por contraposición 
a óptimas. En este contexto, la idea de tender 
puentes —de moderar la separación— entre 
las decisiones de gasto público y de tributación 
constituye un referente normativo que puede 
ser útil en la toma de decisiones sobre el SGP 
en el mundo real. 

Bemoles de la categorización 
territorial
La adopción de una nueva categorización de 
las entidades territoriales ocupa un lugar des-
tacado entre las propuestas a incorporar en la 
futura ley orgánica de competencias y recur-
sos. Tanto para la Misión de Descentraliza-
ción (2024) como para la Federación Nacional 
de Departamentos (2025), la nueva categori-
zación sería una pieza clave para avanzar ha-
cia una descentralización asimétrica. Como 
argumenta la misión, hay razones para pensar 

que la Constitución permite, “sin mencionarlo 
de manera explícita, un modelo de descentra-
lización asimétrica con la definición de diver-
sos marcos de competencias y recursos” (op. 
cit., p. 38). La FND acoge un punto de vista si-
milar. De hecho, según la Constitución, la ley 
puede “establecer para uno o varios departa-
mentos diversas capacidades y competencias 
de gestión administrativa y fiscal distintas” 
(C.N., art-. 302); en el caso de los municipios, 
puede “señalar distinto régimen para su or-
ganización, gobierno y administración” (C.N., 
art. 320). 

La FND  (2025) argumenta que la catego-
rización actual, estipulada en la Ley 617 de 
2000 y que divide a las entidades territoriales 
según el tamaño de la población y los ingre-
sos corrientes de libre destinación, “no capta 
la diversidad que existe entre los municipios y 
entre los departamentos porque unifica rea-
lidades que son muy diferentes”. “La ley 617 
de 2000”, prosigue la FND, “concentra 967 mu-
nicipios en categoría 6”, de modo que “el 88% 
de los municipios [queda clasificado] en una 
misma casilla, desconociendo la heterogenei-
dad municipal derivada de la geografía y la 
cultura nacional” (op. cit). 

La categorización actual es susceptible 
de ser mejorada. Sin embargo, cierta cautela 
resulta aconsejable frente a la proliferación y 
conformación de categorías, así como al uso 
que se les dé a las mismas. Un primer motivo 
para la cautela puede ilustrarse con el fenó-
meno que Sigmund Freud (2010) denominó 
el narcisismo de las pequeñas diferencias, la 
tendencia de “pueblos cuyos territorios son 
adyacentes, y que por lo demás están estre-
chamente relacionados” (p. 90), a exagerar sus 
diferencias y enfrascarse en contiendas y dis-
putas. Este tipo de narcisismo se situaría en el 
lado opuesto de la homogenización. 

En el sector educación se establece un orden de prioridad 
en el uso de los recursos del SGP por parte de las entidades 
territoriales “privilegiando en primer lugar la financiación de 
docentes y personal, seguido de los insumos clave para la 
permanencia (alimentación, transporte) y la infraestructura”❯
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Hay que tener en cuenta que los 967 mu-
nicipios de categoría 6 tienen todos una po-
blación igual o inferior a 10.000 habitantes y, 
por más y más subdivisiones que se introduz-
can en esta categoría, el hecho de que se trata 
de municipios poblacionalmente pequeños 
todavía permanece. Una buena proporción de 
los municipios de menos de 10.000 habitantes 
está tendiendo a despoblarse y, como conse-
cuencia, a experimentar un proceso de enve-
jecimiento particularmente rápido (Alfonso, 
O., ed., 2024). 

La propuesta de categorización de la 
FND busca constituirse en un modelo para 
la asignación de competencias y recursos. Se 
basa en un Índice de Capacidad-Atractividad 
Territorial (ICAT), construido con variables 
agrupadas en cinco dimensiones: demográfi-
ca, geográfica, social y de capacidades huma-
nas, económica, y fiscal. Como resultado de la 
aplicación del ICAT, los municipios y distritos 
quedarían clasificados en 10 categorías, tres 
más que en la categorización actual. Para el 
caso de los departamentos, la aplicación del 
índice arroja cinco categorías. La idea de que 
la categorización dé cuenta de la capacidad 
de satisfacer “las necesidades de vida de la 
gente” (FND, op. cit., s.p.) luce bien orientada.

Por su parte, la propuesta de nueva ca-
tegorización de la Misión de Descentraliza-
ción emplea dimensiones a primera vista 
similares a las de la FND (v. gr., demográfi-
ca, socioeconómica), pero las variables para 
medir cada dimensión no son siempre las 
mismas (p.ej., el porcentaje de población 
étnica figura en la propuesta de la misión, 
no en la de la FND), y añade una dimensión 
ambiental, muy relevante para Colombia. 
Ello redunda en un escalafón de 8 catego-
rías de municipios, denominadas por su 
característica principal, a saber: Bogotá, 
grandes ciudades, nodos territoriales, In-
termedios, centros urbanos, vocación pri-
maria, prevalencia ambiental y densidad 
étnica (op. cit., pp. 45 y 46). 

Ambas propuestas, la de la FND y la de 
la Misión de Descentralización, logran una 
mayor diferenciación entre entidades terri-
toriales, en especial entre los municipios 
de 10.000 o menos habitantes, frente a la 
categorización actual, excesivamente ho-
mogeneizadora. No obstante, la propuesta 
de la misión, en particular, puede dar lugar 
a ambigüedad en la pertenencia a algunas 
categorías (p.ej., un municipio con preva-
lencia ambiental puede tener al mismo 

Fuente: Federación Colombiana de Municipios (2025).

LA 
DESCENTRALIZACIÓN 
PUEDE IGUALAR 
OPORTUNIDADES… 
O PROFUNDIZAR 
DESIGUALDADES, 
SI NO SE DEFINE 
BIEN QUÉ SIGNIFICA 
‘BRECHA’
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tiempo alta densidad étnica) y convertir en 
vocación lo que es un rasgo socioeconómico 
cambiante (p.ej., vocación primaria). Una al-
ternativa que merece atención es la propues-
ta del DNP (2025) que clasifica los municipios 
en 8 categorías, incorporando una mayor dife-
renciación que bajo la categorización actual, 
producto de combinar un índice de capaci-
dades institucionales y fiscales con otro que 
busca captar el espectro urbano-rural, basado 
en distancias y densidades.

La replicabilidad y transparencia son re-
quisitos exigibles de cualquier metodología 
de categorización que se proponga o adopte. 
En las propuestas de categorización se em-
plean métodos estadísticos tales como las 
‘rupturas naturales -Jenks-’, las k-medianas 
y el método Elbow. Teniendo en cuenta que 
no siempre las partes interesadas en el SGP 
tienen familiaridad y dominio de tal tipo de 
técnicas estadísticas, la metodología por la 
que se opte debería explicarse en forma sufi-
cientemente clara como para que las dudas o 
discrepancias respecto a la categorización es-
tén sujetas a un proceso justo de resolución, 
con miras a minimizar el espacio para las de-
cisiones arbitrarias o políticamente sesgadas.

Algunas asimetrías 
lucen bellas desde lejos
Un segundo motivo para la cautela es que la 
descentralización asimétrica puede conducir 
bien sea a la reducción o a la agudización de 
las desigualdades regionales y locales en el 
desarrollo económico, dependiendo de cómo 
toma cuerpo la asimetría en la fiscalidad y, en 
general, en las relaciones intergubernamenta-
les. Para un país de regiones y con la geografía 
de Colombia, la descentralización es impres-
cindible, pero no todas las asimetrías sirven 
para todos los males. 

Para la FND, la descentralización asi-
métrica consiste en dar “un trato ‘desigual’, 
para lograr igualar a todas las entidades te-
rritoriales” (s.p.). Luce bien hasta ahí, pero 
la aplicación de este enfoque plantea varias 
preguntas cuyas respuestas apenas se insi-
núan o se esbozan de manera genérica en el 
proyecto de ley. ¿Qué principio de equidad 
se seguiría? El principio de equidad vertical, 
que podría ser una buena guía en este con-
texto, no se menciona ni en el documento 
de la FND ni en el de la misión. Esto lleva 
a preguntarse cuáles desigualdades son las 
que se quieren reducir o, para decirlo con 
Sen (1995), ¿se busca la igualdad de qué? Si, 
digamos, a cada una de diez categorías mu-
nicipales y distritales se les asignan distintas 
competencias en materia de educación o sa-
lud, ¿cuál sería el criterio que articularía la 
asignación de recursos del SGP, un papel que 
en el ámbito de la tributación usualmente 
cumple la capacidad de pago? 

Más allá de las declaraciones aspiracio-
nales, convendría explicar cómo el esquema 
de descentralización asimétrica por catego-
rías de entidades territoriales, con las espe-
cificidades que se le atribuyan, conduciría a 
la reducción de las desigualdades aludidas. 
Habría que ahondar en los aspectos proce-
dimentales y de causa-efecto de ese vínculo, 
más considerando que el SGP es uno de los 
principales instrumentos fiscales para inci-
dir sobre las desigualdades territoriales en el 
desarrollo económico y que, por la compleji-
dad del gobierno multiniveles y de la legisla-
ción que lo regula, se puede incurrir en erro-
res serios con facilidad, errores que luego 
son difíciles de revertir. Países como España 
han vivido experiencias aleccionadoras en 
este ámbito. El ensayo y error a veces tiene 
su sesgo hacia el error.

La adopción de una nueva categorización de las 
entidades territoriales ocupa un lugar destacado 
entre las propuestas a incorporar en la futura ley 
orgánica de competencias y recursos.❯
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El Acto Legislativo 03 de 2024 dispuso que 
la ley que defina la destinación de los recursos 
del SGP debe darle “prioridad a los derechos 
y servicios de salud, educación preescolar, 
básica, media y superior, y agua apta para el 
consumo humano y saneamiento básico con 
el fin de cerrar las brechas económicas, sec-
toriales y territoriales”. El cierre de brechas 
en esas varias dimensiones permite interpre-
taciones variadas. Tampoco hay que perder 
de vista que la Constitución propende por la 
universalización progresiva del acceso a tales 
derechos y servicios (C.N., arts. 49 y 356). El 
nuevo acto legislativo le plantea así a la ley el 
reto de darle alcance y compaginar la univer-
salización en cuestión con el cierre de brechas 
económicas, sectoriales y territoriales, dentro 
de un marco organizacional de descentraliza-
ción asimétrica.

Según el proyecto de ley de la FND, el to-
tal de los recursos del SGP se divide en dos 
grandes componentes para efectos de su dis-
tribución entre las entidades territoriales. El 
primer gran componente sería equivalente al 

monto del SGP existente al momento de la 
aprobación de la ley de competencias, incre-
mentado anualmente por la tasa de inflación, 
y en gran medida preservaría la distribución 
observada del mismo entre las entidades te-
rritoriales, con sus virtudes y defectos. Es pro-
bable que ello facilite el acuerdo para la apro-
bación de la ley. 

El segundo gran componente correspon-
dería a los recursos adicionales asignados al 
SGP por el acto legislativo. Este componen-
te se distribuiría “entre los municipios de las 
categorías de la 5 a la 10 y entre los departa-
mentos”, con base en índices de brechas sec-
toriales y territoriales. En el caso de la brecha 
sectorial, puesto que, según el proyecto, entre 
mayor sea el rezago de una entidad territorial 
dada con respecto al máximo logro nacio-
nal, mayores serán los recursos transferidos, 
habría un incentivo (‘perverso’) para mante-
nerse rezagado. Por lo demás, el proyecto del 
FND reconoce, correctamente, que la brecha 
territorial “se puede interpretar de maneras 
diversas”, pero deja abierta la cuestión; es cu-

❯❯ La ley que defina 
la destinación de 
los recursos del 
SGP debe darle 
“prioridad a los 
derechos y servicios 
de salud, educación 
preescolar, básica, 
media y superior, y 
agua apta para el 
consumo humano 
y saneamiento 
básico con el fin de 
cerrar las brechas 
económicas, 
sectoriales y 
territoriales”. 
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❯❯ Para un país 
de regiones y 
con la geografía 
de Colombia, la 
descentralización 
es imprescindible, 
pero no todas las 
asimetrías sirven 
para todos los males.

rioso que la nueva categorización propuesta 
no se use allí para la asignación de recursos.  
El Gobierno Nacional quedaría encargado de 
establecer la metodología para la distribución 
de estos recursos.

Detalles y el reformismo 
por compartimentos
Hay muchos otros temas que la ley de com-
petencias aborda o debe abordar. Solo para 
ilustrar su importancia y complejidad consi-
deremos brevemente aquí un par de casos, 
tomando como referencia el proyecto de ley 
de la FND. Los recursos de Propósito General 
del SGP son cruciales sobre todo para las en-
tidades territoriales pequeñas en población y 
fiscalmente pobres. Hay vaguedad sobre la for-
ma cómo se determina el monto total, el cual 
parece cobrar un carácter residual, una vez 
descontadas las asignaciones para los sectores 
prioritarios (salud, etc.).  La vaguedad es espe-
cialmente cierta en lo atinente a los nuevos 
recursos del SGP. El carácter residual sería pro-
bablemente contraproducente para las entida-
des territoriales beneficiarias, por acentuar la 
incertidumbre acerca de los recursos disponi-
bles y por obstaculizar la planeación de gastos.  

En el sector educación se establece un or-
den de prioridad en el uso de los recursos del 

SGP por parte de las entidades territoriales 
“privilegiando en primer lugar la financia-
ción de docentes y personal, seguido de los 
insumos clave para la permanencia (alimen-
tación, transporte) y la infraestructura”, y 
queda flotando en el aire la cuestión de en 
qué consistiría la autonomía territorial en 
cada uno de estos campos. Si las facultades 
en lo relativo a la contratación, la fijación de 
remuneraciones, los traslados, etc. no se re-
gulan de manera razonablemente coherente 
o coordinada entre niveles de gobierno, las 
obligaciones de gasto pueden con facilidad 
desbordar la disponibilidad de recursos del 
SGP. 

La reforma del SGP tiene conexiones pro-
fundas con otras piezas del marco legal de la 
política económica y social. En esas circuns-
tancias, examinar la reforma de manera aisla-
da, sin considerar las interacciones con la re-
gla fiscal y la reforma al sistema de salud, por 
ejemplo, ofrecería una perspectiva recortada 
o engañosa de sus implicaciones fiscales y 
económicas. La forma de determinar el tama-
ño del SGP como un porcentaje (creciente) de 
los ingresos corrientes de la nación “implica 
que toda reforma tributaria nacional genera 
más gasto”, como observa Ocampo (2024), 
introduciéndole un elemento procíclico a la 
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LA REFORMA 
DEL SGP TIENE 
CONEXIONES 
PROFUNDAS CON 
OTRAS PIEZAS 
DEL MARCO 
LEGAL DE 
LA POLÍTICA 
ECONÓMICA Y 
SOCIAL.
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política fiscal. Tras la activación reciente de 
la cláusula de escape prevista en la Ley 2155 
de 2021, el ajuste que se requeriría si se quie-
re retornar al cumplimiento de las metas 
de la regla fiscal se avizora particularmente 
exigente, con efectos adversos sobre la acti-
vidad económica si aquel se lleva a cabo en 
una etapa contractiva del ciclo. Estaríamos 
en presencia de dos leyes que en algunos 
aspectos riñen entre sí y que pueden tener 
un elevado costo conjunto de cumplimiento. 
Ese sería un costo del reformismo por com-
partimentos estancos y no sería de extrañar 
que ello induzca cambios en la legislación en 
uno o en ambos frentes.

Algo similar ocurre con la reforma al sis-
tema de salud que cursa en el Congreso de 
la República, promovida por el Gobierno 
Petro. El proyecto de ley establece que a la 

Administradora de los Recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud (Adres) 
le corresponde administrar, entre otros, “los 
recursos del Sistema General de Participacio-
nes destinados a salud que pertenecen a las 
entidades territoriales”, a través de un Fondo 
Único Público de Salud y de Fondos Cuenta 
Regionales de Salud. La única mención de la 
Adres que hace el articulado del proyecto de 
ley de la FND se refiere a la creación de un fon-
do de emergencias sanitarias. ¿En qué medida 
son coherentes entre sí estos dos arreglos ins-
titucionales? En particular, ¿cómo se armoni-
zaría, en términos tanto de objetivos como de 
procesos, la centralización en la administra-
ción de los recursos del sistema de salud que 
encarna la ADRES con el fortalecimiento de la 
autonomía territorial que predica la reciente 
reforma constitucional del SGP? EC
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NO MÁS 
CENTRALISMO

LAS REGIONES DE COLOMBIA han padecido el 
centralismo durante buena parte de nuestra 
vida republicana. Sin embargo, nunca lo ha-
bían sufrido tanto como con el actual gobier-
no. Se dirá, en contra de esta afirmación, que 
el Congreso de la República decidió aumentar 
las transferencias a los territorios. Sin embar-
go, hay dos peros: el tiempo que podría tomar 
la aprobación de la ley de competencias, más 
un período de transición de 12 años contados 
a partir del 2027. 

Es decir, no habrá transferencias hasta 
que no se expida una ley de competencias y el 
aumento será gradual a partir del año siguien-
te en que se apruebe esta ley, hasta lograr la 
meta en el 2038; la dependencia del nivel cen-
tral continúa intacta.  

Detengámonos a analizar la palabra 
“transferencias”. ¿Un regalo, un subsidio? Ol-
vidan que la riqueza del país se genera en los 
territorios que lo componen.

Los niveles intermedios de gobierno son 
muy relevantes para una democracia. Infor-
tunadamente en nuestro caso los departa-
mentos, como lo ha reconocido el ex vicepre-
sidente Humberto de la Calle Lombana, en la 
Constitución de 1991 se pasó de largo sobre 
los departamentos y, cuando se dieron cuen-

Mientras los municipios y departamentos asumen cada vez más 
responsabilidades, siguen atados a transferencias restringidas, 

sin autonomía ni poder real de decisión. La reciente reforma al Sistema 
General de Participaciones promete corregir décadas de inequidad 
territorial, pero enfrenta resistencias fiscales, técnicas y políticas. 

ANDRÉS JULIÁN 
RENDÓN CARDONA

GOBERNADOR 
DE ANTIOQUIA

ES HORA DE PENSAR
EN LA VERDADERA AUTONOMÍA 

TERRITORIAL

ta, habían desarrollado todo un cuerpo cons-
titucional al margen de los mismos. Entonces 
dejaron a los departamentos con las rentas 
que traían desde la Constitución de 1886. Son 
las rentas de la colonia que buscan corregir 
comportamientos y externalidades negativas 
y evitar que la sociedad consuma en exceso 
bienes o servicios como los licores, tabacos, 
juegos de suerte y azar y recientemente la ga-
solina y los vehículos. (Gráfico 1).

En la medida en que los ciudadanos habi-
túan sus comportamientos hacia unos com-
portamientos más saludables, más amigables 
con el ambiente, esos ingresos estructuralmen-
te tienden a decrecer, lo que ha dejado a unos 
departamentos, como Antioquia, sin la posi-
bilidad de atender todas las necesidades de 
sus ciudadanos y las exigencias del territorio. 
(Gráfico 2).

En Colombia muchos creen que Antioquia 
es un departamento rico. Y en alguna medida 
es cierto; somos ricos en bondad, en generosi-
dad, en la gente que lo habita, en la exuberan-
te naturaleza y los paisajes maravillosos con 
los que nos privilegió Dios, pero tenemos rea-
lidades regionales de pobreza que nos duelen 
y que yo, como gobernador, trabajo a diario 
para combatir. 
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GRÁFICO 1.
ESTADÍSTICAS DE RECAUDO

GRÁFICO 2.
PROYECCIÓN SGP PRIMARIO, INCREMENTO Y TOTAL. (PESOS DEL 2025) 
2026-2038

Fuente: el autor con base en los documentos citados en la bibliografía.
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En Antioquia, el 90 % de los municipios pertenecen 
a categoría 5 y 6, no tienen capacidad suficiente 
para inversión, sus ingresos de libre destinación 
son reducidos y desde el nivel seccional no pueden 
disminuir desigualdades sociales y económicas 
de su población y el territorio.❯

Es el caso de lo que ocurre en subregiones 
como Urabá y Bajo Cauca, por mencionar dos 
casos, que no distan mucho de los padecimien-
tos que sufren habitantes de otras regiones ol-
vidadas del territorio nacional. Y eso está aso-
ciado a la poca capacidad de respuesta de los 
departamentos, con un agravante que estoy 
seguro se repite en igual sentido en otros de-
partamentos del país, la inmensa dependencia 
de los recursos transferidos por el Sistema Ge-
neral de Participaciones (SGP). 

Incluso, 28 departamentos, quiere decir el 
87,5 % del país, dependen de los recursos que 
gira el Gobierno Nacional para suplir necesida-
des básicas en salud, educación y una mínima 
parte en agua potable y saneamiento básico. 
(Gráfico 3).

GRÁFICO 3.
RECURSOS QUE GIRA EL GOBIERNO NACIONAL

En Antioquia, el 90 % de los municipios 
pertenecen a categoría 5 y 6, no tienen capa-
cidad suficiente para inversión, sus ingresos 
de libre destinación son reducidos y desde 
el nivel seccional no pueden disminuir des-
igualdades sociales y económicas de su po-
blación y el territorio.

El camino a la verdadera 
descentralización
Un grupo de ciudadanos promueve un refe-
rendo que busca reformar el artículo 298 de 
la Constitución, al que se le adicionaría lo si-
guiente: “Sólo los departamentos y el Distrito 
Capital podrán gravar la renta y el patrimonio 
de las personas naturales y jurídicas que allí 
residan. El recaudo de estos impuestos será 
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de propiedad exclusiva de ellos en su con-
junto. Su distribución se hará atendiendo a 
los principios de coordinación, concurrencia, 
subsidiariedad, equidad social, solidaridad 
territorial, eficiencia y demás criterios que es-
tablezca la ley”. 

El proyecto de referendo que busca mo-
dificar ese artículo, para que los tributos de 
renta y patrimonio se queden en los departa-
mentos y el Distrito Capital, representa la ver-
dadera autonomía fiscal territorial. Además, 
profundiza la descentralización –promesa 
incumplida de la Constitución Política del 
91– siguiendo principios de solidaridad terri-
torial, equidad social, concurrencia, subsidia-
riedad y eficiencia, entre otros.

La propiedad de estos tributos será de los 
33 entes territoriales de manera conjunta y 
colectiva. Esto garantizaría que todos pudie-
ran mejorar significativamente la asignación 
que hoy reciben a través del Sistema General 
de Participaciones. Las regiones serían pro-
pietarias de los tributos pero no se quedarán 
con la totalidad de los ingresos que allí se 
generen.

Por ejemplo, las personas naturales y jurí-
dicas de Antioquia le aportaron en el 2024, más 
de $40 billones a la Dian por concepto de renta; 
las de Bogotá cerca de los $70 billones. Con el 

referendo en marcha recibirían no menos de 
$10 billones. La reglamentación del referendo 
–que no debería tomar más de dos años– y de 
las mal llamadas ‘transferencias’ comparten un 
efecto positivo: eliminar el derroche en el nivel 
central. (Gráfico 4).

GRÁFICO 4.
APORTES A LOS ICN Y TRANSFERENCIAS

❯❯ Urabá y Bajo Cauca 
claman por inversión 
real: el centralismo dejó 
un vacío social que los 
territorios no pueden 
llenar solos. 
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Fuente: el autor con base en los documentos citados en la bibliografía.
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GRÁFICO 5.
INGRESOS POR REFERENDO

En la actualidad, casi el 90 % de los depar-
tamentos del país, si no fuera por las transfe-
rencias, no tendrían manera de sobrevivir, lo 
que debilita el desarrollo regional y contradice 
el espíritu descentralizador de la Carta Mag-
na. Debemos priorizar las necesidades reales 
de las regiones, teniendo en cuenta que el 87 
% de los municipios son de categoría sexta y 
dependen casi exclusivamente de las transfe-
rencias nacionales, las cuales, como hemos 
dicho, siguen bajo control centralista del Go-
bierno Nacional.

Esta determinación no quebrará al Go-
bierno Nacional, como dicen algunos, pues 
terminará quedándose solo con los bienes 
públicos de vocación nacional: seguridad y 
defensa; relaciones internacionales; justicia; 
el manejo de la macroeconomía, entre otros. 
Según los cálculos preliminares que hemos 
hecho, encontramos que el impacto fiscal 
para la nación no sería superior al 1 % del PIB, 
que es algo absolutamente manejable para 
cualquier ministro de Hacienda. En los demás 
frentes, desde el territorio, los departamentos 
y municipios lo haremos mucho mejor. 

Basta con preguntarnos: ¿qué evidencia 
existe sobre el avance de las regiones con el 
actual sistema centralizador? ¿Qué testimo-
nio sobre esto tienen Chocó, San Andrés o Vi-
chada? Basta visitar en Antioquia, las subre-

28 departamentos, quiere decir el 87,5 % del país, 
dependen de los recursos que gira el Gobierno Nacional 
para suplir necesidades básicas en salud, educación 
y una mínima parte en agua potable y saneamiento básico.❯

Sin embargo, tenemos departamentos en 
los que su aporte al impuesto de renta es me-
nor, pero con el principio de solidaridad terri-
torial, el recurso recibido teniendo el referendo 
sería superior para atender las necesidades de 
su territorio. (Gráfico 5).
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giones que ya mencioné, Urabá y Bajo Cauca, 
para ver los vacíos que ha generado el centra-
lismo. No hay que enmarcar todos los debates 
en una concepción ideológica de clases: los 
colombianos nos queremos y nos respetamos 
todos, sin distingo de nuestro origen regional.

En resumen, la propuesta busca que los 
tributos de renta y patrimonio, en lugar de 
ir a engrosar las arcas y los excesos del nivel 
central, en burocracia y gastos de funciona-
miento, se queden resolviendo los dolores y 
necesidades de los departamentos y el Distri-
to Capital. 

De acuerdo con datos que tenemos en 
Planeación Departamental, basado en infor-
mes del Departamento Nacional de Planea-
ción,(DNP) los departamentos hemos deja-
do de recibir más de 500 billones de pesos 
en transferencias desde el año 2001, debido 
a los actos legislativos 01 de 2001 y 04 de 
2007, lo que evidencia el incumplimiento del 
principio constitucional de autonomía terri-
torial y descentralización establecido en el 
Artículo 1° de la Constitución Política, que 
exige equilibrio entre el Estado unitario y la 
autonomía regional.

La ruta que sigue
Luego de que la Registraduría Nacional del 
Estado Civil revisara y avalara las firmas que 
recogió ese grupo de ciudadanos, el proyec-
to de referendo de autonomía fiscal está en 
manos del Congreso de la República para tra-
mitar una ley que será revisada por la Corte 
Constitucional. La Comisión de Ordenamien-
to Territorial del Senado de la República inició 
este año el proceso de sensibilización sobre el 
referendo. 

Si el proyecto supera los cuatro debates 
requeridos en el Senado, se expedirá una ley 
ordinaria que debe revisar la Corte Constitu-
cional. Una vez aprobada, se convocará a un 
referendo para que los colombianos decidan 
si respaldan la autonomía fiscal de los depar-
tamentos.

De ser refrendado por la ciudadanía y pos-
teriormente sancionado por la Presidencia de 
la República, se establecerían nuevos crite-
rios de distribución de recursos, garantizando 
inversión en las regiones que más lo necesi-
tan, incluso en los ejercicios de distribución 
hemos incluido criterios de igualación fiscal, 
prevalencia ambiental y étnica, poblacionales 

❯❯ Antioquia 
aportó más de $40 
billones en renta 
en 2024, pero solo 
recibe migajas del 
presupuesto central. 
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y de desarrollo económico, con el fin de que 
los departamentos con menos competen-
cia fiscal puedan acceder a recursos por los 
atributos ambientales y poblacionales que 
les pertenecen. (Gráfico 6).

La autonomía fiscal no es un capricho 
ni una amenaza, es una oportunidad y es la 
llave para tener un país más fuerte, equita-
tivo y democrático. El desarrollo de Colom-
bia está lejos de lograrse por la estructura 
centralizada del Gobierno Nacional. 

Un ejemplo claro de esta visión centra-
lista es la reciente resolución del ministe-
rio de Agricultura que pretende dictar qué 
deben cultivar los campesinos del Suroes-
te antioqueño, que es una región con una 

Las personas naturales y jurídicas de Antioquia le 
aportaron en el 2024, más de $40 billones a la Dian 
por concepto de renta; las de Bogotá cerca de los 
$70 billones. Con el referendo en marcha recibirían 
no menos de $10 billones.❯

vocación naturalmente cafetera, turística, 
agropecuaria y minera. Este tipo de decisio-
nes, lejos de impulsar el desarrollo, socavan 
la autonomía de las comunidades, descono-
cen las regiones y desprecian el conocimiento 
ancestral y técnico que ellas tienen sobre sus 
territorios. 

La discusión sobre seguridad y soberanía 
alimentaria debe basarse en hechos, pues 
para  detonar la producción agropecuaria no 
basta con  definir polígonos y usurpar la au-
tonomía territorial. Y es inaceptable que las 
decisiones de orden fiscal, económico y social 
sigan siendo tomadas por quienes no com-
prenden ni conocen las necesidades y poten-
cialidades de las regiones. 

GRÁFICO 6.
CRITERIOS DE DISTRIBUCIÓN DE RECURSOS
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Fuente: el autor con base en los documentos citados en la bibliografía.
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❯❯ “La propuesta 
busca que los 
tributos de renta y 
patrimonio, en lugar 
de ir a engrosar las 
arcas y los excesos 
del nivel central, 
en burocracia 
y gastos de 
funcionamiento, se 
queden resolviendo 
los dolores y 

necesidades de los 
departamentos”.

personas y los territorios.  Entre nosotros y 
en relación con  nuestro nivel de desarrollo, 
según los datos de la Ocde, la  inequidad no se 
corrige después de ingresos y gastos, pues la 
capacidad de reparto desde el Gobierno cen-
tral le ha quedado mal hecha desde los inicios 
de nuestra vida republicana.

Queremos que este cambio le entregue 
esa posibilidad de reparto a los departamen-
tos porque conocen mejor el territorio, a sus 
habitantes y podrán proveer mejores solu-
ciones a las problemáticas que hoy día se en-
frentan. Nuestra insistencia es una: no más 
centralismo derrochador, acabemos con ese 
yugo. Es hora de lograr la verdadera autono-
mía territorial. 

¡Que los recursos que se generan en las re-
giones, se queden en las regiones!. EC

Decisión con proyección de futuro
Las bondades de este cambio serán muchas, 
pero quiero concentrarme solamente en dos. 
Una que esbozan permanentemente los poli-
tólogos y es la posibilidad de establecer una 
mejor relación entre el nivel y la capacidad de 
comunicación de los ciudadanos y el desarro-
llo que en sus territorios se provee. Cuando 
los ciudadanos sienten que desde el nivel de 
desarrollo, los bienes y los servicios públicos 
que se ofertan en su territorio no se financian 
fruto de su esfuerzo, se cuidan de elegir mejor 
a sus gobernantes y los niveles de corrupción, 
según la evidencia empírica, son menores. 

De otro lado, desde el punto de vista eco-
nómico, a mí como economista me gusta la 
competencia y quisiera ver también a los 
departamentos en las regiones de Colombia 
manejando las bases gravables, las tarifas de 
renta y patrimonio y compitiendo entre ellos 
por atraer personas, por atraer empresas, in-
versión y riqueza como acontece en otras la-
titudes. 

Es muy importante destacar que los paí-
ses que más fácilmente han sobrevivido a 
regímenes populistas son aquellos que tie-
nen una federación constituida o unas auto-
nomías bastante bien definidas. Si en el nivel 
central se tiene como consecuencia del re-
sultado electoral una definición política, esa 
definición no es absoluta para todos los rin-
cones de ese país o de esa nación, porque hay 
suficiente autonomía en las regiones. 

Nosotros con este cambio hemos avizo-
rado que los 32 departamentos y el Distrito 
Capital mejorarían sus ingresos y la gran ma-
yoría prácticamente duplicarían sus ingresos, 
comparando ese ingreso potencial futuro res-
pecto a lo que hoy reciben a través del Siste-
ma General de Participaciones. Los tributos 
existen para equiparar condiciones entre las 
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EN DICIEMBRE DE 2024 se aprobó un proyec-
to de reforma constitucional que modifica la 
descentralización administrativa del país. La 
forma y el origen de la propuesta fue atípica 
si se compara con todas las reformas que se 
han hecho desde 1965 y fue tan distinta que el 
Gobierno Nacional Central (GNC), que debía 
ser el más interesado, entró de lleno a la dis-
cusión casi que al final del trámite legislativo.

Pese a este hecho, es pertinente ver el 
Acto Legislativo 03 de 2024 como una oportu-
nidad de mejorar el proceso, en especial, en la 
eliminación de la duplicidad de funciones, re-
forzar las reglas fiscales y ganar en estabilidad 
en las finanzas públicas. Esta tarea queda en 
las manos del GNC, en su eficiencia y eficacia 
para diseñar una propuesta de ley orgánica y 
en saberla defender en el Congreso de la Re-
pública. Al fin y al cabo, la determinación de 
funciones y competencias y su financiamien-
to es una decisión eminentemente política, 
pero con efectos económicos que se deben 
regular para evitar problemas futuros. 

Antecedentes y lecciones 
de la experiencia
La descentralización administrativa en Colom-
bia empezó en el período 1965-1968 como un 
proceso típico de desconcentración. Esa fue 
la etapa departamentalista del proceso, que 
surgió de la expansión de la economía, el creci-
miento de la población y de la creciente urba-

La nueva reforma al sistema de transferencias aumenta el flujo de recursos 
hacia los territorios, pero sin una estructura técnica clara, podría revivir viejas 

tensiones fiscales y perpetuar los errores del pasado.
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EXTERNADO DE COLOMBIA

nización que le exigió a la clase política central 
de la época reacomodar su poder para ganar 
en eficiencia y responder a los requerimientos 
y reivindicaciones del desarrollo social. 

Con el objetivo de ganar eficiencia en la 
prestación de los servicios gubernamentales, 
el GNC delegó una parte de sus funciones a 
los gobiernos departamentales centrales 
(GDC) por intermedio de contratos interad-
ministrativos, sin entregar nada de la titula-
ridad de las competencias a los gobiernos 
subnacionales y locales, y mucho menos el 
poder político. 

En la siguiente fase del proceso, 1969-
1985, la clase política acordó mantener la cen-
tralización política e implantar una descen-
tralización administrativa (Eastman, 1981). 
Delegaron funciones y entregaron recursos 
financieros a los GDC y a los gobiernos muni-
cipales centrales (GMC)1 para que los gestio-
naran directamente. Ahí empezó la fase mu-
nicipalista que permanece hasta el presente. 

Para proveer los recursos crearon y pusie-
ron en operación el situado fiscal y un conjun-
to de transferencias intergubernamentales, 
muchas de ellas sin asignarles una finalidad, 
lo cual dió origen a lo que la Misión de las 
Finanzas Intergubernamentales llamó el ‘la-
berinto de las transferencias interguberna-
mentales’ para expresar la pérdida de control 
sobre las finanzas públicas por parte del GNC 
(Wiesner-Bird, 1981). 

1	 Decreto No. 2274 de 1978 y Decreto No. 2275 de 1978.

LA DESCENTRALIZACIÓN
¿UN RETORNO A LA TENSIÓN 
DE LAS FINANZAS PÚBLICAS?
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2	 Un porcentaje se repartía en alícuotas entre los municipios y el Distrito Especial –como era creciente, empezó con 25,8 % en 1986 y a 
partir de 1992 el 28,5 %– y el restante se distribuía entre municipios con menos de 100.000 habitantes de acuerdo con la población y 
el esfuerzo fiscal (Ley 12 de 1986, art. 3 y 4).

Allí se asignaron transferencias sin eva-
luar las competencias entre los niveles de 
gobierno, sin determinar su capacidad de 
gestión, sin una fórmula de distribución que 
incorporara el esfuerzo fiscal de los GDC y de 
los GMC. Desde luego, el poder político regio-
nal no estaba interesado en que existiera un 
sistema de transferencias bien organizado, 
pues esa asimetría de información les gene-
raba réditos.

La tercera fase se inició con la Ley 12 de 
1986 y llega hasta 2025. Esa ley aumentó pro-
gresivamente la cesión2 de un aparte del re-
cién creado impuesto al valor agregado (IVA) 
a los municipios y a Bogotá D.E., hasta alcan-
zar el 50 % del recaudo, y autorizó al GNC 
para reformar, fusionar y liquidar entidades 
nacionales o asignarlas a los GMC. Para de-
terminar la participación de cada municipio 

la ley obligaba a calcular el esfuerzo fiscal con 
el impuesto predial. 

En 1986 se creó una cesta de gasto y 
competencias, pues el 25,8 % de esas trans-
ferencias eran para gasto en funcionamien-
to e inversión y la ley le asignó a la parte de 
inversión la finalidad de financiar los gastos 
en acueductos y alcantarillados; tratamiento 
y disposición final de basuras; construcción, 
pavimentación y remodelación de calles y ca-
minos vecinales y veredales; planteles educa-
tivos, puestos de salud y ancianatos, plazas de 
mercado; instalaciones deportivas y parques; 
extensión de la red de electrificación; entre 
otros gastos. Esa cesta no fue imperativa pues 
la ley dejó abierta la disposición al decir “po-
drá destinarse a…” (Ley 12 de 1986, art. 7).

Con las reformas constitucionales de 2001 
y 2007 se cambió el sistema de transferencias 

❯❯ ...se asignaron 
transferencias 
sin evaluar las 
competencias 
entre los niveles 
de gobierno, sin 
determinar su 
capacidad de gestión, 
sin una fórmula 
de distribución 
que incorporara el 
esfuerzo fiscal de los 
GDC y de los GMC. 
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46,5 % ES EL 
PORCENTAJE DE 
LOS INGRESOS 
CORRIENTES DE LA 
NACIÓN QUE, SEGÚN 
LA PROPUESTA 
ORIGINAL, DEBÍAN 
DESTINARSE AL 
SISTEMA GENERAL 
DE PARTICIPACIONES 
A PARTIR DE 2034.

con la implantación del Sistema General de 
participaciones (SGP). Se mantuvo y reforzó 
la cesta de gasto y competencias y el cambio 
consistió en suprimir la participación de los 
municipios en los ingresos corrientes de la 
nación y el situado fiscal con la creación de 
una bolsa única, el SGP, y así se acogió una 
parte de las recomendaciones de la Comisión 
de Racionalización del Gasto (1997 A). Ade-
más, le dio estabilidad al flujo al disminuir la 
varianza al incorporar en la fórmula el pro-
medio móvil de la variación de los ingresos 
corrientes de la nación, es decir, disminuir la 
transmisión del ciclo de ingresos del GNC a 
los GDC y GMC.

A lo largo de esta fase municipalista se 
entregaron recursos financieros efectivos y 
se asignaron funciones y competencias con 
carácter nominal pues en la práctica siem-
pre se mantuvo la duplicidad del gasto y el 
esfuerzo fiscal no opera de manera eficiente 
y eficaz (Comisión del Gasto Público, 1987; y 
Comisión de Racionalización del Gasto y de 
las Finanzas Públicas, 1997). 

Hasta 2025 la cuantificación de la distri-
bución de recursos se hace con base en la po-
blación, la cantidad de personas en pobreza3  

y una fórmula de esfuerzo fiscal que técnica-
mente no mide realmente el esfuerzo, y no se 
consideran otras variables económicas que 
permitiría una clasificación más eficiente en-
tre los municipios. 

La razón para mantener aún hoy la du-
plicidad del gasto no es de tipo económico, 
es de carácter político. La desaparición del 
bipartidismo hacia los ochenta con la explo-
sión de empresas políticas derivadas de la 
descentralización política de 1986, y la apa-
rición del batallón de contratistas que brotó 
con las reformas de 1992-1995 a las funciones, 
la estructura y la organización estatal, se crea-
ron intereses pecuniarios y un juego de poder 
político que, al desarrollarse en un gobierno 
unitario y presidencialista, condujo a que la 
aprobación de la agenda legislativa del GNC 
dependiera de la capacidad de asignar recur-
sos presupuestales en las entidades naciona-
les para ser ejecutados en los departamentos 
y municipios4. 

Por su parte, los alcaldes no utilizaron a 
los GDC para acceder a las instancias nacio-
nales y optaron por negociar directamente 
con el GNC recursos por fuera de transferen-
cias para financiar gastos en sus localidades 
sin necesidad de aumentar su esfuerzo local. 

En la operación del sistema no se trata 
de mirar si los GDC y los GMC tienen o no 
la capacidad para ejecutar y administrar las 
funciones que se le asignaron, como tampo-
co que el GNC vigile, inspeccione y controle 
a los otros niveles de gobierno (lógica de la 
Carta Magna en 1991), y mucho menos que la 
asignación de los recursos se hagan con base 
en los costos; de lo que se trata es de analizar 
cómo se mantiene el poder político de coali-
ciones y de intereses rentistas de naturaleza 
nacional y regional.

La oportunidad 
del momento político
La Federación de Nacional de Departamen-
tos (FND), la Asociación Colombiana de Ciu-
dades Capitales (Asocapitales), la Federación 
Colombiana de Municipios (Fedemunicipios) 
y un conjunto de congresistas vieron la opor-
tunidad y aprovecharon un momento político 
para presentar un proyecto de acto legislativo 
con el objetivo de obtener mayor autonomía 
territorial. 

El momento fue oportuno porque en más 
de medio siglo el GNC siempre tuvo el control 
sobre estos proyectos de ley o los proyectos 
de actos legislativos que pretendían reformar 
el sistema de transferencias. Lo hacía por el 
conocimiento de los objetivos de los poderes 
políticos regionales fuertes: acaparar el máxi-
mo de recursos nacionales sin pensar en las 
regiones más débiles, y su interés por el gasto 
para mantener las adhesiones políticas sin 
ninguna consideración por la eficiencia y la 
estabilidad macrofiscal.

En esta ocasión el GNC les dejó una ven-
tana de oportunidad porque concentró sus 
esfuerzos en alcanzar la aprobación de las 
reformas laboral y al sistema de seguridad 
social en pensiones y salud, las que considera 
como el núcleo del cambio social que había 
propuesto al electorado. En el Senado y la Cá-

3	 En las leyes, empezando por la Constitución Política, la pobreza se determina por las necesidades básicas insatisfechas, 
	 no por la pobreza monetaria ni la pobreza multidimensional.
4	 Por ejemplo, el gasto del Presupuesto General de la Nación que se le asigna a las universidades departamentales 
	 las que, por definición, son administradas por el gobernador y la clase política que  lo acompaña.
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mara se creó una fuerte oposición a esos pro-
yectos que le desgastaron energía al Gobierno 
y, además, en la legislatura 2023-2024 empezó 
la fractura de la coalición que luego pasó a un 
distanciamiento entre una parte significati-
va del Congreso y el Gobierno. Fue frecuente 
ver al presidente del Senado hablando de la 
descentralización en todos los medios y blo-
queando los proyectos de ley del Gobierno. 

Ello  le exigió al GNC aumentar su activi-
dad en las cámaras y ante la resistencia optó 
en 2024 por proponer una consulta popu-
lar y cambió a los ministros del Interior y de 
Hacienda y Crédito Público. El resultado fue 
la pérdida de la visión de conjunto sobre la 
agenda legislativa en lo referente a los temas 
cruciales y con fuerte impacto fiscal y econó-
mico de largo plazo. En la primera vuelta el 
MHCP se limitó a dar concepto favorable y 
en el segundo debate de la Comisión Prime-
ra el senador ponente manifestó: “A la fecha 
[26 de abril de 2024] de la elaboración de la 
presente ponencia no se ha recibido ningún 
concepto para el Proyecto de Acto Legislativo 
018 de 2024 Senado” (Congreso de la Repúbli-
ca, 2024B, pág. 11)

La poca importancia que el Gobierno 
atribuyó al proyecto de reforma constitucio-
nal en la primera vuelta y su débil capacidad 
de negociación en el legislativo les otorgó a 
los congresistas y a la Federación Nacional 
de Departamentos una ventaja importante, 
la que escasamente redujo cuando, a partir 
de la segunda vuelta, los ministros del Inte-
rior y de Hacienda y Crédito Público advirtie-
ron las implicaciones del tema. 

En el informe de ponencia para primer 
debate en el Senado apenas se propusieron 
unos cambios insustanciales (Congreso de la 
República, 2024A), en el segundo se realiza-
ron y aprobaron proposiciones sin cambiar 
los elementos sustantivos del proyecto, pese 
a que algunos congresistas propusieron fór-
mulas menos radicales (Congreso de la Re-
pública, 2024B). En el debate de la Cámara 
los delegados del DNP y del MHCP se limita-
ron a indicar el crecimiento que había tenido 
el SGP y que había necesidad de una mesa 
técnica (Congreso de la República, 2024C).

La FND, Asocapitales, Fedemunicipios 
y los congresistas que lideraron el proceso 
de reforma no tuvieron en cuenta las ense-

❯❯ En el proyecto se 
incorporaron temas 
tradicionales como 
la delimitación de 
las competencias, 
suprimir la duplicidad 
de funciones, y 
usar los recursos 
en los gastos 
tradicionales de 
salud, educación –
excepto la superior–, 
agua potable y 
saneamiento básico.
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ñanzas que dejaron las fases anteriores y los 
delegados del Gobierno no mostraron cono-
cimiento de ellas. Los legisladores pensaron 
en recuperar lo que perdieron en el cambio 
al SGP sin entender que la descentralización 
administrativa es un proceso que requiere 
planeación y programación integral admi-
nistrativa y presupuestal, incorporando en el 
examen la situación concreta de las finanzas 
públicas, la coherencia de la descentraliza-
ción con toda la organización y operación 
del Estado y la función de estabilización ma-
croeconómica del GNC. Les pareció natural y 
sin consecuencias económicas y financieras 
proponer una meta inicial de transferencias a 
los GDC y GMC de un 46,5 % de los ingresos 
de la nación a partir de 2034, sin considerar la 
situación financiera de partida.

La modificación y la ley estatutaria
El proyecto de Acto Legislativo 18 Senado y 
437 Cámara de 2024 tuvieron su origen en el 
Congreso y el objetivo de la FND, Asocapita-
les, Fedemunicipios y de los congresistas que 
firmaron la presentación, de acuerdo con la 
exposición de motivos, era fortalecer la auto-
nomía territorial y revertir la centralización 
que se generó con los actos legislativos 1 de 
2001 y 4 de 2007. 

El instrumento para dicha reversión es 
aumentar el flujo de dinero pues se persigue 
que el SGP alcance como mínimo el 46,5 % 
de los ingresos de la nación a partir de 2034. 
Según los cálculos que ellos realizaron, sin las 
reformas de 2002 y 2007, esto es, dando conti-
nuidad al situado fiscal, en 2022 los GDC y los 
GMC hubieran recibido $238 billones, pero el 
cambio al SGP les indica que en ese año reci-
bieron $48 billones, lo que les da la conocida 
cifra de un 20 % y una ‘perdida’ de más de 26 
puntos porcentuales con respecto a la redac-

ción original de la Constitución Política de 
1991 (Congreso 2024, pág. 3).

En consecuencia, propusieron redefinir 
la distribución de las competencias para al-
canzar la descentralización y la autonomía 
territorial y “se respeten los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad” 
(Congreso 2024, pág. 4). Para reducir la pereza 
fiscal territorial plantearon que la distribu-
ción de los recursos se debe hacer teniendo 
en cuenta los ingresos propios. Y para evitar 
la fama de mal uso de los recursos públicos 
introdujeron una imagen de control con la in-
corporación de un inciso donde se dice que se 
definirá una estrategia de monitoreo y segui-
miento integral al gasto y que el SGP operará 
en un modelo de gobierno abierto para asegu-
rar la transparencia.

En el proyecto se incorporaron temas 
tradicionales como la delimitación de las 
competencias, suprimir la duplicidad de fun-
ciones, y usar los recursos en los gastos tra-
dicionales de salud, educación –excepto la 
superior–, agua potable y saneamiento básico 
y se solicita la presentación de un proyecto de 
ley ordinaria para regular la organización y 
funcionamiento del SGP.

Una vez el GNC se percató de los posi-
bles impactos de dicha reforma comenzó a 
participar en las discusiones del Congreso y 
trató de influir en fijar las condiciones para 
aumentar el flujo de caja hacia los gobiernos 
subnacionales y locales. El texto final, el Acto 
Legislativo 03 de 2024, modificó la propuesta 
inicial así:
▼	 En la modificación aprobada del artículo 

356 se exige una ley orgánica para fijar las 
competencias de los diferentes niveles de 
gobierno y para ajustar la estructura de la 
administración pública evitando la dupli-
cidad de funciones.

Es pertinente ver el Acto Legislativo 03 de 2024 como 
una oportunidad de mejorar el proceso, en especial, en la 
eliminación de la duplicidad de funciones, reforzar las reglas 
fiscales y ganar en estabilidad en las finanzas públicas.❯
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▼	 Se le asignan al MHCP y al DNP funcio-
nes de monitoreo, seguimiento y control 
y presentación de un informe semestral al 
Congreso.

▼	 Se asigna a la Contraloría General de la 
República el seguimiento a los gastos, lo 
que la hace prevalente frente a las contra-
lorías territoriales en la vigilancia y con-
trol fiscal al SGP.

▼	 Se redefinieron los fines de la organiza-
ción y funcionamiento del SGP y se agregó 
un fin para un total de siete.

▼	 En el artículo 357 se disminuyó el porcen-
taje de crecimiento del SGP en los ingre-
sos corrientes de la nación: pasó de 46,5 
% a partir de 2035 que tenía la propuesta 
a un 39,5 % durante un período de 12 años 
contados a partir del siguiente al que se 
expida la ley orgánica, y en todo caso no 
podrá iniciar antes de 2027. El incremento 
anual será la duodécima parte de la dife-
rencia entre el 39,5 % y el porcentaje de los 
ingresos corrientes de la nación del año de 
entrada de vigencia de la ley orgánica de 
competencias.

▼	 No se incluyeron los porcentajes de dis-
tribución de recursos del SGP que tenía el 
proyecto y ello se dejó como tema para la 
ley orgánica.

En esta reforma constitucional se prolon-
ga el enfoque de gobierno unitario con des-
concentración de funciones, no se reforma 
ningún artículo que ponga en entredicho la 
tutela del GNC y se está lejos de un cambio 
en la definición de tipo de gobierno. Tampoco 
se altera el ordenamiento jurídico ni se con-
cede autonomía para modificar los tributos y 
disponer libremente de ellos para asignarlos a 
los gastos que el poder político regional con-
sidere como preferentes.

Ahora la autonomía se limita a una deli-
mitación y a la financiación de las competen-
cias. El GNC tiene la gran oportunidad de pre-
sentar una ley orgánica que evite problemas 
fiscales nacionales y territoriales, asegure la 
estabilidad económica a la nación y aprove-
che la experiencia acumulada. Al respecto es 
importante tener presente un conjunto de 
elementos cardinales:

A)	 Ajustar la estructura de la administra-
ción, asignar las competencias y evitar la 
duplicidad de funciones requiere que el 
GNC, en la redacción del proyecto de ley 
orgánica que presentará al Congreso, le 
dé un alcance bien delimitado a las fun-
ciones y competencias y la haga compa-
tible con un conjunto de normatividad 
vigente en varios sectores. 

	 A manera de ejemplo, piénsese que el 
nuevo artículo 356 le impone como 
objetivo a la ley que regulará el SGP “el 
cierre de brechas sociales, económicas e 
institucionales entre territorios” (Cons-
titución Política de Colombia, 1991, art. 
356), que, entre otras cosas, significa dis-
minuir la pobreza y dar protección so-
cial a la vejez, tema que se incorpora en 
el primer fin que la Constitución le pide 
a la futura ley. 

	 En esos dos temas están involucradas 
las normas que respaldan funciones y 
programas del Departamento Adminis-
trativo de Prosperidad Social, el ICBF, 
el Ministerio de Educación Nacional, el 

❯❯ Si se toma 
en serio la frase 
“teniendo en 
cuenta los ingresos 
propios”, el proyecto 
de ley tendría que 
incorporar, para 
el caso de los 
municipios, una 
fórmula con un 
peso específico 
mayor el impuesto 
predial unificado 
y el cumplimiento 
de la actualización 
catastral cada 
cinco años como 
lo estipula la norma 
vigente.
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El éxito de la reforma y de la ley orgánica está en que 
el presidencialismo y el caudillismo renuncien a mantener 
el gasto público como fuente de su poder político, requisito 
básico para eliminar la duplicidad de funciones y gasto, 
el mal eterno de la descentralización colombiana.❯

Ministerio de Salud y Protección Social, 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Terri-
torio, el Ministerio de Trabajo, entre los 
más importantes. Al reformular las com-
petencias de estas entidades se debería 
programar el traspaso de funciones.

	 La protección social a la vejez ya está in-
corporada en la Ley 2381 de 2024, recién 
devuelta por la Corte Constitucional al 
Congreso para que subsane un vicio de 
procedimiento. En caso de aprobación y 
declaratoria de exequibilidad, el trabajo 
de compatibilización de funciones con 
Colpensiones y del flujo de recursos con 
la Adres es un tema operativo relevante 
y delicado en el que se tiene que buscar 
eficiencias a escala.

	 Por último, la brecha entre municipios y 
entre departamentos requiere de un cri-
terio de clasificación diferente a los que 
actualmente permiten obtener las cate-
gorías de las entidades territoriales (Ley 
617 de 2.000). La exigencia de cierre de 
brechas económicas tiene que tomar en 
cuenta la dinámica regional y urbana, 
así como las estructuras productivas que 
inducen diferencias significativas entre 
municipios, incluso dentro de un mismo 
departamento. Un punto de partida para 
el análisis técnico puede ser la propuesta 
de proyecto de ley de la FND (2025).

B)	 La delimitación de funciones y compe-
tencias debe tener como principio rector 
que una competencia se le asigna al nivel 
de gobierno que permite tener un tama-
ño de escala que hace que el servicio se 
preste de manera eficiente y eficaz, pon-
derando por la capacidad administrativa 
y fiscal. Este principio busca que se man-
tenga un equilibrio presupuestal nacio-

nal, subnacional y local sin deteriorar la 
prestación de los servicios a la población. 
Para empezar, quedan excluidas de los 
niveles locales las funciones de defensa, 
justicia, estadística nacional, catastro y 
regulación económica.

C)	 El diseño de la cesta de gasto y competen-
cias puede partir de lo que dispone la Ley 
715 de 2001 pues es un listado completo. 
Lo que se debe dejar en una ley orgánica 
es un gasto fijo, se debe incorporar flexi-
bilidad dadas las diferencias en el desa-
rrollo y tendencia de crecimiento de los 
municipio y departamentos.

	 Para mitigar el efecto de las fases del 
ciclo de los ingresos del GNC sobre los 
ingresos de los gobiernos departamen-
tales y municipales, en la delimitación 
de la cesta y uso de los recursos de las 
transferencias se deben implantar res-
tricciones paramétricas para calcular el 
gasto en el marco fiscal de mediano pla-
zo, el marco de gasto de mediano plazo y 
en el presupuesto.

D)	 Es trascendental realizar un arqueo de 
todas las transferencias a los GDC y GMC 
e identificar cuales corresponden a las 
competencias que asumirán los gobier-
nos territoriales para incorporarlas en el 
proyecto de ley y excluir las restantes.

E)	 Si se toma en serio la frase “teniendo en 
cuenta los ingresos propios”, el proyec-
to de ley tendría que incorporar, para el 
caso de los municipios, una fórmula con 
un peso específico mayor el impuesto 
predial unificado y el cumplimiento de la 
actualización catastral cada cinco años 
como lo estipula la norma vigente.
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F)	 La fórmula de distribución del SGP debe 
incorporar un factor de nivelación fiscal, 
es decir, un monto que permita compen-
sar las diferencias en el crecimiento de la 
capacidad de los ingresos, de los costos 
de las competencias que asumen y de las 
diferencias de estructuras productivas.

	 Aquí se deben utilizar los resultados del 
sistema de ciudades y hacer estimaciones 
que integren las jerarquías de ciudades, 
las interrelaciones internas y externas a 
las regiones económicas (no administra-
tivas), así como la generación de econo-
mías de urbanización.

G)	 La fórmula de distribución del SGP a la 
que se llegue debe someterse a un análi-
sis que determine el efecto sobre la capa-
cidad de las finanzas nacionales a mante-
ner su papel de estabilizador macrofiscal.

H)	 Es fundamental que el proyecto de ley 
incorpore un artículo que retome el man-
dato constitucional de sostenibilidad 
fiscal y mantenga y fortalezca las reglas 
fiscales para el manejo de las finanzas pú-
blicas territoriales.

El proyecto de ley es la oportunidad para 
que el GNC mejore la trayectoria de la descen-
tralización administrativa del país, induzca 
incrementos en bienestar social y minimice 
el impacto sobre las finanzas nacionales que 
ahora viven un momento crítico. 

El éxito de la reforma y de la ley orgánica 
está en que el presidencialismo y el caudillis-
mo renuncien a mantener el gasto público 
como fuente de su poder político, requisito 
básico para eliminar la duplicidad de funcio-
nes y gasto, el mal eterno de la descentraliza-
ción colombiana. EC



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

E
S

P
E

C
IA

L
  
❯

  
  

 S
IS

T
E

M
A

 G
E

N
E

R
A

L
 D

E
 P

A
R

T
IC

IP
A

C
IO

N
E

S

114

DELEGADA PARA EL SECTOR
INCLUSIÓN SOCIAL

EL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES 
(SGP) constituye el principal mecanismo 
de transferencia de recursos de la nación a 
las entidades territoriales, con la finalidad 
de garantizar la financiación de los servi-
cios de salud, educación, agua potable y 
saneamiento básico, sectores considerados 
prioritarios para la garantía de los derechos 
fundamentales y el cierre de brechas es-
tructurales1.

El SGP ha ido migrando hacia la mejora de 
su capacidad redistributiva, sin embargo, los 
resultados han sido limitados en cuanto a la 
reducción efectiva de las desigualdades territo-
riales. El Acto Legislativo 03 de 2024 y el pro-
yecto de ley de competencias que ha generado 
amplias discusiones en el país, proponen un 
rediseño del SGP que incorpora una lógica de 
progresividad, sostenibilidad fiscal y categori-
zación territorial basada en capacidades insti-
tucionales, económicas, sociales y geográficas 
(Universidad EAFIT & Valor Público, 2025).

En particular, se establece que la asig-
nación de recursos del SGP debe priorizar 
la garantía de derechos fundamentales con 
especial énfasis en agua potable, salud y edu-
cación, reconociendo las condiciones estruc-
turales de los territorios y las necesidades 
específicas de su población. Sin embargo, en 
la práctica, el proceso de descentralización 

Aunque la reforma al Sistema General de Participacioners (SGP) incorpora 
enfoque diferencial y promesas redistributivas, la realidad en territorios como 

La Guajira muestra que la niñez Wayuu sigue atrapada en una crisis estructural 
que ni el Estado ni las transferencias logran resolver

PAOLA AGUIRRE 
MORENO

CONTRALORA DELEGADA 
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SOCIAL  

ANDREA E. GRANJA 
ZAMBRANO 

DIRECTORA ESTUDIOS 
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CONTROL FISCAL 
A LA SENTENCIA T-302 DE 2017

ha enfrentado tensiones entre autonomía 
y dependencia fiscal. Diversos análisis han 
señalado que las entidades territoriales han 
asumido mayores competencias sin una asig-
nación proporcional de recursos, lo que ha 
profundizado las desigualdades interregiona-
les (DNP, 2024; Faguet, 2014).

Análisis de la Sentencia T-302 de 2017
Este nuevo enfoque, cuya orientación se 
centra en la garantía de los derechos funda-
mentales, adquiere una relevancia particular 
en contextos de alta vulnerabilidad, como el 
departamento de La Guajira, donde la Corte 
Constitucional declaró un Estado de Cosas 
Inconstitucional (ECI) mediante la Sentencia 
T-302 de 2017, debido a la vulneración siste-
mática de los derechos fundamentales de la 
niñez Wayuu. Ante este panorama, los niños, 
niñas y adolescentes (NNA), enfrentan una 
situación de vulnerabilidad extrema, exacer-
bada por la debilidad institucional, la pre-
cariedad de la infraestructura y la limitada 
presencia del Estado, advirtiendo una trans-
gresión sistemática de derechos fundamenta-
les, entre ellos la vida, el agua y la salud (Corte 
Constitucional, 2017).

La Guajira ha sido históricamente una de 
las regiones con mayores índices de pobreza 
multidimensional, necesidades básicas insa-

1	 Según Artículos 356 y 357 de la Constitución Política de Colombia

CUANDO LA DESCENTRALIZACIÓN 
NO LLEGA AL TERRITORIO
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tisfechas (NBI) y baja cobertura en servicios 
públicos esenciales. Según el Dane (2022), el 
67,4 % de la población del departamento vive 
en condiciones de pobreza multidimensional, 
y más del 50 % de los hogares indígenas pre-
sentan carencias severas en acceso a agua po-
table, nutrición adecuada y atención en salud.

Como resultado de los ejercicios de vi-
gilancia y control fiscal realizados para las 
vigencias 2019 a 2024, se auditaron recursos 
superiores a 4 billones de pesos, sin embargo, 
persisten hallazgos relacionados con debili-
dades en la planificación y ejecución contrac-
tual, baja calidad de los servicios, sobrecostos, 
obras inconclusas y deficiente articulación in-
terinstitucional y debilidades en el sistema de 
seguimiento y monitoreo. 

Los sectores más afectados son agua pota-
ble, salud, seguridad alimentaria y movilidad, 
todos fundamentales para garantizar los de-
rechos de la niñez Wayuu. Adicionalmente, se 
evidenció una débil gestión territorial y limita-
da transparencia, lo que ha impedido superar 
el Estado de Cosas Inconstitucional y lograr una 
atención integral y efectiva en el territorio.

Desde esta perspectiva, es crucial realizar 
una reflexión crítica sobre las condiciones 
normativas, institucionales y fiscales, nece-
sarias para garantizar el goce efectivo de los 
derechos fundamentales de la niñez indígena, 
integrando el enfoque diferencial, la corres-
ponsabilidad interinstitucional y el control 
fiscal como pilares de un nuevo modelo de 
descentralización en Colombia.

❯❯ Más del 50 % 
de los hogares 
indígenas presentan 
carencias severas 
en acceso a agua 
potable, nutrición 
adecuada y atención 
en salud. 
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Según el Dane, el 67,4 % de la población del departamento 
de La Guajira vive en condiciones de pobreza 
multidimensional, y más del 50 % de los hogares indígenas 
presentan carencias severas en acceso a agua potable, 
nutrición adecuada y atención en salud.❯

Enfoque diferencial y de derechos
El enfoque diferencial y de derechos constituye 
un eje transversal en la formulación y ejecución 
de políticas públicas orientadas a la infancia, 
especialmente en territorios con alta presencia 
de comunidades étnicas y rurales dispersas. 
Este enfoque se fundamenta en los principios 
constitucionales de igualdad material, preva-
lencia del interés superior del niño y protec-
ción reforzada de los derechos fundamentales. 

Así las cosas, la Sentencia T-302 de 2017 
establece una obligación jurídica reforzada 
para el Estado colombiano en todos sus ni-
veles, exigiendo intervenciones coordinadas, 
sostenibles y con enfoque diferencial (Corte 
Constitucional, 2017). En este marco, el en-
foque diferencial se materializa no solo en el 
reconocimiento de la diversidad cultural, sino 
en la implementación de medidas específicas 
adaptadas a las realidades territoriales y so-
cioculturales de las comunidades. 

El Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (Icbf), como entidad rectora de la 
política pública para la niñez, ha adoptado 
modelos integrales de atención que incor-
poran criterios étnicos e interculturales, no 
obstante, persisten desafíos significativos en 
la cobertura, calidad y sostenibilidad de estas 
intervenciones (Icbf, 2023; CGR, 2024).

En este contexto, la inclusión de criterios 
diferenciales en la fiscalización permite for-
talecer la justicia distributiva y la efectividad 
del derecho en territorios históricamente ex-
cluidos. Sin embargo, el gasto público territo-
rial no ha logrado responder con suficiencia 
a las demandas estructurales de esta pobla-
ción. Pese a los incrementos nominales en las 
transferencias del SGP, su ejecución ha estado 

marcada por baja eficiencia, atomización ins-
titucional y falta de planificación con enfoque 
étnico-territorial.

Evaluación de la gestión del Icbf 
y entidades territoriales
En La Guajira, el Icbf ha implementado mo-
delos de atención integral con componentes 
de nutrición, educación inicial y acompaña-
miento familiar, dirigidos principalmente a 
población Wayuu. No obstante, los informes 
de la CGR y del propio Icbf (2023) advierten 
sobre falencias en la focalización, cobertura 
y seguimiento de los programas. En parti-
cular, la dispersión geográfica de las comu-
nidades, la ausencia de vías de acceso, las 
dificultades idiomáticas y la desarticulación 
interinstitucional, han dificultado una im-
plementación eficaz del modelo de atención 
étnico-diferencial.

La gestión territorial, por su parte, ha sido 
limitada por la falta de coordinación entre nive-
les de gobierno, lo cual impide una planificación 
integral y sostenida de la política pública para la 
infancia. Los planes de desarrollo municipales y 
departamental evidencian, en varios casos, un 
bajo nivel de priorización de los derechos de la 
niñez en contextos rurales y étnicos2.

Asimismo, la CGR ha identificado un in-
cumplimiento sistemático de las órdenes 
impartidas por la Corte Constitucional a enti-
dades como el Icbf, el Ministerio de Vivienda, 
el Ministerio de Salud y los entes territoriales. 
La ausencia de resultados verificables en in-
dicadores de acceso a agua potable, nutrición 
y atención integral a la infancia indígena, evi-
dencia una brecha entre el diseño normativo 
y la ejecución presupuestal efectiva.

2	 Estas conclusiones fueron también expuestas en el “Diagnóstico sobre Política Pública para Niños, Niñas y Adolescentes 
	 en los Planes de Desarrollo de los 32 Departamentos y 32 ciudades capitales en Colombia 2024-2027”, elaborado por la CGR.
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Pese a estos hallazgos, también se han 
identificado avances puntuales en algunos 
municipios, como Uribia y Manaure, donde la 
articulación entre cooperación internacional, 
actores comunitarios y algunos niveles del 
Estado ha permitido implementar soluciones 
adaptadas a las realidades culturales y geo-
gráficas del territorio.

Desafíos de la descentralización 
y control fiscal
Las entidades territoriales enfrentan barreras 
estructurales en capacidades técnicas, estabi-
lidad administrativa y continuidad en la ges-
tión pública. Estas limitaciones dificultan la 
formulación, ejecución y seguimiento de pro-
yectos con enfoque diferencial y pertinencia 
cultural. (Cuadro 1).

Las brechas entre las proyecciones presu-
puestales y los montos efectivamente ejecuta-
dos se explican por restricciones normativas, 
debilidades en la formulación de proyectos, y 
procesos contractuales ineficaces.

La desconexión entre los niveles de go-
bierno produce superposición de funciones, 
fragmentación de la oferta institucional y 
dispersión del gasto público. La ausencia de 
rutas integrales para atención a infancia indí-
gena es una muestra crítica.  (Cuadro 2).

CUADRO 1.
PRINCIPALES DEBILIDADES INSTITUCIONALES 
EN ENTIDADES TERRITORIALES DE ALTA VULNERABILIDAD

Fuente: elaboración propia con base en CGR (2024).

CUADRO 2
NIVELES DE ARTICULACIÓN ENTRE ACTORES DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN INTEGRAL (2023)

Fuente: adaptado de ICBF (2023) y CGR (2024).

Actor Institucional Nivel de articulación Evidencia documental
ICBF Bajo Planes regionales desarticulados
Gobernaciones Medio Coordinación parcial con municipios
Alcaldías Bajo Falta de articulación con EPS e ICBF
CGR Medio Acciones correctivas limitadas por competencias

Dimensión Problema identificado Frecuencia según CGR (%)
Talento humano Alta rotación de funcionarios 78 %
Planeación Desactualización de planes territoriales 65 %
Gestión documental Ausencia de trazabilidad en procesos 59 %
Control interno Débil implementación del MECI 71 %

❯❯ La baja capacidad institucional aumenta los riesgos de 
ineficiencia, corrupción y captura de rentas.
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La baja capacidad institucional aumenta 
los riesgos de ineficiencia, corrupción y cap-
tura de rentas. Esto debilita la confianza ciu-
dadana y la legitimidad estatal, especialmen-
te en regiones con presencia de economías 
ilegales o conflicto armado. (Cuadro 3).

El análisis precedente ha evidenciado 
una paradoja estructural en la arquitectu-
ra institucional de la descentralización en 
Colombia: mientras se fortalece discursi-
vamente el enfoque territorial y diferen-
cial, persisten deficiencias sistémicas que 
debilitan la capacidad efectiva de los entes 
territoriales para garantizar derechos fun-
damentales. Esta sección propone una lec-
tura crítica de estos hallazgos, integrando 
elementos normativos, fiscales y de gober-
nanza desde una perspectiva de justicia y 
equidad interterritorial.

La descentralización fiscal 
como promesa incumplida
Pese a las reformas recientes al SGP (Acto 
Legislativo 03 de 2024), la distribución de re-
cursos continúa respondiendo más a criterios 
de equidad formal que a una redistribución 
sustantiva. El diseño actual privilegia la esta-
bilidad macroeconómica y la sostenibilidad 
fiscal por encima de las necesidades estruc-
turales de territorios históricamente margi-
nados, como La Guajira. Esto reproduce un 
círculo vicioso: baja capacidad institucional → 
subejecución → castigo presupuestal → persis-
tencia de brechas.

3	 Según la propuesta de ley de competencias, elaborada por la Federación Nacional de Departamentos (fnd), para la caracterización de las 
categorías de municipios y distritos se definió un modelo de asignación de un valor/magnitud a cada uno de ellos, que diera cuenta del nivel de 
capacidad de brindar satisfactores a las necesidades de vida de la gente y por tanto de la capacidad que tiene hoy cada territorio para atender 
las demandas que tienen las personas en su vida cotidiana y a partir de la cual se pueda asignar un tipo (categoría) específico a cada entidad 
territorial (dentro de un rango de 1 a 10, de mayor a menor capacidad, respectivamente). El Icat para los municipios consideró 9 criterios para 
su estimación, que son heterogéneos pero pertinentes para caracterizar cada entidad territorial en función de su capacidad-atractividad: un (1) 
criterio demográfico, dos (2) criterios geográficos, tres (3) criterios sociales y de capacidades humanas, dos (2) criterios de desarrollo económi-
co territorial y un (1) criterio de desempeño fiscal.

CUADRO 3.
RIESGOS IDENTIFICADOS POR EL CONTROL FISCAL EN PROYECTOS FINANCIADOS POR EL SGP (2020–2023)

Riesgo fiscal Frecuencia de Ocurrencia Casos en La Guajira
Contratación sin estudios previos Alta 42
Inversión no ejecutada Media 17
Costos inflados Alta 29
Obras inconclusas Alta 35

Fuente: CGR (2024).

En este sentido, el nuevo Índice de Capa-
cidad-Atractividad Territorial (Icat) propues-
to por la FND (2025)3 representa un avance 
metodológico significativo al incorporar va-
riables demográficas, geográficas, sociales, 
fiscales y de desarrollo humano para ajustar 
la asignación de recursos conforme a las ca-
pacidades reales de las entidades territoriales.

Igual circunstancia sucede con los princi-
pios orientadores de la propuesta de la Misión 
de Descentralización, referidos a la equidad te-
rritorial, la inclusión social, la autonomía terri-
torial y la prevalencia ambiental, para los que el 
SGP puede convertirse en un instrumento para 
el cierre de brechas de inequidad priorizando 
los derechos a la salud, educación y agua po-
table y garantizando la inclusión de grupos 
poblacionales con mayores precariedades y 
desigualdad, entre ellos, la población rural 
dispersa, los pueblos étnicos, particularmente 
incrementando el rubro de Propósito General 
(PG) del SGP. La misión propone la creación de 
una bolsa territorial y el PG tendría una desti-
nación autónoma dentro de las competencias 
descentralizadas, según prioridades de sus pla-
nes de desarrollo, para mejorar los indicadores 
de las poblaciones con peores estándares.

No obstante lo anterior, para la implemen-
tación de las propuestas se requiere de meca-
nismos correctivos reales que operen como 
cláusulas de equidad progresiva. Sin estos, el 
rediseño del SGP corre el riesgo de perpetuar 
una lógica regresiva bajo el ropaje de una su-
puesta tecnificación redistributiva.

LA VIGILANCIA 
FISCAL, CUANDO 
SE ADAPTA A 
LOS CONTEXTOS 
CULTURALES Y 
TERRITORIALES 
ESPECÍFICOS, 
PUEDE 
CONSTITUIRSE 
EN UN MOTOR DE 
TRANSFORMACIÓN 
INSTITUCIONAL.
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Gobernanza fragmentada y ausencia 
de coordinación multinivel
La implementación de políticas públicas con 
enfoque diferencial enfrenta un doble déficit 
de gobernanza: por un lado, la débil articula-
ción entre entidades del orden nacional (Icbf, 
Minsalud, Minvivienda, DNP, entre otros) y los 
entes territoriales; por otro, la fragmentación 
institucional dentro de los mismos territorios. 

El caso de La Guajira refleja con claridad 
este fenómeno: la respuesta estatal a la Sen-
tencia T-302 de 2017 ha sido predominante-
mente sectorial, descoordinada y reactiva. La 
ausencia de una instancia territorial robusta 
de articulación interinstitucional, sumada a 
la alta rotación de funcionarios y debilidades 
en una efectiva focalización de las decisiones 
de inversión, obstaculiza una intervención in-
tegral y sostenida.

Los desafíos no son solo técnicos sino pro-
fundamente políticos. La garantía del derecho 
al agua y la alimentación para la niñez Wayuu 
depende no sólo de mayores recursos, sino de 
una voluntad transformadora que reconozca 
el carácter plurinacional y pluricultural del 
Estado. Ello implica:
›	 Superar el paradigma asistencialista 
	 de la política social y transitar hacia 

modelos de corresponsabilidad 
intercultural.

›	 Establecer metas diferenciales 
	 de resultado en el SGP, con criterios 
	 de justicia territorial.
›	 Fortalecer los sistemas locales de 

planeación con enfoque de derechos.
›	 Redefinir el rol del control fiscal como 

garante del cumplimiento material de 
los derechos fundamentales, no solo de 
la eficiencia de la gestión integral de las 
entidades vigiladas.

Este análisis apunta a que el cumplimien-
to de la Sentencia T-302 y de los compromisos 
internacionales en derechos humanos no será 
posible sin una transformación profunda del 
modelo de descentralización vigente, incorpo-
rando criterios de equidad estructural, perti-
nencia étnica y corresponsabilidad multinivel.

Pese a los avances normativos en materia 
de descentralización fiscal y la implemen-
tación de un enfoque diferencial para la ga-
rantía de los derechos de la niñez indígena, 
persisten profundas brechas estructurales e 
institucionales que afectan la eficacia del SGP 

78,%
DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES 

PRESENTAN ALTA ROTACIÓN DE FUNCIONARIOS, 
SEGÚN LA CONTRALORÍA (2024).

AUDITADOS EN LA GUAJIRA ENTRE 2019 
Y 2024, CON HALLAZGOS DE OBRAS 

INCONCLUSAS, SOBRECOSTOS Y BAJA 
CALIDAD DE SERVICIOS.

billones 
de pesos+4

DE LA POBLACIÓN DE LA GUAJIRA 
VIVE EN CONDICIONES DE POBREZA 
MULTIDIMENSIONAL (DANE, 2022).

67,4%›

SE IDENTIFICARON SIN 
ESTUDIOS PREVIOS EN EL 
MISMO PERÍODO, LO QUE 
GENERA ALTO RIESGO FISCAL.

CONTRATOS42
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han evidenciado que la vigilancia fiscal, cuan-
do se adapta a los contextos culturales y te-
rritoriales específicos, puede constituirse en 
un motor de transformación institucional 
(CGR, 2024). Lejos de limitarse a una revisión 
legal-formal del gasto, el control fiscal ha co-
menzado a desempeñar un papel proactivo 
al identificar cuellos de botella estructurales, 
formular recomendaciones técnicas precisas 
y exigir la implementación de planes de me-
jora que apunten a corregir la raíz de los ha-
llazgos recurrentes (Velásquez Carrillo, 2022).

En efecto, en departamentos como La 
Guajira, las intervenciones de la Contralo-
ría General de la República han contribuido 
a visibilizar las brechas sistémicas en la pla-
neación, contratación y ejecución de recursos 
públicos dirigidos a la niñez Wayuu, y han 
propiciado espacios de diálogo interinstitu-
cional que han favorecido acciones correcti-
vas articuladas (CGR, 2024). 

De este modo, el control fiscal no solo pre-
viene el uso indebido de los recursos del SGP, 
sino que potencia su función pedagógica y es-
tructurante al orientar a las entidades territo-
riales hacia una gestión pública más pertinen-
te, inclusiva y efectiva (Universidad EAFIT 
& Valor Público, 2025). En consecuencia, la 
vigilancia fiscal se reafirma como un compo-
nente esencial del Estado social de derecho, 
capaz de incidir positivamente en el cierre de 
brechas sociales y en la garantía progresiva de 
los derechos fundamentales en territorios his-
tóricamente excluidos (Yapu, 2019).

en contextos de alta vulnerabilidad como el 
departamento de La Guajira. 

El rediseño del SGP, sustentado en el 
Informe de la Misión de Descentralización 
(DNP,2024), en el Acto Legislativo 03 de 2024 
y en la propuesta metodológica del Índice 
de Capacidad-Atractividad Territorial (Icat), 
representa un avance en términos de tecni-
ficación y categorización territorial (FND, 
2025). Sin embargo, estas herramientas aún 
no logran traducirse en una redistribución 
sustantiva de recursos ni en una mejora sig-
nificativa de las condiciones de vida de los 
niños y niñas Wayuu.

La gobernanza institucional sigue mar-
cada por una lógica fragmentada, con escasa 
articulación entre niveles de gobierno y acto-
res del sistema de protección integral, lo que 
debilita los procesos de planeación, ejecución 
presupuestal y rendición de cuentas (Icbf, 
2023; CGR, 2024). La Sentencia T-302 de 2017, 
aunque constituye un hito jurídico en la exi-
gibilidad de derechos, no ha sido plenamente 
implementada por las entidades responsa-
bles, lo que se traduce en un incumplimiento 
reiterado de las órdenes judiciales y una dé-
bil presencia estatal en los territorios étnicos 
(Corte Constitucional, 2017).

Desde la perspectiva del control fiscal, 
se han logrado avances sustantivos en la in-
corporación de enfoques diferenciales, es-
pecialmente en el marco de las actuaciones 
especiales de fiscalización relacionadas con 
la Sentencia T-302 de 2017. Estos ejercicios 

LAS 
INTERVENCIONES 
DE LA CGR HAN 
CONTRIBUIDO 
A VISIBILIZAR 
LAS BRECHAS 
SISTÉMICAS EN 
LA PLANEACIÓN, 
CONTRATACIÓN 
Y EJECUCIÓN 
DE RECURSOS 
PÚBLICOS 
DIRIGIDOS A LA 
NIÑEZ WAYUU.

❯❯  Los niños, niñas y adolescentes enfrentan una situación de vulnerabilidad extrema, exacerbada por la debilidad institucional. 
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Frente a este panorama, es imprescindi-
ble replantear el modelo de descentraliza-
ción fiscal bajo criterios de justicia territorial, 
reconociendo las condiciones históricas de 
exclusión y marginación que enfrentan terri-
torios como La Guajira. Esto exige una redis-
tribución progresiva de recursos basada no 
solo en variables fiscales o administrativas, 
sino en factores socioculturales, climáticos y 
de accesibilidad geográfica. De igual forma, se 
requiere un fortalecimiento sostenido de las 
capacidades institucionales locales, que per-
mita a los entes territoriales asumir sus com-
petencias con enfoque diferencial y garantizar 
el acceso efectivo a derechos fundamentales.

Además, la consolidación de un sistema 
de gobernanza multinivel, que articule ac-
tores institucionales, autoridades indígenas, 
cooperación internacional y organizaciones 
comunitarias, es clave para avanzar hacia 
una atención integral y sostenida a la infancia 
étnica. En este marco, el control fiscal ha ido 

GRÁFICO 1.
LÓGICA DE GOBERNANZA FRAGMENTADA EN LA ATENCIÓN A LA INFANCIA WAYUU

Fuente: elaboración propia a partir de ICBF (2023), CGR (2024).

transformándose hacia un enfoque de dere-
chos, incorporando indicadores cualitativos, 
metodologías participativas y mecanismos de 
seguimiento adaptados a los contextos cultu-
rales. (Gráfico 1).

El cumplimiento efectivo de la Senten-
cia T-302 de 2017 requiere voluntad política, 
coordinación interinstitucional y acciones 
verificables orientadas a mejorar los indi-
cadores de salud, agua potable, nutrición y 
participación infantil, entre otros. La CGR ha 
venido fortaleciendo de manera permanente 
sus mecanismos de seguimiento, en procura 
de la garantía del cumplimiento de los com-
promisos y de la efectiva garantía de los de-
rechos de la niñez Wayuu, para avanzar hacia 
la dignidad y el bienestar de las infancias más 
excluidas del país.

Además, el reciente Auto 1892 de 2024 de 
la Corte Constitucional refuerza la importan-
cia del monitoreo riguroso y estructurado de 
las acciones estatales orientadas a garanti-

MinVivienda

Alcaldías

EPS

Gobernación

DNP

ICBF

OGR
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DELEGADA PARA EL SECTOR
INCLUSIÓN SOCIAL
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zar los derechos fundamentales de la niñez 
Wayuu, al ordenar la reformulación técnica 
de la batería de indicadores de goce efectivo 
de derechos (IGED). 

Esta decisión reafirma el deber de las en-
tidades obligadas —entre ellas, el Icbf, los mi-
nisterios competentes, los entes territoriales y 
demás entidades responsables— de formular 
indicadores que midan el impacto real de sus 
intervenciones y no solo su ejecución formal, 
promoviendo una transformación sustantiva 
de las condiciones de vida en los territorios 
afectados por el Estado de Cosas Inconstitucio-
nal (Corte Constitucional, 2024).

En este contexto, la Contraloría General 
de la República juega un rol fundamental, no 
solo en la vigilancia del uso de los recursos 

públicos, sino como garante del cumplimien-
to de estas obligaciones judiciales. Su función 
de vigilancia y control fiscal puede y debe ali-
nearse con los IGED propuestos por la Corte, 
integrando criterios de impacto, sostenibili-
dad, transparencia y participación comunita-
ria. Este rol no es accesorio, sino esencial para 
cerrar las brechas entre la formulación nor-
mativa, la ejecución presupuestal y la garantía 
efectiva de derechos. Fortalecer esta articula-
ción entre el control fiscal y los parámetros ju-
diciales definidos por la Corte Constitucional 
permitirá que los recursos del Sistema Gene-
ral de Participaciones y las políticas públicas 
derivadas realmente incidan en la superación 
del ECI y el restablecimiento de los derechos 
de los niños y niñas Wayuu. EC
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ÍNDICE DE DESARROLLO 
HUMANO ALTERNATIVO

EL ACTO LEGISLATIVO 03 DEL 2024 determi-
nó que la reglamentación de los criterios de 
distribución de los recursos del Sistema Ge-
neral de Participaciones (SGP) se realizará 
de acuerdo con tres criterios: las competen-
cias, los sectores y las brechas sociales y eco-
nómicas de los territorios y, en el parágrafo 3, 
reitera que las competencias “tendrán como 
principal objetivo el cierre de brechas socia-
les, económicas e institucionales entre los 
territorios”.

En el contexto de una sociedad que es 
reconocida en el mundo por su persistente 
y notoria desigualdad, el objetivo del cierre 
de brechas sitúa a la ley como la reforma de 
mayor trascendencia social desde la misma 
creación del SGP en la Constitución Política 
de 1991 y, probablemente, como la de mayor 
incidencia en las transformaciones sociales.

La persistencia de amplias brechas so-
ciales territoriales ha llevado a amplias 
zonas del país a entrar en riesgo de despo-
blamiento (cfr. Alfonso, 2024). Ello estimula 
el clientelismo e incentiva la corrupción, 
propiciando la inestabilidad institucional fo-
mentada por la asimetría de poder ejercida 
por un reducido grupo de detentadores del 
poder que controlan la “sala de máquinas” 
del sistema político (Gargarella, 2017). 

En Colombia más de la mitad de los municipios aún luchan 
por ofrecer condiciones mínimas de salud, educación y empleo digno.

 El nuevo Índice de Desarrollo Humano Alternativo (IDH.A) 
revela que vivir en Tumaco no se parece en nada a vivir en Cota, 

y que esas diferencias no son anecdóticas: son estructurales. 

ÓSCAR A. 
ALFONSO R.1

INVESTIGADOR UNIVERSIDAD 
EXTERNADO DE COLOMBIA 

COMO MEDIDA 
DE LAS BRECHAS SOCIALES

Con el propósito de aportar al conoci-
miento de esas brechas, se propone una me-
dida asociada al desarrollo humano a escala 
municipal que tiene como referencia la meto-
dología del Índice de Desarrollo Humano que 
Naciones Unidas calcula anualmente a escala 
país: el Índice de Desarrollo Humano Alterna-
tivo (IDH.A).

Colombia, IDH alto con amplias 
brechas sociales
El estudio de Milanovic (2024) sobre la des-
igualdad conduce a concluir que el contexto 
histórico y geográfico es indispensable para 
comprender acertadamente los problemas 
sociales y concebir un futuro diferente. Entre 
las características más inquietantes para Co-
lombia está su posición persistente entre los 
países con alta desigualdad en la distribución 
del ingreso junto a Brasil, Zambia, Angola, 
Mozambique y Zimbawe (Banco Mundial, 
2023). Dicho resultado está estrechamente 
asociado con la reducida participación de la 
remuneración al trabajo en el Producto Inter-
no Bruto del país. (Alfonso, 2025).

La medición del nivel de desarrollo a esca-
la mundial se ha concretado en una medida 
ampliamente divulgada por Naciones Unidas 
desde inicios de la década de 1990 conocida 

1	 Docente investigador de la Universidad Externado de Colombia. Economista. Doctor en Planeamiento Urbano y Regional. 
	 Artículo aportado en representación de la Asociación de Facultades de Economia ( Afadeco).
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como el Índice de Desarrollo Humano (IDH- 
PNUD). Las variables cosideradas en dicha 
medición conciernen a salud, educación y 
percepción de ingresos, y en esos factores 
reposan las oportunidades sociales que se 
captan, tal como se muestra en el Cuadro 1. 
Dicho índice permite su actualización y se di-
vulga anualmente, y esas son las razones por 
las que el IDH goza de una gran reputación a 
nivel mundial.

Dicho Índice de Desarrollo Humano (IDH) 
es un instrumento versátil para jerarquizar el 
nivel de desarrollo a escala mundial y, en tal 
sentido, Naciones Unidas ha adoptado cuatro 
rangos que permiten clasificar a los países en 
cuatro grupos. (Cuadro 2). 

Colombia, con un IDH de 0.758 ocupa el 
lugar 22 en el grupo de desarrollo humano 
alto, precedido por Brasil 0.760 y seguido por 
Libia 0.746. La comparación anual e intertem-
poral del ranking de países muestra pocas 
variaciones y ello expresa una de las propie-
dades del IDH que es su carácter monotónico 
que, en términos prácticos, significa que los 
esfuerzos que el país debe hacer en materia 
de salud, educación e ingresos para superar al 
Brasil, deben ser superiores a los que de ma-
nera recurrente realiza y de mayor envergadu-
ra a los que allí se ejecutan.

CUADRO 2.
ÍNDICE DE DESARROLLO HUMANO POR PAÍSES, 2022

Fuente: aporte del autor con base en registros de Eustat-Instituto Vasco de Estadística

GRUPOS RANGO DEL IDH PAÍSES

Número Participación (%)

Muy Alto 0,800 y más 69 35,8

Alto 0,700-0,799 49 25,4

Medio 0,550-0,699 42 21,8

Bajo menos de 0,550 33 17,1
TOTAL PAÍSES 193 100,0

DOMINIO PROPÓSITO IDH

Salud Longevidad saludable Índice de Esperanza 
de Vida al Nacer

Educación Conocimientos 
para la vida

Índice de Educación: 
Tasa de Alfabetización 
de Adultos y Tasa 
de Matrícula en Básica 
en Primaria, Secundaria 
y Terciaria

Ingresos Acceso a bienes Índice del PIB

CUADRO 1.
ÍNDICE DE DESARROLLO HUMANO

Fuente: PNUD.

❯❯ En los municipios con menor IDH.A, la distancia a servicios básicos es la rutina de cada día.
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A escala subnacional las brechas sociales y 
económicas han sido ampliamente estudia-
das. Entre las más recientes se encuentra la 
del DNP (2023) que, ajustada a las reglas so-
bre priorización de la inversión en aquellos 
sectores, generen los mayores cambios en 
las brechas territoriales en desarrollo econó-
mico, social, ambiental, agropecuario y en la 
infraestructura vial. Por su parte, el BID adop-
ta una metodología centrada en las personas 
con variables asociadas al crecimiento econó-
mico, acceso a agua potable y saneamiento 

básico, características de la vivienda, cambio 
climático, desigualdad, pobreza y estructura 
demográfica, para identificar cuatro tipos de 
regiones: consolidada, emergente, transición 
y vulnerable (Giles et al., 2024).

¿Cómo se ven las brechas sociales 
territoriales a la luz del IDH.A?
Para contar con una medida de las brechas 
sociales a escala municipal, dotada de la po-
sibilidad de ser actualizada anualmente y con 
el potencial para ordenar jerárquicamente a 

CUADRO 3.
EL IDH Y EL ÍNDICE DE DESARROLLO HUMANO ALTERNATIVO (IDH.A) CONTRASTES METODOLÓGICOS

Fuente: PNUD (s. f.) y aportes del autor

IDH IDH.A
ÍNDICE DE ESPERANZA 
DE VIDA AL NACER

ÍNDICE DE MORTALIDAD PRECOZ/ 
LONGEVIDAD

ÍNDICE DE EDUCACIÓN ÍNDICE DE EDUCACIÓN

IDH IDH.A

DÓNDE DÓNDE

ÍNDICE DEL PIB
ÍNDICE DE PRODUCTIVIDAD 
APARENTE DEL TRABAJO
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las entidades territoriales, se propone un ín-
dice análogo al IDH a partir de cambios me-
todológicos que permitan incorporar las rea-
lizaciones en cada dominio. 

Se trata de pasar del plano hipotético 
como la Esperanza de Vida al Nacer (EVN) o 
el de las ventajas de la matrícula en el sistema 
educativo, a los resultados en cuanto a la mor-
talidad precoz y a la longevidad en tanto años 
de vida ganados o perdidos con respecto a la 
EVN o la brecha cognitiva que es la dotación 
desigual de conocimientos, respectivamente. 

El resultado es el Índice de Desarrollo Hu-
mano Alternativo (IDH.A), cuya metodología 
de cálculo se presenta en el cuadro 3.

El IDH.A se estima por trienios con el fin 
de controlar la volatilidad de algunas observa-
ciones. El resultado es que para 2019-2021 hay 
7 municipios en rango muy alto, 89 en alto, 713 
en medio y 313 en rango bajo. (Cuadro 4). 

Entre los del rango muy alto, Cota se des-
taca por su articulación con el mercado más 
denso del país, el de la zona metropolitana de 

Bogotá, que le permite contar con la densidad 
empresarial más elevada. Algo similar ocurre 
con Envigado en el Valle de Aburrá, pero los cin-
co restantes no comparten una dinámica me-
tropolitana, y el único rasgo en común es que se 
localizan en el altiplano cundiboyacense.

CUADRO 4.
ÍNDICE DE DESARROLLO HUMANO ALTERNATIVO (IDH.A) 
POR MUNICIPIOS. 2022

GRUPOS RANGO 
DEL IDH.A

MUNICIPIOS

NÚMERO
PARTICIPACIÓN 

(%)

MUY ALTO 0,800 Y MÁS 7 0,6
ALTO 0,700-0,799 89 7,9
MEDIO 0,550-0,699 713 63,5
BAJO MENOS DE 0,550 313 27,9

TOTAL MUNICIPIOS 1.122 100,0
Fuente: Aporte del autor

❯❯ Longevidad y mortalidad precoz: indicadores que revelan la otra cara del desarrollo humano.
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DE LOS MUNICIPIOS REQUIEREN 
ACOMPAÑAMIENTO TEMPORAL 
PARA LOGRAR AUTONOMÍA 
FISCAL E INSTITUCIONAL.

Fuente: aporte del autor y registros del Observatorio Colombiano de Drogas

CUADRO 5.
EL IDH.A POR TIPO DE MUNICIPIO COCALERO. COLOMBIA 2019-2023

TIPO DE 
MUNICIPIO

CARACTERIZACIÓN
MEDIANA DEL IDH.A 
AL INICIO DEL 2022

RANGO 
(HA)

NÚMERO 
DE MUNICIPIOS

PARTICIPACIÓN 
(%)

GRANDE 82.492 – 106.567 2 0,2 0,45
MEDIANO 18.543 -31.144 12 1,1 0,48
PEQUEÑO 4.796- 17.311 38 3,4 0,50
MARGINAL 1 - 4.567 144 12,8 0,52

SIN CULTIVO 0 926 82,5 0,63
TOTAL 0 – 106.567 1.122 100,0 0,61

DE LOS MUNICIPIOS COLOMBIANOS NO 
TIENEN CULTIVOS DE COCA, Y SU MEDIANA 
DEL IDH.A SUPERA LA NACIONAL.

SOLO 7 MUNICIPIOS 
(0,6 %) ESTÁN 
EN EL RANGO 
DE DESARROLLO 
HUMANO MUY ALTO 
SEGÚN EL IDH.A.

82,5% ›
71,1%
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Los municipios en los rangos alto y medio 
se ubican, con intersticios, en la región andina 
y en el piedemonte llanero y siguen un patrón 
geográfico disperso en la región del Caribe 
(gráfico 1), mientras que los de rango bajo se 
aglomeran a lo largo del corredor del Pacífico, 
la sabana interior caribeña hasta la Alta Gua-
jira y en casi la totalidad de la región selvática.

GRÁFICO 1.
ÍNDICE DE DESARROLLO HUMANO ALTERNATIVO 2019-2021

Fuente: elaboración propia con base en registros del del DANE sobre proyecciones poblacionales, 
analfabetismo y valor agregado municipal, e ICFES sobre resultados de pruebas Saber 11.

Esta visión del cierre de brechas sociales a es-
cala municipal, en una estrategia de descentrali-
zación por etapas, concluye cuando se alcance 
la convergencia plena en el desarrollo humano, 
y exigirá tanto tiempo como los nuevos recursos 
del Sistema General de Participaciones y de Re-
galías para el desarrollo consigan incentivar me-
joras en el recaudo de ingresos propios.
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❯❯ Menor IDH.A, 
mayor presencia 
de cultivos ilícitos: 
una correlación 
que exige políticas 
diferenciales.

GRÁFICO 2.
PARTICIPACIÓN DE LAS TRANSFERENCIAS EN LOS INGRESOS TOTALES 
MUNICIPALES POR RANGO DEL IDH.A COLOMBIA 2022

Fuente: aporte del autor con base en registros de las “Operaciones efectivas de caja de los 
municipios colombianos” del Departamento Nacional de Planeación.
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Tránsito de la heteronomía 
a la autonomía fiscal municipal
En su tránsito a la autonomía fiscal, la estructura 
de los ingresos de la mayoría de los municipios 
colombianos es proclive a la heteronomía. Las 
diferencias en la participación de las transferen-
cias en los ingresos totales municipales por ran-
go del IDH.A son considerables, y la pendiente 
de la línea media muestra cómo a medida que 
los municipios descienden en la escala del IDH.A 
su dependencia de las transferencias corrientes 
y de capital tiende a incrementarse. (Gráfico 2).

Es posible acelerar el tránsito a la au-
tonomía fiscal y a la convergencia en el 
desarrollo humano siempre y cuando se 
consiga aprovechar el amplio margen de 
que gozan para incrementar los recursos 
propios (cfr. Iregui et al., 2001; CAF, 2025) y, 
para ello, un buen comienzo es el de iden-
tificar las tierras de la frontera agrícola 
vacantes que son propiedad de los latifun-
distas para actualizar sus avalúos e impo-
ner tasas diferenciales a la manera de un 
impuesto predial progresivo. EC
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DESDE SU PROMULGACIÓN EN 1991, la Cons-
titución Política de Colombia ha sido refor-
mada en 63 oportunidades, lo cual pone de 
presente el carácter flexible de nuestra Carta 
Superior. Una de las modificaciones constitu-
cionales más relevantes, en nuestro pasado 
reciente, se generó con la aprobación del Acto 
Legislativo 03 de 2024 “Por el cual se fortalece 
la autonomía de los departamentos, distritos 
y municipios, se modifican los artículos 356 
y 357 de la Constitución Política y se dictan 
otras disposiciones”.

Surtido el trámite de modificación cons-
titucional, se ha abierto el debate sobre el 
contenido y alcance de la ley reglamentaria, 
que será determinante para establecer la 
distribución de competencias y la entrada 
en vigencia del nuevo esquema del Sistema 
General de Participaciones. 

La importancia de esta reforma deviene 
del impacto fiscal, político y administrativo 
que se derivará de su implementación, aspec-
tos que serán objeto de análisis en este artícu-
lo, en el que, a la vez, se presentarán algunos 
comentarios sobre la ley reglamentaria de los 
recursos y competencias que serán asignados 
a las entidades territoriales. Finalmente, se 
hará una aproximación al reto que asiste a los 
organismos de control con la puesta en mar-
cha de la referida modificación constitucional. 

Como primera medida, es pertinente re-
cordar que el mencionado acto legislativo pre-

La nueva descentralización no solo implica transferir más dinero 
a las regiones. Sin control fiscal eficaz ni capacidad administrativa real, 

el país podría enfrentar una crisis de sostenibilidad.

tende aumentar gradualmente los recursos 
asignados al Sistema General de Participacio-
nes, que pasarían de representar el 25 % de los 
ingresos corrientes de la nación en el año 2024 
al 39,5 % en el año 2038. 

Para dicha finalidad, la reforma constitu-
cional prevé aumentos progresivos en un pe-
riodo de 12 años, a partir del año siguiente en 
que se expida la ley que reglamente los recur-
sos y competencias. 

En tal sentido, la entrada en vigencia del 
referido acto legislativo ha sido condiciona-
da a la aprobación, por parte del Congreso 
de la República, de la mencionada ley regla-
mentaria. Para tal propósito, el proyecto de 
ley deberá ser presentado por el Gobierno 
Nacional dentro de los 12 meses siguientes 
contados a partir de la promulgación de la 
reforma constitucional.1 

La modificación que plantea el acto legis-
lativo busca aproximarse al modelo previsto 
en la Constitución Política de 1991, el cual 
promovía una mayor descentralización del 
Estado. Cabe recordar que, en su versión ini-
cial, la Carta Política contemplaba el situado 
fiscal como un mecanismo de transferencia 
de recursos del Gobierno central hacia las 
entidades territoriales. Este esquema fue 
modificado por los actos legislativos 01 de 
2001 y 04 de 2007.

Es importante tener presente que el Sis-
tema General de Participaciones está consti-

JULIÁN MAURICIO 
RUIZ RODRÍGUEZ 
CONTRALOR DISTRITAL 

DE BOGOTÁ

1	 El Acto Legislativo 03 de 2024 fue promulgado el 27 de diciembre de 2024.  

LA DESCENTRALIZACIÓN 
EXIGE CONTROL Y CAPACIDAD

MÁS RECURSOS, 
MÁS RIESGOS

ANDRÉS GUSTAVO
ROJAS PALOMINO 

ABOGADO, MASTER 
EN DIRECCIÓN 

DE LA GESTIÓN PÚBLICA
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2	 Únicamente resguardos legalmente constituidos.
3	 “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los artículos 151, 

288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar 
la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros.”

tuido por los recursos que la nación transfiere 
a las entidades territoriales y a los resguardos 
indígenas, con el objetivo principal de finan-
ciar los sectores de educación, salud, agua po-
table y saneamiento básico. 

Los recursos del SGP se han venido distri-
buyendo en un 96 % en las asignaciones secto-
riales y en un 4 % en las asignaciones especia-
les, de la siguiente manera (DNP, 2023):

a) Asignaciones sectoriales (96 %)
▼ 	 Educación
▼ 	 Agua Potable y Saneamiento Básico 
▼ 	 Salud 
▼ 	 Propósito General

❯❯ Los recursos del 
SGP se han venido 
distribuyendo en un 
4 % en las asignaciones 
especiales, dentro de 
los que se encuentran 
los resguardos 
indígenas legalmente 
constituidos.

De conformidad con lo establecido en la 
Ley 715 de 20013, el Departamento Nacional 
de Planeación realiza la distribución de los 
recursos del Sistema General de Participacio-
nes, cuyo monto para los componentes secto-
riales y las asignaciones especiales en el año 
2024, superó los 69 billones de pesos. 

b) Asignaciones especiales (4 %)
▼ 	 Alimentación Escolar
▼ 	 Resguardos Indígenas2

▼ 	 Fondo de Pensiones Territoriales (Fonpet) 
▼ 	 Municipios ribereños del Río Grande 
	 de la Magdalena 



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

E
S

P
E

C
IA

L
  
❯

  
  

 S
IS

T
E

M
A

 G
E

N
E

R
A

L
 D

E
 P

A
R

T
IC

IP
A

C
IO

N
E

S

134

4	 https://www.carf.gov.co/documents/d/guest/pronunciamiento-no-16-vf?download=true 

Precisado lo anterior, es pertinente seña-
lar que, tratándose de procesos de descen-
tralización, el Banco Mundial (Saito, 2024) 
identifica tres dimensiones relevantes, como 
son: la fiscal, la administrativa y la política, las 
cuales, en relación con la reforma constitu-
cional y su ley reglamentaria, se abordarán de 
manera general a continuación:

Relevancia fiscal
La relevancia fiscal de esta reforma parte de 
tener en cuenta que para el año 2024, según 
cifras de Fedesarrollo, el Sistema General de 
Participaciones representó más del 17 % del 
gasto total del Gobierno central. 

Adicionalmente, en un escenario sin refor-
ma, se proyecta que en el año 2038 el SGP re-
presentaría un 28,8 % de los ingresos corrien-
tes de la nación, porcentaje que, como se ha 
mencionado, con la entrada en vigencia del 
acto legislativo se ubicará en 39,5 % en 2038. 
En relación con la deuda, las proyecciones 
sin reforma indican que sería del 55,5 % del 
PIB en el año 2038. En cambio, los efectos del 
acto legislativo generarían un incremento de 
la deuda del Gobierno central que alcanzaría 
en el 2038 el 66,6 % del PIB, cercano al límite 
máximo del 71 %. (Fedesarrollo, 2025)

Según los analistas, este escenario podría 
tener influencia en el aumento de prima de 
riesgo y mayor depreciación de la tasa de cam-
bio. Por lo anterior, resulta de gran relevancia 
la ley reglamentaria del acto legislativo, en el 
sentido de establecer las medidas que permi-
tan mitigar los efectos que diferentes bloques 
de pensamiento han pronosticado. 

Al respecto, el Comité Autónomo de la 
Regla Fiscal coincide con Fedesarrollo al se-
ñalar que la ley de competencias debe estar 

orientada a neutralizar el impacto fiscal de 
la reforma constitucional al SGP, sin lo cual 
podría producirse una presión de gasto pro-
medio de hasta 0,8pp del PIB. Señalan que 
el escenario actual, aun sin reforma es muy 
retador, por lo que se requieren importantes 
esfuerzos para retornar a la senda de la regla 
fiscal. (Carf, 2025)  

Para ello, se propone que los nuevos re-
cursos no solo vayan acompañados de fun-
ciones claras, sino que las competencias 
sean descentralizadas en sectores donde 
los entes territoriales tengan capacidad real 
de ejecución. Se presentan propuestas que 
incluso contemplan ampliar el alcance del 
SGP más allá de los sectores tradicionales 
(educación, salud, agua), incluyendo áreas 
como la política social vía Sisbén, que per-
mitiría a los territorios gestionar directa-
mente programas focalizados (impacto: 0,8 
% del PIB); o el Plan de Alimentación Escolar 
(PAE), actualmente financiado de manera 
mixta, pero que podría ser asumido comple-
tamente desde el SGP (0,1 % del PIB). (Fede-
sarrollo, 2025)4

Por otra parte, en lo relacionado con el 
trámite de la ley de competencias, resulta 
pertinente traer a colación el contenido de la 
Ley 819 de 2003, que en su artículo 7º señala 
que el impacto fiscal de cualquier proyecto 
de ley que ordene gasto o que otorgue benefi-
cios tributarios, además de hacerse explícito, 
deberá ser compatible con el marco fiscal de 
mediano plazo. Sumado a ello, la norma en 
cita dispone que en la exposición de motivos 
y en las ponencias se deben incluir expresa-
mente los costos fiscales de la iniciativa y la 
fuente de ingreso adicional generada para el 
financiamiento de dicho costo. Así mismo, 

La relevancia fiscal de esta reforma parte de tener en 
cuenta que para el año 2024, según cifras de Fedesarrollo, 
el Sistema General de Participaciones representó más 
del 17 % del gasto total del Gobierno central. ❯
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5	 https://misiondescentralizacion.dnp.gov.co/SiteAssets/Paginas/MMXXIV/Informe%20final%20Misio%CC%81n%20de%20Descentralizacio%C-
C%81n.pdf 

6	 https://www.repository.fedesarrollo.org.co/bitstream/handle/11445/4783/TE_No_258_2025_En%20ínea.pdf?sequence=1&isAllowed=y 

se establece que al Ministerio de Hacienda 
y Crédito público le asiste el deber de emitir 
concepto sobre la consistencia de lo dispues-
to en el mencionado artículo. 

Conforme a lo anterior, desde el momen-
to mismo de presentación del proyecto, el 
Gobierno Nacional deberá estimar el impacto 
fiscal de la iniciativa y la fuente de financia-
miento, que en todo caso deberá ser consis-
tente con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. 

Relevancia administrativa
Una mayor descentralización fiscal necesa-
riamente debe estar acompañada de una ma-
yor descentralización administrativa. De ahí 
la importancia de la ley reglamentaria en esta 
materia, de la cual se espera una correspon-
dencia entre el aumento de transferencias 
con el aumento de competencias de las enti-
dades territoriales.

Al respecto, es importante señalar que 
aunque el diseño y metodología actual favore-
cen en su distribución a las entidades territo-
riales con mayores rezagos, las transferencias 
no han logrado reducir significativamente 
las brechas que persisten entre categorías de 
entidades territoriales, especialmente a nivel 
sectorial y en sus desempeños fiscales.  (Mi-
sión de Descentralización, 2024)5 

Estos rezagos se derivan necesariamente 
de gestiones ineficientes y falta de capaci-
dades técnicas que se presentan en las en-
tidades territoriales, por lo que un aspecto 
fundamental de la ley de competencias debe 
apuntar a superar estas dificultades, procu-
rando un mayor impacto de las inversiones, y 
la disminución de las brechas existentes. 

Sobre este aspecto, Fedesarrollo resalta la 
importancia de tener en cuenta los criterios 
de capacidad institucional y particularidades 
de cada territorio al momento de la asigna-
ción de competencias, en aras de garantizar 
un uso eficiente de los recursos. Al respecto, 
el Índice de Desempeño Fiscal calculado por 
el Departamento Nacional de Planeación in-
dica que solo 4 municipios superan el umbral 
de sostenibilidad financiera, y cerca del 52 % 
se encuentran en riesgo. Ante este panorama, 
se propone un reparto diferenciado de com-
petencias que tenga en cuenta diversos crite-
rios y factores. (Fedesarrollo, 2025)6 

SUPERAN EL UMBRAL DE 
SOSTENIBILIDAD FISCAL, FRENTE 
A UN 52 % EN RIESGO.

ES EL PORCENTAJE DE LOS RECURSOS DEL 
SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES 

DESTINADOS A ASIGNACIONES SECTORIALES 
FIJAS (EDUCACIÓN, SALUD, AGUA, ETC.).

MUNICIPIOS

96%

ES EL NIVEL PROYECTADO DE DEUDA 
DEL GOBIERNO CENTRAL EN 2038 CON LA REFORMA, 

CERCA DEL LÍMITE LEGAL (71 %).

DEL PIB
66,6%
4

SE CALCULA LA PRESIÓN FISCAL 
PROMEDIO QUE PUEDE GENERAR LA REFORMA 

SIN MEDIDAS DE MITIGACIÓN.

puntos 
del PIB0,8%
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Tanto el Gobierno Nacional como el Congreso de la 
República tienen una gran responsabilidad en la elaboración, 
trámite y aprobación de la ley de competencias, en donde 
deberán tener en cuenta las dimensiones fiscales, políticas 
y administrativas de la reforma. ❯

En todo caso, se requiere analizar con 
detalle cuáles funciones y competencias 
efectivamente son susceptibles de ser trans-
feridas a las entidades territoriales, y de esta 
manera definir mecanismos de capacitación 
técnica, articulación multinivel y transferen-
cia de conocimiento que impriman mayor 
control y responsabilidad en la provisión de 
servicios; que permitan ejecutar los recursos 
públicos de manera eficiente y eficaz; y que 
generen impacto regional, beneficio social y 
valor público.

Relevancia política
Como se mencionó antes, en relación con 
procesos de descentralización es importante 
considerar la dimensión política. En tal sen-
tido, la ley de competencias podría analizar 
la ampliación de facultades a los cuerpos 
colegiados de elección popular para definir 
normas y formular políticas dentro de su ju-
risdicción. Así mismo, dado el aumento de 
recursos en las regiones, podrían explorarse 
mecanismos para fortalecer la articulación 
entre el control político, con el control fiscal 
y disciplinario.

Por otra parte, si bien le corresponde 
al Gobierno Nacional presentar el proyec-
to de ley que reglamente los recursos y las 
competencias asignadas en virtud de la re-
forma constitucional, es importante consi-
derar que será el Congreso de la República 
la corporación que tramitará y aprobará la 
versión final que pase a sanción presiden-
cial. Esto, sin perjuicio de las competencias 
del Presidente de la República y de la Corte 
Constitucional, relacionadas con la obje-
ción presidencial o el control constitucio-
nal, respectivamente.

En tal sentido, a instancias del órgano le-
gislativo se prevén interesantes discusiones 
en torno a la aprobación de la ley reglamenta-
ria de los recursos y competencias que serán 
asignados a las entidades territoriales. Es poco 
probable que en la aprobación de esta ley se 
presente un consenso similar al evidenciado 
en el trámite del acto legislativo. Esto, por los 
impactos notables que representa a nivel fiscal, 
administrativo y político, a la vez que determi-
nará la entrada en vigencia de la reforma. 

En todo caso, dada la trascendencia que 
representa la implementación de la mencio-
nada reforma constitucional, se espera que 
los debates en el seno legislativo se adelanten 
con toda la rigurosidad y análisis técnico; te-
niendo como premisa la sostenibilidad fiscal 
del país y con el propósito de lograr una ade-
cuada y precisa distribución de competencias 
entre niveles de gobierno. 

Consideraciones finales
Tanto el Gobierno Nacional como el Con-

greso de la República tienen una gran respon-
sabilidad en la elaboración, trámite y apro-
bación de la ley de competencias, en donde 
deberán tener en cuenta las dimensiones 
fiscales, políticas y administrativas de la re-
forma. 

En este propósito, se requiere una ley re-
glamentaria muy bien lograda, para lo cual 
será prioritario adoptar las medidas pertinen-
tes orientadas a garantizar la sostenibilidad 
fiscal del país y mitigar los riesgos proyecta-
dos por diferentes bloques de pensamiento, 
quienes advierten que en un contexto de alta 
inflexibilidad del gasto, existe riesgo de una 
crisis fiscal, económica y social, lo que podría 
generar un deterioro del balance fiscal, y un 
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posible aumento de la deuda al límite estable-
cido por la regla fiscal. (Fedesarrollo, 2024)

Es fundamental que la ley reglamentaria 
se ocupe de establecer criterios para determi-
nar cuáles funciones y competencias pueden 
ser transferidas a las entidades territoriales, 
entre las cuales podrían considerarse: el des-
empeño fiscal, la equidad, necesidades bási-
cas insatisfechas y población, entre otros. 

Estas medidas deberán estar acompa-
ñadas de mecanismos de articulación in-
terinstitucional, así como de espacios de 
coordinación, apoyo técnico y transferencia 
de conocimiento entre diferentes niveles de 
gobierno. 

Organismos de control
Esta reforma supone un desafío significativo 
para los entes de control, ya que conllevará un 
incremento en los riesgos relacionados con la 
pérdida de recursos públicos y la posible co-
misión de faltas disciplinarias.

Desde el punto de vista fiscal es importan-
te señalar que, por su origen y características, 
los recursos del Sistema General de Participa-
ciones (SGP) están bajo vigilancia y control de 
la Contraloría General de la República. Esto 
hace necesario establecer estrategias orienta-
das a reforzar el control fiscal desconcentra-
do que dicha entidad ejerce por medio de sus 
gerencias departamentales. Dicho fortaleci-
miento podría complementarse con mecanis-
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mos de coordinación y control fiscal concu-
rrente junto con las contralorías territoriales.

En tal sentido, serán de gran importancia 
estrategias que contemplen el fortalecimien-
to del control territorial con enfoque dife-
rencial, el uso de herramientas tecnológicas, 
inteligencia artificial, fortalecimiento del con-
trol social y la articulación entre el control po-
lítico, fiscal y disciplinario. EC

❯❯ El uso de la 
inteligencia artificial 
será clave en las 
estrategias para 
fortalecer el control 
territorial con enfoque 
diferencial.
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¿RECURSOS SOBRE 
COMPETENCIAS

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA de Colombia, en 
su artículo 288, establece la necesidad de pro-
mulgar una ley orgánica de ordenamiento te-
rritorial cuyo propósito debería ser definir la 
distribución de competencias entre la nación 
y las entidades territoriales. Transcurrieron 
veinte años hasta la expedición de la Ley 1454 
de 2011, la cual resultó limitada en su alcance, 
dado que para ese momento la distribución 
de los recursos ya se encontraba consolidada, 
sin permitir un margen efectivo para redefinir 
o asignar nuevas competencias a nivel territo-
rial (Hernández, 2001). Como consecuencia, 
las restricciones fiscales preexistentes condi-
cionaron el debate, reduciendo el enfoque a la 
disponibilidad de recursos más que al análisis 
funcional de las competencias.

No obstante, apenas dos años después de 
la promulgación de la Constitución de 1991, 
se expidió la ley 60, con la cual se desarrolla-
ron los artículos 356 y 357. Esta norma dio 
origen al situado fiscal y a las participaciones 
municipales, como primeros mecanismos de 
transferencias condicionadas —entendiendo 
‘condicionadas’ como bolsas de recursos con 
asignaciones específicas (salud, educación, 
agua potable, etc.), y dejando una bolsa resi-
dual para libre inversión—, todo ello basado 
en los ingresos corrientes de la nación (ICN).

Más adelante, con el Acto Legislativo 01 
de 2001, se reemplazó el situado fiscal por el 

La reforma fiscal aumentó las transferencias a los territorios, 
pero sin definir competencias claras ni fortalecer capacidades. 

Así, el país descentraliza recursos, no responsabilidades.

DAVID SOTO
DIRECTOR EJECUTIVO 

ORGANIZACIÓN ACTIVOS 
CULTURALES AFROS ( ACUA)

O COMPETENCIAS SOBRE 
RECURSOS?

Sistema General de Participaciones (SGP), y 
además se realizó un cambio estructural en 
la forma de calcular las transferencias, desli-
gándolas de los ICN y vinculándolas al creci-
miento del PIB más unos puntos de inflación. 
A su vez, se diseñaron criterios de distribu-
ción más complejos y se impusieron mayores 
restricciones al gasto que se financie con esos 
recursos transferidos.

Posteriormente, mediante el Acto Legisla-
tivo 04 de 2007, se introdujeron techos al cre-
cimiento real del SGP y mecanismos contrací-
clicos que lo ligaron al crecimiento promedio 
del PIB, buscando estabilidad macroeconó-
mica. A partir de estas dos reformas, la lógica 
del modelo venía acentuando la dependencia 
total de recursos de las entidades territoria-
les a las decisiones centralistas (Iregui et al., 
2001).

El gráfico 1 presenta la evolución de las 
transferencias del Sistema General de Parti-
cipaciones (SGP) entre los años 2002 y 2012, 
expresadas como proporción del Producto 
Interno Bruto (PIB) —eje izquierdo— y de los 
ingresos corrientes de la nación (ICN) —eje 
derecho—. Se evidencia una trayectoria con-
tractiva en ambos indicadores, siendo parti-
cularmente más pronunciada la caída relativa 
del SGP como porcentaje del PIB. 

Con la entrada en vigencia del Acto Legis-
lativo 03 de 2024, se pretende volver a la pro-
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mesa del constituyente primario de avanzar 
hacia una verdadera autonomía territorial. 
Este acto legislativo aumenta progresivamen-
te las transferencias del SGP hasta alcanzar el 
39,5 % de los ICN en el año 2036, partiendo del 
23,8 % actual. El incremento es dado median-
te una tasa anual del 2,5 %, con un esquema 
gradual y cláusulas de ajuste. 

Diseño inverso 
de la autonomía territorial
La reforma recientemente aprobada deno-
ta una contradicción estructural: asume que 
el aumento de recursos equivale automáti-
camente a mayor autonomía territorial, sin 
considerar que la inversión y el gasto en el 
territorio siguen estando condicionado por 
lineamientos nacionales, sometiendo los pro-
cesos de planeación y gestión fiscal de las en-
tidades territoriales (Soto et al., 2025). 

De esa manera, aunque el Acto Legislativo 
03 se presenta como un avance histórico en 
la descentralización, lo cierto es que perpetúa 
un modelo en el que los entes territoriales si-
guen supeditados a un modelo centralista. 

El principal problema radica en que, al ha-
berse definido primero los artículos 356 y 357 
de la Constitución y, posteriormente el artí-
culo 288, se consolidó un diseño institucional 

que invierte el orden lógico de la descentrali-
zación funcional: se transfieren recursos an-
tes de definir con claridad qué competencias 
adicionales asumirán los entes territoriales, 
si están en condiciones de hacerlo y bajo qué 
criterios se evaluará dicha capacidad. (Iregui 
et al., 2001). Este desajuste genera un entor-
no institucional disfuncional e inequitativo 
y abre espacios para la ineficiencia o incluso 
el derroche de recursos. La descentralización 
ha sido más una estrategia de desconcentra-
ción administrativa que un proceso genuino 
de empoderamiento territorial (Soto, 2010). 
Conforme a los principios de descentraliza-
ción, la asignación de funciones debe estar 
acompañada de una distribución proporcio-
nal y suficiente de recursos y no a la inversa.  

Sin un esquema claro de responsabilida-
des y sin una arquitectura operativa descen-
tralizada, los gobiernos subnacionales podrán 
rehusarse a asumir nuevas competencias, 
escudándose en la insuficiencia de recursos 
o de capacidades técnicas e institucionales. 
Esto implica que, desde ya, será necesario em-
prender un proceso de reforma institucional. 
Una reforma coherente debió iniciarse desde 
una hoja en blanco, evaluando primero las 
competencias territoriales y luego asignando 
los recursos de manera progresiva. 

❯❯ La verdadera 
descentralización 
no se mide 
por el volumen 
de recursos 
transferidos, sino 
por la capacidad 
de los entes 
territoriales 
para gobernar 
con autonomía 
conforme a 
su vocación y 
perspectivas de 
desarrollo. 

 GRÁFICO 1. 
TRANSFERENCIAS COMO PORCENTAJE DEL PIB Y DE LOS ICN

Fuente: (Bonet et al., 2014)
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El gráfico 2 refuerza el argumento que 
expresa que al desagregar los ingresos muni-
cipales por categoría (de especial a sexta), se 
observa una altísima concentración del ingre-
so tributario y no tributario en los municipios 
de categoría especial y de primera, mientras 
que en las categorías inferiores —las de me-
nor capacidad fiscal y administrativa— los 
ingresos propios son prácticamente margina-
les. En contraste, el grueso del financiamiento 
en los municipios de categoría sexta proviene 
de transferencias nacionales y regalías, refle-
jando una dependencia estructural del nivel 
central. 

Proceso gradual en función de la 
vocación y capacidades territoriales
Teniendo en cuenta el panorama anterior y 
como resultado del escaso margen para la for-
mulación de la ley de competencias, se propo-
nen algunos principios de descentralización 
que deben estar en el centro de la discusión. 

Toda asignación de competencias debe ir 
acompañada de una evaluación integral de 
las capacidades de los gobiernos territoriales 
para responder de manera efectiva a las de-

mandas sociales. Esto obliga a una estrategia 
gradualista: a medida que se habilita la acción 
territorial, los entes territoriales deben tener 
espacio para desarrollar experiencias, lo que 
permite en el corto y mediano plazo a la en-
tidad territorial apropiar competencias admi-
nistrativas (García, 2004). Solo así será posible 
una apropiación progresiva y sostenible de los 
recursos, en función del desarrollo efectivo de 
sus capacidades. La autonomía no se decreta: 
se construye en la medida en que los territo-
rios demuestran estar preparados para asu-
mir mayores responsabilidades. 

Además, el proceso de descentralización 
debe abordarse con un enfoque territorial, es 
decir, priorizando los bloques de competencia 
según la vocación y necesidades particulares 
de cada territorio (Soto et al., 2025). No puede 
tratarse igual a una región rural con vocación 
agroambiental que a una ciudad con proble-
mas urbanos complejos. Se requiere un dise-
ño sensible al contexto territorial. Esto exige 
reconocer que la diversidad territorial obliga 
a pensar el tema de competencias en deter-
minados sectores conforme a la vocación del 
territorio.

❯❯ Si las entidades 
territoriales se 
asocian con 
el propósito 
de compartir 
capacidades y 
ejecutar proyectos 
de desarrollo 
conjunto, el 
Estado podría 
liberar una porción 
de las nuevas 
transferencias para 
apoyar directamente 
estos esquemas. 

GRÁFICO 2.
INGRESOS DE LAS E.T COMO PORCENTAJE DEL PIB

Fuente: (Bonet et al., 2014)
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Se requiere un rediseño institucional integral que reconozca 
la vocación de los territorios, promueva el desarrollo progresivo 
de capacidades, estimule la cooperación territorial y garantice 
una alineación efectiva entre los recursos asignados 
y las competencias asumidas.❯

Asociatividad: opción para la 
eficiencia y el ordenamiento territorial
Un elemento adicional para fortalecer la 
descentralización que debe ser considerado 
es el fomento de esquemas de asociatividad 
territorial. La articulación entre municipios 
y departamentos puede convertirse en una 
vía estratégica para construir capacidades 
compartidas, especialmente en regiones co-
lindantes, conurbadas o con altos niveles de 
rezago institucional (De la Torre, 2025).

Existen alternativas viables para dar co-
herencia a la descentralización mediante 
esquemas de desarrollo construidos sobre 
hitos geográficos compartidos, como cuencas 
hidrográficas, macizos y corredores biocultu-
rales. Por ejemplo, estructurar políticas públi-
cas alrededor del eje del río Atrato permitiría 
integrar territorios con diferentes niveles de 

capacidad administrativa bajo un propósito 
común de gestión ambiental, movilidad flu-
vial y desarrollo productivo. Más que avanzar 
en procesos de fortalecimiento administrati-
vo de manera aislada, resulta más efectivo fo-
mentar el intercambio de capacidades entre 
territorios vinculados por dinámicas geográ-
ficas compartidas. 

El gráfico 3 representa una propuesta de 
articulación territorial estructurada sobre 
un esquema de transporte multimodal que 
integra funcionalmente tres infraestructuras: 
la navegabilidad del río Atrato, un corredor 
ferroviario entre Cupica y Puerto Atrato, y 
una conexión vial entre Mutatá y Puerto An-
tioquía. Esta configuración posibilita la co-
nectividad interoceánica entre el Pacífico y 
el Caribe, y constituye un andamiaje físico es-
tratégico para la conformación de esquemas 

GRÁFICO 3. 
INFRAESTRUCTURA MULTIMODAL EN EL CORREDOR ATRATO-URABÁ 

Fuente: (Mejía, 2023)
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asociativos entre entidades con alta hetero-
geneidad institucional y fiscal, como los de-
partamentos del Chocó y Antioquia. Dicha 
infraestructura puede operar como vector de 
integración territorial, permitiendo sinergias 
en la gestión pública, economías de escala en 
la provisión de bienes y servicios, y una pla-
nificación multiescalar del desarrollo. 

Para que esta lógica asociativa se mate-
rialice se requiere desarrollar incentivos de 
política pública. También se deben estable-
cer mecanismos que premien la coopera-
ción territorial: si las entidades territoriales 
se asocian con el propósito de compartir ca-
pacidades y ejecutar proyectos de desarrollo 
conjunto, el Estado podría liberar una por-
ción de las nuevas transferencias para apo-
yar directamente estos esquemas. 

Una herramienta ya existente que po-
dría revitalizarse bajo esta lógica es la de 
los contratos plan o pactos territoriales, los 
cuales permiten la priorización de recursos 
con base en proyectos estratégicos acor-
dados entre diferentes niveles de gobierno. 
Este instrumento permite que la articula-
ción entre municipios, departamentos y re-
giones pueda cerrar brechas estructurales 
de capacidades, generar sinergias y com-
partir experiencias administrativas (De la 
Torre, 2025).

  
El entorno político actual
En el marco de las negociaciones entre nive-
les de gobierno y en época prematura electo-
ral, las competencias se están “subastando” 
en función de quién tiene mayor peso polí-
tico a nivel regional de cara a las contiendas 
electorales (Soto et al., 2025). Esto lleva a una 
distribución desequilibrada donde prima la 
lógica de otorgar mayores recursos sin ma-
yores responsabilidades. 

Esta lógica fomenta tensiones intergu-
bernamentales. Por un lado, los entes terri-
toriales, al recibir mayores recursos, busca-
rán defender estos montos frente a posibles 
recortes o nuevas restricciones. Por el otro, el 
nivel central, en su rol de control y vigilancia, 
mantendrá una posición intervencionista, 
alegando la falta de una estructura formal 
de responsabilidades previamente definida. 
En el fondo, se configura un escenario de 
ambigüedad funcional: se asignan recursos, 
pero no se clarifica quién responde por los 
resultados.

ES LA NUEVA META DE PARTICIPACIÓN DEL SGP 
SOBRE LOS INGRESOS CORRIENTES DE LA NACIÓN 

QUE SE ESPERA ALCANZAR EN 2036, SEGÚN 
EL ACTO LEGISLATIVO 03 DE 2024.

ES LA TASA DE AUMENTO PROGRESIVO DE LAS 
TRANSFERENCIAS ESTIPULADA EN LA REFORMA 

HASTA ALCANZAR LA META DEL 39,5 %.

ES EL NIVEL ACTUAL DE TRANSFERENCIAS 
DEL SGP FRENTE A LOS INGRESOS 
CORRIENTES DE LA NACIÓN, BASE 
DE LA QUE PARTE LA REFORMA.

23,8%

39,5%

2,5%
ANUAL
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Estas tensiones no son meramente ad-
ministrativas, sino que tienen un impacto 
directo en el ciudadano. La falta de claridad 
en las competencias genera vacíos en la pres-
tación de servicios y puede traducirse en una 
cadena de irresponsabilidades donde todos 
señalan a todos y nadie responde. Además, el 
hueco presupuestal que se está gestando re-
caerá inevitablemente en el nivel central, que 
deberá asumir con recursos propios aquello 
que los territorios no pueden o no quieren 
ejecutar por falta de definición normativa o 
de capacidad.

En conclusion, la reforma constitucional 
debe ir mucho más allá del simple incremento 
en las transferencias. Se requiere un rediseño 
institucional integral que reconozca la voca-
ción de los territorios, promueva el desarrollo 
progresivo de capacidades, estimule la coope-
ración territorial y garantice una alineación 
efectiva entre los recursos asignados y las 
competencias asumidas. La decisión de ini-
ciar este proceso por el componente financie-
ro —con el ‘cheque girado’ sin un marco claro 
de responsabilidades— revela una fragilidad 
estructural profunda del modelo vigente. La 
verdadera descentralización no se mide por 
el volumen de recursos transferidos, sino por 
la capacidad de los entes territoriales para 
gobernar con autonomía conforme a su voca-
ción y perspectivas de desarrollo. EC
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LA FUERTE PREOCUPACIÓN por la marcada 
centralización en el manejo de los recursos 
por parte del Gobierno Nacional condujo a 
que en 1986, como producto de la promulga-
ción de la ley 78 sobre elección popular de al-
caldes, se emprendiera un proceso de descen-
tralización de recursos que tuviera en cuenta 
las necesidades particulares de los munici-
pios y departamentos dado su tamaño, ubi-
cación, condición geográfica y evolución his-
tórica. Desde un comienzo se planteó como 
prioridad la autonomía territorial, teniendo 
en cuenta que el Gobierno Nacional puede 
desconocer dichas particularidades. 

En respuesta, la Constitución Política de 
1991 reconoce a Colombia como un Estado 
social de derecho, organizado en forma de 
República Unitaria, descentralizada y con 
autonomía de las entidades territoriales. En 
consecuencia, la Ley 60 de 1993 le dio conti-
nuidad al proceso de descentralización, esta-
bleciendo un nuevo sistema de transferencias 
dirigidas a los departamentos a través de un 
mecanismo denominado situado fiscal y a los 
municipios por medio de la participación so-
bre los ingresos corrientes de la nación (ICN) 
definidos por el Ministerio de Hacienda como 
ingresos tributarios (i.e. impuestos directos 
e indirectos) e ingresos no tributarios (tasas, 
multas y contribuciones). 

El Sistema General de Participaciones (SGP) nació para descentralizar recursos 
y dar autonomía a los territorios. Hoy, reformas incompletas, transferencias 

bajas y más competencias sin respaldo evidencian un modelo que no despega. 
La nueva reforma de 2024 promete mucho pero enfrenta grandes desafíos.

KARLA DAYANA 
TORO CALVACHE1

DELEGADA 
DE FENADECO

DAVID STEVEN 
PARRA ALMEYDA2

DELEGADO 
DE FENADECO

DESCENTRALIZACIÓN
UN SISTEMA ATRAPADO ENTRE 

LA NORMA Y LA REALIDAD

Posteriormente, en 2001 mediante el 
Acto Legislativo 01, desarrollado por la 
ley 715 del mismo año, se creó el Sistema 
General de Participaciones (SGP), el cual 
modificó el sistema anterior reconociendo 
una distinción sectorial fundamentalmente 
enfocada en tres sectores: Educación, Salud 
y propósito general (en el cual estaba inclui-
do el componente de agua potable y sanea-
miento básico). 

En 2007 se implementó la ley 1176 que 
reglamentó el Acto Legislativo 04 del mis-
mo año, la cual introdujo la separación del 
componente de agua potable y saneamiento 
básico del sector propósito general, creando 
un sector propiamente dicho. En general, los 
porcentajes de participación se mantuvieron 
iguales de una ley a otra, contando un 58,5 % 
para educación, 24,5 % para salud y, en el caso 
de propósito general, el 16 % inicial fue dividi-
do en un 11,6 % para este propósito y el otro 
5,4 % fue asignado al nuevo sector de agua y 
saneamiento básico.

Con respecto al sector educación, en am-
bas leyes se establece que el dinero trans-
ferido debe ser destinado principalmente a 
financiar la prestación del servicio, es decir, 
la nómina docente, infraestructura, material 
educativo y mejoramiento de la calidad. Ade-
más, en caso de que las instituciones educa-

1	 Delegada de la Región Pacífico en la Federación Nacional de Estudiantes Universitarios (Fenadeco)
2	 Delegado de la Universidad Nacional de Colombia en Fenadeco.
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tivas oficiales demuestren insuficiencia en la 
prestación del servicio, será la entidad territo-
rial la encargada de garantizar la cobertura. Al 
Gobierno Nacional le corresponde la formula-
ción de las políticas y objetivos de desarrollo 
para el sector educativo y dictar las normas 
para la organización y prestación del servicio. 
A partir de ello, se configura un marco admi-
nistrativo, operativo y de consolidación de in-
formación que cataloga al Gobierno  como eje 
central del manejo de los recursos. 

Se evidencian fricciones alrededor del 
cumplimiento de un objetivo de descentra-
lización debido a que los departamentos y, 
particularmente los municipios, están atados 
a una política de educación nacional bajo la 
cual se establecen competencias específicas 
que implican la pérdida de autonomía sobre 

las decisiones en torno al sector. Concreta-
mente, existe ineficiencia en la asignación de 
estos recursos en las zonas rurales del país ya 
que persisten problemas como la deserción 
escolar, mala infraestructura y, fundamental-
mente, la falta de docentes para brindar una 
educación oportuna y de calidad a los niños 
que habitan estas áreas. 

Un estudio realizado en 2024 por el La-
boratorio de Economía de la Educación de la 
Pontificia Universidad Javeriana (LEE) advier-
te que la educación rural en Colombia presen-
ta grandes desafíos ya que, “aunque el 67 % de 
las instituciones educativas oficiales del país 
se encuentren en áreas rurales, la cobertura 
para educación primaria es del 47 %, educa-
ción media del 46 % y en básica primaria y 
secundaria del 64 %”. 

❯❯ Aunque la 
educación es 
competencia de 
los municipios, 
las decisiones 
clave siguen 
centralizadas. En 
las zonas rurales, 
esto se traduce en 
deserción escolar, 
aulas vacías por 
falta de docentes y 
una infraestructura 
que no garantiza 
el derecho a una 
educación digna.
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Los problemas que persisten, sobre todo en cobertura para 
los cuatro sectores principales del SGP, guardan estrecha 
relación con el contexto social, económico, político e histórico 
de cada territorio, lo que obliga un mayor flujo de recursos 
para resolver grandes necesidades.❯

Justamente el problema de falta de do-
centes puede explicarse porque los profeso-
res con mayor preparación prefieren esta-
blecerse en las grandes ciudades, causando 
un exceso de oferta docente en las metró-
polis, pero un déficit de cobertura en áreas 
rurales. Esta problemática se ve agravada 
por la falta de conectividad vial y situacio-
nes de violencia que dificultan el acceso de 
los docentes a las zonas rurales, situación 
que no es tenida en cuenta en la destina-
ción de recursos del sector educación, pues 
el transporte sólo puede ser financiado una 
vez se garantizan los pagos de nómina do-
cente e infraestructura. 

En cuanto al sector salud, la Ley 715 de 
2001 estableció que el Gobierno Nacional tie-
ne a cargo la salud pública y el manejo del Sis-
tema General de Seguridad Social en salud, de 
manera que el objetivo de cobertura y aten-
ción es una política nacional que se ejecuta 
a través del Plan Nacional de Atención en 
Salud. No obstante, y a diferencia del sector 
educación, hay unas competencias particu-
lares que se ejecutan en conjunto con los en-
tes territoriales, como las que tienen que ver 
con los sistemas de evaluación y control para 
las instituciones del sector salud y del Siste-
ma General de Seguridad Social en Salud, y 
aquellas competencias que se relacionan con 
el Sistema Integral de Información en Salud y 
con el Sistema de Vigilancia en Salud Pública. 

Por su parte la ley 1176, aumenta el con-
trol en materia de vigilancia por parte del 
Gobierno Nacional, pero también le brinda la 
posibilidad a los municipios de que sean una 
parte más activa en el manejo de estos recur-
sos, por lo cual ya no están atados a los de-
partamentos como antes. Los recursos que se 
destinan al sector salud están principalmente 
focalizados al régimen subsidiado, buscan-

do aumentar la cobertura sobre todo para 
la población más pobre, que pertenece a los 
niveles más bajos del Sisben. Existe una me-
nor destinación en subsidios a la oferta que 
tienen como fin disponer y mantener una red 
pública en salud, mediante centros de salud y 
hospitales. 

También se destinan recursos para el ma-
nejo epidemiológico, a través del suministro de 
vacunas, y a la capacitación del personal en sa-
lud. Esta lógica ha configurado una falta de ar-
ticulación entre municipios y departamentos, 
que ha desencadenado fallas en la atención, 
porque muchos municipios tienen a su cargo 
la atención primaria brindada en centros de 
salud muy básicos, que no son capaces de res-
ponder a necesidades más amplias. 

Recursos con destino 
a Propósito General
En el caso de la participación para propósito 
general, en la ley 715 se disponen recursos 
para agua y saneamiento básico, además de 
recursos destinados para recreación y depor-
te con 7 % y cultura con un 3 %. Adicional-
mente, establece que los municipios de cate-
gorías 4, 5 y 6, es decir, aquellos que son de 
menor tamaño y más pobres, podrán destinar 
libremente hasta el 28 % de los recursos de 
este sector. Los recursos de propósito general 
son distribuidos según la pobreza relativa (40 
%), proporción de la población urbana y rural 
(40 %), eficiencia fiscal (10 %) y eficiencia ad-
ministrativa (10 %). 

Posteriormente, mediante la ley 1176 se 
separó del propósito general el componente 
de agua potable y saneamiento básico, redu-
ciéndose a un 11,6 %, distribuido de la siguien-
te manera: deporte y recreación (4 %), cultura 
(3 %) y el Fondo Nacional de Pensiones de las 
Entidades Territoriales -Fonpet- (10 % sobre 
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el porcentaje de libre destinación). Además, 
se ajusta el porcentaje de libre destinación 
para los municipios de categorías 4, 5 y 6, pa-
sando a ser del 42 % sobre el total asignado. 

Asimismo, se establece un porcentaje del 
17 % del total de propósito general para los mu-
nicipios con menos de 25.000 habitantes que 
son distribuidos de la siguiente manera: 60 % 
según pobreza relativa y 40 % en proporción a 
la población urbana y rural. La distribución del 
83 % restante queda igual que en la ley 715 y se 
destina para distritos y municipios, incluidos 
los de menos de 25.000 habitantes.

Aunque, en general, la ley 715 y la más 
reciente ley 1176 acogen sectores relevantes 
para responder a las necesidades de los terri-
torios, es pertinente resaltar que aún quedan 
necesidades por considerar y es ahí donde se 
evidencia la importancia de asignar recursos 
de libre destinación para los municipios y de-
partamentos. Actualmente este porcentaje 
equivale al 42 % del propósito general, en cuyo 
caso valdría la pena cuestionarse si este por-
centaje realmente es suficiente para respon-
der a las necesidades de los territorios. 

A pesar de que son recursos de libre des-
tinación, la norma permite que se puedan 
emplear en aspectos como gastos administra-
tivos y pasivos, y es allí donde finalmente se 
terminan gastando, poniendo de manifiesto 
la importancia de replantear su naturaleza 
puesto que si se buscan soluciones generales 
a los problemas que enfrentan los territorios 
se pierden de vista soluciones específicas, lo 
que podría ampliar la brecha y dejarlos en si-
tuación de vulnerabilidad.

Ahora bien, es muy notorio que ambas le-
yes priorizan la educación frente a los otros 
sectores, lo que responde, como se mencionó 
previamente, a un objetivo nacional de garan-
tizar la cobertura universal en educación. No 
obstante, los municipios y departamentos, 
con necesidades particulares en relación con 
la pobreza, requieren que se le dé prioridad a 
otros sectores, por ejemplo al sector de agua 
potable y saneamiento básico. 

Si bien la ley 1176 implica un esfuerzo en 
términos de priorizar este componente, al 
definirlo como un sector separado del sector 
de propósito general, tiene una baja participa-

❯❯ Los municipios 
y departamentos, 
con necesidades 
particulares en 
relación con la 
pobreza, requieren 
que se le dé 
prioridad a otros 
sectores, por 
ejemplo al sector 
de saneamiento 
básico. 
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Fuente: elaboración propia con datos del Departamento Nacional de Planeación (DNP) y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

ción en el SGP, teniendo en cuenta el objetivo 
de cobertura a nivel nacional. El Dane reporta 
que cerca de 3.2 millones de personas no tenían 
acceso a agua potable en 2023, de los cuales 2.6 
millones corresponden al área rural y 0,6 % al 
área urbana. En línea con el objetivo de cober-
tura universal que tiene un horizonte de alcan-
ce para el año 2030, la proporción de recursos 
que se destina a este sector parece ser insufi-
ciente para lograr dicho objetivo. (Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, 2023).

Una vez se esclarece el panorama general 
de las competencias territoriales y los proble-
mas que al día de hoy persisten, a la luz de las 
reformas al SGP que tuvieron lugar en 2001 y 
2007, se puede entrar en materia sobre la actual 
reforma, aprobada por el Congreso de la Repú-
blica mediante el Acto Legislativo 03 del 2024, 
que involucra retos importantes para intensifi-
car el proceso de descentralización en Colom-
bia. El propósito es buscar mayor autonomía 
territorial, sobre todo para los municipios, que-
riendo revertir los procesos de centralización 

GRÁFICO 1.
EVOLUCIÓN DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES (SGP) COMO PORCENTAJE DE LOS INGRESOS 
CORRIENTES DE LA NACIÓN (ICN),  (2002-2024)

ocasionados por reformas anteriores. El Con-
greso aprobó un porcentaje del 39,5 %, estable-
ciendo un plazo máximo de 12 años contados 
a partir del 2027 para alcanzar esa meta.

Con respecto a lo dispuesto en el pro-
yecto presentado ante el Congreso previo al 
Acto Legislativo 03 de 2024, se argumentaba 
que las reformas al SGP que tuvieron lugar en 
2001 y en 2007 redujeron considerablemente 
el porcentaje de transferencias destinadas a 
los municipios y departamentos. Efectiva-
mente, la reducción fue de más de 20 puntos 
porcentuales, pasando de un 42,7 % en 2002 
a cerca del 21,3 % en 2023 (gráfico 1) lo cual, 
según los ponentes del proyecto, va en contra-
vía de lo dispuesto en la Constitución Política 
de 1991 y en la Ley 60 de 1993, que establecía 
que esas transferencias debían crecer hasta 
alcanzar el 46,5 % de los ICN. Esto explica por 
qué se planteó justamente este porcentaje 
como meta para el 2035.  

El gráfico 1 permite observar una ten-
dencia decreciente desde el año 2002 hasta 
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el año 2008, con una reducción, en promedio, 
de 2 puntos porcentuales anuales. En 2008 se 
alcanza un pico a la baja, puesto que el por-
centaje de transferencias sobre los ICN fue 
de 30,37 %. Esto puede estar explicado por 
los efectos de la crisis económica global que 
empezaron a golpear al país, pero sobre todo 
por la reducción en el recaudo fiscal que, por 
ende, tuvo un impacto negativo en los ICN. 
Entre tanto, la fórmula que se terminó apli-
cando fue aquella descrita en un parágrafo del 
Acto Legislativo 01 de 2001, según la cual, las 
transferencias debían aumentar anualmente 
en un porcentaje igual a la inflación causada 
más un crecimiento real constante equivalen-
te al 2 % entre 2002 y 2005 y de 2,5 % entre 
2006 y 2008. 

Posteriormente, con la reforma del 2007, 
se modificó el porcentaje de crecimiento real 
constante, pasando a un 4,8 % desde 2011 
hasta 2016. En contraste con la fórmula apli-
cada, lo que en realidad establecía el artículo 
357 de las Constitución Política de 1991, era 
que el aumento porcentual debía ser el pro-
medio del aumento de los últimos 4 años de 
los ICN, fórmula que finalmente se empezó a 
aplicar desde 2018. Sin embargo, su aplicación 
no logró frenar la tendencia decreciente que 
ya venía desde 2002. Otra de las reducciones 
más bajas se presentó en 2012, producto de 
la caída del crecimiento económico del país, 
que según cifras del Dane pasó del 6,9 % en 
2011 al 3,9 % en 2012. Sumado a esto, la puesta 
en marcha de la reforma tributaria, a través 
de la Ley 1607 de 2012, impulsó reducciones 
del IVA para algunos sectores y algunas ex-
cepciones fiscales, lo que de nuevo impactó 
negativamente los ingresos tributarios y en 
consecuencia los ICN. 

Por último, el tercer pico de reducción de 
las transferencias se presentó en 2023, año en 
el cual el porcentaje de los ICN destinados 
al SGP presentó la cifra más baja en toda su 
historia, con un 21,37 %. El punto clave es en-
tender que el aumento anual estipulado por la 
fórmula descrita en el Acto Legislativo 01 de 
2001, no debía superar el aumento porcentual 
anual de los ICN y que la fórmula original que 
establecía el artículo 357 de la Constitución, 
al estar estrechamente relacionada con el au-
mento de estos ingresos, sufría los efectos de 
las modificaciones de cada reforma tributa-
ria. Otro aspecto para tener en cuenta tiene 
que ver, justamente, con las reformas tributa-

67%

NO TIENEN ACCESO A AGUA POTABLE 
Y DE ELLAS 2.6 MILLONES 
VIVEN EN ZONAS RURALES.

millones 
de personas

3.2

ES EL PORCENTAJE MÁS BAJO DE TRANSFERENCIAS 
DEL SGP FRENTE A LOS INGRESOS CORRIENTES 

DE LA NACIÓN REGISTRADO EN 2023, 
EL MÁS BAJO EN LA HISTORIA DEL SISTEMA.

1,3%

de las instituciones educativas 
oficiales del país están ubicadas 

en zonas rurales, pero la cobertura 
para educación primaria apenas 

llega al 47 %
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rias de 2021 y de 2022, que si bien aumentaron 
algunos impuestos, ordenaron el gasto públi-
co en torno a otras prioridades diferentes a las 
transferencias del SGP.

A propósito del aumento de las transfe-
rencias con la nueva reforma, vale la pena 
indagar si el aumento responde a un ajuste 
en el dinero transferido que resuelve un pro-
blema latente de insuficiencia de recursos o 
si se debe a que el aumento de las competen-
cias territoriales requiere más dinero. Todo 
apunta a que es una combinación de los dos 
elementos, porque son cosas que no pueden 
ir separadas. Los problemas que persisten, so-
bre todo en cobertura para los cuatro sectores 
principales del SGP, guardan estrecha relación 
con el contexto social, económico, político e 
histórico de cada territorio, lo que obliga un 
mayor flujo de recursos para resolver grandes 
necesidades, pero también la liberación por 
parte de los territorios de la subordinación 
del Gobierno Nacional para la ejecución de 
tales recursos.

Trabajo conjunto
Pese a la importancia de la descentralización, 
es necesario hacer hincapié en que el aumento 
de las transferencias y el traspaso de compe-
tencias de la nación a los territorios, requieren 
de un trabajo conjunto del Gobierno Nacional 
con los municipios y departamentos en el pro-
ceso de transición, ya que, aunque hay territo-
rios preparados para la asignación de nuevas 
competencias, hay otros que no cuentan con 
las herramientas necesarias para asumirlas. 

Resulta vital el acompañamiento del Go-
bierno Nacional en el fortalecimiento de las 
entidades territoriales, con formación de per-
sonal técnico y administrativo y provisión de 
herramientas administrativas que permitan a 
estas entidades gestionar, de manera eficiente, 
las competencias y, por ende, los recursos que 
ahora están a su cargo y fortalecer las institu-
ciones que se encargan de realizar el monito-
reo, seguimiento y control integral.

Finalmente, la discusión sobre el panora-
ma futuro del SGP no puede ignorar el hecho 

❯❯ El Congreso 
dio luz verde a una 
reforma que busca 
devolver autonomía 
a los territorios: 
en un plazo de 12 
años, los municipios 
deberán recibir 
el 39,5 % de los 
recursos, revirtiendo 
décadas de 
centralismo fiscal.
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de que la nueva ley de competencias que el 
Gobierno Nacional tiene que presentar debe 
estar desarrollada cuidadosamente para no 
comprometer el equilibrio fiscal, puesto que 
el aumento de las transferencias de recursos a 
los territorios reduce la capacidad del Gobier-
no Nacional para financiar sus compromisos 
fiscales. 

Según Luis Fernando Mejía, director de Fe-
desarrollo “sin un diseño riguroso, el aumento 
de las transferencias podría traducirse en un 

déficit fiscal del 5,2 % del PIB en 2038 y una 
deuda que alcanzaría el 66,9 % del PIB” (Fe-
desarrollo, 2025). Sumado a esto, el reciente 
anuncio por parte del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público de suspender por tres años 
la regla fiscal aumenta la incertidumbre. Es 
por ello que la nueva ley de competencias 
deberá tener en cuenta estos riesgos y tomar 
medidas de protección como, por ejemplo, la 
mejora de los mecanismos de tributación de 
los municipios y departamentos. EC
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¿PARA BIEN O PARA MAL?  / BANCO INTERAMERICANO 
DE DESARROLLO / 2005.  

El proceso de formación de la Unión Europea se basa en 
una concepción de “Casa Común” que busca equilibrar los 
desbalances y cerrar las brechas heredadas históricamente 
a efecto de prevenir migraciones desordenadas y mejorar la 
cohesión social interna en los países.

El caso europeo es uno de los casos mejor estructurados 
acerca de cómo se puede mejorar  el balance económico 
regional interno a cada país y entre los Estados miembros.  
El objetivo ha sido la reducción de los desequilibrios en el 
desarrollo de los países y regiones más atrasadas, así como 
la búsqueda de una mayor inclusión social de los ciudadanos 
de la Unión Europea. 

La política de cohesión es una herramienta esencial en 
la estrategia de integración, especialmente para los países 
del Este que se unieron a la Unión. La diversificación de los 
niveles de desarrollo económico y social, particularmente en 

términos de ingresos 
y empleo, ha sido 
uno de los mayores 
desafíos. La política 
de cohesión se ideó 
como un mecanismo 
clave para asegurar 
que la expansión de 
la Unión se llevara 
a cabo de manera 
gradual y exitosa, 
proporcionando los 
fondos necesarios 
para garantizar el 
crecimiento de todas 
las regiones.

LECTURA RECOMENDADA
BEETHOVEN HERRERA VALENCIA1

1.	 Profesor Emérito de la Universidad Nacional y de las universidades Javeriana, Magdalena y Prime Business School. Asesor externo 
de la Contraloría Delegada para Economía y Finanzas.

2.	 El presente texto es una síntesis del capítulo del autor titulado “Políticas estructurales y mecanismos de compensación para los 
países andinos”, el cual se publicó en el libro del Banco Interamericano de Desarrollo titulado ¿Para bien o para mal?, en 2005, 
y que reviste, sin duda, singular pertinencia para acompañar la discusión acerca del desbalance en el nivel de desarrollo de las 
regiones.

En este marco, el Fondo Social Europeo (FSE) juega un 
papel crucial como instrumento de inclusión. El FSE apoya 
programas enfocados en el desarrollo de competencias 
laborales y sociales, especialmente dirigidos a aquellos 
grupos en riesgo de exclusión, tales como jóvenes, personas 
discapacitadas o desempleadas. De esta manera, no solo se 
busca la mejora de las habilidades laborales, sino también 
el acceso al mercado de trabajo y la creación de nuevas 
oportunidades de empleo.

A pesar del crecimiento económico sostenido de la Unión, 
las disparidades entre las regiones continúan siendo notorias. 
Las zonas más ricas concentran una proporción significativa 
del PIB, mientras que las regiones menos desarrolladas 
siguen enfrentando grandes desafíos. No obstante, gracias 
a los fondos estructurales y al Fondo de Desarrollo Regional 
(Feder), se ha logrado una reducción de estas diferencias. 
Entre 1988 y 1999, países como España, Grecia y Portugal 
mejoraron significativamente sus niveles de ingreso, gracias a 
las intervenciones de la política de cohesión.

El Feder, creado en 1968, ha financiado diversos proyectos 
para promover la competitividad regional y el desarrollo de 
sectores clave como las pymes y las tecnologías avanzadas. 
En sus diferentes fases, ha pasado de cofinanciar proyectos 
en regiones en transición a invertir en la investigación y la 
innovación tecnológica, fortaleciendo la capacidad productiva 
y la competitividad a nivel comunitario.

El presupuesto de la Unión Europea, que representa solo 
un 1,27 % del PIB comunitario, se distribuye principalmente 
entre la Política Agrícola Común y los fondos destinados al 
desarrollo regional y social. Estos fondos se asignan mediante 
un sistema de cofinanciación que permite que las regiones 
más necesitadas reciban hasta el 75 % de los recursos, 
garantizando la inclusión y el desarrollo equitativo en todo el 
territorio comunitario.

En Europa, los fondos estructurales buscan reducir las 
disparidades económicas y sociales mediante cofinanciación, 
con énfasis en empleo, inclusión social y equidad de 
género. Esta estrategia de tres fases permitió a los Estados 
miembros alinear sus prioridades nacionales con los objetivos 
comunitarios y asegurar la efectividad de las intervenciones.EC

LA COHESIÓN REGIONAL
EN EL PROCESO DE UNIDAD EUROPEO
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8 CARLOS RODADO NORIEGA, exministro, magister en economía e ingeniero
Mientras el centro acumula poder y recursos, más de cien municipios colombianos sobreviven 
con indicadores sociales peores que los del África subsahariana. La descentralización fiscal 
no puede seguir siendo una promesa aplazada.

38 CARLOS MARIO ZULUAGA,  vicecontralor
ANA ELENA MONSALVO, contralora Delegada Economía y Finanzas Públicas
El aumento de las transferencias hacia los entes territoriales promete corregir viejas 
desigualdades, pero si no se acompaña de controles, reglas claras y capacidad institucional, 
el remedio podría agravar el problema.

48 JUAN FERNANDO CRISTO BUSTOS, exministro del Interior
Tras décadas de centralismo, el Acto Legislativo 03 de 2024 propone devolver a las regiones el control 
sobre sus recursos y decisiones. El reto: pasar del discurso a la transformación estructural.

66 DIDIER ALBERTO TAVERA, director ejecutivo Federación Nacional de Departamentos
La implementación del nuevo Sistema General de Participaciones (SGP) debe fijar un norte claro: la 
superación del déficit estructural que hoy inhibe la inversión social y profundiza las brechas sociales.

78 JORGE IVÁN GONZÁLEZ,  exdirector Departamento Nacional de Planeación
Durante la próxima legislatura se discutirá la ley de competencias, que concreta el Acto Legislativo 
03 de 2024. Es muy probable que en el Congreso se termine dándole más prioridad a la distribución 
sectorial de los recursos, que al cierre de brechas regionales. Si efectivamente predomina la visión 
sectorial, no se cerrará la brecha entre regiones. 

84 GILBERTO TORO GIRALDO,  presidente Federación Colombiana de Municipios
La reforma al Sistema General de Participaciones (SGP) busca corregir décadas 
de centralismo, pero su éxito dependerá de que se apliquen reglas claras, recursos 
suficientes y un enfoque territorial diferenciado.
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